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Azcárate. 


I 

Hace tiempo que discípulos, amigos y 
admiradores de Azcárate deseaban rendir 
a la memoria del querido maestro el debi- 
do homenaje. Pero los momentos no eran 
propicios. ¿Cómo recordar y ensalzar la 
labor, y el influjo, y la representación del 
gran “liberal”, del “parlamentario” insig- 
ne, en los años tristes en que el deposita- 
rio del Poder público simbolizaba la más 
radical negación de cuanto D. Gumersindo 
de Azcárate propugnara como propagan- 
dista y sembrador de ideas en la tribuna y 
en el libro? ¿No podría uno imaginarse 
— ^sin sentir invencible repugnancia — al 
Gobierno dictatorial que padecimos aso- 
ciado a un homenaje nacional a Azcárate? 

Azcárate fué, en vida, el incansable de- 
fensor del régimen constitucional, o sea del 
régimen jurídico de Estado, y de las esen- 
cias y formas del liberalismo social — no 
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del viejo — , así como de la acción eficaz 

del Parlamento, reducido éste a su papel 
y curado de las corruptelas que han pro- 
vocado su descrédito. Azcárate, en sínte- 
sis, filé, en vida, apóstol de los ideales po- 
líticos de los pueblos libres, y de la intimi- 
dad salvadora entre la ética y la política, 
mediante el derecho, es decir, de cuanto 
vino a negar, desconocer o atropellar la 
Dictadura, que, en cambio, entronizaba el 
régimen de fuerza, con la consiguiente des- 
trucción de todo régimen de ley. 

Azcárate y Dictadura son términos, en 
verdad, que se excluyen o, mejor, se repe- 
len, como se repelen ley y arbitrariedad, 
civitas y estado de naturaleza. ¡D. Gu- 
mersindo, nuestro D. Gumersindo de Az- 
cárate , glorificado o ensalzado por un 

dictador capaz de proclamarle precursor 

de su apolítica! ¡Qué absurdo! ¡Qué 

desviación más violenta de los reparos éti- 
cos que Azcárate se esforzó por infundir 
en la vida política española! 


II 

Fué nuestro Azcárate un extraordina- 
rio maestro, un publicista de excepcional 
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cultura en las llamadas ''Ciencias morales 
y políticas'', un "hombre social" de gran 
corazón, un predicador laico, un político 
de acción de insuperable autoridad. 

Fué maestro Azcárate, sobre todo, en 
su cátedra de la Universidad Central: cen- 
tenares, miles, de discípulos formaron su 
espíritu de juristas en la contemplación se- 
rena de la evolución jurídica de las insti- 
tuciones que Azcárate exponía en sus lec- 
ciones de "Legislación comparada", o con 
ocasión de sus magistrales análisis críticos 
de obras destacadas de autores modernos. 

La cultura jurídica, sociológica y polí- 
tica española debe a Azcárate, publicista, 
obras, de gran empeño alguna, como su 
Historia del Derecho de Propiedad, que 
señala un momento culminante en la lite- 
ratura hispana sobre el proceso de tan fun- 
damental institución humana, y una serie 
de estudios sobre autores y obras (i), o 
bien sobre algunos problemas capitales de 
filosofía y de política (2), o bien todavía 


(1) V. sus Tratados de Política: Resúmenes y juicios 
críticos, y La República americana, de Burgess. 

(2) V. Estudios filosóficos y políticos. Discurso, en el 
Ateneo de Madrid, sobre el Régimen local. El Poder del 
Jefe del Estado en Francia. Inglaterra y los Estados Uni- 
dos (1878). Los Estados Unidos (conferencia en el Ate- 
neo, 1892). La Spagna dopo la Guerra (1901). La Consti- 
tución inglesia y la Política del Continente, 
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acerca de temas sociológicos (i). Pero en 
el conjunto, tan rico, de esta labor de Az- 
cárate publicista, aparte la obra a que es- 
tas líneas sirven de prólogo, y de que luego 
hablaré, destácase la titulada El Self-go- 
vernment y la Monarquía doctrinaria 
(1877), en la que Azcárate, con profundo 
espíritu crítico y certera visión del porve- 
nir, pone de relieve “la incompatibilidad 
de la Monarquía doctrinaria — dice — con 
el principio del Self-governmenV\ (No se 
olvide que esta obra se escribía en 1877, 
al comenzar la Restauración.) “Hemos 
procurado demostrar, añadía el maestro, 
en el mismo prólogo del Self-government, 
que son incompatibles con los principios 
de la civilización moderna, así la Monar- 
quía doctrinaria como la del antiguo régi- 
men, ya sea limitada, ya absoluta; pero, 
continuaba el maestro, “queda por diluci- 
dar si llena las exigencias que aquéllos lle- 
van consigo la Monarquía verdaderamen- 
te representativa, constitucional y parla- 
mentaria; si sólo la República satisface a 
esta necesidad imperiosa, o si, por acaso, 
ambas formas de organización son acepta- 


(1) Véase su discurso en la Academia de Ciencias Mo- 
rales y Políticas sobre El concepto de la Sociología y el 
Programa de Sociología (explicado en el Ateneo). V. tam- 
bién su estudio sobre La evoltición social de Kidd. 



bles, debiendo darse la preferencia a la 
una sobre la otra, según las circunstancias 
de cada país, ya que libres se consideran 
Suiza y los Estados Unidos norteamerica- 
nos con República, y libres se estiman In- 
glaterra, Bélgica e Italia con Monarquía/’ 
'‘Lo que sí se deduce de toda la doctrina 
expuesta — la del libro — es el carácter pro- 
fundo y radical de la transformación que 
necesita experimentar la Monarquía, si 
quiere librarse de una muerte segura, como 
lo comprueba la historia contemporá- 
nea ” (i). Y filé, sin duda, una de las 

labores de Azcárate — en la madurez de su 
vida y cuando alcanzara su máxima auto- 
ridad como parlamentario — rectificar, o 
destruir, o desvanecer los prejuicios y su- 
pervivencias del doctrinarismo monárqui- 
co en que descansaba la fórmula constitu- .. 
cional española de 1876, a fin de transfor- 
mar, sin violencias, el régimen doctrinario 
y de desconfianias de la Restauración, en 
un régimen representativo, democrático y 
“sin obstáculos tradicionales”. 


(1) Véase el prólogo de la obra citada en el texto. 
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III 

Fué Azcárate lo .que bien puede lla- 
marse un “hombre sociaF’, es decir, un 
hombre de su tiempo, de formación “libe- 
rar’, sin duda; pero el liberalismo de Az- 
cárate no procedía tanto del puro libera- 
lismo abstracto y formal y del economis- 

mo del “laissez-faire” como del krausis- 

?no, que, reconstruido acá bajo el influjo de 

Sanz del Río, de D. Francisco Giner 

y del propio Azcárate, podría definirse 

corno una filosofía de la libertad , pero 

de la libertad con contenido ético — moti- 
vación sería mejor — y de enjundia social, 
libertad que obliga a transformar el Esta- 
do en un orden jurídico, de acción positi- 
va, que no puede — no debe — permanecer 
indiferente ante los dolores — injusticias — 
sociales. Azcárate, bajo el influjo de la filo- 
sofía de la libertad del krausismo español, 
vivió siempre a tono con su tiempo, “so- 
cial” en esencia, procurando armonizar las 
exigencias de un régimen liberal — de dere- 
chos del hombre, de garantías jurídicas de 
las libertades — con las de la justicia social, 
que ahora se dice, justicia que demanda 
una calculada y eficaz intervención del Es- 
tado, que es la sociedad misma jurídica- 
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mente organizada, al efecto de defender y 
tutelar al débil en las luchas de la vida y 
de difundir por la sociedad entera — para 
todos — los goces de aquélla, de la vida, 
haciendo de la igualdad abstracta de la 
Declaración de derechos de 1789 (art. i.°) 
la igualdad orgánica espontáneamente je- 
rarquizada por obra de la necesaria dife- 
renciación de las funciones sociales. La 
labor del hombre social que fué Azcárate, 
según las inspiraciones de la concepción 
organicista y ética de Ahrens y de Giner, 
se condensó en algunos de sus libros — ver- 
bigracia, en los Estudios Económicos y 
Sociales, en el Resumen de una discusión 
sobre el problema social, y en los discur- 
sos sobre Los deberes de la riqueza y sobre 

La cuestión social Pero como “hombre 

sociaL’, que no es lo mismo que “sociólo- 
go’', en todo caso sería “sociólogo de ac- 
ción” ; como hombre social, digo, in- 

fluye Azcárate, actuando positivamente y 
realizando labor fecunda y eficaz, prime- 
ro, desde la benemérita Comisión de Re- 
formas Sociales — de que fué el alma — , y 
luego, y sobre todo, en la presidencia del 
Instituto de Reformas Sociales, que des- 
empeñó desde 1903 hasta su muerte, en 
1917. 

Los que hemos convivido con el maes- 



tro en el servicio de la reforma social en 
España, sabemos lo que Azcárate repre- 
senta en la realización y en el éxito de la 
labor constructiva de nuestra legislación 
del trabajo, así como en la formación del 
espíritu y en el acercamiento de las clases 
ordinariamente en lucha mediante las pe- 
ligrosas aplicaciones de la ''acción direc- 
ta''. No creo aventurado sostener que cier- 
tas inclinaciones a la moderación, con la 
actitud serena, y la colaboración vigilante 
en la reforma social por vía legislativa, in- 
cluso mediante la acción parlamentaria, 
que definen y distinguen a una de nuestras 
más genuinas y poderosas organizaciones 
obreras, débense, en alguna medida, al in- 
flujo de Azcárate desde la presidencia del 
Instituto de Reformas Sociales, Instituto 
que dirigió siempre en magistral forma, 
poniendo el alma, no escatimando sacrifi- 
cio ; en suma, "dando ejemplo". 

Permítaseme recordar un hecho típico 
de la actuación "social" del maestro, ocu- 
rrido con ocasión de la gran huelga de Río 
Tinto (1914). Presidía Azcárate la Comi- 
sión de mediación y de arbitraje que debía 
procurar resolver tan grave conflicto social. 
El "gran anciano" trabajaba en la Comi- 
sión sin descanso, con intenso interés y no 
menos emoción. Teníamos entonces sesio- 



nes de cuatro, de seis y más horas. Y una 
noche, cerca ya de las tres de la madruga- 
da, debatiendo una de las pretensiones 
obreras, que apoyábamos los mediado- 
res , un representante patronal inte- 

rrumpió y cortó el debate diciendo: '' — Se- 
ñores: cedemos, y cedemos como prueba 
de respeto y consideración al ilustre Pre- 
sidente, que nos dirige sereno y sin dar la 
menor muestra de cansancio. Y a estas ho- 
ras , ya , nada. ¡Concedido! ¡Conce- 
dido! '' Y se llegó a un acuerdo. 

IV 

He llamado a Azcárate ''predicador 
laico”. No lo fué, sin embargo, tanto como 
quizá lo habría sido si hubiera podido de- 
jarse llevar de su temperamento religioso, 
de formación cristiana. Sermón laico, de 
profunda y elevadora religiosidad, puede, 
en verdad, considerarse aquella hermosa 
lección de Bilbao sobre Las religiones y la 
religión (1909), en la que el maestro razo- 
na su posición frente al gran problema, 
desarrollando a la vez una filosofía prácti- 
ca de la tolerancia, virtud religiosa por ex- 
celencia. No era la religión, para Azcárate, 
una dogmática definida, y menos una pre- 
ocupación del puro intelecto: era refugio 
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salvador para el espíritu, calor del alma 
que irradia fecundo, fuente de inspiración 
para la conducta en la vida cotidiana, que, 
en efecto, debe vivirse religiosamente. De 
qué manera consideraba Azcárate la rela- 
ción de conciencia — de toda conciencia en 
toda persona — que la religión entraña, pue- 
de verse en su admirable Minuta de un tes- 
tamento (1876), especialmente los capítu- 
los 111 y IV. Oigámosle: “La crisis profun- 
da y universal — dice — que trabaja a la 
sociedad contemporánea ha oscurecido las 
dos fuentes de donde puede derivar su vir- 
tualidad el orden moral: la Religión y la 
Ciencia'' (págs. 157-59). “Aquélla es, en 
unos, fórmula fría y seca, incapaz de ins- 
pirar otro respeto que el que por rutina o 
miedo se preste al culto externo; en otros, 
misticismo vago, que apenas se traduce en 
hechos, fuera de los casos en que circuns- 
tancias excepcionales hacen que el espíri- 
tu se vuelva a Dios; en pocos, energía vi- 
gorosa que da a la vida un carácter pia- 
doso, trascendiendo a la conducta y a las 
obras." 


V 


Fué Azcárate un gran político, en el 
más elevado y noble sentido — digno de un 
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diálogo de Platón — : un gran político guía 
e inspirador de conductas; sereno, firme, 
austero y severo, pero sin agresividad ni 
acritud ni aun en los casos en que el ''es- 
pectáculo'' provocara sus más íntimas re- 
pugnancias. Azcárate hacía amable la vir- 
tud, que para él, como para Platón y Aris- 
tóteles, constituye el fin último del Esta- 
do, a la vez que la norma de conducta del 
político mismo. 

En los últimos años de su vida, dedica- 
da a España, Azcárate llegara a ser la 
más alta autoridad en nuestras Cortes. 
De espíritu equilibrado, ecuánime, opti- 
mista, como conviene al político de acción 
que quiere ser eficaz, D. Gumersindo, sin 
rechazar la "operación quirúrgica" en las 
aplicaciones de la técnica política, prefería 
el método evolutivo y persuasivo de la pro- 
paganda y de la conquista de la opinión 
pública, para la realización del ideal o de 
los ideales, que ha de hacerse específica- 
mente mediante, en todo caso, la acción 
honrada y sincera del gobernante, en fun- 
ción éste siemore — condición esencial — de 

A 

representante legítimo de la comunidad 
política que es el Estado. De ahí el entu- 
siasmo del maestro por el régimen repre- 
sentativo, y sus preferencias por el "parla- 
mentario", que procurara a la Inglaterra 
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de su tiempo, de la época victoriana, uno 
de los períodos de mayor grandeza de la 
historia inglesa; que hiciera de Bélgica una 
nación tipo y ejemplo, facilitando a Fran- 
cia el arraigo de la tercera República. 

Conceptuaba Azcárate el 'régimen par- 
lamentario como el mecanismo más ade- 
cuado para hacer efectivo el imperio de la 
opinión, condición de todo Gobierno libe- 
ral, democrático, representativo , espe- 

cialmente por su notoria flexibilidad y por 
las condiciones que puede ofrecer — bien 
practicado el régimen — para la mejor y 
más apropiada diferenciación de las fuer- 
zas políticas — los partidos, órganos de opi- 
nión, y para el Gobierno. 

Como defensor entusiasta del régimen 
parlamentarlo, sentía Azcárate tristeza e 
indignación, a ratos violenta, aunque siem- 
pre contenida por su temperamento ecuá- 
nimie, ante los vicios y corruptelas del 
llamado ''parlamentarismo”, degeneración 
del régimen de Parlamentos, vicios y co- 
rruptelas que tanto han contribuido al des- 
crédito de éste, y contra los cuales doquier 
se reacciona. Para Azcárate, "el régimen 
parlamentario, última evolución del siste- 
ma representativo y consecuencia del prin- 
cipio del Self-government o de la soberanía 
nacional, es la única solución justa y con- 
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veniente, y la única posible, del problema 
político de nuestros días; por eso, añade, 
hemos caído en la tentación de escribir este 
libro, cuyo objeto principal es el examen 
de esos vicios y corruptelas que lo pervier- 
ten y trastornan en la práctica” (del Pró- 
logo de El régimen parlamentario en la 
práctica). Escrito el libro de Azcárate ha- 
cia 1885, algunas de sus apreciaciones po- 
drán estimarse hoy poco aprovechables. 
Mas no se olvide que la crisis política ac- 
tual no es sólo crisis de Parlamentos, sino 
de las instituciones representativas. Y esto 
no obstante, el libro de Azcárate, aparte 
su utilidad como fuente para estudiar la 
evolución constitucional entre nosotros, 
conserva su valor como crítica del régi- 
men parlamentario, pudiendo además ase- 
gurarse que el descrédito de este régimen 
se ha producido en gran medida como con- 
secuencia de los vicios y corruptelas que 
Azcárate denuncia. Por todo lo expues- 
to estimo que los discípulos, amigos y ad- 
miradores de Azcárate han hecho bien re- 
imprimiendo hoy, con ocasión del home- 
naje que al maestro se rinde, esta obra de 
política, que puede reputarse como capi- 
tal en la labor del gran parlamentario. 
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VI 

Para terminar este prólogo, más lar- 
go de lo que al comenzarlo me proponía: 
Don Gumersindo de Azcárate, maestro, 
publicista, “hombre social”, predicador 
laico, político de acción, parlamentario in- 
signe , fué, sobre todo, “un ejemplo” del 

más alto y noble civismo. Hasta el último 
día de su vida, hasta el último instante de 
su existencia lúcida, fué nuestro Azcárate 
un raro ejemplo de abnegación y de dedi- 
cación al “servicio público”. 

Se recordará — no sabremos olvidarlo 
sus colaboradores en el Instituto de Refor- 
mas Sociales — que Azcárate dejó, en rigor, 
de existir cuando, eJ 13 de diciembre de 
1917, se disponía a abrir la sesión de la 
Corporación que presidía, hacía ya unos 
catorce años. Enfermo D. Gumersindo 
— herido de muerte, él lo sabía — , se pro- 
ponía, aquella tarde, entregar la presiden- 
cia del Instituto al Vicepresidente, Sr. Viz- 
conde de Eza, a quien él mismo propusie- 
ra como sucesor capacitado para continuar 
su obra. Acercóse a la mesa Azcárate; ocu- 
pó su sillón, disponiéndose a dar lectura al 
documento — trascendental documento — 
que acababan de entregarle, y en el que la 
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representación obrera en el Instituto anun- 
ciaba su retirada hasta que el Poder pú- 
blico acordase la deseada reparación a los 
presos obreros — presos por los sucesos del 
mes de agosto en la huelga de 1917 — , y 
entre los cuales se contaba el Sr. Largo Ca- 
ballero. Pero cuando D. Gumersindo, sen- 
tado en su sillón, quiso desdoblar el docu- 
mento de los obreros, no pudo: sus manos 
no obedecían; inclinado hacia la derecha, 

intentó, en vano, alcanzar la campanilla 

¡Un momento, aquél, triste, trágico! Los 
que estábamos junto al Presidente com- 
prendimos lo que ocurría La preciosa 

existencia del maestro terminaba Sin 

palabra, sin fuerzas sus manos, Azcárate 
realizaba entonces el último acto de su vida 

pública Muy pocos días después se nos 

iba para siempre Azcárate. ¡Azcárate! ''El 
último ejemplar — escribía, en El Sol, José 
Ortega Gasset — de una casta de hombres 
que creía en las cosas superiores, y para 
los cuales toda hora llegaba con un deber 
y un escrúpulo en la alforja '' 

Adolfo Posada. 


Salinas-Aviles (Asturias), 1.® de agosto 1931. 




PRÓLOGO 


1 

Lamentable es que el régimen parla- 
mentario implique para éstos el predomi- 
nio del Poder legislativo y equivalga para 
aquéllos a la peculiar organización política 
de Inglaterra, con todos sus pormenores y 
detalles; que sea para unos cosa exclusiva- 
mente propia de la Monarquía constitucio- 
nal y de la actual República francesa, en 
contraposición al llamado Gobierno presi- 
dencial de los Estados de América, y sea 
todavía para otros aquel conjunto artifi- 
cial de resortes, equilibrios y contrapesos, 
ideado por el doctrinarismo francés hace 
cincuenta años ; pero lo es mucho más que 
se haya llegado a creer que lo constituyen 
ese cúmulo de abusos, vicios y corruptelas 
que son precisamente el resultado de su 
sistemático falseamiento. 

Y como, en nuestro humilde sentir, el 

2 
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régimen parlamentario, última evolución 
del sistema representativo y consecuencia 
lógica del principio del self-government o 
de la soberanía nacional, es la única solu- 
ción justa y conveniente, y la única posi- 
ble, del problema político de nuestros días, 
por eso hemos caído en la tentación de es- 
cribir este libro, cuyo objeto principal es 
el examen de esos vicios y corruptelas que 
lo pervierten y trastornan en la práctica, 
así como lo fué de otro, que hace algunos 
años dimos a la estampa (i), el estudio de 
los errores y prejuicios que lo desnaturali- 
zan en la esfera de la teoría. 

Muévenos a entregarlo a la benevolen- 
cia del público el amor a esta pobre patria, 
más querida cuanto más desgraciada, y el 
amor a la democracia, que no habrá de 
contarnos nunca en el número de sus cor- 
tesanos, pero sí, y siempre, en el de sus hu- 
mildes servidores. 

Es interés de la patria mantener, por 
encima de las diferencias que dividen a sus 
hijos, el imperio de aquellos principios que, 
por referirse a lo que llamaremos morali- 
dad pública, tomando este término en su 
más amplio sentido, no pueden ser objeto 
de discusión ni motivo de divergencia en- 


(1) El sdf-govermnent y la Monarquía doctrinaria. 
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tre los partidos; y el mal, en este punto, 
ha llegado a tal extremo, que sólo persi- 
guiéndolo sin misericordia, sólo apelando 
a recursos enérgicos, es dado ponerle coto, 
ya que, desgraciadamente, no es posible ex- 
tirparlo de raíz. 

La democracia, cuando llegue al Poder, 
además de las dificultades transitorias que 
ha de llevar consigo un cambio radical 
en la organización del Estado, encontrará 
planteado, juntamente con el problema po- 
lítico y el. social, este otro que se refiere a 
la moralidad pública, y que demanda ur- 
gente remedio. El social pide mucha deci- 
sión para reconocer su existencia, pero mu- 
cha discreción y no poco tiempo para for- 
mular las sucesivas y parciales soluciones 
que quepa dar al mismo en la esfera de la 
legislación. El político, aunque por cons- 
tar de términos muy conocidos y discuti- 
dos, salvo ciertos perfiles y rectificaciones, 
cabría resolverlo sin graves dificultades, 
por circunstancias peculiares de nuestra 
patria, ha de tropezar, sin embargo, con al- 
gunas. Pero, en cambio, la solución del ter- 
cero exige tan sólo una cosa, querer, por- 
que no se trata de dilucidar la verdad de 
un principio, la utilidad de una institución 
o la necesidad de este o de aquel organis- 
mo, sino de que no haya dos morales, una 
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para la vida privada y otra para la públi- 
ca, y de que la probidad, la rectitud, la 
sinceridad y la lealtad sean virtudes tan 
exigibles y estimables en la una como en 
la otra. 

Por esto es obligación de la democracia 
reobrar enérgica y resueltamente contra la 
inmoralidad política y administrativa en 
todas sus fases y manifestaciones. Si el de- 
ber no le impusiera esta línea de conducta, 
aconsejaríasela la conveniencia, pues, mar- 
chando por ese camino, se ganará el entu- 
siasmo de sus adeptos, la simpatía de los 
indiferentes y el respeto de los adversa- 
•rios, y le será dado entonces abordar los 
demás problemas, porque contará con la 
condición que es indispensable para alcan- 
zar el único género de autoridad que ca- 
pacita hoy a los partidos y a los Gobier- 
nos para entrar resueltamente por la senda 
de las reformas. 

II 

Como este libro tiene por objeto la cen- 
sura de los defectos del régimen parlamen- 
tario, no la apología de sus excelencias, y 
pudiera alguien pretender utilizarlo como 
argumento en favor del régimen antiguo, 
no estará demás advertir que, no obstan- 
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te todas esas deficiencias, estimamos la po- 
lítica de nuestro tiempo inmensamente su- 
perior, en todos los respectos, a la de los 
pasados, aun escogiendo entre éstos los 
mejores. Es más: hay, entre los vicios que 
afean a la primera, algunos que, en opinión 
de ciertas gentes, son característicos de 
ella y cosa completamente nueva, tales 
como, por ejemplo, la empleomanía, de- 
terminadas prácticas administrativas y la 
influencia de los Gobiernos en las eleccio- 
nes; y, sin embargo, son todos estos males 
muy añejos. 

En un Real decreto fecha 17 de marzo 
de 1785 se decía: “Ha llegado á hacerse 
insoportable la desordenada concurrencia 
á Mi Corte de pretendientes de Rentas, 
pues además de la confusión que ocasio- 
nan, con sus importunidades, en los Minis- 
terios y Oficinas, turban Mi servicio, aban- 
donando unos los destinos en que debieran 
estar cumpliendo con sus obligaciones, y 
otros las labores, oficios y ocupaciones en 
que se han criado, por buscar empleos que 
hagan infelices sus familias” (i). 

En 25 de julio de 1667 se decía a los 
Corregidores lo siguiente: “Luego que Vm. 
la reciba (una Circular del Consejo de Cas- 


(1) Ley 9.*, tít. XXII, lib. III, Nov, Rec, 
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tilla), disponga la ejecución con la buena 
disposición y maña que es de esperar de su 
prudencia, venciendo las dificultades que 
se ofrecieren y procurando que se vote el 
servicio cuando Vm. lo tenga seguro, según 
lo reconociere en el ánimo de los Regido- 
res ; y en caso de que, por algún accidente, 
viese Vm. que no tiene mayor parte, alza- 
rá el Cabildo sin dar lugar á que se acabe 
de votar, si no es en favor, continuando 
después con las diligencias convenientes 
para reducir á los Regidores que se opu- 
sieren, y aplicando todos los medios y es- 
fuerzos posibles que se acostumbran en 
tales ocasiones para conseguir el fin que 
tanto importa.” ¿No pertenece esto al gé- 
nero de aquellas cosas que, en la moderna 
jerga política, se llaman volcar el puchero, 
resucitar Lázaros, etc.? 

El Ordenamiento de Montalvo (i) re- 
vela lo que pasaba en la práctica, en punto 
a la elección de los Procuradores a Cor- 
tes, puesto que declara que aquélla ''sea 
libremente de los Concejos, y que ninguno 
sea osado de ganar ni impetrar cartas de 
ruego Nuestras, ni del Príncipe, Nuestro 
caro y amado hijo, ni de otro señor, ni se- 
ñores, ni mandamientos Nuestros para que 


(l) Lib, U, tít. XI, leyes 2* y 3-* 
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personas señaladas vengan por Procurado- 
res á las dichas Cortes, salvo que cuando 
Nos (no á petición de persona alguna, mas 
de Nuestro proprio motu, entendiendo ser 
así cumplidero á Nuestro servicio) otra 
cosa nos pluguiere mandar y disponer’'. En 
cambio, Enrique IV los designaba él mis- 
mo, diciendo: “mi merced e voluntad es 
que ellos sean procuradores, e vosotros los 
nombrades e elijades por procuradores de 
esa dicha cibdad, e no á otros algunos.” 

Y en un Decreto de 27 de julio de 1660 
se manda que los Procuradores de las ciu- 
dades no cedan por dinero sus procura- 
ciones, y que no sean aprobados en las 
Cortes los poderes mientras sus poseedo- 
res no hagan constar que son los verdade- 
ros electos, identificando su personalidad, 
pues resultan “inconvenientes que se de- 
ben atajar, por las negociaciones y tratos 
que en esto pueden hacerse por personas 
poderosas que solicitan procuraciones para 
sus fines particulares, y no para el benefi- 
cio público del Reino, y de las mismas ciu- 
dades por quien vienen, que es lo princi- 
pal por que yo debo mirar” (i). 

Como se ve, los políticos de oficio más 
despreocupados de nuestros días han teni- 


(1) L«y 12, tít. vi II, lib. III, Nov. Rec. 
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do precursores, y aun podríamos decir, mi- 
rando a lo que hóy pasa, que lo bueno es 
nuevo y lo malo es viejo. 

Pero si importa recordar esto a los tra- 
dicionalistas de todos los matices, no im- 
porta menos mostrar a liberales y demó- 
cratas de todas las especies y variedades 
que, siguiendo las cosas por el camino que 
llevan, lo bueno del régimen parlamentario 
va a quedar oculto y perdido entre tantos 
vicios, defectos y corruptelas, a modo de 
hermoso brillante cubierto por gruesísima 
capa de barro, de lodo y de fango. 



V 



CAPÍTULO PRIMERO 

LA TEORÍA Y LA PRÁCTICA 


Importancia del problema político. — Causas de la discordancia entre 
la teoría y la práctica. — El régimen patlamentario y sus enemigos 
de fuera. — Enemigo que lleva en su seno: las mixtificaciones y las 
corruptelas. — Lo que pasa en la práctica no quita valor a la teo- 
ría. — Diferencia entre los errores y las corruptelas. — Influjo de 
éstas en la actitud del elemento neutro y en la del proletariado. — 
Su influjo desastroso en la moralidadipública. 

Nos ha tocado vivir en unos tiempos en que por 
todas partes surgen problemas a cuál más grave y 
trascendental: problema religioso, problema cientí- 
fico, problema social, problema político. Este últi- 
mo es, en un sentido, el postrero en orden de im- 
portancia, pero es en otro, seguramente, el primero. 
Desde el punto de vista doctrinal y teórico, los prin- 
cipios fundamentales de la organización política 
están sentados, faltando tan sólo depurarlos de 
ciertas limitaciones, debidas a la acción de antiguos 
prejuicios, y deducir con lógica y sin miedo las 
consecuencias legítimas que de ellos se derivan. 
Desde el punto de vista práctico, los más de los pue- 
blos cultos han organizado el poder sobre las bases 
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aconsejadas por la moderna ciencia política, y no 
ha de tardar el día en que pueda decirse que todos 
han entrado por ese camino; de suerte que en este 
orden no está puesto todo en cuestión y todo en 
duda, como sucede en aquellas otras esferas a que 
se refieren los demás problemas arriba indicados. 

Mas si en tal concepto el político reviste menos 
gravedad, en cambio la tiene mayor, si se considera 
que su solución definitiva es la condición sine qua 
non para que en fondo y forma tengan la debida los 
demás, con especialidad el problema social. Porque 
éste no es temible allí donde la organización polí- 
tica es a la vez tan firme y tan flexible, que ni los 
empeños atrevidos logran turbar la paz pública, ni 
los própositos de reforma, por trascendental que 
ésta sea, carecen de ninguno de los medios de pro- 
ducirse, depurarse y condensarse en el seno de la 
sociedad, para traducirse, al fin, en leyes y reglas de 
vida. En una palabra: el derecho político, en cuanto 
es una parte de derecho público o adjetivo, es una 
condición para la realización y cumplimiento del 
derecho civil, privado o sustantivo, como, a su vez, 
lo es éste para todos los órdenes de la actividad 
individual y social;'por donde la lógica pide que se 
dé solución a los problemas del primero, a fin de 
que puedan alcanzarla los referentes al segundo, 
uno de los cuales, y seguramente el más importan- 
te, es el social. 

Ahora bien: si atendemos a la naturaleza de las 
cuestiones planteadas en la esfera de la política y 
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a la índole de los males cuyo remedio se busca, 
hallaremos que, en resumen, todo ello procede, en 
primer término, de la falta de armonía entre la teo- 
ría y la práctica. Y no se trata de la teoría de im- 
posible aplicación, pues que a esa se llama utopía, 
ni de la práctica que no se inspira en idea alguna, 
pues que a esa se llama rutina, sino de la teoría cons- 
tituida por las verdades que deben guiarnos en la 
vida en cuanto expresan lo que se ha de obrar^y de 
la práctica constituida por aquel conjunto de he- 
chos que son realización de un principio. Pasaron 
ya los tiempos en que declaraban aquéllas incon- 
ciliables, fundándose en la imposibilidad de hacer 
que coincidan en absoluto, lo cual conduciría, por 
ejemplo, a que el arquitecto no debía cuidarse de 
levantar un edificio conforme a las reglas de la Me- 
cánica, por la sencilla razón de que la vertical que 
él determina con la plomada no es nunca la ideal 
que tiene en cuenta el geómetra. Puede caber di- 
versidad de pareceres en cuanto al modo de al- 
canzar la verdad teórica, pero no en cuanto a la 
necesidad de tomarla como guía en la vida, pues 
lo contrario sería, com decía Royer Collard, tener 
la pretensión ridicula de hablar sin saber lo que se 
dice y de obrar sin saber lo que se hace. 

La disconformidad entre la teoría y la práctica 
nace, en la política como en todo, de dos causas: pri- 
mera, del desconocimiento de la verdadera natura- 
leza de los principios y de sus lógicas consecuen- 
cias; y segunda, de la falta de buena volundad para 
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adoptar aquéllos y llevar a cabo éstas. De seme- 
jante estado de cosas surge el descrédito del sis- 
tema del Gobierno imperante, de lo cual se apro- 
vechan los escépticos y los egoístas, de un lado, y 
de otro los enemigos de aquél, atentos a levantar 
y ensalzar el propio, poniendo a los partidarios del 
viciado y mixtificado en la necesidad de salir a su 
defensa, rectificando los errores que los desnatura- 
lizan y denunciando las corruptelas que lo tuer- 
cen y desvirtúan. Ahora bien: esto pasa con el ré- 
gimen parlamentario y cuyo pleno desenvolvimiento 
constituye la aspiración fundamental délos pueblos 
cultos en nuestros días. 

La intervención eficaz de la sociedad en el ré- 
gimen de su propia vida se nos presenta bajo tres 
formas en la Historia: la democracia directa de Gre- 
cia y Roma, el constitucionalismo de la Edad Media 
y el sistema parlamentario de la época actual. En- 
tre las dos últimas hay una estrecha relación, pero 
también una radical diferencia. La historia política 
de Inglaterra pone de manifiesto, no sólo la prime- 
ra, como suele creerse, sino también y de igual 
modo la segunda. En la Gran Bretaña, por su di- 
cha, el sistema constitucional, que en la Edad Me- 
dio regía en casi toda Europa, se ha convertido, 
sin solución de continuidad, en el parlamentario 
moderno; pero no cabe confundir las luchas que 
sostuvo el pueblo inglés con los Plantagenets y los 
Tudores para restablecer o conservar aquellas li- 
bertades y derechos históricos y tradicionales, por 
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virtud de los cuales la Monarquía, la Nobleza y los 
Comunes compartían la gobernación del Estado, 
con la que sostuvo más tarde con los Estuardos, y 
de que fué término la gloriosa Revolución de 1688, 
cuya obra, en suma, no fué otra que la de mostrar, 
como dice Lord Macaulay, «que el derecho de los 
príncipes a gobernar tiene el mismo fundamento 
que el de cualquiera otro funcionario». Desde en- 
tonces quedó sentado el principio fundamental del 
régimen parlamentario, cuya primera consecuencia 
se puso de manifiesto en 1741, cuando Walpole se 
retiró ante un voto contrario de las Cámaras; y más 
aún en 1782, cuando hizo lo propio Lord North, no 
ya solo, sino con todos sus compañeros, y de cuya 
fecha, por eso, hacen arrancar Todd y Gneist la 
historia parlamentaria de Inglaterra; y más todavía 
en nuestro días, por virtud de reformas trasceden- 
tales, consagradas en las Leyes o Estatutos, y de 
otras silenciosas^ como las llama Freeman, pero no 
menos importantes, consignadas en la Constitución 
no escrita^ y cuyo resultado ha sido el predominio 
de las Cámaras de los Comunes y la transformación 
del poder real, de suerte y manera que, en vez de 
regir éste al pueblo, le sirve; en suma, la sustitución 
de la Monarquía constitucional, representativa y li- 
mitada de la Edad Media, en la que la sociedad 
interviene, por la Monarquía constitucional, repre- 
sentativa y parlamentaria de nuestros días, en la 
que la sociedad manda. 

El principio de la soberanía nacional, autarquía 
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O self-government, que informa todo este movi- 
miento, implica la negación radical de la Monar- 
quía de derecho divino, legítima y patrimonial, en 
cuanto todos estos atributos son incompatibles con 
el derecho inconcuso que tienen los pueblos a go- 
bernarse a sí mismos, a regir su propia vida, a ser 
dueños de sus destinos. Por eso ha tenido que lu- 
char con el régimen antiguo, consiguiendo, según 
los países, destruirlo, transformarlo o quebrantarlo; 
siendo de notar que se trata de rechazar, no sólo el 
absolutismo, existente hoy únicamente en un Es- 
tado europeo, y cuya restauración en los demás 
nadie pretende, sino también el constitucionalismo 
al modo de la Edad Media, que sostiene a toda 
hora el emperador de Alemania, bajo la inspiración 
del príncipe de Bismarck, que aceptaba el Conde de 
Chambord, con el aditamento del sufragio univer- 
sal, de la libertad de cultos y de la descentraliza- 
ción administrativa, y que desenvolvió Aparici y 
Guijarro, para enseñanza y progama de nuestros 
tradicionalistas, en un proyecto de Constitución 
que no era menos liberal que la de 1845. 

Pero si por este lado tropieza el régimen parla- 
mentario con un enemigo, suerte común a toda in- 
novación, y por otro le salen al encuentro la de- 
mocracia directa^ el doctrinarismo y el cesarismo, 
sistemas que desconocen, tuercen o mutilan el con- 
cepto de la representación^ el adversario más temi- 
ble y el que más contribuye a su descrédito lo lle- 
va en su propio seno. La desnaturalización de los 
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principios en que se basa y su mixtificación en la 
práctica han engendrado un conjunto de errores, 
vicios y corruptelas que si un día fueron conde- 
nados por la escuela teológica y el partido tradicio- 
nalista, los cuales envolvían en sus anatemas lo 
esencial con lo accidental, el uso con el abuso, bajo 
el nombre de parlamentarismo, hoy lo reprueban y 
lamentan, proponiendo además los remedios que 
estiman adecuados al caso, escritores tan identifi- 
cados con el espíritu de la civilización moderna 
como Vacherot, Littré, Róder, Minghetti, Laveleye, 
Thornton, Sieckney, etc. 

De aquí la necesidad de que los adictos al régi- 
men parlamentario salgan a su defensa, mostrando 
cómo constituyen una desviación, y en ocasiones 
negación, de los principios en que aquél debe infor- 
marse, todos esos defectos y prácticas viciosas que 
sus enemigos ponen sigular empeño en presentar 
como si fueran consecuencias lógicas e indeclina- 
bles del mismo, cuando son, por el contrario, fruto 
de la discordancia entre la teoría y la práctica en 
este punto, la cual, a su vez, no reconoce otras 
causas que ciertas preocupaciones doctrinales, el 
estrecho interés individual, de clase o de partido, y 
la falta de fe, de buena voluntad y de sinceridad en 
los políticos y en los hombres de Estado. 

¿Qué culpa tiene la teoría de que los unos hayan 
perseguido la empresa imposible de armonizar los 
antitéticos conceptos de rey soberano y pueblo li- 
bre, y de que los otros, estudiando la Constitución 
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inglesa en su superficie, sin penetrar en el fondo y 
en la esencia, hayan inventado un nuevo género de 
legitimidad^ rehabilitado el sistema del gobierno 
mixto, que en Inglaterra va de vencida, y confun- 
dido el principio de la delegación con el de la re- 
presentación, para ir a parar a los dogmas políticos 
indiscutibles, a las instituciones irreformables, a los 
partidos ilegales, a las dictaduras parlamentarias, 
y a una combinación, en fin, artificial y artificiosa 
de resortes, balanzas y contrapesos que se decora 
con el nombre de régimen político? 

¿Qué culpa tiene la teoría de que los partidos se 
conviertan en facciones que esclavizan a los pue- 
blos, en vez de ser sus servidores, o en grupos, bue- 
nos tan sólo para dar alientos al caudillaje? ¿Qué 
culpa tiene de que las elecciones se lleven a cabo 
bajo la égida de dos divinidades que se llaman el 
Cinismo y la Impudencia, y de que la vida de los 
Parlamentos sea un tejido de cábalas, de intrigas, 
de sorpresas y de serviles complacencias? ¿Qué 
culpa tiene de que, a despecho de cuanto se dice de 
la división de poderes y de la independencia de 
cada uno, resulte luego el ejecutivo siendo, en rea- 
lidad de verdad, amo y señor, por donde no parece 
sino que el absolutismo de uno ha sido sustituido 
por el de siete u ocho? ¿Qué culpa tiene el que se 
nos presente la llamada Administración como una 
institución paternal que todo lo prevé, a todo atien- 
de y a todos protege, y sea en la práctica a modo 
de árbol maldito cuyas raíces a todas partes llegan. 
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y cuyos frutos de bendición son la centralización, 
la burocracia, el expedienteo y la empleomanía? 
¿Qué culpa tiene la teoría de que los Tribunales 
constituyan como una dependencia del Poder eje- 
cutivo, estén sus atribuciones mermadas, su liber- 
tad de acción impedida y sus fallos pendan de un 
halago, de una oferta o de una amenaza? ¿Qué culpa 
tiene, por último, de que, por faltar a gobernantes 
y gobernados las virtudes que son necesarias para 
el afianzamiento del régimen parlamentario, se haya 
engendrado en la conciencia popular «aquel sen- 
timiento de desprecio y de incredulidad, que es, 
como dice Sansonetti, el arma más aguda con que 
se puede herir a un sistema, cualquiera que él sea»? 

Cierto que hay que distinguir entre los errores y 
las corruptelas en cuanto, si aquéllos son desvia- 
ciones de la verdadera teoría que importa rectificar, 
respetando empero la buena intención de los que 
los abrigan, éstas son adulteraciones de la misma 
hechas a sabiendas, y las cuales es preciso censu- 
rar y condenar sin miramientos ni contemplaciones 
y perseguir sin misericordia. Pero es indudable que 
más, mucho más, han contribuido al descrédito del 
régimen parlamentario las corruptelas que los erro ■ 
res, porque no se trata del fracaso de un sistema 
producido por la falta, en éste, de condiciones intrín- 
secas de vida, sino del que es resultado de una cí- 
nica mixtificación del mismo; de donde resulta que 
la contradicción entre lo que se dice y lo que se 
hace, entre lo que se ofrece y lo que se cumple, es 
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tan flagrante, que no hay quien n© concluya por de- 
clarar que todo ello es una farsa y una mentira. 

Ahora bien: como no es posible volver al antiguo 
régimen, ni cabe poner los ojos como una esperan- 
za en el cesarisrno, ni tampoco optar por las solu- 
ciones de la democracia directa, preciso es insistir 
en la defensa del régimen parlamentario, ya que no 
ha de haber Monarquía ni República, ni han de go- 
bernar conservadores ni liberales, sino con él; pre- 
ciso es mostrar la teoría en su pureza y contrastarla 
con las corrupciones de la realidad, para que no se 
crea que ese sistema es un fruto peculiar de la Gran 
Bretaña, como pretenden los autoritarios alemanes, 
los bonapartistas franceses y los carlistas españo- 
les; preciso es, finalmente, poner de manifiesto la 
diferencia profunda que hay entre las prácticas sa- 
ñas, que son consecuencias lógicas del principio 
que sirve de base a aquél, y las corruptelas que lo 
tuercen y desnaturalizan, para que se vea cómo, 
lejos de ser ésta de esencia, no son sino un acci- 
dente llamado a desaparecer el día en que la since- 
ridad sea reconocida como la primera e inexcusa- 
ble condición para la marcha y desenvolvimiento 
del régimen parlamentario. 

Además, se impone la necesidad de esta depura- 
ción por lo que puede influir en la actitud de dos 
importantes factores de la vida política; el elemento 
neutro y el cuarto estado. 

Ciego está quien no vea el peso del primero, so- 
bre todo en determinados países, uno de ellos el 
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nuestro. Fuera de los partidos, quedan un sin- 
número de gentes que constituyen lo que un ma- 
logrado escritor llamaba el vientre de la nación, 
el cual, si con la fuerza de inercia estorba, unas ve- 
ces, la acción de aquéllos, otras se pone resuelta- 
mente de su lado, y es quien decide de su suerte. 
A este elemento neutro no importan gran cosa los 
principios propiamente políticos, entre otras razo- 
nes, porque le falta fe en ellos, y así'no tiene calor 
ni para apoyarlos ni para resistirlos; pero como, 
instintivamente, conoce que a nada bueno puede 
conducir un régimen de gobierno que viene a poner 
cátedra de inmoralidad en las alturas en que viven 
los poderes oficiales del Estado, ocupando el egoís- 
mo, la hipocresía y la mentira el lugar que corres- 
ponde de derecho al patriotismo, a la sinceridad y 
al desinterés, se aleja más y más de la vida pública, 
dejando en el aislamiento y el vacío a los partidos 
militantes, los cuales no suelen reparar en lo mu- 
cho que es debida su fortuna, próspera o adversa, 
a ese elemento que, en las circunstancias críticas, 
hace inclinar la balanza de uno a otro lado, siendo, 
aunque no lo parezca, el primer fautor de las revo- 
luciones y de las contrarrevoluciones. Pues bien: 
las personas extrañas a la vida agitada de las par- 
cialidades políticas, que son tantas entre nosotros, 
al ver cómo esas corruptelas y mixtificaciones 
aumentan, crecen y se arraigan más y más cada 
día, comienzan a recelar que no se trata de errores 
y vicios susceptibles de rectificación y enmienda. 
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sino de defectos intrínsecos del sistema mismo; y 
de ahí que cunda por todas partes una duda des- 
consoladora, que puede ser causa de muchos ma- 
les y de ningún bien, pues ninguno ha llevado an- 
tes, ni llevará jamás en su seno el escepticismo. 
Véase, por tanto, si urge desvanecer ese recelo 
para ganar, por lo menos, la aquiescencia pasiva de 
ese elemento neutro, y, si es posible, reavivar en él 
la esperanza de que el régimen parlamentario pue- 
de procurar a los pueblos una vida estable y orde- 
nada, para convencerle de que esa es la única so- 
lución justa, racional y conveniente del problema 
político. 

Pero no será menos ciego quien no vea la im- 
portancia del otro elemento, del cuarto estado, y 
no reconozca la trascendencia de su actitud res- 
pecto del sistema parlamentario. Anarquistas, co- 
lectivistas, intransigentes, partido obrero; en suma, 
casi todos los grupos formados exclusivamente de 
trabajadores, consideran que es aquél obra de la 
burguesía, inventada por ésta en provecho propio, 
y lejos de creer que con la República y el sufragio 
universal obtendrían el medio de influir de un modo 
eficaz en la gestión de los negocios públicos, pro- 
claman el régimen de la democracia directa en todo 
su rigor, supí imiendo, por tanto, en absoluto el siste- 
ma representativo. Ahora bien: aparte del error doc- 
trinal, que es causa de este punto de vista, no es 
posible desconocer lo mucho que le favorecen los . 
vicios con que aquél se muestra en la práctica y 
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que, naturalmente, utilizan en favor de sus solucio- 
nes los demagogos, como lo hacen en pro de las 
suyas cesarístas y absolutistas; y si importa salir al 
encuentro de las pretensiones de éstos, distinguien- 
do profundamente las prácticas sanas de las co- 
rruptelas vituperables, para procurar que aquéllas 
arraiguen y éstas desaparezcan, más interesa toda- 
vía poner de manifiesto el fundamento racional 
del principio de la representación, y mostrar cómo, 
mediante el régimen parlamentario, sinceramente 
practicado, el pueblo es dueño de su destino, para 
que el cuarto estado salga de su error, abandone 
propósitos de imposible realización y se convenza 
de la necesidad, justicia y conveniencia de consi- 
derarse como un elemento coordenado con los de- 
más sociales, y no como una clase que deba abri- 
gar la pretensión de supeditar a las otras. La acti- 
tud de los obreros, en Inglaterra, y la transforma- 
ción que han experimentado las Trade-Union, for- 
mando en ambos respectos un notable contraste con 
lo que acontece en el Continente, autoriza a pensar 
que la diferencia sea acaso debida a que en aquel 
país el régimen parlamentario es una verdad, y por 
lo mismo una garantía y una esperanza para todas 
las clases sociales. 

Finalmente, este trabajo de crítica y depuración, 
si por lo que pueda influir en la suerte del régimen 
parlamentario importa muy particularmente a los 
amantes de éste, tiene otro punto de vista que inte- 
resa a todos, sin distinción de partidos: el de la mo- 
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validad. No es éste uno de aquellos principios que 
pueda ni deba figurar en el programa de una par- 
cialidad política, por la sencilla razón de que se da 
como supuesto en los de todas ellas; pero, desgra- 
ciadamente, no sólo ha sido preciso decir lo que 
por sabido debía callarse, sino que cada día va es- 
trechándose más el campo de esa esfera, hasta el 
punto de quedar reducida a la moral ^rosse del Có- 
digo penal, lo cual ha sido favorecido no poco por 
la malhadada distinción entre la moralidad pública 
y la privada. Así sucede que la honradez de los go- 
bernantes consiste únicamente en no meter las ma- 
nos en las arcas del Tesoro, no vender destinos, no 
hacer negocios sucios, sin que figuren en el decá- 
logo de la moralidad política el respeto a las leyes, 
ni la sinceridad en el proceder, ni la lealtad para co- 
sas y personas, para con los partidos y para con el 
país, ni otros preceptos cuya infracción no causa el 
escándalo que lleva consigo la violación de aque- 
llos otros, pero produce quizás efectos más hondos 
y perniciosos. Los autores de los delitos castigados 
en el Código penal perturban el orden moral de 
hecho; pero, lejos de anublar la conciencia social, 
la despiertan y avivan, arrancándole protestas tanto 
más enérgicas cuanto más graves o más frecuentes 
son los crímenes que se cometen. Por el contrario, 
cuando se parte de esa distinción entre la morali- 
dad política y la común u ordinaria; cuando las 
gentes hacen en la vida pública con tranquilidad y 
desenfado cosas de que serían incapaces en la pri- 



vada, entonces, como decía Tucídides de Grecia, la 
impudencia se llama celo en favor de los amigos; la 
cordura y moderación, cobardía; y el engaño, cuan- 
do logra su objeto, prueba de talento. Entonces, las 
gentes comienzan por no escandalizarse en presen- 
cia de este género de infracciones, y concluyen por 
erigirlas en principios, en máximas, <que primero se 
formulan con temor, que luego llegan a ser reglas 
de vida entre los que se llaman hombres de mundo, 
y que, a la postre, se deslizan traidoramente a través 
del cuerpo social, llegando a no dejar en pie otra 
moralidad que la consignada en el Código penal». 
Y de tal suerte ha arraigado este mal en la esfera 
de la política, que los que se atreven a atacarlo 
corren el riesgo de caer en el ridículo, y pasan, por 
lo general, plaza de cándidos e inocentes, aunque 
se limiten, por ejemplo, a reclamar de los políticos 
de oficio aquella sinceridad, que es la primera 
virtud de un hombre de honor, y tan esencial al 
régimen parlamentario, que, sin ella, éste no puede 
dejar de ser una mentira. 

Desgraciadamente, no tenemos, para hacer este 
estudio que emprendemos, recursos adecuados a 
la gravedad del mal y a la energía de los remedios, 
porque no basta sentir aquéllos y columbrar éstos; 
pero, haciendo algo, quizás logremos despertar en 
otros más capaces el interés por este problema, 
que, en nuestro humilde juicio, es de urgente re- 
solución. 



CAPÍTULO II 


EL PODER Y LOS PARTIDOS 


Razón de ser de los partidos. — Pretensión que abrigan todos ellos, 
por lo general. — Formación de los mismos; elementos que los 
constituyen. — Dictadura de los jefes. — Intolerancia de unos par- 
tidos con otros. — Preocupación por el poder. — Gobiernos de par- 
tido; Gobiernos nacionales; posibilidad de hacer compatibles estos 
dos caracteres; tiranía doctrinal, política, administrativa y judicial 
que engendran los primeros y sus consecuencias, principalmente 
desde el punto de vista del crédito del régimen parlamentario. — 
El elemento neutro en relación con los partidos; regla de conducta 
práctica que deben éstos seguir respecto de aquél. 


Los partidos, lejos de ser un nial, son una nece- 
sidad del régimen parlamentario, en cuanto sirven 
de órganos a las ideas, a las tendencias, a las co- 
rrientes generales, que informan el sentimiento 
común, la opinión pública y la voluntad social de 
los pueblos. Pueden éstos determinar cambios y 
modificaciones en su vida jurídica y política por 
virtud de la acción espontánea e instintiva de los 
individuos, sin otro enlace orgánico que el que re- 
sulta de la misma naturaleza de la sociedad, y tal 
como se muestra en los hechos que constituyen la 
costumbre; pero las mudanzas que son obra de la 
leyy como ésta, necesariamente ha de obedecer a 
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im principio, el cual tiene que ser conocido de un 
modo reflexivo^ exigen un proceso que comienza 
por la propaganda de las ideas hasta conseguir su 
aceptación por el todo social, y termina en el pro- 
pósito que se formula en los comicios y se convier- 
te en ley en el Parlamento. Para esto, menester es 
que todos los que profesan la misma idea, comul- 
gan en la misma aspiración o participan del mismo 
sentido, se unan y concierten para obrar sobre la 
sociedad, a fin de que ésta convierta en reglas prác- 
ticas de vida las que en teoría estiman expresión 
de la justicia y exigencia de la conveniencia gene- 
ral los así unidos para constituir estas fuerzas im- 
pulsoras de la actividad social que se llaman parti- 
dos. Su existencia implica el reconocimiento de que 
la soberanía radica en la sociedad misma, puesto 
que se legitiman por considerarlos como medio ne- 
cesario para el ejercicio de aquélla, y por eso no 
tenían razón de ser en el antiguo régimen^ con cuyas 
camarillas no es dado confundirlos. 

Ahora bien: prescindiendo de otros errores que 
dan nacimiento a partidos que, como los religiosos, 
los locales, los de' clase, etc., contradicen el verda- 
dero fin de aquéllos, los propiamente tales adole- 
cen de vicios que son fruto de la inconsecuencia 
de los políticos, del predominio del interés de par- 
tido o del egoísmo individual, de la codicia por el 
poder y de una funesta tendencia a la dictadura, 
triste legado de tres siglos de absolutismo; viniendo 
a resultar, como efecto de todas estas causas, una 
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palmaria contradicción entre la teoría y la práctica, 
porque, en suma, lo que sucede es que, en vez de 
servirse el país de los partidos y los partidos de los 
jefes, éstos se sirven de los partidos y los partidos 
se sirven del país. 

No hay parcialidad alguna que deje de conside- 
rarse eco de la opinión pública, aunque sepa que a 
veces lo es tan sólo de una minoría quteás exigua; 
y es que, como ha de reconocer en principio que es 
necesario el favor de la mayoría para pretender el 
peder y en alcanzarlo es en lo que se piensa, falta 
la resignación precisa para ganarse, paso a paso, 
aquélla y llegar a obtener éste llevando en la mano 
el único título que puede legitimar su posesión en 
un pueblo libre. De ahí la repugnancia invencible 
en todos los partidos a confesar que, a veces, no 
tienen al país de su parte. ¿Por qué no han de con- 
siderar como un deber ineludible el reconocerlo, 
siempre que así sea, cuando, al obrar de otro modo, 
no sólo incurren en el feo vicio de faltar a la verdad, 
sino que se imponen a la sociedad, convirtiéndose 
de partidos en facciones, puesto que se apoderan 
del poder, no por la voluntad de aquélla, sino con- 
tra ella? Proclamar en voz alta que en el país re- 
side el poder supremo, que el fin de los partidos 
es hacer posible el ejercicio de esa soberanía, 
siendo órganos de las tendencias generales que 
mueven a la sociedad, de la cual han de ser, por 
tanto, servidores, y luego apelar a todos los me- 
dios para apoderarse del Gobierno y conseguir- 
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lo, no por el impulso de la opinión pública, sino 
por ministerio de la astucia y de la intriga, y desde 
allí, por añadidura, hacer todo cuanto sea preciso, 
sin pararse en que sea ilícito, para simular que se 
tiene el apoyo de aquélla, es tergiversar los términos 
del problema, herir en su origen y raíz al sistema 
parlamentario y sustituir éste, no con otro que pu- 
diera alegar mejores razones para ser aceptado, sino 
con uno que consiste, en suma, en una constante y 
radical mixtificación del que se toma en boca sólo 
para desconceptuarlo y desacreditarlo. 

¿Cómo se forman con frecuencia los programas 
de los partidos? De un modo contradictorio con la 
naturaleza y con el fin de éstos, porque no son pro- 
ducto orgánico de la actividad de todos los ele- 
mentos que los constituyen. En toda parcialidad 
política hay masa y jefes: aquélla siente los princi- 
pios; éstos los conocen; todos los quieren. Y, por 
eso, el programa que sirve de bandera a cada una 
debe ser el resultado de un trabajo de depuración 
llevado a cabo por los que caminan al frente de la 
misma sobre el sentido que late en el fondo de la 
conciencia de todos los afiliados a ella. Cuando fal- 
ta uno de estos requisitos y los jefes abdican, el 
instinto y el sentimiento carecen de la guía y del 
freno de la reflexión, y los que debían ser directo- 
res de los partidos se convierten en sus ciegos ins- 
trumentos. Cuando falta el otro, constitúyense aqué- 
llos en dictadores, y fabrican, de la noche a la ma- 
ñana, programas que imponen a sus sectarios y que, 
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con frecuencia, se modifican, no por virtud de esas 
rectificaciones suaves y naturales que se operan en 
la opinión, sino por acuerdo de los notables, que 
sorprenden a sus correligionarios con mudanzas re- 
pentinas e inesperadas. Los políticos han de ser a 
la vez guía y órganos de los partidos. Si olvidan 
lo primero, abdicando de su propia función, dejan 
a aquéllos huérfanos de dirección y de autoridad; 
si olvidan lo segundo, imponiendo arbitrariamente 
su criterio, resulta una mixtificación, porque lo que 
en apariencia es eco de una parte de la opinión 
pública, no lo es, en realidad, más que de uno o va- 
rios individuos. 

En los más de los pueblos, este último vicio es el 
más frecuente. Unas veces por sugestiones de la 
presunción y de la soberbia; otras, por la tendencia 
a la dictadura, sostenida, ya por el carácter y el 
temperamento, ya por la desconfianza en la ener- 
gía de la acción social, ello es que, de ordinario, los 
jefes, en vez de contentarse con ser leaders, como 
quería Olózaga, pretenden ser — y son, en ocasio- 
nes — amos y señores de los partidos, de los cuales 
se sirven, en lugar de ser servidores. Y he aquí una de 
las causas principales del absurdo fraccionamiento 
de aquéllos para constituir esos grupos y grupitos, 
cuyo fin no es otro que el procurar, a los que los 
capitanean, un cortejo de secuaces, que son, para 
ellos, como eran los clientes para los patronos 
entre los germanos, in pace decorum et in bello 
prcesidiiim. 
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¿Por qué son los partidos exclusivos e intransi- 
gentes los unos con los otros, hasta el punto de 
arrojar fuera de la legalidad a los más distantes y 
de conceder a los más afines el derecho de gober- 
nar, tan sólo en teoría y para un plazo indefinido, 
resistiéndolo después por todos los medios cuando 
se aproxima el día de hacerlo valer en la práctica? 
Porque si la fuerza de los principios arranca el re- 
conocimiento de la legitimidad de todos y de su 
capacidad para regir los destinos del país, la codi- 
cia del poder procura luego cerrar el acceso al 
mismo a cuantos puedan disputarlo, desconociendo 
el valor que todos tienen y el respeto que todos 
merecen, en cuanto cada uno de ellos es órgano de 
las aspiraciones de una parte del todo social, cuya 
representación se mutila a sabiendas con semejan- 
tes exclusiones e intolerancias. 

¿Por qué se apela a todos los medios para llegar 
a la esfera del gobierno y para mantenerse en ella, 
hasta el punto de estimarse como el primer deber 
del jefe de partido el conseguirlo tan pronto como 
sea posible y por el camino más corto, aun cuando 
no sea el mejor ni el debido? Porque se consideran 
los bandos políticos al modo de armas de guerra 
para asaltar el alcázar del poder, corno si este fuera 
fin y no medio, y de ahí el contraste que forman la 
actividad y la energía que se despliegan para alcan- 
zarlo, con la apatía, la indiferencia y la frialdad con 
que después se cumple y realiza el programa ins- 
cripto en la bandera dada al viento en la oposición. 
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Ahora bien: estos y otros vicios y defectos de los 
partidos acusan una manifiesta desarmonía entre la 
teoría y la práctica y una inconsecuencia no menos 
evidente por parte de los políticos que guían o 
mandan a aquéllos; porque, en suma, lo que pasa 
es que, en principio, se afirma la soberanía del todo 
social como base de la organización del Estado y 
se presenta al régimen parlamentario como el único 
compatible con aquélla y a los partidos como me- 
dios necesarios para su ejercicio, y luego resulta 
que, en vez de conducir todo ello, como era de es- 
perar, a la constitución de gobiernos nacionales, 
engendra, por el contrario, el grave mal de los go- 
biernos de partido. 

El problema que implican estos términos, dijimos 
en otra ocasión, no lo es para los que niegan la 
necesidad de lo expresado por uno de ellos o por 
ambos, porque si pudiera la sociedad pasar sin go- 
bierno o sin partidos, ciertamente no habría cues- 
tión. No es preciso esforzarse en demostrar el fun- 
damento racional de aquél, porque los mismos que 
no lo admiten, lo que hacen es sustituir una orga- 
nización con otra, aunque den a la suya el nombre 
de anarquía. Más grave es la resistencia que otros 
ponen a reconocer la necesidad de los partidos. Sin 
embargo, son, según queda dicho, una condición 
tan esencial de la vida política, que es un sueño 
pensar en suprimirlo. Cuando los pueblos estaban 
sometidos a la voluntad recta o caprichosa, abso- 
luta o templada, de un monarca, no tenían aquéllos 
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razón dt ser, como no la tienen tampoco allí donde 
impera el cesarismo; pero si es una verdad incontro- 
vertible que todo país culto tiene derecho a regirse a 
sí mismo, a ser dueño de su propio destino, y, en su 
consecuencia, la organización del Estado debe ba- 
sarse en el principio del self-government; la opinión 
pública, el sentimiento común, la voluntad nacio- 
nal se determinan y concretan en corrientes, ten- 
dencias, aspiraciones generales, cuyos órganos en 
el seno de la sociedad son los partidos, sin los cua- 
les no se comprende el régimen representativo, y 
mucho menos el sistema parlamentario. 

Pero de aquí no se sigue que, necesariamente, de- 
ban los gobiernos ser gobiernos de partidos. Es cier- 
to que, siendo cada uno de aquéllos representantes 
de una de las tendencias que lucha en la sociedad 
en cuanto al modo de concebir el derecho, la orga- 
nización del Estado o los intereses generales de 
éste, el espíritu de que es órgano, ha de informar la 
vida que le toca regir cuando es llamado a las es- 
feras del poder oficial; pero es su deber tomar en 
cuenta todas las aspiraciones sociales, subordinán- 
dolas^ sí, a la propia, pero no ahogándolas, y reco- 
nocer siempre que el supremo juez en un país libre 
es la opinión pública; por donde ni le es lícito con- 
tradecir la razón de ser de los partidos, imponién- 
dose a los demás, ni contradecir el fin del Estado, 
empleando en provecho propio los medios que se 
ponen en sus manos para bien de la justicia y de 
los intereses generales. Un partido en la oposición 
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representa la partCy esto es, el principio, la tenden- 
cia o la aspiración que el poder desatiende u olvi- 
da; en el poder representa el todo, y por lo mismo, 
tiene que gobernar con el partido y mas para el país, 
como decía Depretis. Cuando así no lo hace, deja 
de ser Gobierno nacional para convertirse en Go- 
bierno de partidOy dando lugar a una verdadera ti- 
ranía en la esfera de las doctrinas, en la política, en 
la administrativa y en la judicial. 

Se engendra una tiranía doctrinal, porque el par- 
tido dominante, temeroso de que otros hagan pe- 
netrar sus principios en la conciencia pública, cae 
en la tentación de elevar los propios a la categoría 
de dogmas, impidiendo la propagación de los 
opuestos, llegando así a proclamar la absurda 
teoría de los partidos ilegales. Y entonces, dice 
Blunschli, <si tienen a su favor la fuerza y las cir- 
cunstancias, se imponen en efecto a sus rivales, a 
quien hacen callar; pero callar no es morir, y el 
mutismo aparente oculta una gran efervescencia 
interior, que no tarda en desencadenarse y en dar al 
traste con aquel partido faccioso y sus ilusiones». 

Se engendra una tiranía politica, porque los go- 
biernos de partido, intolerantes con los adversarios 
y atentos sólo a conservarse en el poder, impurifi- 
can la fuente principal de que éste emana, falseando 
las elecciones para tener en los Cuerpos colegisla- 
dores una mayoría ficticia y facticia de represen- 
tantes, que, siéndolo en la apariencia y legalmente 
del país, lo son, en realidad de verdad, de los que 
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mandan, con lo cual viene a asentarse el régimen de 
gobierno sobre una falsedad y una hipocresía. 

Engéndrase una tiranía administrativa, porque 
la centralización, confiriendo al Estado funciones 
que corresponden al individuo, a la sociedad y a 
• las organizaciones locales, y dando a los servicios 
que son propios de aquél una organización unita- 
ria y burocrática, pone en manos del poder un sin- 
número de medios de que los poco escrupulosos 
disponen arbitrariamente para premiar a sus amigos 
y castigar a los adversarios, alentando y dando 
vida a males tan graves como el expedienteo, la 
empleomania y el caciquismo. 

Y engéndrase, por último, la tiranía judicial, que 
es, quizás, la peor de todas. Desde los jueces de 
paz, que se nombran por recomendación de los di- 
putados, hasta los magistrados de más categoría, 
cuya suerte pende más o menos del arbitrio minis- 
terial, carecen todos de la independencia tan nece- 
saria para el ejercicio de su augusto ministerio, y 
litigantes y procesados, en vez de descansar tran- 
quilos en el derecho que les asiste, se desviven en 
busca de recomendaciones para los jueces, las 
cuales se piden a los que mandan, por lo mismo 
que son los que pueden premiar o molestar a aqué- 
llos. Si, además, hay un Ministerio fiscal que, según 
el partido que manda, así pide el castigo de ciertos 
delitos o los deja impunes; si hay el requisito de la 
previa autorización para procesar a los funcionarios 
públicos, lo cual vale tanto como entregar los ciu- 

4 
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dadanos atados de plésy manos a la arbitrariedad 
ministerial, y si hay una jurisdición contencioso- 
administrativa, en la que el gobierno es juez y 
parte en aquellas cuestiones en que con sus actos 
lastima los derechos de los particulares, no es me- 
nester ni indicar siquiera las consecuencias de se- 
mejante estado de cosas. 

Los males que producen los gobiernos de parti- 
do son muchos y muy graves. Con ellos resulta 
desconocido el fin del Estado, que consiste en la 
realización de la justicia, y no en la conquista del 
poder para una parcialidad política; se desenvuel- 
ven la corrupción electoral, la administrativa y la 
parlamentaria, produciéndose de rechazo la corrup- 
ción social, porque no se puede impunemente po- 
ner cátedra de inmoralidad en las alturas del go- 
bierno; se desacredita el régimen parlamentario, 
autorizando a los enemigos de éste, que todavia 
son muchos, para presentarlo ante los ojos de los 
pueblos como una farsa y una mentira; y el escep- 
ticismo y el retraimiento cunden, determinándose 
una honda separación entre el país y los políticos 
de oficio, de que no dejan de aprovecharse los más 
osados y menos escrupulosos de éstos. 

¿Tienen remedio estos males? Ciertamente que 
si. Convénzanse todos de que, como dice Min- 
ghetti (1), la eficacia y la duración del régimen par- 


(1) I partití politici e la ingerenza loro nella gtus- 
tizia e nelV amministrazione f pág. 326, 
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lamentario depende de que se aparten del influjo 
de los partidos la justicia y la administración; reco- 
nozcan que la moralidad de los hombres políticos 
no queda satisfecha con que manejen con pureza 
los caudales públicos, sino que exige, en primer 
término, el respeto a la Ley y aquella sinceridad 
que es incompatible con ese dualismo corriente 
entre la política que se profesa y la que se prac- 
tica; hágase lo preciso para que el poderoso resorte 
de la sanción social alcance toda su eficacia, sir- 
viendo de estímulo a los buenos y de freno a los 
malos; gobiernen los hombres de Estado, haciendo 
cuestión de conciencia el que los partidos no se 
conviertan en facciones, el que los pueblos sean, 
no dominados, sino servidos por ellos; en una pa- 
labra, decídanse de una vez a hacer con sinceridad 
la experiencia que M. Janet echaba de menos en 
Francia, y que juzgaba decisiva: la del gobierno 
del país por si mismo, y entonces será posible que 
un gobierno sea, como lo es en Inglaterra, de par- 
tido y nacional a la vez. 

Se dirá quizás que en todo esto que decimos se 
parte del supuesto, evidentemente erróneo, de que 
un país está dividido en partidos, de suerte y ma- 
nera que no hay ciudadano que deje de estar afi- 
liado a uno de ellos, cuando lo que pasa es que en 
casi todos encontramos ese elemento neutro de que 
hablamos en el artículo anterior, y cuya existencia 
hace imposible que parcialidad alguna pueda auto- 
rizadamente decir que tiene de su parte el voto de 
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la mayoría. A lo cual observaremos dos cosas: es 
la primera que, mientras ese elemento es pasivo, ha 
de descontarse de la acción social, en cuanto su 
actitud implica, o la renuncia a influir en la gestión 
de los negocios públicos, o la sumisión tácita al 
sentido del partido que predomina entre Tos que 
toman una parte activa en aquélla; y es la segunda 
que, según dijimos ya, este elemento, en las cir- 
cunstancias críticas sobre todo, sale de esa pasivi- 
dad para ponerse de parte de uno de los conten- 
dientes, los cuales tienen el deber de hacer todo lo 
posible para atraerlo. De otro modo, una vez cons- 
tituidos los partidos en un pueblo, resultaría, si la 
consecuencia es una virtud en política, que no cam- 
biarían la fuerza .de cada uno ni la relación entre 
ellos, sino por virtud de las alteraciones que pro- 
dujera en su constitución el advenimiento a la vida 
política de las nuevas generaciones. ¿Cómo es^sin 
embargo, que en Inglaterra, por ejemplo, sucesiva- 
mente el país se pone de parte de los liberales y de 
los conservadores? No porque cambie el personal 
de los miembros activos de cada uno de estos parti- 
dos, sino porque, según las circunstancias, ese ele- 
mento neutro se pone de parte de uno o de otro, y 
así, el que alcanza el poder y se mantiene en él 
puede decir con plena certidumbre que gobierna 
por la voluntad del pueblo inglés. 

Hay otra razón para que los partidos tomen muy 
en cuenta el valor y el peso de ese elemento neutro 
como factor de la política; y es que, si puede pa- 
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sarse sin su concurso activo y directo, cuando se 
trata de alguna de esas cuestiones para cuya reso- 
lución tiene distinto criterio cada partido, tiene 
menester de él cuando, por el contrario, se trata de 
problemas en que no cabe esa diferencia de puntos 
de vista, ya porque se refiera a males, vicios e in- 
justicias que todos condenan, y cuyo remedio 
todos piden y desean, ya porque recaen sobre 
asuntos que no han sido objeto de estudio y aten- 
ción por parte de los políticos. Así, por ejemplo, 
la empleomanía es un mal, para cuya remoción se 
puede y se debe pedir el concurso de todo el 
mundo, porque no hay nadie que deje de estimarlo 
como tal, ni su solución depende de las doctrinas 
afirmadas por cada parcialidad; y una ley de aguas 
se encuentra en igual caso, aunque no por idéntico 
motivo, sino por el poderoso de que es una cues- 
tión de derecho civil, en que para nada se han ocu- 
pado los partidos. 

Es, a nuestro juicio, tan exacta esta diferencia, 
que de ella se deduce una regla de conducta prác- 
tica que harían bien en observar los gobiernos de 
nuestros días, porque de lo dicho se desprende que 
la obra de aquéllos tiene dos partes: una que se ha 
de llevar a cabo bajo la acción directa del país 
todo, y otra que se ha de realizar bajo el impulso 
predominante del partido que ocupa el poder. Y 
tan necesario es satisfacer esta doble necesidad, 
que el gobierno que la desatiende corre el grave 
riesgo de que le sucedan una de estas dos cosas: 
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O perder el derecho a ser considerado como gO’ 
bierno nacional, enajenándose las simpatías de ese 
importante elemento neutro, o ser desleal a su re 
presentación, perdiendo, naturalmente, por ello el 
apoyo del partido de cuyo seno ha salido y cuyas 
soluciones está obligado a convertir en leyes desde 
el poder. Por esto, todo gobierno, por deber, y a la 
vez por instinto de conservación, está en el caso de 
atender a esas dos exigencias, sobre todo al ejerci- 
tar la iniciativa legislativa, que casi todas las Cons- 
tituciones confieren al Poder ejecutivo, en términos 
que se sucedan los proyectos de ley que demanda 
la generalidad del país y los que exige la parciali- 
dad política cuya representación lleva en las esfe- 
ras oficiales. 

r 

Arcoleo ha dicho: «El problema más grave para 
la sociedad moderna es este: cómo hacer que un 
gobierno sea a la vez justo y de partido; porque 
sin lo primero, el derecho queda sin tutela; sin lo 
segundo, el régimen parlamentario queda sin ga- 
rantía.> Pues bien: para que este problema alcance 
la solución apetecida, preciso es, ante todo, que 
los partidos políticos se curen de esos vicios que 
los pervierten y desnaturalizan, dando lugar a que, 
bajo las apariencias y formas exteriores de una or- 
ganización libre, se esconda el gobierno personal, 
unas veces; una oligarquía disfrazada, otras, y en 
ocasiones la demagogia con traje gubernamental. 



CAPÍTULO IH 


LA PRENSA POLÍTICA 


Importancia de la prensa con relación a la esfera de la política.— Con- 
diciones que debe reunir para cumplir su misión; desinterés, cul- 
tura, imparcialidad e independencia.— Examen de cada una; con- 
secuencias de la falta de alguna de ellas o de todas. 


No es la prensa ciertamente el cuarto poder del 
Estado, pues ni por su índole, ni por su fin, cabe 
confundirlo con los tres oficiales a seguida de los 
que se la coloca. Pero se explica bien que eso se 
diga, si se tiene en cuenta qne aquélla, a la par de 
la misión que cumple en todas las esferas de la ac- 
tividad, tiene una especial en la del derecho y de 
la política. En ésta, como en la económica, en la 
científica o en la religiosa, la prensa es un instru- 
mento de comunicación y de propaganda, y, por 
tanto, un auxiliar poderoso de la cultura, y en todas 
puede ser-^y es con frecuencia— órgano de las es- 
cuelas y de las sectas que luchan en el seno de la 
sociedad; pero, además de esto, reviste, en el orden 
político, un carácter peculiar, por la circunstancia 
de ser órgano de los partidos, los cuales, a diferen- 
cia de las escuelas, atienden a las ideas, a los prin- 
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cipios, no para descubrirlos y contemplarlos, sino 
pensando en su realización; muéveles el sentimien- 
to, no ya a investigar la verdad, sino a obrar, y 
tienen interés en que ésta se apodere, no ya del 
pensamiento de los pueblos, sino de su voluntad. 

Ahora bien: así como los partidos constituyen, 
según hemos visto, una condición esencial del ré- 
gimen parlamentario, en cuanto son los órganos de 
las tendencias generales que determina en el seno 
de la sociedad la lucha entre las ideas, los senti- 
mientos y los intereses, y también con frecuencia 
las pasiones y los prejuicios, los periódicos son, a 
su vez, un medio indispensable para la vida de los 
partidos, principalmente en dos conceptos: prime- 
ro, en cuanto forman y dirigen la opinión pública, 
y segundo, en cuanto la muestran y reflejan. 

Para cumplir esta doble misión, la prensa necesi- 
ta, ante todo, ser desinteresada y o, lo que es lo mis- 
mo, poner por encima de todo el respeto a la ver- 
dad; a la verdad racional, cuando se esfuerza y 
trabaja para conseguir que una idea penetre en- la 
conciencia social y se apodere de ella; a la verdad 
de hecho, cuando se propone reflejar en sus co- 
lumnas, como en un espejo, las varias corrientes de 
la opinión pública. Necesita ser culta, no sólo para 
llenar su cometido en el primero de dichos respec- 
tos, sino para llevarlo a cabo en el segundo, al 
modo que la ha menester el historiador para poder 
penetrar en el fondo de los hechos y darse cuenta 
de sus causas y de sus múltiples relaciones. Nece- 



si^ 8cr imparcial, así para exponer los principios 
propios y juzgar los de los adversarios, como para 
recoger las múltiples manifestaciones de la con- 
ciencia social. Necesita, finalmente, ser indepen- 
diente, no sólo de los gobiernos, sino también de 
los partidos y de sus jefes, porque de éstos, como 
de aquéllos, ha de ser un auxiliar racional y no un 
instrumento ciego, y aun en frente de la sociedad 
misma, cuyas preocupaciones y errores tiene el de- 
ber de combatir y desvanecer. 

Cuando la prensa reúne estas condiciones, es un 
medio eficacísimo de ilustración y de cultura, una 
palanca poderosa para mover la opinión pública, 
un espejo fiel de las ideas y aspiraciones que agi- 
tan a las sociedades; y entonces, gobernantes y go- 
bernados, los ciudadanos en general y los políticos 
en particular, los pueblos, en fin, sacan gran pro- 
vecho de la acción de este elemento esencial de la 
vida política moderna; pero, en caso contrario, esa 
acción es escasa o nula, cuando no malsana y de- 
letérea. 

Estorba la primera de dichas condiciones el in- 
terés, ya el bastardo y criminal qne obra en la som- 
bra; ya el individual, que, siendo legítimo en su 
origen, se extravía luego, por no subordinarse, como 
deben, al común y general; ya el de partido, que es 
quizás el más peligroso, por lo mismo que no está 
tocado de egoísmo personal. 

Llamamos interés bastardo y "criminal al que da 
lugar a que los periódicos se conviertan en medio 
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de ensalzar a las nulidades o en ariete para echar 
por el suelo reputaciones bien sentadas, en servi- 
dores de la adulación o de la venganza y, lo que 
es peor, al que los lleva a venderse, para hablar en 
puridad, a los particulares, a las empresas o a los 
gobiernos. Lo primero es dificil de corregir, cuando 
ha echado raíces, porque la pasión del partido y la 
debilidad, nacida de sentimientos personales mal di- 
rigidos, tienen no pequeña parte en este extravío, 
cuyas consecuencias miran con desdén o con ojos 
indulgentes los políticos de oficio, sin reparar en 
que por ese camino la prensa se empequeñece y se 
rebaja a la categoría de buzón de bombos y de in- 
jurias, incapacitándose para cumplir su elevada mi- 
sión en la misma medida en que pierde lo primero 
que necesita para el caso: la autoridad. Lo segun- 
do es tan hediondo, que se oculta en la oscuridad, 
y cuando no, se encubre con los disfraces más in- 
geniosos. Así, por ejemplo, que un periódico true- 
que su papel de fiscal de una Empresa o Compañía 
en el de su servidor por unos cuantos miles de pe- 
setas con que se compra su silencio, es cosa fuerte; 
pero que haga eso mismo recibiendo el precio en 
forma de suscripciones o anuncios, tan inútiles 
como caros, ya parece más tolerable, y aun llega a 
ser procedimiento corriente. Y todavía es posible 
que haya quien halle explicación satisfactoria a que 
una buena parte de los fondos secretos que las Cor- 
tes conceden al Gobierno para el servicio de poli- ' 
cía vayan a parar secretamente a manos del pro- 


pietario de algún periódico ministerial, y quién sabe 
si de oposición, para que apoye con resolución y 
entusiasmo al partido que manda o le ataque de un 
modo discreto y conveniente. Al fin y ál cabo, si 
el Ministro de la Gobernación hace diputados, y 
en ocasiones hasta trae alguno del bando enemigo 
para que dé juego, ¿por qué no le ha de ser lícito 
hacer opinión pública alimentando los hornos en 
en que se forma y produce? 

El interés individual, que es en sí un móvil legí- 
timo, produce efectos perniciosos, en esto como en 
todo lo humano, cuando, en vez de subordinarse a 
la razón y al deber, se sobrepone a ellos. Así, por 
ejemplo, nada más natural que la aspiración, por 
parte del escritor público, a hallar en el periódico 
un medio digno de subsistencia, a la vez que un 
medio igualmente digno de abrirse paso y de pro- 
gresar por el camino que ha emprendido, mientras 
sirva, a la par, a su idea y a su interés. Pero ¿cómo 
es posible tolerar ni ver con calma que un perio- 
dista, atento sólo a la paga o a la esperanza de lo- 
grar antes un empleo, pase de un periódico a otro 
con la tranquilidad con que pasa un cajista de una a 
otra imprenta o un oficial de sastre de uno a otro ta- 
ller, para defender y ensalzar exactamente lo mismo 
que estaba el día antes atacando y censurando? Esto 
pueden hacerlo el sastre y el cajista, porque lo mismo 
se cose y se compone aquí que allá; pero ¿se con- 
cibe cosa más repugnante que la violencia moral 
que implica el sostener que lo falso es cierto o que 
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lo cierto es falso, que lo bueno es malo o que lo 
malo es bueno, según que convenga lo uno o lo 
otro desde el punto de vista del lucro que se obtie- 
ne o del provecho que espera? El periodismo es un 
sacerdocio y no un oficio, y, por esto, la devoción 
a las ideas y al interés de la patria es lo primero, 
la honra y la gloria lo segundo, y las ventajas per- 
sonales lo último. 

En caso análogo se encuentra el espirita de em- 
presa, porque si es igualmente legítimo en cuanto 
se limita a hacer que el periódico, después de ser 
órgano de estas o aquellas ideas o aspiraciones, en 
una palabra, medio para el fin político, que sea 
además una fuente de recursos para su dueño o 
propietario, deja de serlo cuando se invierten los 
términos de modo y manera que se subordina y 
sacrifica aquello a esto, es decir, la función al ne- 
gocio. Así, que un editor procure que su periódico 
reúna las mejores condiciones tipográficas, que le 
dé interés y amenidad por medio de las noticias, 
del servicio telegráfico, del folletín, etc., que trate 
de aumentar su circulación para dar valor a la pla- 
na de anuncios; que abra sus columnas a todos 
cuantos quieran exponer una queja o proponer una 
reforma. Todos estos son medios lícitos y honrados 
de levantar una empresa, y, lejos de ser contradic- 
torio con el fin propio y primero del periódico, le 
sirven y secundan. Pero sucede todo lo contrario 
cuando finge una circulación que no tiene para ex- 
plotar a los anunciantes, forja correspondencias 



61 — 


fechadas en el extranjero y escritas en Madrid, pro- 
cura al periódico un atractivo malsano por todos 
los medios, sin atender a si son buenos o malos, 
explota el ciego interés de una clase convirtiéndose 
en su patrono y defensor, no porque sea justo, sino 
porque así espera que aumentará el número de sus- 
critores, etc. 

Por lo que hace a la cultura, claro es que no hay 
que exigir al periódico, en este respecto, lo que se 
exige a la revista o al libro; pero es imposible des- 
conocer que el diario político no puede sin ella lle- 
nar la doble misión que está llamado a cumplir. Se 
trata de propagar estos o aquellos principios, estas 
o aquellas ideas, pues ¿cómo es dado hacerlo al 
periodista que es ajeno a la ciencia que estudia 
esas ideas y esos principios? Se trata de exponer, 
criticar o utilizar determinados hechos de la vida 
política, pasados o presentes, pues ¿cómo ha de 
ser dado hacerlo al escritor si desconoce su histo- 
ria, esto es, la ciencia que esos hechos estudia? En 
cada cuestión concreta que dilucida la prensa pe- 
riódica va implícito un principio segundo, que se 
relaciona con otros más fundamentales, y no es po- 
sible, por lo mismo, plantear con acierto aquélla si 
se desconocen éstos. Y, de igual modo, para apre- 
ciar debidamente un hecho, para penetrar en su 
fondo y columbrar todas sus consecuencias, es 
menester poseer en cierto grado las dotes propias 
del historiador. 

¿Quiere esto decir que el periodista ha de ser un 
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científico, un sabio? No, ciertamente. En primer lu- 
gar, es, si no imposible, muy difícil hacer compati- 
bles fas condiciones que exige el cultivo de la cien- 
cia: paz, tranquilidad, alejamiento del tráfago de la 
vida, con las que lleva consigo la función del es- 
critor público: lucha, movimiento, acción. En se- 
gundo, no es necesario, porque la misión del perió- 
dico político no consiste en formar la ciencia ni en 
discutir las doctrinas y los sistemas en la esfera de 
la teoría y de la especulación, tanto que, cuando 
alguna vez lo intenta, por lo general pierde el tiem- 
po. Lo que necesita el periodista es conocer las 
corrientes generales del pensamiento, las tendencias 
que laten en el fondo de las aspiraciones de los 
distintos partidos, y principalmente del suyo, para 
no correr el grave riesgo de torcer el sentido de sus 
correligionarios o de interpretar infielmente el de 
los adversarios; lo que necesita es la cultura pre- 
cisa para descubrir en cada cuestión particular y 
en cada hecho concreto la íntima relación que hay 
entre aquélla y otras más fundamentales, entre éste 
y toda una situación, período o época de la vida 
de un pueblo. 

En este respecto, la prensa política está en el 
mismo caso que el Parlamento. No hay quien deje 
de censurar aquellas discusiones que convierten a 
éste, según todos decimos, en una Academia o 
Ateneo, lo cual implica una distinción, que nadie 
deja de hacer, entre el papel que corresponde a la 
ciencia de los debates parlamentarias y el que le 
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corresponde a los académicos. En efecto: la cien- 
cia es, en éstos, fin, y en aquéllos, medio; en un caso 
se elabora, mientras que en el otro se aplica. Así, 
una polémica sobre el concepto del derecho o del 
Estado, un examen del mantenido por las distintas 
escuelas, un estudio minucioso y paciente de las 
fuentes que puedan servir para afirmar o negar un 
hecho, son ciertamente cosas impropias del Parla- 
mento. Pero, al mismo tiempo, no es posible dilu- 
cidar una cuestión concreta sobre las tendencias 
generales de una situación, sobre problémas cons- 
titucionales y hasta sobre el cumplimiento de las 
Leyes, sin que surja la necesidad de poner de ma- 
nifiesto los principios, explícitos e implícitos, que 
figuran en el programa de cada partido y las dis- 
posiciones legales dictadas bajo su inspiración, no 
para razonarlos ni probarlos, sino para mostrarlos 
y oponer unos a otros, a fin de que las Cámaras y el 
país opten por los que estimen más justos y conve- 
nientes. 

Ahora bien: cuando la prensa atesora esa cultu- 
ra, presta el inmenso servicio de propagarla a tra- 
vés del medio social, contribuyendo así de una ma- 
nera poderosa a la educación política de los pue- 
blos. Pero, en cambio, si carece de ella, no sólo se 
ve imposibilitada de cumplir su misión en ese punto 
interesante, sino que se expone a perturbar grave- 
mente la conciencia pública en general y la de su 
partido en particular. Una de las deplorables con- 
secuencias de esta falta, que a veces se echa de 



64 — 


menos en la prensa, es la tendencia a sustituir el in- 
terés que el periódico debe despertar a fuerza de 
arte, habilidad, cultura, perspicacia y buen gusto, 
con el malsano y momentáneo que le dan el noti- 
cierismo, las personalidades, los chismes y el es- 
cándalo. 

Más frecuente, y quizás más grave, que las dos 
faltas notadas, es la de imparcialidad. Aquello que 
el célebre Cormenin censuraba, después de haberlo 
puesto de manifiesto estampando frente a frente el 
juicio que a dos periódicos merecía el discurso de 
un padre de la patria, y cuyo resultado era que, 
según el uno, era éste un orador asombroso, y se- 
gún el otro, una verdadera desdicha, se repite a 
cada momento con ocasión de cosas más trascen- 
dentales que la de aquilatar el valor literario de 
una oración parlamentaria. 

La prensa no es imparcial con los individuos 
cuando levanta y ensalza a los unos por la sola 
razón de estar afiliados a una parcialidad, y rebaja, 
baja y denigra a los otros por el poderoso motivo 
de figurar en otra. No es imparcial con los parti- 
dos cuando desconoce la razón de su contrario y 
los servicios que haya podido prestar al país, con- 
cluyendo por negarle todo merecimiento y todo tí- 
tulo a la consideración de las gentes, y, en cam- 
bio, no encuentra en la historia^ del suyo ni error, 
ni mancha, ni deficiencia, y, por de contado, ha de 
resultar siempre que es el único que cuenta en ab- 
soluto con la pública simpatía. No es imparcial con 
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los gobiernos, cuando llega a suponer, como la 
cosa más lisa, llana y natural, que es deber de los 
periódicos ministeriales hallar bueno, óptimo, todo 
cuanto aquéllos hacen, y obligación de los de opo- 
sición, demostrar que eso mismo es malo, pésimo. 
No es imparcial con las clases sociales, con los 
pueblos, cuando halaga los instintos y las tenden' 
das de éstos y de aquéllas, sin parar mientes en si 
merecen alabanza o vituperio, sino atendiendo úni- 
camente a hacer lo que más convenga a los fines 
de partido o de empresa. 

Cuando esto sucede, la prensa se incapacita para 
ser guía de la opinión, y más aún para ser su fiel 
reflejo. Lo primero, porque, o el lector, en vez de 
entregarse confiadamente al examen de las doctri- 
nas, apreciaciones y consejos del periódico, to- 
mando en cuenta tan sólo las razones en que se 
fundan o justifican, recela que todo ello es obra 
de la preocupación o del sofisma, o, no sospechán* 
dolo, recibe inocentemente, como resultado de es 
fuerzos generosos, puros y desinteresados, lo que 
acaso es engendro de la malicia, de la pasión y del 
interés de partido. Lo segundo, porque el periodista 
que expone lo que pasa, lo que ocurre en la vida po- 
lítica de un pueblo, es un historiador, y si a éste se 
exige autoridad, la cual no es posible sin compe- 
tencia e imparcialidad, claro es que cuando el pú- 
blico no cree que tiene esta última el escritor, con- 
cluye siempre por hacerse estas preguntas: ¿será 
esto verdad?, ¿habrán pasado así las cosas? 

5 
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Prueban la exactitud de estas observaciones: de 
un lado, el hecho constante de que todo el mundo 
toma en cuenta el color político de un ^periódico 
para añadir o quitar valor a sus juicios; tanto que 
la censura severa y acerba, si es del contrario, im- 
porta poco, mientras que la más suave y velada, si 
procede del amigo, es grave; y de otro, que se con- 
sidera como cosa rara y extraordinaria el que un 
diario político reconozca algo bueno en la obra de 
los adversarios, y más todavía que se atreva a de- 
mostrar la nube más ligera en el propio campo, 
hasta el punto de que aquella sombra de alabanza 
y esta sombra de censura se estiman como pálidas 
manifestaciones de juicio mucho más resueltos y 
decididos, que la parcialidad y la costumbre no 
permiten consignar en letras de molde. 

Muéstrase, por último, la necesidad de que la pren 
sa sea independiente, en el hecho universal de no 
haber periódico que deje de afirmar a cada mo- 
mento que lo es en absoluto y por completo. Y, 
sin embargo, fácil es de observar los distintos su- 
puestos en que no lo es con frecuencia. 

En primer lugar, no es raro que. falte esa inde- 
pendencia a los mismos redactores, cuyo libre sen- 
tido es cohibido por el del director, el cual a veces 
manda a aquéllos escribir un artículo en la misma 
forma en que un carpintero manda a un oficial que 
construya la pieza de un mueble. Cuando la guerra 
de Africa, un periodista— y de gran talento, por cier- 
to— se lamentaba amargamente de tener que entu - 
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siasmarse por veinte duros mensuales ensalzando 
aquella campaña, que le parecía a él muy mal, pero 
que al director del diario muy bien. En cambio, 
hoy se ha hallado otro medio para resolver el con- 
flicto, y que consiste en tener redactores de tenden - 
cias tan diversas, que siempre hay uno que puede, 
sin violencia, escribir en el sentido que convenga. 
Y como no es posible, ni que el escritor se convier- 
ta en máquina, ni que un periódico sea obra de mul- 
titud de criterios, claro es que la solución del pro- 
blema hay que buscarla por otro camino, procu- 
rando armonizar la libre independencia del escritor, 
cuya individualidad y personalidad son imborrables, 
con la significación propia de un periódico, el cual 
es como una^entidad distinta de los que en él es- 
criben. Esta armonía cabe quizás alcanzarla, dis- 
tinguiendo en el diario tres partes: primera, la de 
política práctica, la de la lucha diaria, que debe 
encomendarse a redactores constantes que estén 
completamente identificados en el sentido y la mar- 
cha del periódico y que compartan con el director 
la responsabilidad de cuanto se escriba en este 
orden; ^segunda, la que tiene por objeto dilucidar 
en la forma propia de un diario cuestiones doctri- 
nales o técnicas, sobre materias políticas, jurídicas, 
económicas o sociales, y la cual debía correr a 
cargo de colaboradores que responderían de lo que 
escribieran y no más; y tercera, la que comprende- 
ría los artículos científicos, literarios, críticos, etc., 
los cuales podrían ser escritos por quienquiera, sin 



que fuera necesario que tuviese conexión alguna 
con el periódico, y deberían siempre ir firmados 
por sus autores. De otro modo resulta una de estas 
dos cosas: o que el escritor se hace solidario de 
todo cuanto aparece en el periódico, aun cuando 
no le haya cabido participación alguna en lo más 
de ello, o que ha de tener siempre la dimisión en el 
bolsillo para presentarla al director en cuanto atis- 
ba en el diario algo con que no esté conforme. 

Viene a seguida otro género de dependencia, 
que es aquella en que se encuentran ciertos perió- 
dicos respecto de determinadas individualidades, 
de las cuales se declaran órganos autorizados. 
Cuando esos inspiradores son los jefes de los par- 
tidos, se comprende que todos ellos deseen tener a 
su disposición este medio poderoso de regir aqué- 
llos y de influir en la opinión pública, y, sin embar- 
go, todavía en este caso puede el periódico perder 
por un lado lo que gana por otro, si se convierte 
en instrumento del personaje en cuestión, de modo 
y manera que venga a abdicar de su misión propia, la 
cual consiste en ser eco de toda una parcialidad, de 
un sentido político; porque entonces no pesará en 
la conciencia social sino en cuanto es represen- 
tante, tan sólo, de la opinión de un individuo, la 
cual tiene ciertamente importancia, pero no la des- 
medida que alcanza en ciertos países, gracias a su 
falta de educación política y a su tradicional ten- 
dencia a la dictadura. Cuando los inspiradores son 
ciertos políticos de menor cuantía, que utilizan el 
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periódico como a modo de peana sobre la que se 
colocan para parecer más altos, excusado es decir 
que, en tal caso, resulta viciado y torcido el fin de 
la prensa, la cual puede en ocasiones ser eco de la 
¡dea de un individuo, pero nunca debe serlo del in- 
terés personal de nadie. 

Y, por cierto, que este afán inmoderado de tener 
periódico es causa de algunos de los males notados 
más arriba, porque da lugar a que salgan a luz más 
de los precisos, los cuales luchan a poco con difi- 
cultades para subsistir, y de aquí la tentación de 
apelar a todos los medios para prolongar una exis- 
tencia no amparada por el favor del público y el 
excesivo número de escritores que se consagran al 
periodismo, y que, una vez metidos en este oíicio, 
por lo general mezquinamente retribuido, no pue- 
den O' no saben buscar otro, y así caen en la debi- 
lidad de dejar el periódico que muere y entrar en 
el que nace, aun cuando no defienda éste exacta- 
mente los mismos intereses y las mismas ideas que 
defendía aquél. 

También cabe que el periódico dependa de un 
modo indebido de la parcialidad cuya causa defien- 
de. En el fondo de esta cuestión late el dificilísimo 
problema de la disciplina de partido; dificilísimo 
porque, según dijimos en otra parte, lo es evitar 
uno de estos dos escollos: o la ciega sumisión que 
con frecuencia imponen los partidos a sus adeptos, 
convirtiéndolos en autómatas, con mengua de su 
dignidad, o el espíritu díscolo y levantisco que hace 



- fo - 


imposible toda unión y toda cohesión, y, por tanto, 
toda acción común y enérgica. En medio de la difi- 
cultad que ofrece el fijar principios para resolver 
este punto, bien puede asegurarse que en ningún 
caso debe el individuo sacrificar a la colectividad 
la integridad de su conciencia, aviniéndose a reco- 
nocer como justo lo que es injusto, como conve- 
niente lo que es perjudicial, y que en las cuestiones 
de conducta puede ya ser más flexible, aunque con 
frecuencia lo más que aún en ellas tiene derecho a 
exigir el partido de sus adeptos es el silencio y la 
abstención. Este punto es todavía más delicado 
tratándose de la prensa: de un lado, porque tenien- 
do el periódico que dar al día su opinión sobre todo 
cuanto ocurre, y más aún si interesa a su partido, 
no se le puede exigir, si éste toma un acuerdo que 
no conforma con el principio o línea de conducta 
sostenidos por aquél, que cambie y empiece desde 
el siguiente día a contradecir y desautorizar todo 
cuanto venía diciendo hasta el anterior; y de otro, 
porque la discordancia de un diario político tiene 
muy otra gravedad y trascendencia que la de un 
particular, por lo cual importa mucho en este caso 
no exagerar la independencia para ir a parar a la 
indisciplina. 

En ocasiones, la independencia del periódico pa- 
dece, no porque se someta incondicionalmente a 
las autoridades legítimas de su bando, sino porque 
sacrifica su propia tendencia y su punto de vista a 
los prejuicios y pasiones que predominan en el par 
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tido, ya porque no estima posible llevar a éste por 
otro camino, ya porque encuentra más cdmodo y 
provechoso marchar al hilo de la corriente y no 
contra ella. Y aquí sí que no caben ya distinciones, 
porque, sobre que semejante modo de proceder es 
incompatible con la dignidad del escritor, resulta 
desconocida la misión de la prensa en un punto im- 
portante, cual es el de dirigir la opinión pública, y 
limitada aquélla al de ser reflejo de ésta, cuando a 
ambas cosas puede y debe atender el periódico. De 
otro modo, no es posible esperar otras rectifica- 
ciones saludables, en el sentido general de las masas 
de los partidos, que las que demande el azar o sean 
producto de movimientos puramente instintivos. 

Queda por notar la peor de las sujeciones a que 
puede estar sometida la prensa: la del Gobierno. 
En este punto las cosas han llegado a tal extremo, 
que parece poco menos que imposible el que un 
periódico sea a la vez ministerial e independiente, 
lo cual es verdad cuando se entiende que para me- 
recer el primer título es preciso ensalzar y defender 
todo cuanto se hace en las esferas del poder, sin re- 
serva ni excepción. Pero si se estima, por el con- 
trario, que siendo un diario órgano de las ideas de 
sus redactores y de las aspiraciones de su partido, 
sólo en tanto que con ellas conforman los actos 
del Gobierno, puede aprobarlos y hacerlos suyos; 
y si a esto se añade que al mismo poder, si le con- 
vienen y aprovechan las alabanzas que proceden 
de escritores independientes, de nada le sirven las 



hechas por rutina y como por obligación y oficio, 
se llegará a la conclusión de que a la dignidad del 
periodista, al verdadero y racional interés de los 
gobiernos y al supremo de la patria, importa mu- 
cho que la prensa ministerial no pierda, por serlo, 
esta condición de la independencia que tan esen- 
cial es para que cumpla su elevada misión en la 
esfera de la política. 

En resumen: la prensa, cuando sirve a las ideas, 
a ios principios y a los intereses generales del país, 
cuando es movida por el sentimiento de la justicia 
y el de la patria, cuando tiene conciencia clara de 
su misión y la firme resolución de cumplirla; cuan- 
do, en una palabra, és desinteresada, culta, impar- 
cial e independiente, puede coadyuvar poderosa- 
mente a la difícil obra de la gobernación del Esta- 
do, siendo reflejo y fiel guía discreto de la opinión 
pública. Cuando le faltan algunas o todas estas cir- 
cunstancias, el sacerdocio del periodismo se con- 
vierte en un oficio casi mecánico; el influjo de la 
prensa en la conciencia social es nulo, cuando no 
malsano; su voz desautorizada se pierde en el va- 
cío; los pueblos, en vez de esperar de su acción 
todos los beneficios que ella puede procurar, la mi- 
ran y consideran frecuentemente como un estorbo 
y una traba, y los enemigos de la civilización mo- 
derna, uno de cuyos frutos más preciados es el po- 
der de la prensa, se complacen en presentarla como 
especie de caja de Pandora de la que salen tan sólo 
daños y males para la sociedad. 



CAPÍTULO IV 


FALSEAMIENTO DE LAS ELECCIONES 


Las libertades necesarias y la sinceridad en materia electoral.— Falso 
concepto de la función del elector. — Idem de la del elegido.-- 
Abusos por parte de los individuos, de los partidos y de los Go- 
biernos; laxitud con que se juzgan. — Cómo no cumplen sus debe- 
res tutelares, ni las clases directoras ni los Gobiernos. — Mayor 
gravedad y trascendencia de los abusos de éstos; desprestigio de la 
autoridad. — Triste privilegio de España en cuanto a costumbres 
electorales. 

El resultado de las predicaciones de la prensa, 
de la agitación de los partidos, de las manifesta- 
ciones todas de la opinión, se concreta y condensa 
en forma de declaraciones de la voluntad en los 
comicios, cuando éstos son convocados para que 
el país designe sus representantes; esto es, los que 
han de ser en el Parlamento órganos oficiales y 
autorizados de los diversos sentidos que en el orden 
jurídico y político se entrecruzan a través del orga- 
nismo social. De aquí las dos condiciones más 
esenciales de todo régimen político liberal: una, el 
reconocimiento y consagración de aquellas liber- 
tades que llamaba Thiers necesarias, es a saber, la 
de imprenta, la de asociación y la de reunión, para 
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que todas las ideas y aspiraciones puedan ser pro- 
fesadas y propagadas y a todos los partidos les 
sea dado organizarse y obrar sobre la sociedad; y 
otra, la sinceridad en las elecciones por parte de 
los individuos, de las clases sociales, de las agru- 
paciones políticas y de los Gobiernos. Sin la pri- 
mera, la segunda es imposible; y sin ésta, aquélla 
es inútil; sin ambas, el régimen parlamentario no 
puede ser una verdad. 

Pero hay entre ellas la diferencia importante de 
que mientras la primera es reconocida ya, más o 
menos explícitamente, por todos, como lo muestra 
el hecho de rechazar la paternidad de la absurda 
clasificación de los partidos en legales e ilegales 
los mismos que la engendraron y estamparon en la 
Gaceta, con ocasión de la segunda se revela de un 
modo harto claro y evidente la palmaria contradic- 
ción en que está la teoría con la práctica en los 
asuntos de la política, puesto que todos proclaman 
en voz alta, como una necesidad y un deber inelu- 
dible, la sinceridad electoral, y casi todos la falsean 
o entorpecen cuando llega el momento de poner a 
prueba esta virtud en los comicios. 

l:n este punto, lo primero que importa notar es 
el falso concepto que con frecuencia se tiene, así 
de la función del elector, como de la del elegido. 
En cuanto a la primera, si hemos de juzgar por lo 
que pasa en la práctica, se considera que el ciuda- 
dano, a quien la ley confiere voto en los comicios, 
tiene el derecho de hacer uso de esa facultad como 
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mejor cuadre a su arbitraria voluntad, al modo que 
el propietario dispone de sus bienes según lo tiene 
por conveniente. La consecuencia primera de este 
error es que el elector, desconociendo que como 
tal está llamado a desempeñar una fundón y no a 
ejercitar un derecho individual, no piensa, ni en la 
justicia ni en la conveniencia general, al depositar 
el sufragio, antes por el contrario, pone la mira en 
su personal interés, o, cuando más, en el local, y 
eso por el influjo directo e inmediato que ha de 
tener en el suyo individual. De aquí que, por ejem- 
plo, si tiene que escoger, en una elección para car- 
gos municipales, entre un candidato que reúna to- 
das las circunstancias apetecibles y otro que carez- 
ca de ellas, pero que esté dispuesto a procurar la 
construcción de un camino que pase por una finca 
de su propiedad, le parece, y lo mismo sucede a la 
generalidad de las gentes, la cosa más natural del 
mundo preferir el segundo al primero. Y de igual 
modo, si se trata de una elección de diputados a 
Cortes, ¿cómo no anteponer el candidato que ofre- 
ce la carretera, y mejor si promete un destino, al 
que se contenta con obligarse a procurar reparar 
injusticias y promover los intereses generales? El 
voto se estima como un derecho, un instrumento, 
un medio, lo cual es verdad, pero se olvida que es 
derecho político y no civil, que es medio e instru- 
mento, pero para el cumplimiento de un fin, no in- 
dividual y particular, sino público y social. El elec - 
tor que obra de ese modo incurre en la misma falta, 



aunque ni siquiera lo sospeche, que el juez que tuer- 
ce la justicia al negársela a aquel a quien le asiste 
y darla a quien no la tiene, poniendo así el ejerci- 
cio de su cargo al servicio de un interés personal. 
Daoo este erróneo concepto de la función electoral, 
¿qué extraño es que se solicite y obtenga el voto 
como un favor personal y que como tal se agra- 
dezca, una vez otorgado? 

Pero no es este uno de aquellos errores en que 
incurren tan sólo las gentes incultas, sino que lo 
patrocinan políticos de oficio. Hace años, cuando 
estaba al frente de la gobernación del Estado el 
Ministerio presidido por el Sr. Marqués de Mira- 
flores, se adoptó, como solución a cierto conflicto, 
el acuerdo de autorizar las reuniones electorales, 
pero a condición de que sólo habían de penetrar en 
el local los ciudadanos que tuvieran voto; al hacer 
lo cual se desconocía el derecho y el deber que éstos 
tienen de oír y saber la opinión de todo el mundo, 
así como la obligación de dar cuenta de la suya. 
Precisamente esta circunstancia, consecuencia de 
ser el sufragio una función pública, hace que en 
buenos principios no se pueda admitir el voto se- 
creto, como observaba un orador conservador en 
el Parlamento inglés cuando en mal hora se esta- 
bleció í'n aquel país. 

Guarda íntima relación con este error, el no me- 
nos grave respecto de la función del elegido. Es en 
vano que las Constituciones declaren que éste es 
representante de la Nación, no siendo, por tanto, el 
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distrito o circunscripción electoral otra cosa que 
un medio para designarlos; en la práctica, el dipu- 
tado es el mandatario de un pueblo o de una pro- 
vincia, y su misión consiste en mirar por el interés 
de ésta o de aquél lo primero, después por el ge- 
neral de la Nación, y eso sólo mientras el local 
gana también en ello y el interés del derecho y de 
la justicia, que es precisamente el fundamental y el 
propio del legislador, unas veces aparece en último 
término y otras, que son las más, se deja en com- 
pleto olvido. Este error produce, como primera 
consecuencia, el privar al régimen parlamentario de 
una de sus bases, porque desde el momento en que 
los intereses particulares toman el puesto de los 
principios, ya no es posible la organización racional 
de los partidos, los cuales entonces, o adoptan una 
forma viciosa, haciéndose locales, o se desenvuel- 
ven sin penetrar en la conciencia social, dando lu- 
gar a los males que exponía el ilustre Tocqueville, 
cuando, poco antes de la Revolución de 1848, pre- 
guntaba con melancolía a sus compañeros: ¿No es 
verdad que cada día pesan en el ánimo de vuestros 
electores más los intereses que las ideas? Y así su- 
cede que, como decía Zanardelli de Italia, en 1878: 
«los diputados están a menudo ligados a intereses 
de campanario, al tiránico patronato de unos pocos, 
y como más que representantes de la Nación, son 
agentes de los electores, se ven obligados a fre- 
cuentar, no la Cámara, sino las antecámaras de los 
Ministerios» Y ¿cómo no ha de acontecer esto cuan- 
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do prevalece un concepto tan erróneo, así de la 
función del elector como la del elegido? 

Quizás alguien diga que es un sueño el preten- 
der que todo el país, que todo el cuerpo electoral, 
obre inspirándose en ideas y estimulado por mó- 
viles políticos. En primer lugar, el que esto no sea 
factible de golpe no es razón para que, en vez de 
encaminar las cosas en esa dirección a fin de que 
llegue a serlo, se las enderece por la contraria, ha- 
ciendo el problema cada vez más difícil. Además, 
no es empresa tan ardua como se dice, y no siem- 
pre con desinterés, la de consegir que predomine 
en las elecciones el sentido político, tomando este 
término en su más amplia acepción. Por de pron- 
to, entre las dos grandes tendencias que moverán 
siempre a las sociedades, la conservadora o tradi- 
cionalista y la reformista o progresiva, no hay 
quien deje de sentir por la una o por la otra cierta 
preferencia, que cuando no es obra de la reflexión, 
lo es del instinto o del temperamento. Y de otro 
lado, los programas de los partidos contienen prin- 
cipios concretos y determinados, cuyo alcance es 
dado apreciar hasta a los más lerdos, cuando los 
que no lo son se toman el trabajo de explicárselo, 
en vez de creerse dispensados de hacer ese esfuer- 
zo echando por delante la incapacidad de la gente 
inculta para entender de estas cosas. Y en último 
caso, dése, por lo menos, un paso por el buen ca- 
mino sustituyendo el culto de los intereses perso- 
nales y locales por el de los generales y naciona- 
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Ies, preparando así para más adelante la sustitución 
de ambos por el de las ideas. 

Al lado de estos errores, y en parte a causa de 
ellos, hallamos ciertos vicios que fomentan y de 
que se aprovechan los individuos, los partidos y 
los Gobiernos, y que son otras tantas infracciones 
de la ley moral, la cual en las elecciones es donde 
brilla más por su ausencia. 

Los individuos, unas veces por ignorancia, otras 
por mala voluntad, apelan a todos los medios para 
alcanzar la victoria en las campañas electorales, 
desde el uso de recursos tan groseros como las co- 
milonas y francachelas, o tan criminales como el 
cohecho y el soborno, hasta el empleo de aquellos 
otros que sirven de aguijón al interés, al egoísmo, 
a la vanidad o al amor propio, todos se utilizan sin 
escrúpulo por los candidatos y sus agentes y todos 
se aprovechan sin remordimiento por los electores. 

Cuando las elecciones son más políticas, enton- 
ces aparecen en escena los partidos, los cuales con 
frecuencia logran con argucias y falsedades lo que 
debían conseguir tan sólo por el valor de sus ideas 
y el prestigio de sus hombres, sacrificándolo todo 
al éxito, por donde el estorbar que voten los vivos 
y el hacer votar a los muertos, la evaporación de 
sufragios que se depositan en la urna y la aparición 
de otros que nunca entraron en ella, las actas en 
que constan cosas que no han pasado y no figuran 
otras que han sucedido, se estiman como habilida- 
des dignas de premio y de loa de que se jactan y 
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envanecen sus autores, cuando ellos mismos serían 
incapaces de semejante proceder en las relaciones 
sociales de otro género. 

Y en cuanto a los Gobiernos, oigamos la exacta 
y elocuente descripción que el Sr. Castelar hacía 
de las elecciones en España hace algún tiempo, 
trazando un cuadro que, salvo alguna diferencia de 
pormenor, sigue siendo el que tenemos ante nues- 
tra vista, sólo que con tintas todavía más oscuras: 

«El ministro de la Gobernación, decía, pesa como 
un yugo sobre el gobernador, el gobernador sobre 
el alcalde, el alcalde sobre los electores; las Dipu- 
taciones, hechura de los pueblos, desaparecen ante 
los Consejos, hechura de los Gobiernos; los jueces 
y fiscales, los administradores y estanqueros, los 
guardamontes, los portazgueros, los peones, los de- 
pendientes de los Ministerios de Gracia y Justicia, 
de Gobernación, de Fomento, de Hacienda, son 
otros tantos muñidores de elecciones, que ofrecen 
escuelas, caminos, perdón de multas, olvido de su- 
cios expedientes a los electores ministeriales, y 
amenazan con causas, prisiones, multas, persecu- 
ción a los electores independientes. De suerte que 
cada elección es una calamidad, cada comicio un 
mercado, cada elector un esclavo, cada ministro un 
sultán, cada candidato un fomentador de la pública 
inmoralidad, cada acta un padrón de escándalo y 
de ignominia; y la red bajo la cual todo esto sucede 
es la centralización administrativa, que en vez de 
servir de escudo a los pueblos, se convierte en arma 



de guerra, esgrimida por los Gobiernos para falsear 
la voluntad dei cuerpo electoral y traer diputados 
dispuestos a abandonar al mismo poder que los ha 
nombrado, si lo creen débil, y entregar palabra y 
voto al partido que les prometa mayores bienes y 
más duradera influencia, porque la corrupci(3n que 
cae de los Gobiernos sobre los comicios sube, en 
vapores pestilentes, de los comicios a los Congre- 
sos y de los Congresos a los Gobiernos, y con sus 
letales miasmas a todos los ahoga.» 

Y lo peor de todos estos abusos y excesos, por 
parte de los individuos, de los partidos y de los 
Gobiernos, es el cinismo con que los más osados 
los cometen, la tranquilidad con que los demás se 
hacen cómplices de ellos y la manga ancha con que 
la generalidad de las gentes los juzgan, cuando im- 
plican una inmoralidad política preñada de males y 
de peligros, porque, enturbiadas las aguas en la 
Juente, ya no pueden correr puras y cristalinas, y 
así la corrupción electoral trae luego en pos de sí, 
según veremos más adelante, la corrupción parla- 
mentaria y la administrativa, y a la postre, como 
consecuencia de todas ellas, la corrupción social. 

¿Por qué los electores no han de sentirse obliga- 
dos a desempeñar ese cargo con la mira puesta en 
el fin mismo de la función que son llamados a des- 
empeñar? ¿Por qué los elegidos no han de hacer 
cuestión de conciencia el tener la seguridad de que 
la representación que ostentan es verdadera y no 
usurpada? ¿Por qué los partidos no han de consi- 

6 
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derar como punto de honor el no aparecer como 
órganos de las aspiraciones sociales sino en la me- 
dida en que lo son real y positivamente? ¿Por qué, 
en fin, los Gobiernos no han de estimar como una 
exigencia elemental de su propio decoro el abste- 
nerse de ejercer en las elecciones ese influjo ilegal 
y bastardo que desnaturaliza y pervierte el acto 
más importante y trascendental de la vida de los 
pueblos regidos por el sistema parlamentario? 

Que los vicios notados son debidos más a mala 
voluntad que ignorancia, se demuestra observando 
cómo se enseñorean lo mismo de los cuerpos elec- 
torales extensos que de los restringidos, lo mismo 
de los basados en el Censo que de los que lo están 
en el sufragio universal, lo mismo de los campos 
que de las ciudades, lo mismo de los incultos elec- 
tores de un distrito rural que de los sabios catedrá- 
ticos y doctores que eligen un senador. Hay dife- 
rencia de grado y de procedimiento, así como en 
unos casos predomina este abuso y en otros aquél, 
pero en todos resulta desnaturalizada y corrompida 
la naturaleza de la función. 

Pero, al propio tiempo, preciso es reconocer que 
no' es igual la responsabilidad en que todos incu- 
rren, puesto que más grave la contraen ciertamente 
las clases directoras y los Gobiernos que las diri- 
gidas y los gobernados. 

Al lado de las aristocracias históricas que pasan 
hay una que es permanente y de todos los tiempos: 
la del prestigio, el cual se alcanza y se conserva 
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ejerciendo sobre las clases inferiores una tutela que» 
como todas, tiene por fin la mejora y la educación 
de los necesitados de ella, no su corrupción y em- 
brutecimiento. ¿Cumplen esta misión, en la esfera 
de la política en general, y en el punto concreto de 
las elecciones en particular, los que presumen de 
más entendidos, peritos y autorizados en estas ma- 
terias? Ciertamente que no, pues en lugar de hacer 
todo lo posible para que los electores incultos va- 
yan formando una idea exacta de la elevada función 
que están llamados a desempeñar, encuentran más 
cómodo y provechoso declararlos incorregibles e 
incapaces de mejora y utilizar su estado de atraso 
para mantenerlos en él y convertirlos en instrumen- 
to de sus propósitos egoístas y bastardos. Al oírles 
hablar de las dificultades que ofrece el educarlos, 
si es que no lo declaran cosa imposible, no parece 
sino que es preciso meter en la cabeza de cada elec- 
tor todo un tratado de derecho político y otro no 
menos completo de moral, cuando de lo que se tra- 
ta únicamente es de hacerles comprender que fal- 
tar a la verdad, venderse por un plato de lentejas, 
amenazar, engañar, sobornar, dejarse intimidar, 
cometer una falsedad, etc., son cosas tan crimina- 
les e indignas de un hombre honrado en esta es- 
fera como en cualquiera otra de la vida, y aun más, 
porque en aquélla tienen mayor trascendencia por 
lo mismo que van a influir directamente en lo que 
es de interés común y social. Lo que pasa es que, 
al modo que en remotos tiempos las clases supe* 
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riores torcieron el sentido de la tutela al constituir 
en castas sometidas a las que tenían el deber de 
educar y preparar para una vida independiente y 
libre, en los nuestros, en algunos pueblos, los polí- 
ticos y las llamadas clases directoras dejan las ma- 
sas en la ignorancia y el atraso en que se hallan 
para que sean, en sus manos, materia dúctil y ma- 
leable, con la que se pueda hacer lo que convenga. 

Más vituperable, mucho más vituperable, es la 
conducta de los Gobiernos cuando descienden del 
alto puesto de jueces de campo para mezclarse en 
la contienda electoral como litigantes interesados. 
Por de pronto hay en esto una repugnante hipocre- 
.sía, porque mientras el Poder ejecutivo declara con 
gran solemnidad en la Gaceta que no se propone 
intervenir en la lucha sino para garantizar la liber- 
tad y la independencia de los electores, luego in- 
terviene, precisamente para todo lo contrario. Y si 
no, dígasenos: ¿qué cara pondría un ministro de la 
. Gobernación a quien se le propusiera la publica- 
ción de sus conferencias con los candidatos y de 
las cartas por él suscritas durante el período elec- 
toral? Luego aparecen con este sistema las candi- 
daturas ministeriales, «que pervierten y corrompen 
por completo la organización política, haciendo 
que, en vez de surgir el Poder ejecutivo de las en- 
trañas de la Nación, sea él legislativo agente y re- 
presentante de aquél»; y, puestos ya en la pendien- 
te, el amor propio, el interés de partido y el afán de 
conservar el poder, llevan a los Gobiernos a ayudar 
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a sus patrocinados, no ya con el inmenso influjo 
que implica la declaración de oficial en favor de 
un candidato y que sobra para ganarse a los tími- 
dos, a los débiles y a los egoístas, sino con el em- 
pleo de todo género de medios y recursos, hasta 
los más vedados, de lo cual resulta el desbarajuste 
en la administración, la desmoralización más espan- 
tosa en la política y la duda y el descreimiento en 
todas las clases sociales/Y hasta tal grado ha lle- 
gado la perversión en este punto, que los Gobier- 
nos se consideran obligados a hacer aquello mismo 
que debían estimar como pecaminoso y vitando, en 
términos tales que la primera condición de un buen 
ministro de la Gobernación es que posea arte y ha- 
bilidad para hacer elecciones, sin lo cual no tendrá 
ni el amor de sus amigos, ni el respeto de los con- 
trarios, y hasta corre el peligro de que aquéllos le 
llamen traidor y éstos le tengan por inocente. Si en 
España perdiera un Gobierno las elecciones, que- 
daría desautorizado y desprestigiado a los ojos de 
los propios y de los extraños. 

«Las violencias, las resoluciones de la fuerza, 
decía D. Francisco Silvela en el Congreso el 29 de 
septiembre de 1881, se conciben y en algún modo 
se excusan, y ninguna hay desgraciadamente que 
pueda sorprendernos en la accidentada historia de 
nuestra patria; pero las violencias diariamente ejer- 
cidas con la manifestación perpetua de la Ley, la 
aplicación de todos los recursos del ingenio, de la 
experiencia y del prestigio de las autoridades ad- 
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ministrativas, para convertir los resortes que se 
crearon en las leyes para castigar delitos, en me- 
dios de suspender y destituir Diputaciones y Ayun- 
tamientos a medida de las necesidades de los can- 
didatos, esto declaro y entiendo que por nadie 
puede ser aplaudido y que es un espectáculo nuevo, 
nunca visto ni presenciado en los anales de nin- 
gún país. 

»Cuando hemos visto— añade— hombres respe- 
tables en los Cuerpos consultivos y en el Gobier- 
no, que ponen su experiencia en los negocios, no 
al servicio de la interpretación recta de las leyes, 
sino a buscar en ellas pretextos, las más de las ve- 
ces absurdos y muchas ridículos, para convertir lo 
que el legislador quiso hacer como un remedio a 
los abusos administrativos a o los delitos particu- 
lares, para convertir esto en un procedimiento po- 
lítico, por medio del cual se desembarazan de cier- 
tas y determinadas Corporaciones administrativas, 
para servir ios intereses de tal o cual candidato, 
¡qué aflicción no experimentamos! Porque se nos 
quita con esto toda esperanza de remedio en lo 
porvenir, porque vemos que de esta manera se des- 
moralizan los pueblos con más seguridad que por 
ningún otro camino, ya que se achaca a la política 
esa desmoralización inmensa, y en el desprestigio 
de la política llegan a quebrantarse los hombres 
públicos, y puede no estar lejano el día en que to- 
dos los que nos ocupamos en la gobernación del 
Estado lleguemos a formar una especie inferior 
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de la sociedad, como sucede en algunos países de 
América, y seamos considerados por la mayoría 
de la Nación como una clase aparte, señalada por 
su inferioridad en los principios de moral.» 

Con estos procedimientos nada pierde tanto 
como ese respeto debido a la autoridad y a la Ley, 
que se encomia mucho en teoría y se desprecia lue- 
go en la práctica. No comprendemos cosa más re- 
pugnante que, por ejemplo, la escena de un go- 
bernador y un alcalde de monterilla, en la que el 
primero, a puerta cerrada y sin testigos, obliga al 
segundo a emplear en favor de un candidato oficial 
todos los recursos que para fines bien distintos 
pone la Ley en sus manos por razón del cargo que 
desempeña. No sólo resultan menospreciadas las 
leyes positivas que vedan hacer eso, y con ellas la 
autoridad del funcionario que de tal suerte se re- 
baja e indignifica, sino que resulta menospreciada 
una ley, no escrita, pero fundamental y base de 
todas aquéllas, es a saber, la que declara que los 
legisladores han de ser representantes del pueblo 
y libremente elegidos por éste, y queda por los 
suelos la autoridad suprema, de la cual todas las 
otras emanan, esto es, la autoridad del país mismo. 
Mientras individuos, partidos y Gobiernos no res- 
peten la soberanía de éste; mientras no miren con 
repugnancia todo lo que implique la tergiversación 
de sus deseos y aspiraciones; mientras los hombres 
públicos no estimen punto de honor el no invocar 
el favor de la opinión pública cuando saben que 
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no !a tienen de su parte, los pueblos podrán parecer 
libres, pero serán, en realidad esclavos; los parti- 
dos serán facciones; los Gobiernos, no aceptados 
y ni siquiera consentidos, sino impuestos, y el ré- 
gimen parlamentario un escarnio y una irrisión. 

Bien sabemos que este falseamiento de las elec 
ciones no es cosa peculiar de España, y que la 
misma Gran Bretaña, si es un modelo digno de ser 
imitado por lo que hace a la conducta del poder, 
no lo es ciertamente en cuanto a la que observan 
Jos individuos y los partidos, como lo muestran las 
numerosas leyes dictadas para reprimir la corrup- 
ción en este punto. Pero si hemos de dar crédito 
a los datos reunidos hace cuatro años por los re- 
presentantes de Inglaterra en el Continente por 
encargo de su Gobierno, resulta que los dos países 
en que la inmoralidad de electores y candidatos 
es mayor son Hungría y España; y los dos en 
que el poder ejecutivo interviene más de un modo 
ilegal y abusivo en las elecciones son Portugal 
y España. ¡Qué honor para nuestra patria el figu- 
rar a la cabeza en ambos respectos! 



CAPÍTULO V 


CORRUPTELAS PARLAMENTARIAS 


Fundones que desempeña el Parlamento; legislativa, poiífica, eco- 
nómica y de inspección. — Consecuencias de hacer políticas todas 
las cuestiones; examen de este punto con relación a cada una de 
aquellas funciones. — La administración y la política; soluciones 
propuestas para hacer la primera independiente de la segunda^— 
Representación y delegación.— Corruptelas parlamentarias; influjo 
del poder ejecutivo en las Cámaras; estímulos bastardos de la vida 
parlamentaria. — Hipocresía y arbitrariedad del poder. — Degene- 
ración del carácter de diputado. — Consecuencias. — Cómo la sin- 
ceridad es casi el único remedio para estos males. 

AI ocuparnos en el punto referente al modo de 
funcionar las Cámaras, debemos decir algo de cier- 
to error muy extendido, antes de entrar en el exa- 
men de laS" corruptelas. 

En primer término, importa rectificar la equivo- 
cación de suponer, de un lado, que el Parlamento 
es el órgano para el desempeño de la función legis- 
lativa y nada más, y, de otro, que tiene una pura- 
mente política, siendo así que a la par de ellas fácil 
es observar una económica y otra de inspección 
sobre el poder ejecutivo. Cuando el Parlamento 
dicta una disposición que ha de ser regla de vida 
para la comunidad, como, por ejemplo, una ley de 
minas o un Código penal, legisla; cuando aprueba 
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el presupuesto anual, obra como representante del 
país, pero en cuanto éste, al constituir un Estado, 
tiene el deber de suministrar los recursos económi- 
cos de que ha menester para su subsistencia como 
tal; cuando en su seno se hacen al poder ejecutivo 
preguntas sobre asuntos administrativos, ejerce una 
inspección sobre el mismo, y cuando por medio 
de un voto de confianza o de censura apoya a 
un Gobierno o lo derriba, lleva a cabo un acto 
político. 

Interesa hacer esta distinción, porque de su olvi- 
do nace una de las mayores corruptelas parlamen- 
tarias, es a, saber, la de hacer políticas todas las 
cuestiones, dando lugar a uno de los espectácu- 
los que más repugnan al buen sentido de las gentes 
imparciales, cual es la perfecta unanimidad con 
que, salvas raras excepciones, mayorías y minorías 
aprueban o desaprueban todo cuanto propone el 
Gobierno o procede de uno u otro lado de la Cá- 
mara. Lo primero que llama la atención es que, lo 
mismo sobre cuestiones políticas que sobre las que 
no lo son, lo propio sobre las más vulgares que 
sobre las más técnicas, haya entre los adeptos de 
cada partido una conformidad tal, que no parece 
sino que todas ellas han sido discutidas y dilucida- 
das previamente, y que las soluciones correspon- 
dientes se han consignado en el programa de aquél 
con pleno conocimiento de su alcance y trascen- 
dencia. 

Veamos en cada uno de los respectos notados 
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cómo pasan las cosa» en el Parlamento, y cómo 
debían pasar. 

En cuanto a la función legislativa, dada la in- 
mensa extensión de ésta, es evidente que aun cuan- 
do, con relación a todos los proyectos de ley, cabe 
diversidad de opiniones y de puntos de vista, no 
puede aquélla coincidir con la constitución de los 
partidos, por la sencilla razón de que éstos tienen 
solución concreta para unas cuestiones y carecen 
de ella para otras. Así, por ejemplo, si se trata del 
matrimonio civil, como es esta una materia muy 
discutida y resuelta con distinto criterio por las par- 
cialidades políticas, es natural que cada una pugne 
por hacer triunfar la solución que estima justa y con- 
veniente; pero si se trata de una ley de minas, 
¿qué tienen que hacer entonces los partidos cuan- 
do ninguno de ellos ha discutido ni resuelto si 
la propiedad de aquéllas pertenece al Estado, al 
descubridor o al dueño de la superficie? Y de igual * 
modo, si se propone un proyecto de ley sobre or- 
ganización de tribunales, bueno que ciertas agru- 
paciones luchen por conseguir la inamovilidad ju- 
dicial o la constitución del Jurado; pero no hay mo- 
tivo para que hagan cuestión de partido el que 
aquéllos sean unipersonales o colegiados, así como 
si se trata de un proyecto de Código penal, preciso 
es hacer análoga distinción entre los delitos de im- 
prenta o los religiosos y la cuestión de saber si el 
encubrimiento es un delito específico o ün grado 
de delincuencia. Y no se arguya que entre el sentido 
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general de un partido y los problemas jurídicos de 
todas clases se da una cierta relación, porque no 
basta que ésta exista, sino que es preciso que haya 
sido previamente reconocida y declarada por aquél. 
Así, por ejemplo, sin duda, que hay una estrecha 
conexión entre las corrientes generales que mueven 
a las parcialidades políticas y la cuestión referente 
a la libertad de testar; pero el hecho es que hay 
tradicionalistas y liberales avanzados partidarios 
de aquélla, y en ambos grupos otros que la recha- 
zan. ¿Cómo ni por qué, entonces, hacerla cues- 
tión de partido en el Parlamento? El inconveniente 
más grave que esta conducta produce es que re- 
sulta una cosa completamente falsa y artificiosa, 
porque así como cuando se trata de una cuestión 
conocida, y sobre la cual se ha pronunciado la 
opinión pública por medio de sus órganos pro- 
pios, es natural que cada uno de éstos, es de- 
cir, cada partido, tome la actitud que exigen sus 
antecedentes y compromisos; cuando están de por 
medio esos otros que no se encuentran en igual 
caso, lo que sucede es que los pocos que las cono- 
cen proponen una solución en este o en aquel sen- 
tido y todas los demás los siguen a ciegas, resul- 
tando así apoyado por toda una comunión lo que 
realmente es obra tan sólo de unos cuantos. Por 
esta razón todas las cuestiones jurídicas de carác- 
ter técnico que no hayan sido asunto de controver- 
sia entre los partidos debían ser en el Parlamento 
completamente libres. 
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Algo parecido pasa con la función económica, 
con los presupuestos. Por lo mismo que en éstos 
se refleja toda la vida del Estado; claro es que, con 
motivo de cada sección, capitulo o artículo, puede 
suscitarse uno de aquellos problemas que dividen 
a las distintas agrupaciones Así, por ejemplo, con- 
ceder o negar el voto a la partida en que se consig- 
na el haber de un representante cerca de la Santa 
Sede; pedir que se señale, al que lo sea en esta o 
aquella nación, el correspondiente a un ministro 
plenipotenciario y no a un embajador; proponer 
esto o lo otro en lo referente a la asignación para 
culto y clero, son cosas que implican sentidos a 
veces radicalmente distintos en la política exterior 
o en las relaciones de la Iglesia con el Estado; pero 
prescindiendo de que, a nuestro juicio, todas esas 
cuestiones deben ventilarse de frente y cada una 
de por sí y no de soslayo, con motivo de los pre- 
supuestos, siempre resulta que al lado de esas hay 
otras, y son las más, que no envuelven semejante di- 
versidad de criterios desgraciadamente. Y decimos 
desgraciadamente, porque en materia de Hacienda, 
fuera de la consabida muletilla de las economías, 
los partidos no tienen principios fijos, quizás por- 
que la ciencia financiera es de las más atrasadas y 
una de las más sometidas a la rutina y al empiris- 
mo. Y, sin embargo de esto, cuando llega el mo- 
mento de discutir los presupuestos, los ministeriales 
se creen obligados a apoyar cuanto propone el mi- 
nistro de Hacienda, y los diputados de oposición a 
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combatirlo, haciendo suya la crítica de uno de sus 
compañeros, cuyas doctrinas individuales se con- 
vierten así en soluciones del partido. Si éste las ha 
aceptado previamente inscribiéndolas en su pro- 
grama, enhorabuena que procure hacerlas triunfar; 
pero si no es así, ¿por qué no se han de considerar 
como libres tales cuestiones? 

Es otra de las funciones del Parlamento la de 
inspección o vigilancia sobre el poder ejecutivo en 
todo lo que se refiere a la administración, la cual 
comprende dos partes muy distintas: una, que recae 
sobre el estricto cumplimiento de las leyes; otra 
que hace relación al ejercicio de ciertas facultades 
discrecionales del Gobierno. Se trata, por ejemplo, 
de un reglamento, decreto u orden, dictados para 
el cumplimiento de una ley, pues en tal caso no 
hay de por medio ninguna cuestión de partido, por- 
que no puede serlo la de saber si el poder ejecu- 
tivo ha secundado o desvirtuado la obra del legis- 
lativo; y lo propio sucede con un expediente que 
debe resolverse con arreglo a la legislación vigente, 
porque todo se reduce a juzgar la legalidad del 
acuerdo dictado por el Gobierno. Si^se trata, por el 
contrario, del nombramiento de empleados públi- 
cos, de la distribución de fondos para la construc- 
ción de carreteras, de la conducta del Gobierno 
respecto de la prensa o de las reuniones públicas, 
entonces es natural que los partidos se encuentren 
frente a frente, porque los de oposición no pueden 
tolerar que el que está en el poder utilice éste en 
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provecho propio y con menoscabo del interés supe- 
rior de la patria y del supremo de la justicia. 

En muy distinto caso se encuentra la función pro- 
piamente política del Parlamento. En todas las an- 
teriores hemos visto que se peca por hacer cues- 
tiones de partido las que no deben revestir tal ca- 
rácter> ya porque las distintas parcialidades no han 
afirmado previamente solución alguna para ellas, 
ya porque se trata tan sólo de estimar la legalidad 
o ilegalidad de un acto: en esto no caben diferen- 
cias, si se procede con sinceridad. Pero cuando se 
llega a esta función política, como su fin no es otro 
que mantener la armonía que debe existir entre el 
poder legislativo y el ejecutivo, tanto más necesa- 
ria cuanto que el último, según veremos en su lugar, 
se extiende a muchas más cosas que las que su de- 
nominación envuelve, la más principal de las cua- 
les es el derecho de iniciativa o la facultad de pro- 
poner leyes al Parlamento, resulta naturalmente que 
todas las cuestiones que con motivo de su ejercicio 
se suscitan son, por necesidad, cuestiones de parti- 
do. Es cierto que también en este punto se abusa 
y no poco, y de ello hablaremos más adelante; pero 
el uso de esta prerrogativa por parte de las Cáma- 
ras es tan esencial y necesario, que sin él podrá 
existir en un país el sistema constitucional o repre- 
sentativo, pero no el régimen parlamentario, por- 
que, como dice Minghetti, «el Parlamento, no sólo 
tiene la facultad de hacer las leyes y de examinar 
al día la conducta de los ministros, sino que su ex- 
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presa confianza es una condición vital para el Go- 
bierno». 

Esta distinción puede servir de punto de partida 
para resolver el eterno problema de separar la polí- 
tica de la administración. Hoy, como la última corre 
a cargo del ministro responsable y reemplazable, 
que desempeñan las funciones todas del poder eje- 
cutivo, se hace sentir en ella cada cambio que tiene 
lugar en la política, en términos de que no parece 
sino que cada partido y cada Gobierno tiene un cri- 
terio distinto y propio, lo mismo en los problemas 
de la una que en los de la otra. Y, sin embargo, el 
que haya Monarquía o República, el que manden 
los liberales o los conservadores, ¿ha influido nunca 
en los servicios de Correos y Telégrafos, Beneficen- 
cia, Sanidad, Estadística, Notariado, Registro de la 
propiedad y en tantos otros más? Ciertamente que 
no. Es más: en un mismo departamento hay ramos 
a que puede afectar un cambio ministerial, y otros 
a que no debe llegar. Así, en Hacienda, por ejemplo, 
se comprende que suceda lo primero con las Direc- 
ciones de Aduanas, Contribuciones e Impuestos, y 
lo segundó con la del Tesoro, la de Contabilidad y 
la de la Deuda, porque en la misión de aquéllas 
cabe que se sienta el criterio del nuevo Ministerio, 
pero no en la encomendada a éstas. De semejante 
confusión resulta, no sólo el grave mal de entregar 
la gestión de los negocios administrativos a políti- 
cos de oficio, sin competencia técnica, sino que, 
extremando las consecuencias del error, al frente 
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de cada ramo se pone luego un político de segunda 
fila, incompetente también; y como los cambios son 
frecuentes, el daño se repite y se hace mayor, porque 
ni siquiera se da a los neófitos tiempo bastante para 
aprender por lo menos algo de lo mucho que ignoran. 

Ahora bien: ¿tiene remedio este mal? A nuestro 
juicio, uno de estos dos: o hacer una clasificación 
de los Ministerios, distinguiendo los políticos y los 
no políticos o administrativos, o crear Direcciones 
generales casi autónomas, y cuya independencia no 
tenga otros límites que los precisos para mantener 
la unidad del poder ejecutivo y hacer efectiva su 
responsabilidad. La primera solución ha sido pa- 
trocinada en cierto modo por Laveleye, al sostener 
la conveniencia de que ciertos ramos de la Adminis- 
tración, como los de Guerra, Instrucción y Obras 
públicas, se encomendaran a personas de compe- 
tencia técnica, que se presentarían una sola vez en 
el Parlamento para defender el presupuesto de su 
departamento, y en parte se ha aceptado en Fran 
cía, donde hemos visto a M. Cochery durante varios 
años al frente del ramo de Correos formando parte 
de distintos Ministerios. La segunda, que nos pare- 
ce más práctica, y que es quizás la única posible 
en nuestro país, la abona en España el ejemplo del 
instituto Geográfico y Dirección de Estadistica, que 
goza, de hecho, de cierta independencia, y ha con- 
tinuado su marcha normal en medio de revoluciones 
y contrarrevoluciones y de innumerables cambios 
ministeriales. 


7 



Es otro error no menos grave y trascendental el 
que consiste en confundir la representación con la 
delegación, porque se supone que el país, al depo- 
sitar los electores su sufragio en las urnas, abdica 
su poder por cierto tiempo en los elegidos, los 
cuales vienen a ser a modo de amos y señores 
mientras dura el desempeño de su cargo. Los di- 
putados no son como los mandatarios, que, una vez 
aceptado el poder, obran por su cuenta y riesgo, 
sino al modo de aquellos otros que actúan con 
arreglo a las instrucciones que reciben constante- 
mente del mandante. Por esto el poder supremo, el 
del país, está siempre en acción, porque después 
de designar sus representantes, continúa manifes- 
tando su sentido por medio de la prensa y de las 
reuniones públicas, constituyendo esta vida general 
y la oficial del Parlamento dos partes de un todo, 
entre las cuales, por lo mismo, ha de haber armo- 
nía, y por eso, cuando no existe, surge la necesidad 
de la disolución de las Cámaras para restablecerla. 

El olvido de esta exigencia lleva a las dictaduras 
parlamentarias, imposibles en Inglaterra, porque, 
como dice Franqueville, allí «el Parlamento, poder 
preponderante en el Estado, depende de la opinión 
pública, la cual se manifiesta constantemente, gra- 
cias a la libertad de la prensa y al derecho de re- 
unión>; pero muy frecuentes en otros países, donde 
dan lugar a que se recuerden aquellas palabras de 
Voltaire: «Prefiero ser gobernado por un león de bue- 
na raza, a serlo por doscientos ratones de mi especie. » 
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Lo cual lleva «al menosprecio sistemático de la 
opinión por todo Gobierno que cuenta con la ma- 
yoría de las Cámaras, olvidando que, si éstas son 
las que derriban los ministerios, es aquélla quien 
hace las revoluciones». Porque no hay quien des- 
conozca la distinción entre la autoridad legal y la 
moral del Parlamento y la necesidad de que coin- 
cidan; pero en ciertos países, el nuestro uno de 
ellos, sucede que el Gobierno que tiene de su parte 
la mayoría en aquél, nunca reconoce que no repre- 
senta la del país, mientras que el partido que aspira 
a heredarlo lo afirma siempre. En 1857, el ministro 
belga Decker, al presentar su dimisión, decía al 
rey Leopoldo: «Tengo la mayoría de las Cámaras a 
mi favor, pero no estoy seguro de que aquélla esté 
apoyada por la mayoría del país, y de aquí una si- 
tuación peligrosísima.» Ricasoli, al abandonar el 
poder en 1862, después de una votación favorable 
del Parlamento, declaró que «no había hallado, a 
pesar del voto de la mayoría, la prueba de la con- 
fianza por parte de la conciencia pública, y del 
país», y añadía: «Conservar en nuestras manos el 
poder, hubiera sido un acto culpable y contrario al 
dictamen de la conciencia, y hubiese sido además 
una obstinación, de la cual habría resultado daño 
para el régimen parlamentario.» He ahí dos ejem- 
plos muy dignos de ser imitados. 

Y, prescindiendo de otros errores de carácter 
doctrinal, como, por ejemplo, el implicado en la 
admisión de los senadores por derecho propio y de 
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los vitalicios, cosa incompatible con la base esen- 
cial del régimen parlamentario, y que es debido a la 
histórica preocupación de los Gobiernos mixtos, 
cuya teoría anda todavía confundida con la divi- 
sión de poderes, entremos en el examen de las co- 
rruptelas parlamentarias. 

Es la primera, la más grave y la más intolerable, 
el influjo bastardo e ilegítimo del poder ejecutivo 
en la constitución y marcha del legislativo, siendo 
de notar que evidentemente se trata aquí de una 
corruptela y no de un error, puesto que no hay 
quien deje de proclamar en principio la dependen- 
cia del primero respecto del segundo, por donde la 
sumisión real y positiva de éste a aquél es un abu- 
so, en la práctica, que no defienden los mismos que 
lo utilizan y aprovechan. 

El Gobierno hace las elecciones, según una frase 
que, ¡pena da decirlo!, ha sido ya consagrada por el 
uso. El Gobierno, protestando hipócritamente que 
no tiene para qué intervenir en las cuestiones de 
actas, interviene; y ¿cómo no, si es el responsable, 
en primer término, de los vicios más graves de que 
adolecen aquéllas? El Gobierno designa las perso- 
nas que han de desempeñar la presidencia y los 
demá§ cargos de la Mesa, aunque observando el 
trámite, también hipócrita, de convocar a la mayo- 
ría, para que parezca que ella hace lo que realmen- 
te tiene hecho el poder ejecutivo. El Gobierno elige 
los candidatos que precisamente habrán de votar 
sus amigos en las Secciones, formadas, dicho sea de 



101 — 


jíaso, por virtud de un sorteOy en que no siempre es 
la suerte la que decide del resultado, para integrar 
las Comisiones que han de dar dictamen sobre los 
proyectos de ley. El Gobierno declara casi todas 
las cuestiones de gabinete, lo mismo la importante 
que la baladí, así la que implica un sentido general 
en la política como una concreta y técnica, que 
acaso interesa tan sólo al amor propio de un minis- 
tro, poniendo de esta suerte a los representantes 
del país en el duro trance de escoger entre votar 
contra su conciencia o derribar un Ministerio cuya 
continuación en el poder desean por otra parte. El 
Gobierno, en fin, concede o niega gracias y desti- 
nos, y despacha, de uno u otro modo, los expedien- 
tes, según que le conviene hacer una u otra cosa 
para atraer a éste a la mayoría o retener a aquél en 
ella, para ganarse al débil que vacila o aplacar al 
díscolo que amenaza. Y así, como dice Bonghi, los 
ministros, sintiéndose faltos de autoridad para gran- 
jearse la voluntad general en el Parlamento, se ga- 
nan la individual otorgando mercedes y favores; y de 
ese modo, el sistema representativo, que es la mejor 
forma de gobierno, se convierte en la peor de to- 
das: en una red de pequeñas ambiciones, de inte- 
reses mezquinos, de intrigas, de complacencias 
serviles; en fin, «en una corruptela más perjudicial 
que otra alguna, porque se extiende por todo el 
país, penetra hasta la médula del mismo y no deja 
miembro intacto ni sano>. 

Ahora bien: en este modo de proceder, en todos 



estos abusos y corruptelas, hay, de un lado, una 
gran hipocresía, y de otro, una tendencia manifies- 
ta a favorecer la arbitrariedad del poder. 

Hay una gran hipocresía, porque todas esas cosas 
se practican con sin igual desenfado, pero no se 
defienden como justas y convenientes: antes por el 
contrario, se niegan o se desautorizan desde el po- 
der y se censuran severamente desde la oposición. 
Así, no hay ministro de la Gobernación que deje 
de declarar, con asombroso desparpajo, que no ha 
hecho en la elecciones otras cosas que amparar la 
libre emisión del sufragio por parte de todos los 
ciudadanos, ni hay presidente que deje de ofrecer 
imparcialidad en el ejercicio de su cargo, ni más ni 
menos que podría decirlo Mr. Brand, speaker de la 
Cámara de los Cornunes durante doce años conse- 
cutivos y en tres situaciones distintas, ni Gobier- 
no que deje de repetir a toda hora que los diputa- 
dos son libres de emitir su voto con arreglo a su 
conciencia, sin perjuicio de insinuar a seguida que 
si éste le fuese contrario, se verá obligado a pre- 
sentar la dimisión; ni ministro, en fin, que deje de 
declarar que, en la gestión de los servicios puestos 
a su cuidado, no se inspira en otro interés que en el 
supremo de la justicia. Y luego sucede que se hace 
todo lo contrario, no ya con disimulo y como 
cuando se lleva a cabo algo ilícito, sino como 
la cosa más natural del mundo, en términos tales 
que si alguno se muestra sorprendido de seme- 
jante contradición entre lo que se dice y lo que 
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áe practica, pasa plaza de inocente, de utopista o 
de tonto. 

Y hay una tendencia manifiesta a favorecer la ar* 
bitrarieded del poder, porque lo que resulta es la 
sustitución del antiguo absolutismo de uno solo por 
el absolutismo de unos cuantos, cuando no por el 
de uno solo también, el jefe de un partido. Porque 
si, después de centralizar la administración y de po- 
nerla en manos del poder ejecutivo, se convierte en 
una como a modo de oficina de éste el Parlamento, 
los Gobiernos son amos y dueños de la situación, 
sin otra traba ni molestia que la de sufrir los alfile- 
razos de la prensa y la de defenderse, con unos 
cuantos sofismas, de los ataques de los contrarios 
en las Cámaras. Así, mientras que en los pueblos 
verdaderamente libres, en que se practica con sin- 
ceridad el régimen parlamentario, cuando hay de 
por medio una cuestión grave, las gentes se pre- 
guntan: «¿Qué piensa el país? ¿Qué dicen los par- 
tidos? ¿Qué decidirá el Parlamento?>, en aquellos 
otros en que sólo existe una parodia de este siste- 
ma, el problema consiste en saber la opinión del 
Consejo de ministros, bastando con frecuencia 
conocer la de quien lo preside, en términos que, a 
veces, se acuesta uno dejando pendiente un pro- 
blema trascendental, sin que nadie sepa qué so- 
lución va a tener, y al otro día se encuentra con 
que el Jefe del Gobierno la ha hallado, consul- 
tando el caso con la almohada, que, por la ma- 
ñana, sus compañeros la han encontrado excelen- 
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te, y, por la tarde, el Parlamento la ha declarado 
óptima. 

Así resulta, en suma, que al cabo de tantos es- 
fuerzos encaminados a establecer el gobierno del 
país por el país y a concluir con todo gobierno 
personal, el régimen parlamentario es, en la prácti- 
ca, una nueva forma de éste, en la que los jefes de 
los partidos son como a modo de Césares y dicta- 
dores temporales, que se van sustituyendo en el 
mando. Quizás alguien diga que este es un paso 
necesario en la transición del antiguo régimen al 
nuevo, exigido por la falta de educación política 
de que adolecen ciertos pueblos; a lo cual obser- 
ríamos dos cosas: la primera, que si así se cree, 
debe decirse en voz alta a la faz del país, el cual 
acaso repugne admitir la posibilidad de una dicta- 
dura liberal^ palabras que rabian de verse juntas, 
pero estimaría, como debe, la sinceridad y la fran- 
queza de la manifestación; y la segunda, que seme- 
jante modo de educares, en verdad, muy extraño y, 
si hemos de juzgar por los frutos, además contra- 
producente, pues resulta el pupilo cada día más 
torpe para la vida de la libertad, y el tutor o peda- 
gogo cada día más corrompido y más inspirado 
en su propio egoísmo al ejercer el elevado ministe 
rio que se atribuye. 

Y después de estas corruptelas que proceden 
del ilegítimo influjo del Gobierno, encontramos 
otras debidas a la degeneración en el carácter del 
representante del país. En efecto: como éste, más 
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qüe eso, es, según hemos visto en otro lugar, ageri- 
te de su distrito o de los caciques que lo manejan, 
y le mueve, por tanto, no una idea o principio ni 
el interés general o nacional, sino uno individual o 
local, resulta de todo ello, no ya los consabidos 
procedimientos para cultivar el distrito, de que más 
arriba hemos hablado, sino la sustitución en el Par- 
lamento de las grandes corrientes y de las aspira- 
ciones generales, por aquellas otras aspiraciones y 
corrientes que han dado lugar, no hace mucho 
tiempo, en un país de cuyo nombre no queremos 
acordarnos, a la expresiva y pintoresca clasificación 
de los diputados en aceiteros^ arroceros, carbone- 
ros, algodoneros, etc., etc. 

Y, por fin, hallamos las que son consecuencia del 
imperio que, casi sin limitación, ejerce en esta esfera 
el egoísmo individual, el cual unas veces corre tras 
de un destino y otras tras de un aplauso, algunas 
va en busca de la jefatura de un grupo, otras piensa 
en la resonancia que un discurso pueda tener en un 
distrito rural, y siempre tiende a desnaturalizar y 
sacar de quicio la función del legislador. Hablar 
mucho para decir poco, hacer preguntas inútiles, 
sostener interpelaciones sin resultado posible, pro- 
poner enmiendas para tener el gusto de apoyarlas, 
pronunciar discursos académicos que admiran los 
artistas, pero que encuentran anodinos los políticos 
y el país, convertir los debates del Parlamento en 
torneos literarios y a modo de simulacros, cuyo 
desenlace se conoce anticipadamente, todos estos 



son excesos a que conduce el afán de llamar sobre 
sí la atención y de abrirse camino para alcanzar 
todo lo que la ambición sueña. Y al lado de ellos 
vienen otros que son obra de lo que se llama habi- 
lidad, mereciendo muchas veces llamarse impuden- 
cia, y que no es otra cosa que las sustitución de las 
razones y de los motivos susceptibles de ser decla- 
rados en público por las cúbalas, las intrigas y las 
sorpresas que se fraguan y preparan en los conci- 
liábulos a puerta cerrada o en los pasillos y salas 
de conferencias de las Cámaras. 

Y de todo resulta; 1.® Una manifiesta contradic- 
ción entre la teoría y la práctica, puesto que aqué- 
lla proclama que el régimen parlamentario tiene por 
fin el gobierno del país por el país, y luego ésta 
pone de manifiesto que la suerte de un pueblo está 
pendiente de la voluntad del jefe de una parciali- 
dad política o, cuando más, de una oligarquía de 
notables; 2.® La justicia y el bien común y general 
puesto de lado, y ocupando su lugar el estrecho in- 
terés de partido o el grosero egoísmo individual; 
3.*^ Una confusión entre el uso de las prerrogati- 
vas del poder legislativo y el abuso de las mismas, 
entre las sanas prácticas y las corruptelas que lleva 
consigo, como consecuencia, el descrédito creciente 
del sistema parlamentario, y 4.® Una inmoralidad 
en el régimen y vida del Estado, que trasciende, 
como no puede menos, a todo el organismo social, 
corrompiendo así la vida pública y la privada. 

¿Cuál es el remedio? Uno solo: la sinceridad^ sin 
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la cual jamás será una verdad el régimen parlamen- 
tario. Implicando éste la sumisión de todo el mundo 
a la opinión pública, al sentido y voluntad del país, 
la moralidad y la honradez de los políticos no con- 
sisten únicamente en no cometer ninguno de los 
delitos castigados en el Código penal, sino, además 
de eso, y aun sobre eso, nos atrevemos a decir, en 
considerar caso de conciencia el respeto absoluto 
a las leyes, el acatamiento sincero a la soberanía 
de la Nación, y la sumisión de todo interés indivi- 
dual o de partido al común y general de la patria y 
al supremo del Derecho y de la Justicia; en una 
palabra, en decir lo que se siente, hacer lo que se 
dice y cumplir lo que se ofrece. 

En todos los Parlamentos debían estamparse, en 
gruesos caracteres y en sitio visible, estas palabras 
de Fénelon: <El hombre digno de ser escuchado 
es el que no pone su palabra sino al servicio del 
pensamiento y el pensamiento al servicio de la 
verdad y de la virtud. Nada tan despreciable como 
un parlanchín de oficio, que hace con sus palabras 
lo que el charlatán con sus remedios.» 



CAPÍTULO VI 


OMNIPOTENCIA DEL PODER EJECUTIVO 


Dos citas del Sr. Posada Herrera.— El poder ejecutivo; antinomia en- 
tre la humildad de su nombre y su omnipotencia efectiva.— Distin- 
ción entre la función propiamente ejecutiva, la administrativa y la 
gubernativa.— Extensión y carácter de la administrativa.— Origen 
histórico de aquella omnipotencia. — Escasa eficacia de la interven- 
ción del Parlamento en la marcha del poder ejecutivo. — Cómo 
sucede lo contrario con la intervención de éste en la función de 
aquél. — La centralización, la burocracia, la empleomanía, el expe- 
dienteo y el caciquismo.— Por qué los abusos del poder ejecutivo 
producen peores consecuencias que los del legislativo.— La arbi- 
trariedad como resultado final. 


Según el Sr. Posada Herrera, el derecho admi- 
nistrativo se ha convertido, en nuestra patria, «en 
un montón de escombros, bajo cuyo peso gimen 
todos los españoles que no gozan del favor de 
quien a la sazón gobierna», a lo cual añade que el 
escándalo, en este punto, ha llegado a ser tal, que 
«es casi un apotegma que las leyes y los reglamen- 
tos no se entienden con los amigos». 

En cambio, Fischel escribía, hace años, lo si- 
guiente: «La administración inglesa es como una 
base de bronce, sobre la cual puede colocarse uno 
u otro ministerio sin aplastaría; sea jefe del Gobier- 
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no Lord Russell o séalo Lord Derby, el pedestal 
permanece inmóvil.» 

Transcritos estos dos textos, tentados estamos a 
hacer aquí punto y dar por dilucidado el tema de la 
omnipotencia del poder ejecutivo. 

Lo que llama, ante todo, la atención en esta ma- 
teria es la contradicción entre la humildad de la fun- 
ción que implican los términos poder ejecutivo y lo 
extenso y absorbente de la que desempeña en rea- 
lidad, contradicción que nace de la impropiedad de 
aquel nombre y de lo inexacta e incompleta que es 
la doctrina corriente respecto de la división o cla- 
sificacióh de los poderes. 

Parece, a primera vista, que toda ley, después de 
hecha por el poder legislativo, necesita, para vivir, 
del auxilio del ejecutivo; por lo cual, sin duda, se 
considera la facultad de dictar reglamentos, como 
una de las más características e importantes de éste. 
Y, sin embargo, lejos de ser exacto semejante su- 
puesto, la más de las leyes, comenzando por los 
Códigos casi en su totalidad, rigen y se desenvuel- 
ven sin intervención alguna del poder ejecutivo. Lo 
que sucede es que éste, al lado de la función impli- 
cada en los términos de su denominación, desem- 
peña otras dos más trascendentales, y a las cuales 
debe su importancia y su predominio, es a saber, la 
administrativa y la gubernativa. 

Para apreciar el carácter y extensión de la prime- 
ra basta atender al contenido del llamado derecho 
administrativo y de esta «congestión del Estado mo- 
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derno»; y hablarnos de su contenido, y no de su 
concepto, porque éste, después de tanto como so- 
bre él se ha escrito, parece como la cuadratura del 
círculo de la ciencia jurídica. Pero, observando las 
materias que de ordinario se supone ser de su juris- 
dicción, encontramos que es una suma de cosas tan 
heterogéneas como éstas: organización del poder 
ejecutivo (clasificación de servicios, empleados pú- 
blicos, etc.); vida del Estado (Hacienda, Ejército, 
Policía, etc.); prevención general (Registro civil y de 
la Propiedad, Notariado, etc.); tutela de los distintos 
fines de la actividad (Culto y Clero, Enseñanza ofi- 
cial, Beneficencia, Museos y Exposiciones, Obras 
públicas, etc.), y por añadidura, lo referente a orga- 
nizació.i municipal y provincial, que manifiesta- 
mente pertenece al derecho político; lo relativo a 
ciertas materias, como Aguas, Minas, Montes, etc., 
que, sin duda alguna, corresponde al derecho civil, 
y lo respectivo a establecimientos penitenciarios, 
que toca al derecho penal. 

Y para estimar en su justo valor la función guber- 
nativa, basta atender a que ese llamado modes- 
tamente poder ejecutivo tiene la iniciativa para 
proponer leyes al legislativo, y es inspirador y 
director de la política general que impera en el 
país bajo la acción del partido a cuya cabeza 
se halla. 

Ahora bien: de aquí resulta que, dada la índole 
de cada una de estas funciones, la ejecutiva es la 
que menos importa, y la gubernativa y la adminis- 
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tratíva son las más interesantes; como que a el!as 
es debida la omnipotencia ministerial de que vamos 
a ocuparnos, y la cual, en nuestro juicio, tiene sen- 
cilla explicación histórica. 

Al establecerse el régimen representativo en los 
países en que imperaba el absolutismo, se cercenó 
de la plena y absoluta autoridad que ejercían los 
monarcas la que se atribuyó al Parlamento, que- 
dando investidos aquéllos con todo el poder res- 
tante. Pero como, al propio tiempo, se afirmó la doc- 
trina de la irresponsabilidad del rey y de la res- 
ponsabilidad de los ministros y se dijo que aquél 
reina y no gobierna, resultó que, entre los tres po- 
deres generalmente admitidos, el ejecutivo fué el 
que vino a ser heredero y sucesor del antiguo poder 
real. Y como si esto no fuera bastante, contribuye- 
ron a que las cosas marcharan por ese camino dos 
circunstancias: una, la confusión, todavía sobrado 
imperante, del poder ejecutivo con el propio del 
jefe de Estado; y otra, que la Revolución cometió el 
grave error, como ha observado Tocqueville, de 
matar el absolutismo político, dejando en pie el ad- 
ministrativo, y poniendo así la cabeza de la libertad 
sobre un cuerpo servil. «La máquina admirable in- 
ventada para destruir el franco absolutismo del anti- 
guo régimen— dice César Balbo — no ha servido más 
que para producir uno nuevo e hipócrita.» Y como 
a la vez, por virtud de la suerte que tuvieron los 
organismos históricos a cuyo cargo corría el cum- 
plimiento de varios fines sociales, el Estado tomó 
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de su cuenta el aíenuer a los más de éstos, ha re- 
sultado un ensanche tal de la esfera de acción de 
aquél, o, mejor, llamado poder ejecutivo, que Min- 
ghetti, con razón, dice que la administración en- 
vuelve al ciudadano por todas partes y que, toman- 
do en la sociedad moderna el puesto que antes 
ocupaba la Iglesia, acompaña al hombre desde la 
cuna hasta el sepulcro. Únase a esta extensión ex- 
traordinaria de atribuciones los vicios de la centra- 
lización y de la arbitrariedad, heredados del anti- 
guo régimen, y se comprenderá fácilmente por qué 
en ciertos países el poder ejecutivo es omnipotente, 
con grave daño de la pureza del régimen parlamen- 
tario, y con cuánta razón ha dicho Ahrens que «el 
espíritu del absolutismo, que en los siglos anterio- 
res se había enseñoreado de las altas regiones del 
poder, aparece al presente refugiado en los domi- 
nios de la administración». 

Hemos visto en el capítulo anterior que una de 
las funciones del Parlamento consistía en ejercer 
sobre el gobierno y la administración del país una 
constante inspección, la cual puede parecer quizás 
un tanto incompatible con la independencia que se 
estima condición esencial de todo poder y, por 
tanto, del ejecutivo, y acaso sería innecesaria si los 
servicios públicos tuvieran una organización popu- 
lar y corporativa, en vez de la unitaria y burocrática, 
que es lo más frecuente, si fuera cosa fácil exigir la 
responsabilidad civil y criminal a los funcionarios 
ante los Tribunales de justicia, y si la opinión pú- 
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blica tuviera la fuerza y la energía que son necesa- 
rias para imponer el eficaz correctivo de su sanción 
a las demasías de la autoridades y de los emplea- 
dos. Pero, sea de esto lo que quiera, la experiencia , 
demuestra la escasa eficacia de esta intervención 
del Parlamento en la marcha del poder ejecutivo, 
aun dependiendo la vida de éste del apoyo de 
aquél. Las Cámaras pueden mantener o derribar un 
Gobierno; pero, mientras lo sostengan, su acción, en 
la esfera administrativa, será libérrima, sin que las 
preguntas e interpelaciones de los representantes 
del país sirvan para gran cosa, fuera de las trabas 
que la publicidad pone siempre a los excesos que 
revisten el carácter de los escandalosos. 

En cambio, la intrusión del poder ejecutivo en 
la esfera de acción del legislativo es la causa prin- 
cipal de la influencia decisiva que, a costa de éste, 
ejerce aquél en el régimen político de los pueblos. 
Si los Gobiernos se limitaran, en sus relaciones con 
el Parlamento, a recabar de éste el apoyo de que 
necesitan, por buenos medios y para fines desinte- 
resados, cada cual ocuparía el puesto que le corres- 
ponde; pero ya hemos visto más arriba que no su- 
cede eso, sino que, por el contrario, el interés de 
partido y el afán de conservar el poder conducen 
a una serie de mixtificaciones del régimen parla- 
mentario, que, comenzando por el falseamiento de 
las elecciones y continuando por hacer casi todas 
las cuestiones de gabinete y por apelar a todos los 
medios para procurarse una mayoría compacta y 
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servil, concluye por convertir el Parlamento en una 
como a modo de oficina del pod r ejecutivo o, cuan- 
do más, en una especie de Consejo de Estado. 

Una vez los Gobiernos en este camino, lejos de 
servir el Parlamento de freno a su arbitrariedad, la 
ampara y facilita, sacrificando así la justicia y el 
crédito de las instituciones políticas al interés de 
partido y al egoísmo individual, porque halla aqué- 
lla un estímulo y un acicate donde debía encontrar 
una sanción y un correctivo. ¿Cómo han de oponer- 
se las Cámaras a las extrallmitaciones del poder eje- 
cutivo, en cuanto al cumplimiento de las leyes, al 
despacho de expedientes, al nombramiento o de- 
posición de funcionarios, etc., cuando, precisamen- 
te, tienen por objeto tales abusos premiar servicios 
electorales a que deben sus puestos los soí disant 
representantes del país, o favorecer a los caciques 
que los apoyan en los distritos, o tenerlos a ellos 
mismos contentos y satisfechos para que sigan 
prestando un apoyo incondicional a la situación? 
Resulta así que entre ambos poderes se celebra 
implícitamente uno de aquellos contratos innomi- 
nados que expresaban los romanos en los términos: 
do üt deSy fado ut facías^ cuyo fin no es segura- 
mente el imperio del derecho ni el bien de la patria, 
y cuyo resultado es el completo desprestigio del 
régimen parlamentario. 

Así, no es maravilla que la Administración públi- 
ca adolezca de vicios y defectos como la central^ 
zadón, la burocrada^ la empleomanía, el expedien- 



teo y el caciquismo, que todos los partidos cen- 
suran severamente desde la oposición y a que 
ninguno procura poner remedio eficaz desde el 
poder. 

No desaparece la centralización,- según dijimos 
en oíro lugar, porque ella da a los que mandan esas 
funestas facilidades que tan útiles y provechosas 
son para hacer las elecciones, pues que los minis- 
tros y los gobernadores tienen de ese modo en sus 
manos un conjunto de facultades y atribuciones 
que, en vez de ponerlas al servicio de la justicia y 
del procomún, las convierten con frecuencia en 
fuente copiosa de favores y bendiciones para los 
amigos y en caja de Pandora de donde sale todo 
género de males y daños para los adversarios. 

No desaparece la burocracia, este nuevo poder 
que ha surgido en las sociedades modernas al pro- 
pio tiempo que morían el de la aristocracia y el de 
la teocracia, porque siendo todo lo dúctil y malea, 
ble que es preciso para conservar su imperio, en 
cierto modo secreto, pero no por eso menos eficaz, 
se presta admirablemente a servir de dócil instru- 
mento de todas las situaciones. 

No desaparecerá el gravísimo mal de la empleo^ 
manía, mal a la vez administrativo, político y so- 
cial, en cuanto los servicios públicos no pueden 
marchar bien con funcionarios cuya suerte está a 
merced del capricho de un cacique; la política pen- 
de, a veces, del hambre de los empleados pasivos o 
del miedo a la cesantía de los activos, y la vida 



— 116 — 


social está perturbada por el insano afán de vivir 
de un sueldo del Estado, como si la Agricultura, la 
Industria y el Comercio fuesen profesiones poco 
honrosas; no desaparecerá, decimos, porque de los 
destinos creados para la mejor administración del 
país se dispone anchamente para premiar con lar- 
gueza los servicios prestados en las elecciones a 
los candidatos oficiales, o en el Parlamento a los 
Gobiernos. 

No desaparecerá el expedienteo, ese procedi- 
miento arbitrario, sin formas precisas y sin términos 
fijos, que, según que se trata de amigos o de enemi- 
gos, anda o se para, se abrevia o se alarga; porque 
es cómodo para el poder ejecutivo que la ley tenga 
dos caras: una muy severa y rígida, la que mira a 
los adversarios; otra muy bondadosa y placentera, 
la que mira a los adeptos. 

No desaparecerá, en fin, el caciquismo: este feu- 
dalismo de nuevo género, cien veces más repugnan- 
te que el guerrero de la Edad Media, y por virtud 
del cual se esconde, bajo el ropaje del gobierno re- 
presentativo, una oligarquía mezquina, hipócrita y 
bastarda, porque los caciques hacen las elecciones 
a medias con los Gobiernos, y si éstos necesitan 
de aquéllos y aquéllos de éstos, de unos y otros ne- 
cesita el diputado para cultivar su distrito. 

¿Es que todos estos males son de tal naturaleza 
que no hay remedio posible para ellos? ¿Es que im- 
plican problemas para los cuales la teoría no ofrez- 
ca solución? Nada de eso. 
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La centralización es censurada y condenada por 
todos los partidos, especialmente desde el punto de 
vista de sus relaciones con el sistema representa 
tivo. «Sin libertades provinciales y municipales, dice 
Laveleye, la República es un libro sin título.» «Sin 
autonomía local y sin Tribunales independientes, 
escribe Bunsen, el régimen parlamentario es una 
mauvaise plaisanterie.* «Es preciso introducir en la 
administración mucho federalismo^, escribía Ben- 
jamín Constant. «Cuando el poder supremo tiene a 
la vez la misión de gobernar con la libertad y de 
administrar con la centralización, la obra es casi 
imposible», decía Guizot. ¿Cuáles son los medios 
de corregirla? Cuatro: primero, consagrar la auto- 
nomía local, respetando la libertad de acción, den- 
tro de su propia esfera, de los Ayuntamientos y de 
las Diputaciones provinciales; segundo, crear nue- 
vos organismos que, extendiéndose por todo el 
país y constituidos en una forma colectiva y popu- 
lar, tomen a su cargo la realización de aquellos fines 
sociales que por razones históricas están bajo la 
tutela del Estado; tercero, sustituir la organización 
unitaria y burocrática de la Administración con otra 
en que se ensanchen las facultades de los funciona- 
rios inferiores y se haga efectiva la responsabilidad 
de éstos; y cuarto, sustraer a la acción del Estado 
todo aquello que, sin peligro ni inconveniente, 
puede fiarse a la libre actividad individual y so- 
cial. 

En cuanto a la burocracia, la empleomanía y el 
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expedienteo, estos tres vicios, que se dan la mano, 
desaparecerán el día en que se establezca un pro- 
cedimiento administrativo con trámites precisos .y 
plazos fijos, sin secretos para nadie, y en que se or- 
ganicen debidamente las carreras del Estado. En- 
tonces se cortarán los vuelos a la burocracia, por- 
que todo su poder estriba en la arbitrariedad y 
en la irresponsabilidad de hecho de que gozan los 
funcionarios públicos, escudados con la ilusoria 
responsabilidad de los ministros, y entonces se evi- 
tará lo que constituye, como decía Montalembert, 
la peor de las enfermedades sociales, esto es, el de- 
seo universal e inmoderado de los destinos públicos, 
«el cual esparce por todo el país un espíritu venal 
y servil, que no está reñido, ni aun en los mejores, 
con el espíritu de facción y de anarquía: él crea una 
muchedumbre de hambrientos capaces de todos los 
furores, con tal de satisfacer su apetito, y de todas 
las bajezas cuando están hartos. Un pueblo de pre- 
tendientes es el último de los pueblos, no hay igno- 
minia por la que no se le puede hacer pasar». Así 
vemos cómo partidos, que se fabrican en el poder 
por obra y gracia de la hartura, se disuelven en la 
oposición por ministerio del hambre. 

Y remediados todos estos males, quedará herido 
de muerte el caciquismo; porque ¿cómo ha de ser 
posible, cuando no dependan de la arbitrariedad 
de los ministros o de los gobernadores, el despa- 
cho de los expedientes y el nombramiento de em- 
pleados y cuando se pueda exigir la responsabili- 
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^ dad debida a todos los funcionarios que infrinjan 
las leyes? El día en que al habitante de la aldea 
más insignificante le sea dado acercarse al alcalde, 
al gobernador, al delegado de Hacienda o al jefe 
de Fomento, sin más compañía ni recomendación 
que la de su derecho, y sin necesitar para nada el 
favor y el apoyo de los caciques que imperan en 
las capitales o de los caciquillos que mandan en los 
pueblos, habrán desaparecido el poder y la influen- 
cia de esta oligarquía mezquina y bastarda, que 
viene a ser una parodia ridicula y odiosa de la feu- 
dal de otros tiempos. 

Mientras no se corrijan estos vicios, el régimen 
parlamentario, en vez de ser una garantia del de- 
recho,' será todo lo contrario. En primer lugar, re- 
sulta de aquéllos una administración de partido, la 
cual, como dice Minghetti, es «la negación de la 
esencia y del fin del Estado», en cuanto lo que 
debe de ser medio de amparar los intereses legíti- 
mos de todos los ciudadanos se convierte en ins- 
trumentos de injusticia, siéndolo unas veces del fa- 
voritismo y otras de la persecución, por donde pue- 
de suceder lo que teme Arcoleo, que la política 
mate el derecho. Luego, como son tantos los serví 
cios que corren a cargo del Estado, el desorden 
administrativo trasciende a todas las esferas de la 
vida, resultando así que aquél, en vez d.* dirigir, 
proteger e ilustrar la actividad individual y social, 
la extravía y la corrompe. Y como todo esto se 
hace para satisfacer el egoísmo individual o el inte- 
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rés de una comunión política, y por virtud de todos 
esos errores y corruptelas se apodera del país un 
partido, del partido el gobierno y del gobierno un 
hombre, sucede que muchos, al parecer, partidarios 
de la libertad son, según decía Tocqueville, servi- 
dores ocultos de la tiranía, la cual viene a ser per- 
manente, cambiando tan sólo las personas favoreci- 
das con su ejercicio. 

Y nótese que, en este punto lo mismo que en los 
anteriores, el mal procede mucho más de los vicios 
y corruptelas que de los errores y preocupaciones. 
Podrá haber algo de esto último en lo referente a la 
función giibernativay sobre todo en sus relaciones 
con el Parlamento; pero en una buena parte, en 
cuanto a ésta, y en todo por lo que hace a la admi- 
nistrativa, los males más arriba indicados son fruto 
exclusivo de la perversión de la voluntad, y prueba 
de ello es que nadie los defiende y todos tos cen- 
suran. Precisamente por esta circunstancia son más 
graves y sus consecuencias más perniciosas, porque 
cuando de otros se trata, todavía logran los políti- 
cos de oficio ocultarlos a los ojos de la generalidad 
de las gentes, haciéndolos pasar unas veces como 
males necesarios, cuando no como corolarios de 
los sofismas que deslizan con el nombre de doctri- 
na constitucional, y consiguiendo otras que la con- 
ciencia pública se quede perpleja, sin acertar a dis- 
cernir el uso del abuso; pero nada de esto es posi- 
ble en este otro caso, porque no hay argucia que 
sirva ni baste para convencer al ciudadano más 



lerdo de que son cosas justas, buenas y convenien-' 
tes la arbitrariedad, el expedienteo, la empleomanía 
y el caciquismo. 

Y nótese además que estos abusos en el ejercicio 
de las varias funciones que desempeña el poder 
ejecutivo, producen de hecho consecuencias más 
lamentables que los abusos en el ejercicio de la 
función legislativa. En primer lugar, un proyecto de 
ley, desde que se formula hasta que se promulga, 
recorre una serie de trámites cuya duración es una 
garantía, mucho más por la circunstancia de ser 
todos aquéllos públicos. Así vemos que los Gobier- 
nos, aunque cuenten con una mayoría complaciente 
en las Cámaras, se miran antes de poner a prueba 
su adhesión en este respecto. Por el contrario, cuan- 
do obran en la esfera administrativa, principalmen- 
te si lo hacen en uso de facultades discrecionales, 
todo pasa poco menos que en el secreto y sin incu- 
rrir en ninguna responsabilidad efectiva. Por esto, 
los ciudadanos pueden, a veces, sentirse lastimados 
por una nueva ley dictada por la preocupación de 
escuela o por el interés de partido, pero contra lo 
que claman indignados es contra las extralimita- 
ciones y arbitrariedades de esa administración, con 
la que están a cada momento en contacto, por lo 
mismo que con ella tropiezan por todas partes 
desde que nacen hasta que mueren. Prueba de ello 
es el cambio repentino que tiene lugar cuando una 
situación pública es sustituida por otra, aun cuando 
sigan rigiendo la misma Constitución y las mismas 
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leyes. ¿No hemos visto, por ejemplo, que conti- 
nuando en vigor las referentes a la imprenta y al 
derecho de reunión, sólo por el hecho de ser llama- 
do a la gobernación del Estado el partido conser- 
vador, ha sido ilícito lo que antes no lo había sido, 
resultando así dos modos contrarios de ejecutar 
una ley? 

Para comprender mejor la gran diferencia que 
hay entre los abusos del poder legislativo y los del 
ejecutivo, basta atender a lo que pasa en materia 
de impuestos; porque grave es, en verdad, que el 
primero consagre algunos de éstos que son mani- 
fiestamente injustos, pero lo es mucho más la ilega- 
lidad con que el segundo los reparte, o, lo que es lo 
mismo, la dificultad con que se tropieza en la prác- 
tica para hacer que prospere una reclamación de 
agravios. En este, como en los demás casos, es 
posible resignarse y transigir con lo que es fruto 
de un error de escuela o de una preocupación de 
partido, porque deja siempre a salvo la buena fe 
de los hombres y la respetabilidad de los Gobiernos; 
pero no cabe conformarse ni resignarse con lo que 
es efecto de una ilegalidad cometida astuta o pa- 
ladinamente por los encargados de mantener el 
imperio de la ley. 

En el fondo de todos estos abusos v extravíos 

«/ 

hay una cosa con la cual no pueden resignarse los 
pueblos, es a saber, la arbitrariedad. Con profundo 
sentido decía el gran orador romano: servi legum 
esse debemuSf ut liberi esse possimus. En todos los 
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Órdenes y esferas, la ley implica fijeza, estabilidad, 
regularidad, con la diferencia de que si en la vida 
de la Naturaleza estos efectos se producen necesa- 
riamente, en la vida social puede estorbarlos la li- 
bertad del individuo, y por eso la misión del Estado, 
de la autoridad, consiste en hacerlos efectivos. 
Ahora bien: ¿no es una aberración inconcebible y 
un verdadero atentado que el poder, en vez de ser 
una garantía de orden, sea el causante del desorden; 
en vez de protector del derecho, sea su inculcador, 
y en vez de mantener su imperio, lo viole y vulne- 
re caprichosamente? Donde la ley es respetada, el 
ciudadano, con atender a ella y a su conciencia, 
vive tranquilo; donde, por el contrario, la autoridad 
misma la inculca e impera la arbitrariedad, aquél 
vive en una constante e incesante zozobra. Un 
peuple est civilisé lorsga'il vit sous lempira des 
lois et ignore Varbitrairey dice M. Courcelle Se- 
neuil. 

En una palabra: la teoría declara que el poder 
ejecutivo debe arrancar y proceder de las entrañas 
del legislativo y vivir por virtud de la adhesión y el 
apoyo de éste, y la práctica muestra que, por el 
contrario, son los Gobiernos los que fabrican los 
Parlamentos, los cuales, en vez de ser los jueces y 
censores de aquéllos, se convierten en sus ciegos e 
incondicionales servidores. Unase a esto la abso- 
luta irresponsabilidad de que de hecho gozan los 
ministros y la arbitrariedad casi ilimitada con que 
gobiernan y administran, y se comprenderá cómo 
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ha podido decir recientemente un periódico monár- 
quico-liberal español que «las instituciones repre- 
sentativas, según hoy juegan y se mueven, irradian 
una ficción grosera, una mentira repugnante y un 
peligro pavoroso.» 



CAPITULO VII 


IMPOTENCIA DEL PODER JUDICIAL 


Trascendencia de la función judicial. — Injerencia del poder ejecuti- 
vo en la esfera de la Administración de justicia: Intervención en el 
nombramiento de jueces y magistrados, lo Contencioso-administra- 
tivo, el Ministerio público.— Las recomendaciones.— Una cita de 
D. Francisco Silvela —Conveniencia de que el poder judicial viva 
más en contacto con la conciencia pública.— Mayor necesidad cada 
día de que sea independiente. — Una cita de Laboulaye.— APÉNDICE: 
El valor y la administración de justicia. 


Verdaderamente, forma singular contraste, en 
ciertos países, la impotencia del poder judicial con 
la omnipotencia del poder ejecutivo. Y, sin embargo, 
el carácter augusto y sagrado de la función confia- 
da a los Tribunales de justicia y las trascendentales 
consecuencias de su desempeño, según que sea 
bueno o malo, saltan de tal modo á la vista que, en 
todos los tiempos, el legislador ha procurado mos- 
trar a los pueblos los servicios que debieran espe- 
rar de los juzgadores y a éstos la responsabilidad 
inmensa que echaban sobre sus hombros. Y es que 
si la ley es la garantía del derecho, los Tribunales 
son la garantía de la ley: por donde de poco sirve 
que ésta sea justa, si aquéllos no la aplican con rec- 
titud; hasta tal punto, que un escritor del siglo pa- 
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sado, ante el desorden judicial a la sazón reinantCj 
decía, no sin razón, que era preferible que hubiera 
malas leyes y jueces buenos, que no leyes buenas 
y jueces malos. Hay entre la función del legislador 
y la del juez una diferencia esencial, en cuanto el 
primero es un intérprete del derecho natural, y los 
errores en que pueda incurrir al traducir éste en una 
ley cabe explicarlos por el equivocado concepto 
que del mismo tenga formado; mientras que el se- 
gundo es intérprete de una regla positiva y concre- 
ta, cuya torcida aplicación no tiene excusa, salvo 
los contados casos en que aquélla puede ser oscura 
o deficiente. Además, siendo el derecho una condi- 
ción esencial para la vida de los individuos y de las 
sociedades y consistiendo la función judicial en res- 
tablecer y reparar aquél cuando se perturba, claro 
es que no hay, en la esfera de acción del Estado, 
vicio, defecto o abuso, que pueda equipararse, en 
gravedad y trascendencia, a los abusos, defectos y 
vicios que estorban o tuercen la administración de 
la justicia. 

Ahora bien: el piodo de entender y practicar el 
régimen parlamentario ha conducido a desnatura- 
lizar la función judicial y a desconocer la índole y 
naturaleza del poder encargado de desempeñarla, 
porque al paso que, en teoría, se ha pregonado y 
repetido la necesidad de que éste sea independien- 
te, garantía de todo derecho lesionado y completa- 
mente libre en su propia esfera de acción, en la 
práctica resulta sometido a ios otros poderes, en 
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especial ai ejecutivo, limitada arbitrariamente su 
competencia y coartada su libertad de acción, todo 
con daño, no sólo de la justicia, sino también del 
mismo sistema representativo. 

Al cabo de tanto tiempo de ensalzar el principio 
de la independencia de los poderes, carece de esa 
condición todavía el judicial, convertido en ciertos 
países en un orden sometido, más o menos, al eje- 
cutivo, al legislativo y al del jefe del Estado. Poco 
importa ya la sujeción a este último, reducida a la 
afirmación doctrinal e inocente de que la justicia se 
administra en nombre del rey, y no mucho el influjo 
del Parlamento en la marcha de los Tribunales, aun- 
que sean muy dignas de ser notadas la corruptela 
relativa a la autorización para procesar a los dipu- 
tados y a los senadores y las consecuencias de que 
pertenezcan a las Cámaras abogados que ejercen la 
profesión, según ha observado Minghetti con una 
insistencia que revela la gravedad del mal en Italia. 
Pero, en cambio, es poco todo cuanto se diga sobre 
los perniciosos efectos que produce la injerencia 
del poder ejecutivo en la administración de justicia, 
y la cual se muestra, de un lado, en la intervención 
que tiene aquél en la organización del poder judi- 
cial, en las facultades que le usurpa y en las trabas 
que pone a su acción, cosas todas ellas dañosas, 
pero legales; y de otro, en los abusos, excesos y 
corruptelas que traen consigo el interés del partido 
y el individual, que van las más veces mezclados y 
confundidos, cosas estas más perjudiciales aún que 
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las otras, porque a los inconvenientes comunes a 
todas se une el de su manifiesta ilegalidad. 

Mientras el cuerpo de jueces y magistrados de- 
penda de un Centro administrativo, y éste sea regi- 
do por un miembro del Ministerio, esto es, del 
poder ejecutivo, los tribunales no serán realmente 
independientes. Mucho puede limitar la arbitrarie- 
dad de aquél una buena organización sobre las 
bases del ingreso por oposición y la inamovilidad, 
y más aún si se someten a reglas precisas y fijas los 
ascensos y traslaciones; pero, así y todo, ni desapa- 
recerá la idea de dependencia que naturalmente se 
despierta respecto de aquel de quien se recibe el 
nombramiento, ni es dado que la ley llegue a cerrar 
todas las puertas que el favor tratará siempre de 
tener abiertas. El único remedio a este mal consiste, 
a nuestro juicio, en conferir al Tribunal Supremo 
o a su Presidente todas las facultades que en esta 
materia competen al Ministerio de Justicia. Mientras 
no haya en el Parlamento, al lado del banco azul, 
un banco rq/o, en que se sienten el Presidente y el 
Fiscal del Tribunal Supremo, el poder judicial no 
será independiente. 

Además de esta intrusión del poder ejecutivo en 
lo referente a la organización del judicial, invádela 
esfera de acción propia de éste, ya usurpando fa- 
cultades que le competen, ya poniendo trabas al 
desempeño de su función. Hace lo primero cuando 
consagra la llamada y«nsúí/cc/ó/z contencioso admi- 
nistrativa^ porque, prescindiendo de la famosa dis- 
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tinción entre la jurisdicción delegada y la retenida, 
en que se funda, y que, por imposible que parezca, 
todavía corre por libros y periódicos, es lo cierto 
que, por la falta de principios para determinar los 
límites de aquélla, por los vicios del procedimiento 
y, sobre todo, por la amovilidad de los jueces que 
constituyen esos tribunales y por la circunstancia 
de limitarse éstos a consultar y ser de la competen- 
cia del poder ejecutivo el dictar sentencia, lejos de 
ser una garantía eficaz para los derechos lesionados 
por los actos administrativos, es casi siempre com- 
pletamente ilusoria. ¿Es decir esto que no debe 
existir una esfera de jurisdicción distinta de la civil 
y de la criminal? Ciertamente que no; pero ella ha 
de tener los caracteres comunes a todas y corres- 
ponder al único poder encargado de reparar el de- 
recho, al judicial. Podrá exigirse que los magistra- 
dos que constituyan esos tribunales tengan ciertas 
condiciones especiales de idoneidad, como pudie- 
ran exigirse a los jueces de lo civil, a diferencia de 
los de lo criminal; podrán establecerse procedi- 
mientos distintos, según las materias, al modo que 
en esos otros dos órdenes hay más de uno; pero lo 
que no se puede admitir es que la suerte de ese 
género de demandas dependa del arbitrio ministe- 
rial, ni que tales tribunales formen parte del orga- 
nismo administrativo, ni que sus sentencias no lo 
sean realmente sino cuando las acepte el poder eje- 
cutivo, porque en tal caso habrá indudablemente 
una usurpación de facultades por parte de éste, con 
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daño del judicial y con perjuicio del derecho de los 
ciudadanos; porque, dígase lo que se quiera, cons- 
tituida esta jurisdición en semejante forma, siempre 
resultará que la administración es juez y parte en 
los asuntos que a ella corresponden. 

Estorba el poder ejecutivo la libre acción de los 
tribunales: indirectamente, por medio del Ministe- 
rio fiscal, puesto que la experiencia muestra cómo, 
según que rige los destinos del país uno u otro 
Gobierno, así aquél considera unos mismos actos 
lícitos o punibles; y directamente, vedando que los 
tribunales persigan a los funcionarios públicos que 
delincan, sin obtener antes la resolución de ciertas 
cuestiones previas o la previa autorización admi- 
nistrativa, lo cual equivale a hacerlos de hecho 
irresponsables, que tanto monta exigir al ciudadano 
perjudicado que apele ala ilusoria responsabilidad 
de los ministros. Nace el primero de estos males 
de suponer que el cuerpo fiscal es como interme- 
diario entre el poder ejecutivo y el judicial, y de 
considerar, por añadidura, como jefe nato del mis- 
mo a un individuo de aquél, al ministro de Justicia, 
cuando debiera ser y formar parte integrante del 
organismo general de los tribunales. Nace el segun- 
do de la mezcla de dos errores: uno, sobre los con- 
ceptos de jerarquía y de centralización, y otro, so- 
bre las doctrina de la responsabilidad ministerial, 
como si pudiera en caso alguno excusarse el que 
un funcionario del Estado no haya de responder 
de cuanto hace en el desempeño de su cargo. 



Pero como si no fueran bastante estas institu- 
ciones y estos principios atentatorios a la indepen- 
dencia del poder judicial, consagrados por la Ley, 
viene luego el abuso á extremar sus inconvenien- 
tes y vienen ciertas extralimitaciones manifiesta- 
mente ilegales, por virtud de las que no parece sino 
que el tener razón es lo de menos para alcanzar 
justicia de los tribunales, y lo más el contar con la 
recomendación del caciquillo para el juez de paz, 
del cacique para el de primera instancia, del dipu- 
tado o senador para el magistrado de la Audiencia, 
o de un ex ministro de Justicia, que puede volver a 
serlo, para el magistrado del Tribunal Supremo. 
Causa asombro la tranquilidad con que se piden, 
se dan y se reciben estas recomendaciones, porque 
así como tiene explicación el uso, y hasta el abuso, 
de este medio para obtener un destino en la Admi- 
nistración, porque sobre hallarse entregada ésta al 
libre arbitrio de los ministros, son tantas las vícti- 
mas y con frecuencia tan desconocidos en las re- 
giones oficiales sus méritos y servicios, que es na- 
tural el afán de buscar un patrono que los haga 
presentes y procure la debida reparación de la in- 
justicia sufrida; en cambio, ni siquiera se comprende 
la escena entre un juez o magistrado y un litigante 
portador de una recomendación. ¿Va éste a pedir a 
aquél que le dé la razón, aunque no le asista? Im- 
posible. ¿Va a rogarle que mire con atención el 
asunto? No, porque es deber del juez mirarlos todos 
con ella. ¿Va a suministrarle datos y antecedentes 
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que no obren en el pleito o proceso? Tampoco, 
porque es un apotegma que «lo que no está en los 
autos, no está en el mundo >. En suma, por muchas 
salvedades y rodeos retóricos que el litigante y su 
patrono empleen, parece difícil que deje de resultar 
de su pretensión una ofensa para el magistrado, 
porque si éste fuese, a los ojos de aquél, recto, celo- 
so y entendido, seguramente no se le ocurriría 
buscar la recomendación. Y claro es que, si son 
censurables las recomendaciones cuando se piden 
a la amistad, lo son mucho más cuando anda de por 
medio el interés político, explotado por los patro^ 
nos para ganarse adeptos y utilizado por los’ liti- 
gantes favorecidos para cobrarse servicios electo- 
rales u otros análogos, porque entonces puede dar 
lugar al repugnante resultado de que los jueces 
tomen en cuenta, para fallar un proceso civil o cri- 
minal, el partido político a que estén afiliados los 
contendientes o quienes los amparan con su pro- 
tección. Aun cuando las recomendaciones no sirvan 
para nada, el que se crea que sirven es un grave 
mal, por el desprestigio en que, a causa de ellas, 
caen los tribunales. 

Cuando son los Gobiernos mismos los que pesan 
sobre éstos, y lo hacen arrastrados por el interés 
de partido (1), entonces el abuso es más grave y 


(1) La aberración en este punto ha llegado a tal ex- 
tremo, que cuando se da el caso de que un Juez dé mues- 
tras de entereza y de dignidad, como ha sucedido con el 
Sr. González Cabeza, en la causa formada con motivo de 
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trascendental, porque lo que sucede es, como vemos 
constantemente en España, que, aun cuando no 
cambien las leyes, basta que cambien los Gobiernos 
para que sea ilícito lo que el día antes era lícito, o 
al contrario (1). Pues ¿no pidió un fiscal, hace poco, 
la pena de diez años de presidio contra un escritor 
por haber reproducido un diálogo de Lord Macau- 
lay? (2). ¿Y no ha declarado una Audiencia, según 
leemos en un periódico de Provincias, en un consi- 
derando de una sentencia, que, al injuriar a Fernan- 
do VII, se injuria también a sus descendientes y 
sucesores en el trono? ¡Modo curioso de impedir 
que se escriba la historia y que ésta sea magistra 
vicet! Si los ciudadanos, los partidos, las Asocia- 
ciones, la Prensa, los Municipios, las Diputaciones 


los sucesos acaecidos en la Universidad, al declarar pro- 
cesado al coronel Oliver, hay gentes que, en lugar de 
hallar en conducta semejante un motivo de alabanza, en- 
cuentran uno de censura, como si lo primero a que debe 
de atender un juzgador fuera, no el administrar justicia, 
sino dar gusto al Gobierno y servir torpemente al interés 
de un partido. 

(1) No hace mucho, el jefe de la oposición conserva- 
dora, a quien un diputado demócrata argüía en el Par- 
lamento con una sentencia del Tribunal Supremo para 
demostrar la legalidad de la propaganda republicana, 
dijo, con asombro de todo el mundo, que no sería difícil 
obtener otra en sentido contrario. Por fortuna, el primer 
Tribunal de la nación ha recogido el guante dignamente, 
confirmando, ahora que manda un Gobierno conservador, 
la doctrina legal que había sentado cuando mandaba un 
Gobierno liberal. 

(2) Un deber de imparcialidad, y excusado es decir el 
gusto con que lo cumplimos, nos obliga a consignar que 
la Audiencia ha absuelto a ese escritor, tan criminal a 
los ojos del Ministerio público. 
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provinciales, en vez de hallar una garantía eficaz de 
sus derechos en los tribunales de justicia, se encuen 
tran con que éstos son-un instrumento más de tira- 
nía que utiliza el poder ejecutivo, resulta una cosa 
tan grave que... Pero mejor que nosotros podríamos 
hacerlo, ha expuesto esta gravedad, en el Congreso 
de Diputados, el Sr. D. Francisco Silvela, el cual 
decía, en la sesión del 24 de marzo de 1882, lo si- 
guiente: 

«Como uno de los resultados más capitales del 
debate, me voy a permitir llamar vuestra atención 
acerca de un hecho, mejor dicho, acerca de un sín- 
toma revelado por una serie de hechos, a mi parecer 
muy graves. Me refiero a la revelación, ya completa, 
de un nuevo linaje de verdadera tiranía, del cual ya 
viene apercibiéndose el país hace algún tiempo, 
pero que se ha ostentado en toda su desnudez y en 
toda su inmensa gravedad en esta discusión como 
en ninguna otra: Urania contra la cual es preciso 
que nos coliguemos todos, absolutamente todos, 
y en la cual entiendo que no tienen participación 
ni responsabilidad, ni los individuos de la mayoría, 
ni los hombres más importantes que componen o 
constituyen la dirección moral del partido gober- 
nante, sino simplemente una parte del Ministerio: 
unos, por apaña y abandono; otros, por error de 
concepto. 

»¿No es verdad que, como consecuencia de este 
debate, se ha despertado en el ánimo de todos un 
temor y una desconfianza grande del orden judicial, 
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poniéndose exageradamente al servicio del poder 
ejecutivo^ y penetrando indebidamente y con vio- 
lación de los procedimientos y de la más elemental 
garantía, para resolver todas las dificultades políti- 
cas, económicas y sociales que surgen al paso? 

»No es nueva la aparición de este mal en España. 
Ya hay precedentes de ella, y puede decirse llegó a 
su apogeo allá por los medios y fines de siglo XVII, 
respecto del cual decía un viajero ilustre muy dis- 
creto, que discurría sobre España, que la tiranía que 
a él le había asombrado en este país no era, como 
se creía por el Extranjero, la de la Inquisición, ni la 
del poder real, sino la de los golillas y alguaciles, 
insoportable hasta tal punto, que no concebía que 
los españoles la aguantaran sino por la fe religiosa 
que les hacía esperar el premio y la recompensa de 
sus males en el otro mundo, porque en éste, con los 
golillas, los alguaciles, jueces eclesiásticos y legos, 
ordinarios y de fuero, no habla, ni fortuna segura, 
ni horjyde libertad tranquila para nadie. 

»Éste es el espectáculo que se está dando al 
país... Por hoy, me basta señalar como uno de los 
males más graves de la injerencia del poder judi- 
cial, violentado, sin duda, por el poder ejecutivo y 
administrativo, el hecho de que a un Ayuntamiento 
que molesta, de que a una Diputación que incomo- 
da, se determine empapelarla, como se dice en tér- 
minos técnicos de curia, y mantenerla asi hasta que 
las elecciones vengan y los amigos salgan habilita- 
dos de la urna.* 



Después de leer estas palabras, se comprende 
bien que Tocqueville haya escrito estas otras: «La 
intervención de la Administración en la justicia hace 
a los hombres depravados y tiende a hacerlos a la 
vez revolucionarios y serviles», y que Minghetti 
haya dicho que «el grado de civilización que alcan- 
za un pueblo se mide por la imparcialidad conque 
se administra la justicia». 

Contribuye no poco a esta impotencia del poder 
judicial la circunstancia de ser éste, entre todos los 
del Estado, quizás el que vive más alejado y extra- 
ño a la conciencia pública, el que más se ha sus- 
traído al principio de la soberanía social, que debe 
penetrarlos a todos, y por virtud del cual en todos 
debe participar la Nación directa e indirectamente. 
Una autoridad que no puede ser sospechosa a los 
doctrinarios, Royer Colíard, ha dicho: «Un pueblo 
que no interviene en los juicios podrá vivir tran- 
quilo, podrá estar bien gobernado y hasta podrá 
ser feliz, pero no se pertenece a sí mismo, no es 
libre, porque tiene siempre la espada pendiente so- 
bre su cabeza.» He ahí el fundamento del Jurado. 
Pero además de esta intervención directa que ejerce 
la sociedad en la función judicial, análoga a la que 
ejerce en la legislativa, por medio del sufragio, en los 
comicios, toca a aquélla contribuir a la administra- 
ción de la justicia de un modo indirecto, haciendo 
uso de todos los derechos implicados en el princi- 
pio de la publicidad de los juicios, esto es, discu- 
tiéndolos mientras se sustancian, sometiendo a la 
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crítica las sentencias con que se terminan y exi- 
giendo a los que las dictan aquella cuenta que todo 
funcionario del Estado debe estar dispuesto a dar de 
sus actos ante el tribunal de la opinión pública, 
cuya jurisdicción tiene una esfera mucho más am« 
plia que la taxativa y propia de los tribunales en- 
cargados de exigir a los jueces la responsabilidad 
civil o criminal en que puedan incurrir. Cuando el 
país interviene por estos dos caminos en la admi- 
nistración de justicia se hacen imposibles, o, por lo 
menos, mucho más difíciles, las tretas de los curia- 
les, las prevaricaciones y debilidades de los jueces 
y las abusivas imposiciones de los Gobiernos. 

Los males que origina esta impotencia del poder 
judicial son más graves en los tiempos modernos 
por dos razones: es la primera que, en medio de la 
instabilidad délos Gobiernos, los cuales se suceden 
sin cesar, y las más veces por ministerio de la fuer- 
za o de la astucia, si los pueblos no hallan en los 
tribunales de justicia una base de unidad y perma- 
nencia, un asidero y tabla de salvación, ¿dónde ha- 
brán de ir a buscarla? Y es la segunda que el es- 
cudo más eficaz y poderoso que puede amparar a 
los ciudadanos contra algunos de los males que 
llevan consigo los Gobiernos de partidOy no puede 
ser otro que el poder judicial, por donde las cir~ 
cunstancias reclaman que, en vez de ser éste débil 
instrumento del ejecutivo, sea, enfrente de él y res- 
pecto de él, independiente y altivo, recabando una 
completa soberanía en el desempeño de su augusta 



y trascendental misión. Es esto tan exacto, que se 
adelantaría poco o nada corrigiendo todos los vi- 
cios, defectos y corruptelas que desnaturalizan en 
la práctica el régimen parlamentario, si quedaran 
en pie estos que reducen el poder judicial a la im- 
potencia. 

«Si me preguntáis, dice Laboulaye, qué es lo que 
distingue los pueblos libres de los que no lo son, 
lo que distingue los pueblos maduros para la liber- 
tad de aquellos otros que no lo están, os respon- 
deré, sin vacilar, que no debéis fijaros en si tienen 
tal o cual Constitución, una o dos Cámaras, prensa 
libre, etc., etc. No; todo eso puede llegar a ser ins- 
trumento de la pasión o de la tiranía, más o menos 
disfrazada. La verdadera distinción estriba en si 
hay o no justicia; consiste en que impere o no la 
Ley. Decidme lo que son los tribunales, y yo os diré 
entonces lo que es el pueblo. ¿Se postran el Go- 
bierno y los ciudadanos ante el altar de la justicia 
y ante las formas protectoras que la Ley esta- 
blece?... Pues no lo dudéis; allí hay libertad. Pero 
¿se ensancha o se encoge la Ley según los casos? 
¿Se la fuerza, se la elude, se la infringe impune- 
mente por medios violentos o sagaces? ¿Hay tribu- 
nales de excepción y de privilegio, fórmulas ma- 
ñosas y elásticas, jueces corrompidos, sea por el 
interés, sea por la pasión, sea por el temor.^... Pues 
marchaos de ese país. La libertad es en él un 
nombre vano; peor que eso; es una red tendida a 
los hombres de bien; las leyes son un insulto a la 
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razón y a la dignidad humana. Porque la libertad, 
después de todo, no es otra cosa que el respeto del 
derecho: otro nombre dado a la justicia. 


Séanos permitido reproducir aquí, por vía de 
apéndice o nota y como complemento a lo dicho 
en este artículo, uno que publicamos hace años en 
una revista de Derecho, encaminado a mostrar las 
consecuencias de la debilidad de los jueces, la cual 
es, sin duda, menos vergonzosa que la venalidad, 
pero más perjudicial para los intereses sociales, en 
cuanto es mucho más frecuente y general: 


^EL VALOR Y LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

»Han tenido, en todo tiempo, los pueblos una 
idea tan elevada de la función social encomendada 
a los jueces, que llama la atención la coincidencia 
de haber todos ellos exigido casi las mismas con- 
diciones para el buen desempeño de tan sagrado 
ministerio. En época remotísima, el legislador judío 
les pedía imparcialidad, ciencia e incorruptibilidad: 
audite illas, et quod jastum est judicate: sive civis 
sit Ule, sive peregrinas. Mulla erit distantia persa- 
narum, ita parvum audietis ut magnun... Man acci- 
pies persanam, nec muñera: quia muñera excoecant 
aculas sapientiim, et mutant verba justanm... Pra- 
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vide de omni plebe viros potentes, et tlmentes 
Deum, in quibus sit veritas, et qui oderint ava- 
ritíam... (1). Hace más de seiscientos años, el Rey 
Sabio, además de decir que los jueces deben auer 
buen entendimiento y ser apuestos, sesudos y so- 
fridos, exige que sean firmes^ de manera que no se 
desvien del derecho ni de la verdad, nin fagan con- 
trario por ninguna cosa que les pudiere ende venir 
de bien ni de mal. Y hoy, un escritor ilustre, el 
conde F. Sclopis, traza el 'cuadro de las cualidades 
de un buen magistrado en estas notables palabras: 
Criterio giusto, dottrina sincera, imparcialitá asso~ 
luta: ecco i tre reqiiisiti essenziali a formare un sa- 
via magistraio giudiciario... La vita del giudice si 
divide tra ¡a solitudine de suo studi e la publicitá 
del sao operare... (2). ¡Dichosos los pueblos en que 
este bello ideal sea una hermosa realidad! ¡Desgra- 
ciados aquellos otros en que es preciso recordar 
con frecuencia: Homine imperito nunquam quidquid 
injustius, y en que, invirtiendo los términos, los 
jueces obran en el silencio y estudian en medio del 
ruido del mundo! 

>No es nuestro propósito tratar este interesante 
tema en toda su latitud; antes por el contrario, 
vamos a limitarnos al punto concreto indicado en 
el epígrafe. 

^Concreto, sí, pero por demás interesante. Si se 


(1) Deuter., i, 16-17; xvi, 19; Éxodo xvin, 21, 
(2j Delta antorita giudiciaria^ cap. v. 
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tratara de soldados, sería perder el tiempo hablar 
del valor; los axiomas no se discuten. Tratándose 
de jueces y magistrados, quizás ocurra pensar a 
alguien que el tema es un poco extraño, y, sin em- 
bargo, el miedo, en los tribunales, produce efectos 
más desastrosos, aunque sean menos visibles y apa- 
rentes que los que determina en los campos de 
batalla. 

»E1 juez no corre los mismos riesgos que el sol- 
dado; por lo general, no tienen que luchar con los 
criminales en los caminos, ni que apaciguar tumul- 
tos: eso incumbe a la autoridad gubernativa y a la 
fuerza pública. Pero si el valor es el «ánimo y alien- 
to que desprecia el miedo y temor en las empresas 
o revoluciones», es evidente que habrá tantas clases 
de aquél como géneros de empresas podemos aco- 
meter y como géneros de temores nos pueden asal- 
tar. Así, por ejemplo, siempre se ha distinguido el 
valor cívico del valor militar, entre los cuales hay 
la esencial diferencia de que el peligro que el sol- 
dado necesita despreciar es grave, en verdad, pero 
uno solo: la pérdida de la vida, mientras que aque - 
llos a que ha de hacerse superior el hombre civil 
son numerosos y complejos. Quizás por este motivo 
es más frecuente el valor militar, más raro el valor 
cívico. 

^Favorecen a aquél la publicidad y la notoriedad 
de los. hechos en que es ocasión de mostrarlo; el 
pundonor, el propio decoro, la vergüenza, son agui- 
jones que ayudan muy eficazmente a no tener mié- 
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do, O a dominarlo, ya que ^saberlo vencer es ser 
valiente». Por el contrario, en el otro caso, muchas 
veces, las más, se da en el interior del espíritu la 
batalla entre el deber y el temor; aunque venza 
éste, se dice que se obra obedeciendo a las exigen- 
cias de aquél, y así, a la cobardía se llama prudencia, 
y a la propia debilidad, transacción necesaria con 
las condiciones sociales del medio en que se vive. 

»El juez no debe tener miedo más que a una cosa: 
a ser injusto. Los males que, por serlo, le pueden 
sobrevenir, son los únicos que infunden temor a un 
hombre honrado: el remordimiento, el desprestigio, 
la vergüenza de haber torcido la justicia y de haber 
sido traidor a la sociedad que ha puesto en sus 
manos el más sagrado ministerio que hay en la 
tierra. ¿Cuáles son, al lado de éstos, los males que 
puede acarrearle el conducirse, en el ejercicio de su 
elevado cargo, con rectitud, con entereza y con se- 
veridad? Perder la provechosa amistad de un pode- 
roso, exponerse a la venganza de un criminal o de 
sus cómplices, verse privado del apoyo eficaz de 
un personaje. En un caso compromete su bien- 
estar, su carrera y hasta su vida, es verdad, pero en 
el otro arriesga su dignidad, su decoro, su honor 
y su honra; cada una de estas cosas vale más que 
todas aquellas juntas. 

»Se comprende que uno sea débil y hasta medro- 
so en sus asuntos particulares y en su vida privada, 
pero no se explica que nadie sea ni lo uno ni lo 
otro cuando se trata del ejercicio de un cargo pú- 
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blico; porque éste entraña el cumplimiento de una 
función social, que por lo mismo es condición esen- 
cial para la vida de la comunidad, y, por tanto, si 
en el primer caso la falta de ánimo y aliento entra- 
ña un perjuicio individual, en el segundo significa 
el abandono del interés general que se sacrifica al 
miedo de que sobrevenga un daño personal inme- 
diato, que, después de todo, es, según acabamos 
de decir, secundario, si se compara con el real y 
efectivo que al mismo agente produce el obrar bajo 
la inspiración del miedo. El individuo que desem- 
peña un cargo público asume la representación de 
la sociedad toda, y debe sentir la misma vergüenza 
de ser débil y cobarde que sentiría aquélla, si fuera 
posible que llegara a merecer tales calificaciones. 
Por esto se comprende bien que, hombres que tie- 
nen escaso valor personal, muestren, sin embargo, 
tal entereza y tal fortaleza de ánimo en el des- 
empeño de la funciones sociales, que parece como 
que se transfiguran; lo cual consiste en que esta 
cualidad es determinada por dos elementos, uno 
nativo y otro adquirido: sobre el primero, nada pue- 
de la voluntad; sobre el segundo puede mucho. Y 
así, a veces, el que no es animoso por naturaleza, lo 
es por convicción; porque el deber y el propio de- 
coro le sostienen y ayudan a vencer su natural. 
Ahora bien: estas razones y motivos se centuplican 
cuando de los hechos en que se pone a prueba 
nuestra resolución dependen cosas tan preciosas 
como la justicia y el honor de la patria; entonces, 
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espíritu miserable ha de tener el hombre que dude, 
vacile y, al fin, se rinda, desertando de las banderas 
del deber y sacrificando intereses tan sagrados al 
temor de experimentar perjuicios personales. 

>La verdad de cuanto vamos diciendo es mani- 
fiesta cuando se trata de aquellos casos en que un 
momento de vacilación decide de la suerte de un 
pueblo, y en que las consecuencias de uno u otro 
modo de obrar se tocan y se palpan, por decirlo así. 
No sucede lo mismo en aquellos otros que pasan 
casi sin ser notados, que son poco ruidosos, y cu- 
yos efectos son lentos y como insensibles. La falta 
de energía de un gobernador puede ser causa de 
que una chispa se convierta en un incendio; la de- 
bilidad de un juez no produce, en apariencia, resul- 
tados tan desastrosos. Pero esto es sólo en la apa- 
riencia, sí; en realidad de verdad, lo que hace es 
privar a la sociedad de una condición esencial de 
vida, alentar un escepticismo desconsolador y funes- 
to respecto de la justicia, y convertir a ésta en es- 
torbo, entorpecimiento y enemiga de los hombres, 
cuando debe de ser su auxilio, protección y am- 
paro. ¿Qué es más dañoso para los pueblos: un 
desbordamiento temporal y transitorio, aunque lo 
inspiren la pasión y hasta el crimen, o la denega- 
ción de justicia por parte de los encargados de ad- 
ministrarla, que se disfraza hipócritamente bajo for- 
mas legales? Contesten por nosotros todos los 
hombres de recta conciencia.» 



CAPÍTULO vm 


EL INTERÉS DINÁSTICO 


El antiguo régimen y la soberanía nacional. — Distinta suerte que ha 
cabido a los pueblos modernos, según que ha sido o no sinceramen- 
te aceptado este principio. — Atributos que debe perder la monar- 
quía, donde sea posible y conveniente conservarla.- El dinastismo: 
tres modos de entenderlo. — Preocupaciones en este punto. — La 
lealtad de los tiempos antiguos y la sinceridad de los modernos. — 
Perturbaciones que produce el interés dinástico. 


Así como las corruptelas del poder legislativo, la 
omnipotencia del ejecutivo y lá impotencia del ju- 
dicial vician y corrompen la práctica del régimen 
parlamentario, desnaturalízase en éste el poder del 
jefe del Estado por virtud del interés dinástico y del 
gobierno personal. ' 

La monarquía es una institución histórica y tra - 
dicional; a fines del siglo pasado era, en el orden 
político, la propia encarnación del antiguo régi- 
men. Durante la primera mitad de la presente cen- 
turia ha estado en lucha constante con una fuerza 
nueva: el liberalismo. Revestía la primera el triple 
carácter de patrimonial, legítima y de derecho divi- 
no. Arruinaba el segundo todos estos atributos con 
su principio de la soberanía nacional. 
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La transición pareció demasiado brusca a los re- 
presentantes de! sentido conservador en ciertos paí- 
ses, e idearon una componenda con la vana preten- 
sión de hacer compatibles el rey soberano con el 
súbdito libre; imaginaron una semilegitimidad, por 
virtud de la cual la soberanía residía a un tiempo en 
la nación y en el monarca; declararon unas cosas 
discutibles y otras indiscutibles, unas reformables y 
otras irreformables; admitieron a unos partidos 
dentro de la legalidad y lanzaron a otros fuera de 
ella, y se proclamaron, finalmente, enemigos por 
igual del absolutismo y de la democracia, hasta el 
punto de considerar como el summum de la discre- 
ción y de la habilidad el mantenerse equidistantes 
de esos dos extremos. La Revolución de 1848 en 
Francia, y la de 1868 en España, vinieron a demos- 
trar lo inútil de tal empeño, proclamando con el vie- 
jo liberalismo la soberania nocional, y añadiendo 
que lo único superior a ésta era, no la institución 
real, sino los derechos de la personalidad. 
entonces, la democracia descendió de la esfera de la 
especulación a la de la realidad. 

Entretanto, otros pueblos llevaban a cabo con 
fortuna la transformación por distinto camino. In- 
glaterra, que en su gloriosa Revolución había con- 
sagrado ya el principio esencial que implica la nues- 
tra de 1.868, esto es, que el rey es un funcionario del 
Estado y no una institución social, un servidor del 
país y no su amo y dueño, ha llevado a la práctica 
a nuestra vista, durante el actual reinado, las últi- 



mas consecuencias del self-governmenty y de aquí 
el predominio casi absoluto de la Cámara de los 
Comunes y la sustitución completa de la monarquía 
limitada y representativa de la Edad Media, nunca 
suplantada allí con la absoluta, por el régimen par- 
lamentario, propio de los tiempos modernos. Bélgi- 
ca consagra en su Código fundamental la soberanía 
nacional, elige para jefe uno que fué modelo de 
reyes constitucionales, y consigue ver los altos po- 
deres del Estado «tan admirablemente organizados 
en sus esferas independientes, que se alimentan y 
vivifican periódicamente en la fecunda fuente de la 
soberanía porpular», como decía, ha poco, en pre- 
sencia del monarca, el procurador general de aquel 
país en la solemne inauguración del suntuoso pala- 
cio de Justicia. Italia, servida por una dinastía histó- 
rica, pero que había instaurado el régimen liberal 
en el Piamonte, con escándalo de las testas coro- 
nadas de Europa, y asociándose con alma y vida a la 
gran obra de la unidad de la patria (empresa que, 
trascendiendo de los límites nacionales, revistió un 
interés europeo y aun humano), ha realizado esa 
transformación, logrando abrir las puertas del po- 
der, no ya al liberalismo, sino a la misma democra- 
cia, como, sin duda, preveía Víctor Manuel, rey 
electo, querido y amado de los italianos, como le 
llama Amicis. 

¿Cuál es la causa de la distinta suerte que en 
este concepto han alcanzado unos y otros pueblos? 
Pues no es otra que el respeto que se ha tributado 
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O negado al principio de la soberanía nacional 
Donde se ha reconocido lealmente y se han admi- 
tido con sinceridad todas sus lógicas consecuen- 
cias, la transición se ha verificado de un modo 
pacífico y se ha consolidado un orden de libre es- 
tabilidad. Donde, por el contrario, se mutiló o se 
mixtificó, encontrándose la 'sociedad fuera de su 
natural asiento, o se ha proclamado la república, 
como ha hecho Francia, segura de que son incom- 
patibles con aquel principio, así la monarquía legí- 
tima, no obstante aceptar todas las libertades, hasta 
la religiosa y la de enseñanza, como la doctrinaria, 
aunque enarbole la bandera tricolor, y la cesa- 
rista, aun cuando ensalce y enaltezca el sufragio 
universal, o se halla en la condición de nuestra Es- 
paña, intranquila en la superficie y alterada en el 
fondo, con la convicción, en todo el mundo, de que 
su estado, al presente, es, por esencia, transitorio, y 
con la eterna pregunta en todos los labios: ¿Qué 
sucederá mañana? 

Si se proclama, como base de la organización 
política de un país, el derecho de éste a gobernarse 
a sí mismo, de regir su propia vida, de ser dueño 
de sus destinos, es evidente la incompatibilidad con 
ella de los tres caracteres que revestía la monarquía: 
de legítima, patrimonial y de derecho divino, puesto 
que,- prescindiendo del último, sin valor alguno ya 
en la teoría y en la práctica, salta a la vista que los 
otros dos implican: el primero, un derecho anterior 
y preexistente en el monarca a desempeñar úna 
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función pública, con más o menos trabas o limita- 
ciones, pero, al fin, sin derivar la facultad de ejercerla 
de nada ni de nadie, sino de la propia institución 
real; el segundo, consecuencia del anterior, la cons- 
titución de un cargo en cosa apropiada, al modo de 
los antiguos oficios enajenados, por donde la socie- 
dad deja de ser sujeto en esta relación jurídica para 
convertirse en objeto. 

Ahora bien: de tal modo es la soberanía nacional 
absoluta y radicalmente incompatible con la legiti- 
midad y con la patrimonialidad, que no cabe com- 
posición ni transacción entre éstas y aquélla; porque 
desde el momento en que se deja una institución 
inmóvil en medio del movimiento, dueña, más o 
menos, del país, en vez de ser su servidora, pudien- 
do estorbar y paralizar la acción social, en vez de 
secundarla y ser su órgano, y siendo, en fin, no un 
elemento integrante e interno del organismo políti- 
co, sino exterior y sobrepuesto y, por consecuen- 
cia, impuesto, desde ese momento no es ya el país 
quien se gobierna a sí mismo, no es la sociedad la 
que rige su propia vida, no es la nación la dueña 
de sus destinos, sino que la institución real com- 
parte con ella aquel gobierno, ese régimen y esta 
dirección, resultando así la monarquía intervenida 
y limitada de la Edad Media, pero no la parlamen- 
taria de nuestro tiempo. 

Para que la monarquía se haga compatible con 
la soberanía nacional es preciso revertir al Estado 
la Corona, único oficio enajenado que queda en pie; 


es preciso que el rey cambie de título, trocando el 
que se funda en la herencia por el que arranca de , 
la voluntad social, del voto de los pueblos. Así lo" 
entendía Leopoldo I cuando en 1848, al primer ama- 
go de revolución, dijo a los belgas que no era me- 
nester para prescindir de él, porque sabía a qué 
debía el trono y estaba dispuesto a abandonarlo tan 
pronto como viera que era ese el deseo del país. 
Aunque este trueque de título implicara la mortifi- 
cación de alguien, no es dudosa la elección entre el 
derecho de todo un pueblo y la molestia de una 
persona; pero, lejos de ser así, encontramos que es 
honroso y debía ser grato para el poseedor, al modo 
que sería para cualquiera más grato y más honroso 
ser regidor perpetuo por el voto de sus conciuda- 
danos, que no por haber heredado de su abuelo el 
derecho de serlo. 

Es indispensable además que la monarquía pier- 
da todos aquellos atributos cuyo fin era ejercer el 
poder al modo antiguo, conservando tan sólo los 
precisos para ejercerlo al modo nuevo, esto es, los 
necesarios para el desempeño de la función propia 
del jefe del Estado, la cual es sustancialmente la 
misma en una república que en un monarquía de- 
mocrática, consistiendo, en suma, en mantener la 
armonía entre los distintos poderes oficiales y entre 
todos éstos y aquél, que es el primero, el permanen- 
te y el fundamental: el poder supremo del país. Lo 
único en que cabe que los pueblos transijan es con 
esa serie de atributos accidentales que se llaman: 



tratamiento de majestad, armas reales, guardia real, 
lista civil, etc., pues aun cuando son, unos, anacró- 
nicos, y otros un tanto caros, no empecen el ejerci- 
cio de la soberanía por parte de la sociedad, que 
es lo que importa. 

Preciso es, por tanto, que, lejos de afirmarse la 
monarquía como algo indiscutible, irreformable, in- 
moble, puedan alcanzarle la discusión, la reforma 
y el movimiento; de suerte y manera que si subsiste 
uno, diez, cien años, le sea dado decir al rey que lo 
es por la voluntad de las generaciones pasadas y 
de la presente, y que a nadie sea dado acusarle de 
que se ha impuesto a la nación, cosa que con sano 
sentido consideraba pecaminosa D. Amadeo I, rey 
legítimo que fué de España. Por esto decía en 1871 
el Sr. Martos, con sentido igualmente sano, que Dios 
le conserve, que el procedimiento de reforma esta- 
blecido en la Constitución de 1869 alcanzaba a to- 
dos sus artículos, y, por tanto, a aquellos en que se 
declara que la monarquía es la forma de gobierno; 
y por esto, finalmente, someter las modificaciones 
del Código fundamental a la sanción de la Corona, 
es incompatible con la soberanía nacional^ porque 
esa prerrogativa del rey, en una monarquía demo- 
crática, procede de la Constitución, por donde no 
cabe aplicarlo a ella misma, y se le confiere, no para 
que comparta con el país el poder supremo, sino 
para que en ningún caso se ponga en contradicción 
con aquél el Parlamento, que desempeña ordina- 
riamente la función legislativa. 



Pero en nada se revelan tan a las claras los tér- 
minos de la cuestión como en el dinastismo de los 
partidos monárquicos. Hay tres modos de entender 
lo que este término comprende y encierra: el anti- 
guo, el doctrinario y el moderno. Según el primero, 
el ser dinástico implica el reconocimiento, en favor 
de una familia, de su derecho a regir y gobernar 
¡are proprio, sin tener para nada en cuenta ninguna 
otra consideración. Este es el dinastismo de los 
legitimistas franceses, devotos, antes, del conde de 
Chambord y hoy del conde de París, porque, gús- 
teles o no, es el heredero político de aqüél. 

Para los doctrinarios, el dinastismo arguye el re- 
conocimiento de una legitimidad condicional. Pue- 
de tener su origen en el nacimiento o en la revo- 
lución; pero, de todos modos, una vez establecida 
la monarquía, queda sometida al principio de la 
herencia, aunque en el bien entendido de que es 
precisa una cierta consagración de aquélla por la 
voluntad nacional. El rey reina por virtud de un 
título de fecha antigua, como las Siete Partidas, 
o de fecha moderna, como la Carta de 1830, pero 
a condición de que su interés se haga compatible 
con el de la libertad y el de la patria. Es verdad 
que no se sabe quién es el llamado a declarar si 
existe o no esta compatibilidad, ni se dice lo que 
se ha de hacer cuando un pueblo no tenga a bien 
reconocer y consagrar, o mejor completar, esa legi- 
timidad; pero el hecho es que los dinásticos de esta 
laya rechazan por igual el sentido de los que con- 



vierten a un pueblo en objeto, en cosa, respecto 
de la que el monarca tiene un derecho análogo al 
que cualquiera ciudadano tiene sobre sus bienes, y 
el de aquellos otros que desde el campo opuesto 
afirman que todos los poderes, y por tanto el del 
jefe del Estado, emanan de la nación. Este es el di- 
nastismo de los doctrinarios franceses y españoles. 

El dinastismo, en el sentido moderno, quiere decir 
lisa y llanamente que un pueblo estima del caso 
establecer la monarquía hereditaria, y que juzga 
oportuno confirmar la dinastía existente o llamar 
una nueva, a reserva de sustituirla con otra, y aun 
de cambiar la forma de gobierno, si llegare un día 
en que así lo exigiera el supremo interés del país. 
Este es el dinastismo de los liberales ingleses, bel- 
gas, italianos, etc. 

Con el primer modo de entender el dinastismo, 
no surge el dualismo entre el interés de la patria y 
el de la dinastía, entre la libertad y la monarquía, 
porque ésta es lo primero y lo fundamental, y a ella 
está subordinado todo lo demás; y también porque, 
procediendo de la misma los derechos que se con- 
ceden a los súbditos, es evidente que nunca pueden 
implicar éstos la merma de las prerrogativas de la 
Corona ni el menoscabo de los intereses de la fa- 
milia reinante. 

Con el tercer modo de entender el dinastismo. 


tampoco cabe el conflicto, ni es posible el dualis- 


mo, porque aplicando 
que «el hombre es para 


al monarca el principio de 
el carg(5í>lfó“eb.cargo para 
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el honibre>, claro está que la institución real no es 
un fin respecto del cual sea el país medio, sino todo 
lo contrario, y, por tanto,- en este caso, el interés 
del monarca y el de su familia son los que se han 
de subordinar, como el de cualquiera otro funcio- 
nario, al interés supremo de la patria y de la jus- 
ticia. 

Pero, en cambio, la dificultad aparece desde el 
momento en que se acepta el sentido de los doctri- 
narios, quienes creen resolverla sin más que poner 
los dos términos el uno al lado del otro, y por eso 
a toda hora nos hablan juntamente del rey y de la 
patria, de la monarquía y de la libertad, como de 
dos cosas a que hay que atender al mismo tiempo 
por igual, y que se han de armonizar cediendo cada 
una algo de su parte, para llegar a una especie de 
transacción o compromiso, al modo de dos litigan- 
tes que transiguen un pleito. 

Si en el seno de una Diputación provincial dijera 
uno de sus miembros: «Vengo aquí con el propósito 
de atender a la vez a los intereses de la provincia 
y al del gobernador civil», ¿qué efecto haría decla- 
ración semejante? Si un empleado de Hacienda o 
de Fomento dijera que al desempeñar su destino, 
que al despachar un expediente, tenía en cuenta, a 
la par, el interés público y el suyo propio y el de su 
familia, ¿qué no se diría ante una manifestación tan 
extraña? Sin embargo, aquello, que parecería es- 
trambótico en labios de un diputado provincial, se 
oye por muchos sin extrañeza en los de un dipu- 
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tado a Cortes, y esto, que parece incomprensible 
en labios de un funcionario inferior del Estado, se 
encuentra natural que salga de los del que es el 
primero de los servidores del país y no otra cosa. 

La preocupación de los gobiernos mixtos pesa 
grandemente todavía en el espíritu de ciertos polí- 
ticos; y por eso, y por confundir además con aquella 
teoría la de la división de poderes, ponen todo su 
empeño en hallar^una fórmula de perfecto equilibrio 
entre la monarquía, la aristocracia y la democracia. 
La monarquía, a sus ojos, es una institución, no po- 
lítica, sino social; la aristocracia no es una clase 
que se distingue de las demás por su cultura, su ri- 
queza y su prestigio, sino una casta a la que se con- 
cede, por privilegio, una participación excepcional 
en el régimen del Estado, y es la democracia, no la 
sociedad toda entera, sino la sucesora del demos 
de Grecia, de la plebe de Roma, del tercer Estado 
de Ja Edad Media. Así admiten de buen grado que 
la monarquía conceda ciertos derechos a los súbdi- 
tos y que dé participación en la gestión de los ne- 
gocios públicos a los pueblos, pero no que se so- 
meta al supremo poder de la sociedad; y lejos de 
ver en tal empeño una transformación patriótica, 
oportuna y aun inevitable, lo consideran como una 
abdicación, como un abandono de aquellas prerro- 
gativas, por virtud de las cuales el rey, a la postre, 
guía y dirige con propio criterio la vida del Estado. 
Puede otorgar cartas o celebrar pactos constitu- 
cionales, porque en ambos casos resulta afirmado 
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su poder preexistente, sobre el país, en el primero, 
y al lado, fuera de él, en el segundo; pero no le es 
dado descender de las alturas para recibir la inves- 
tidura de manos del pueblo, trocar por este título 
nuevo el histórico y heredado, y confundirse en lo 
esencial con todos los funcionarios del Estado, sin 
conservar otras preeminencias que ciertos atribu- 
tos exteriores y accidentales. Consideran que hacer 
esto implica la retirada de una institución, de una 
fuerza, de un elemento, que es lo primero en la so- 
ciedad, ante otro elemento y otra fuerza, la de las 
muchedumbres, que es sólo parte, y no principal, 
de aquélla. 

Planteado así el problema, resulta que es cues- 
tión de honor para los reyes mantener incólume el 
poder que heredaron de sus mayores, por un doble 
motivo: en cuanto es, de un lado, un verdadero pa- 
trimonio que deben trasmitir a sus sucesores, y de 
otro, escudo con que han de defenderse ciertas 
clases sociales contra los embates de la plebe. 
Por eso, cuando tal acontece, la monarquía explo- 
ta el miedo de sus protegidos, y éstos explotan el 
egoísmo personal y dinástico de los reyes, viniendo 
así a parar todos ellos en poner el interés de una 
familia, que estiman los unos como fin y los otros 
como medio, sobre el interés superior de la patria 
y el supremo de la justicia y del derecho. 

Refléjase este perjuicio en el modo singular de 
entender el deber de lealtad para con el jefe del Es- 
tado, deber que ha cambiado en fondo y forma, 
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como todo lo humano. Así como nadie pretende 
que el soldado tenga hoy a su jefe el género de de- 
voción que tenía en la Edad Media el vasallo a su 
señor, de igual modo no es posible resucitar aquel 
sentimiento que, mejor que nadie, ha descrito Mi- 
chelet, expresado en las palabras: mi rey. La dife- 
rencia esencial entre unos y otros tiempos, en este 
respecto, procede precisamente del distinto con- 
cepto del poder, admitido y consagrado en cada 
uno de ellos; porque cuando las relaciones públicas 
andaban confundidas con las privadas y confun- 
dida la soberanía con la propiedad, la obediencia 
y la lealtad del súbdito arrancaban de la necesidad 
de respetar un derecho indiscutible, y cuando, más 
tarde, sobre los escombros del poder de los seño- 
res se levántala monarquía patrimonial, heredando 
este carácter del feudalismo, se encontraron los 
súbditos, respecto del rey, en la misma situación 
que antes los vasallos respecto de su señor. Enton- 
ces no era posible separar el hombre del funciona- 
rio, y no lo. era, por tanto, discernir los sentimien- 
tos personales y privados que inspira aquél de los 
que despierta la conducta pública de éste. Hoy, por 
el contrario, es una exigencia de nuestra época, 
traída por el nuevo concepto de las funciones pú- 
blicas y por el progreso de la cultura y de la tole- 
rancia, la distinción entre uno y otro orden. Por 
eso, uno puede no ser amigo de un correligionario, 
y serlo muy devoto de un adversario político; por 
eso no empecen el afecto y la intimidad a la lucha 
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resuelta entre quienes se hallan en distintos cam- 
pos, y por eso se censura, y con razón, a los que 
militan en este o en aquel bando sin otro motivo 
que el de seguir a una persona a la cual están liga- 
dos por la gratitud o por la amistad. La lealtad y 
la fidelidad debidas a los reyes no pueden ser hoy 
otras que las que se guardan y prestan'los hombres 
unos a otros en la vida privada, y las que se deben 
los ciudadanos y los políticos dentro de cada par- 
tido y fuera de ellos, en el seno de la sociedad, en 
la vida pública. Esos históricos deberes, con el ca- 
rácter de vínculo personal, eran propios del feuda- 
lismo y de la monarquía absoluta, porque en aquél 
se derivaban de un compromiso contraído por vir- 
tud de un pacto bilateral, y- en ésta, además, se 
asemejaban a los indiscutibles e invariables del 
hijo para con el padre. Hoy, lo único que los ciu- 
dadanos deben al poder, en todas sus esferas, es el 
respeto, la obediencia, así como la lealtad y la fide- 
lidad de los políticos se resuelven en aquella virtud 
que es la condición primera de los gobiernos libres 
y parlamentarios, la sinceridad, la cual, como más 
arriba queda dicho, consiste en decir lo que se 
siente, hacer lo que se dice y cumplir lo que se 
ofrece. ¡Holgaríanse los reyes y los pueblos de no 
conocer sino hombres devotos de este nuevo gene- 
ro de lealtad! 

Apliqúese ese torcido sentido del interés dinásti-- 
co a la conducta de los ciudadanos, de los funcio- 
narios públicos todos y de los políticos, y se verán 
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a seguida sus deplorables consecuencias. ¿Por qué 
censurar al elector que al depositar su sufragio, en 
vez de ejercitar este importante derecho inspirán- 
dose en una idea o en un interés general y colecti- 
vo, lo hace atendiendo al suyo propio y egoísta, 
eligiendo por diputado a quien espera le ha de pro- 
curar un provecho personal? ¿Por qué vituperar al 
funcionario que tuerce las leyes y reglamentos, fa- 
cilita o estorba la marcha de los negocios, da o 
quita, concede o niega, según que le convenga 
hacer una u otra cosa para congraciarse con quien 
puede conservarle o mejorarle la posición a que 
debe su sustento y el de su familia? ¿Por qué 
lamentar que el diputado cultive su distrito, ha- 
ciendo las veces de arado, de riego y de abono, las 
intrigas, el expedienteo y los destinos, a fin de que 
no le falte aquella base de su engrandecimiento y 
de su gloria o de sus ambiciones y concupiscen- 
cias? ¿Por qué sorprenderse de que los jefes de los 
partidos, en vez de servir a éstos, los conviertan en 
escabel de su vanidad, y en medio de dar impor- 
tancia a su persona? En todos estos extravíos tan 
dignos de vituperio, el mal consiste en lo mismo: 
en convertir la función pública en asunto de interés 
privado; en olvidar que el hombre es para el cargo, 
y no el cargo para el hombre. 

Pues mucho más grave es el error, y mucho 
más graves las consecuencias, cuando se autoriza 
y consagra el interés dinástico al modo que lo ha- 
cen legitimistas y doctrinarios. Prescindiendo de 
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tantas guerras de sucesión, de conquista y de riva- 
lidad entre las familias reinantes, en que corrió a 
torrentes la sangre por instigación de ese interés, / 
y viniendo a nuestros mismos días, Francia nos 
presenta en este punto dos ejemplos elocuentes, 
que en otra parte hemos recordado. Es sabido que 
la ofuscación dinástica contribuyó no poco a la 
ruina de la monarquía de Luis Felipe, harto preocu- 
pado con el presente y el porvenir de los suyos, y 
en cuanto a la vergonzosa caída del imperio, «ella 
— decía el Times a la sazón— ha mostrado, entre 
otras cosas, cuál es la suerte de toda dinastía que se 
cuida más de su propio interés que del de la nación 
que rige». El mismo periódico añadía: «Sí no hu- 
biera sido por la presión de los que querían salvar 
a todo trance la dinastía, el mariscal Mac-Mahon 
habría retrocedido de Chálons-á-Paris, en vez de 
marchar a reunirse con Bazaine. Entonces no hubie- 
se sucedido lo de Sedán y habría sido cosa muy 
diferente lo del sitio de París; y si Bazaine no se 
hubiera considerado servidor de una dinastía antes 
que de la nación, habría sido el sitio de Metz una 
página menos ignominiosa de la guerra.» ¿Puede 
leerse esto con calma? 

Ahora bien: es natural que los tradicionalistas 
sigan aferrados a esa preocupación y continúen 
sintiendo al modo antiguo el amor al rey, y se 
comprende que los reaccionarios busquen, en esta 
como en tantas otras cosas, una componenda bajo 
el influjo de sus conocidos prejuicios; pero no tiene 
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explicación ni excusa la invocación del interés di- 
nástico, ni en el sentido tradicional ni en el doctri- 
nario, no ya en labios de quienes pretenden con- 
servar el dictado de demócratas, mas ni siquiera en 
los de los que quieran merecer en justicia el de li- 
berales. Porque la supresión del quid semidivino y 
misterioso de la monarquía, la ruina de sus históri- 
cos atributos de legítima y de patrimonial, el reco- 
nocimiento de que el rey es un funcionario como 
otro cualquiera, todas estas cosas son conquistas 
del liberalismo, no de la democracia. La Revolución 
de Inglaterra de 1688, la de Francia de 1789 y la de 
España de 1868, eso significan en cuanto a la orga- 
nización política. La democracia, es verdad, al en- 
salzar los derechos de la personalidad, hubo de 
rectificar el sentido histórico de la soberanía na- 
cional, negando que fuera fuente de derecho; pero 
no sólo lo ha aceptado, haciéndolo suyo, en el 
sentido de que es la única fuente de poder, sino que 
ha tomado a su cargo el reafirmarlo y sacar todas 
las lógicas consecuencias que de él se derivan, sa- 
liendo así al encuentro de las mixtificaciones de los 
doctrinarios y de las concesiones arrancadas a la 
debilidad de aquellos que, llamándose liberales y 
habiendo pasado toda su vida con el principio de 
la soberanía nacional en los labios a modo de mu- 
letilla, han renegado de él tan pronto como llega- 
ron a las alturas del poder. 

Por esto, 'porque se trata, no de una novedad, 
sino de un principio que viene desde hace más de 
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un siglo aceptado en la teoría y pugnando por 
alcanzar su pleno reconocimiento en la práctica, 
porque es esta una cuestión hasta de dignidad y de 
decoro para los pueblos cultos, los cuales no pue- 
den resignarse a ser todavía cosas, ni en mucho ni 
en poco, porque el país, en fin, es el único sobera- 
no a quien todos deben en absoluto obediencia y 
acatamiento, no cabe en este punto transacciones 
ni componendas. 

El dinastismo, entendido del modo que critica- 
mos, tiene el grave inconveniente de estorbar el 
planteamiento de los problemas políticos en el te 
rreno que debe estimar propio y adecuado todo 
liberal, y más aún todo demócrata. Así, por ejem- 
plo, se trata de una prerrogativa del jefe del Esta- 
do, y en vez de examinar la cuestión desde el punto 
de vista de la función de aquél, se toma en cuenta 
el interés de la monarquía, contemplándolo desli- 
gado y como exterior al Estado y el personal inte- 
rés del rey, el cual no es otro que conservar su 
puesto; y de aquí frases como esta: «No hay que 
dejar desarmada a la monarquía.> ¿Es que queda 
desarmada para cumplir la misión propia del jefe 
del Estado en el régimen parlamentario? Pues no 
debe privársele de esa facultad. ¿Es que lo deja 
para imponerse al país cuando éste entre por cami- 
nos que aquél considera peligrosos para el interés 
de la nación o para el suyo propio? Pues debe 
suprimirse esa atribución, porque^ precisamente de 
lo que se trata es de que los pueblos se gobiernen 
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a sí mismos y de que todos ios funcionarios sean 
sus servidores (1). Sin esto no hay verdaderamente 
régimen parlamentario. 

En Inglaterra, la evolución en este sentido cuen- 
ta dos siglos de fecha, y en el actual, a nuestra 
vista, va sustituyendo la democracia al liberalismo, 
sin solución de continuidad. En Bélgica no hubo 
problema, porque la dinastía era nueva, y fué lla- 
mada a reinar por virtud de una Constitución en 
que se consagra, sin ambajes, el principio de la so- 
beranía nacional. En Italia, la monarquía sarda se 
transfornó y liberalizó cuando no corrían por las 
Cortes de Europa vientos favorables a la libertad, 
y Víctor Manuel, rey hereditario del Piamonte, fué 
rey electo de Toscana, Módena, Parma, Lombar- 
día, Estados Pontificios, Nápoles y Sicilia. En Es- 
paña no existe ninguna de esas circunstancias fa- 
vorables (2); pero existe la misma aspiración a la 


(1) Traduciendo una frase del Petrarca, los aragone- 
ses dijeron al rey D. Martín: Lo bon rey servent es del 
publich («Un buen rey no es más que el servidor de la na- 
ción»). 

(2) Ni otras que concurren en esos tres países. En pri- 
mer lugar, el partido conservador^ en Inglaterra, ni se 
cree obligado a destruir la obra del liberal, ni se asusta 
de los progresos de la democracia; en Bélgica, aunque se 
llame católico, ha vivido y vive con una Constitución en 
la que están consagradas todas las libertades, comenzan- 
do por la de cultos y el matrimonio civil; y en Italia, bas- 
ta recordar que son sus jefes hombres como Minghetti y 
Bonghi, cuyo liberalismo no puede ponerse en duda. 

De otro lado, el partido liberal ha tenido en los tres 
pueblos un espíritu tan abierto, que por la fuerza de las 
cosas se ha fundido con él la democracia, resultando asi 
el consorcio de ésta con la monarquía; y de aquí que el 
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libertad, el mismo proposito, en la democracia, de 
reivindicar para el país el pleno ejercicio de la so- 
beranía, porque si las demás naciones no pueden 
darnos lo que es el elemento peculiar de su historia 
y de su vida, en cambio nos transmiten el espíritu 
común que la inspira e informa, por donde las evo - 
luciones llevadas a cabo por ellas ensanchan nues- 
tros ideales y avivan nuestras impaciencias, pues 
es ley de la Historia que se cumple hoy plenamen' 
te, por los progresos que ha hecho la solidaridad 
entre los pueblos, que la obra de los unos aprove- 
che a los otros, no estando, por lo mismo, obliga- 
dos los que van detrás a seguir todas las etapas 
recorridas por los que caminan delante. Así, Fran- 
cia, en 1789, en vez de comenzar la labor secular 
que había realizado Inglaterra, de un salto procuró 
ponerse a la altura de ésta, porque si, cuando todos 
viven en la oscuridad, es fortuna gozar del cre- 
púsculo, no es posible conformarse con éste cuando 
a los demás alumbra la luz del Mediodía. 

partido republicano, o no existe, o tiene escasa impor- 
tancia. 

En España, lejos de darse todas estas circustancias, 
tenemos, sobre los precedentes de tres siglos de absolu- 
tismo, una buena parte del actual llena de esfuerzos ge- 
nerosos que se estrellaron contra la buena fe de Fernan- 
do Vil y los obstáculos tradicionales del reinado de doña 
Isabel II, y tenemos un partido conservador preocupado, 
doctrinario y receloso, un partido liberal que no ha sabido 
o no ha podido llegar a ser órgano de las aspiraciones de 
la democracia, y, finalmente, un partido republicano cuya 
existencia podrán lamentar cuanto quieran los monárqui- 
cos, pero no negar, porque es un hecho. Por esto, la com- 
patibilidad de la monarquía con la democracia, posible en 
Inglaterra, Bélgica e Italia, es poco menos que imposible 
en España. 



CAPÍTULO IX 


KL GOBIERNO PERSONAL 


Cómo el desiderátum de la política moderna consiste en acabar con 
los gobiernos personales.— Crisis de mayo de 1877 en Francia.— Go- 
bierno personal del jefe de un partido.— Idem del jefe del Estado; 
dificultades que estorban el uso debido y racional de la regia pre- 
rrogativa; su resultado; la letra de la Ley y su espíritu. — Cómo no 
es lícita la pasividad por parte del jefe del Estado en ciertas cues- 
tiones de legalidad y de moralidad. — El cesarismo no es la única 
forma de gobierno personal. — Criterio para discernir cuándo tiene 
este carácter el de un país — La concesión del título de emperatriz 
de las Indias en favor de la reina de Inglaterra y la crisis provocada 
en Francia por el mariscal Mac-Malion en 1877. 


De lo dicho en el capítulo precedente se deduce 
que, en resumen, las aspiraciones de los pueblos 
modernos, en el orden político, consisten en aca- 
bar definitivamente y para siempre con los gobier- 
nos personales, por lo mismo que ellos implican 
una radical contradicción con el principio de la so- 
beranía nacional. Por eso, el príncipe de Bismarck 
recaba siempre para el emperador Guillermo el de- 
recho de regir la vida de su pueblo y no desapro- 
vecha ocasión de rechazar el régimen parlamenta- 
rio, cosa que a sus ojos es una peculiaridad de la 
Gran Bretaña; y, por eso, Pío IX creía que si había 
en el mundo tantos males v tantos desórdenes, era 
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debido a que ios reyes reinan sin gobernar, Pero 
por eso también, en cambio, consistiendo toda la 
historia política de Inglaterra en una lucha enca- 
minada a consagrar el principio del self-govern- 
ment, se consideran como páginas hermosas de 
aquélla las que relatan los esfuerzos hechos para 
malograr las tentativas de gobierno personal por 
part^ de los Angevinos, los Tudores, los Estuardos 
y aun de los mismos Jorges, y se estima que, con 
las reformas silenciosas llevadas a cabo en los últi- 
mos años, no es ni siquiera posible que aquéllas se 
reproduzcan; y por eso, cuando la famosa crisis de 
mayo de 1877 en Francia, todos los pueblos cons- 
titucionales de Europa protestaron enérgicamente, 
con una desesperante unanimidad, como decía el 
Times, contra aquel acto úq gobierno personal del 
mariscal Mac-Mahon, quien suponía que el país 
tenía que escoger entre él y el Parlamento, y aplau- 
dieron la célebre frase de üambetta: «Cuando Fran- 
cia haya dejado oír su voz soberana, estad segu- 
ros, señores, de que será necesario se soumettre 
ou se démettre.* 

Ahora bien: prescindiendo de los errores doctri- 
nales referentes al poder del Jefe del Estado, que 
conducen necesariamente a ese resultado, la prác- 
tica viciosa del régimen parlamentario, tal como 
queda expuesta, da lugar por fuerza al gobierno 
personal transitorio del jefe de un partido y al go- 
bierno personal permanente del rey. 

Resulta lo primero, porque, según hemos visto. 
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el promotor casi exclusivo de la vida política es 
el poder ejecutivo, cuyos miembros deben su pues- 
to oficial al jefe del mismo, el cual impone a todo 
su voluntad y su sentido, sin otro límite ni medida, 
por lo general, que su propio carácter y su modo 
de ser. Por esto vemos. que los partidos, frecuente- 
mente, muestran su actividad tan sólo en la forma- 
ción de Comités, cuando están en la oposición, y 
en los manejos electorales, cuando ocupan el po- 
der; pero por lo que hace a doctrinas, principios, 
soluciones, de los problemas pendientes, las más 
veces esperan que el jefe, ayudado, si acaso, por los 
notables, resuelva formulando aquéllos en proyec- 
tos de ley, si gobierna, o en conclusiones teóricas, 
si no gobierna. Y como algo parecido pasa con la 
prensa, pues que a menudo, no sólo deja de dirigir 
la opinión de su partido, sino que, en vez de refle- 
jarla, se contenta con tomar diariamente la orden 
de los ministros, sobre todo de su presidente, re- 
sulta que si éste es inerte, ora por carácter, ora 
por estimar que las circunstancias piden la inac- 
ción, nada se hace, y si es lo contrario, los ciuda- 
danos y los partidos están pendientes del pensa- 
miento y de la palabra del hombre a quien es dado 
empujar los destinos de la patria por este derrotero 
o por el otro. 

Esta especie de dictadura tiene dos trabas: el 
Parlamento y la regia prerrogativa; pero la primera 
es ineficaz e impotente; la segunda, con frecuencia 
agrava el mal o se limita a producir en él una mo- 



dificación, con la cual gana un partido, pero no el 
país, que sigue siendo el paciente. 

Cuando los gobiernos hacen las elecciones, ha- 
cen el Parlamento, y tomando éste sus resoluciones 
forzosamente por mayoría, ¿cómo va ésta a servir 
de freno ni de estorbo a los abusos y extralimita- 
ciones del poder ejecutivo, si a él debe su existen- 
cia? El único escudo que queda, y cuya importan- 
cia no desconocemos, es la libertad de la tribuna, 
órgano y medio, a la vez, de la publicidad, de esta 
condición característica de la moderna vida políti- 
ca, de esta garantía que, por su índole, cabe que sea 
mutilada, pero no suprimida. Pero este escudo, si 
es eficaz para evitar o corregir aquellos abusos que 
revisten el carácter de escandalosos, y eso no siem- 
pre, es impotente para corregir y evitar aquellos 
otros que no llegan a alcanzar esa condición. Y 
como el límite entre unos y otros actos va retroce- 
diendo, con daño de la moral, porque gracias a la 
distinción entre la pública y la privada, tan cómo- 
da para las gentes poco escrupulosas, hay hechos 
malos que pasan por buenos y otros graves que 
pasan [3or leves, y aun crímenes que se toman por 
faltas, resulta que todo queda reducido, por lo ge- 
neral, a que las oposiciones mortifiquen el amor 
propio de los gobiernos, causándoles una derrota 
moral, de la que se consuelan tan pronto como la 
mayoría los favorece con una nutrida votación. 

Este modo de ser y de funcionar el Parlamento 
hace que la regia prerrogativa se convierta en un 
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instrumento de gobierno personal, entrando en jue- 
go el del rey tan pronto como desaparece el del jefe 
de partido. La facultad que las Constituciones con- 
fieren al jefe del Estado para disolver las Cámaras 
y nombrar los ministros no tiene otro objeto, en 
buenos principios, que mantener la armonía entre 
el poder legislativo y el ejecutivo y entre ambos y 
el país mismo. Por esta razón, cuando un gobierno 
es objeto de un voto de censura por parte del Par- 
lamento, puede éste ser eco fiel del sentimiento pú- 
blico, y en tal caso debe aquél ser sustituido por 
otro, o cabe que suceda lo contrario, y entonces el 
Gobierno se queda, el Parlamento se disuelve y los 
comicios se abren para dirimir la contienda; de lo 
cual resulta que el jefe del Estado, al escoger entre 
esos dos caminos, no tiene que atender a razones 
de justicia o de conveniencia que, en su concepto, 
abonen esta política o aquella, y menos a las su- 
gestiones del interés personal o dinástico, sino tan 
sólo a la obligación que su cargo le impone de 
procurar que los poderes oficiales marchen de per- 
fecto acuerdo con el poder supremo y fundamental, 
que es fuente de aquéllos y que reside en la nación. 

Ahora bien: donde el régimen parlamentario se 
practica con sinceridad, el jefe del Estado tiene 
medios y datos para resolver estas crisis. Si el su- 
fragio se emite con libertad, sabe que el Parlamen- 
to, por lo menos en los comienzos de su vida, re- 
presenta verdaderamente la voluntad y 
clones del país. Si el poder ejecutivo no 
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torcidos caminos en la marcha del legislativo, sabe 
que el apoyo que éste concede o niega a aquél 
tiene un valor real y positivo, y da el que se merece 
al hecho de permanecer compactas las mayorías, o, 
al contrario, de mermarse o disgregarse. Si, ya sea 
por el tiempo transcurrido desde que se reunieron 
los comicios, ya por haber surgido cuestiones gra 
ves que han conmovido a la sociedad, ya porque 
se haya dislocado la mayoría de las Cámaras, sur- 
ge la duda de si éstas coinciden o no con el senti- 
miento nacional, tiene en la prensa libre e indepen- 
diente, en las manifestaciones de los meetings y en 
todos los medios en que se expresa la opinión pú- 
blicas, una guía para dar a aquélla la solución debi- 
da, Y si, finalmente, se decide por la disolución del 
Parlamento y por consultar al país, sabe que el ve- 
redicto de éste, si aprueba la línea de conducta por 
él seguida, habrá de procurar una perfecta tranqui- 
lidad a su conciencia, y si la desaprueba, le facili- 
tará un criterio seguro para resolver el conflicto. 

Pero donde, por el contrario, el régimen parla- 
mentario es una farsa y una mentira, el ejercicio de 
la llamada regia prerrogativa se convierte en una 
especie de acertijo, cuya solución depende del azar, 
de las circunstancias o del grado de inteligencia, 
preocupaciones y sentimientos personales del mo- 
narca. ¿Qué vale el resultado de las elecciones 
cuando se trata de Cortes deshonradas antes de 
nacidas? ¿Qué valen los votos de confianza cuando 
proceden de quienes, llamándose representantes del 
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pueblo, lo son verdaderamente del gobierno a quien 
la otorgan?, ¿Qué significan las mayorías compac- 
tas cuando se mantienen unidas por virtud de los 
favores, los halagos y las intrigas de los ministros? 
¿Cómo conocer la opinión del país, si se pone 
mordazas a la prensa, se lanza fuera de la ley a 
unos partidos o se cohíbe la acción de otros y se 
veda la celebración de reuniones públicas? ¿Y cómo, 
finalmente, fiar la solución del conflicto a los comi- 
cios, si se sabe anticipadamente y con exactitud 
matemática que su respuesta ha de ser la que con- 
venga a los Ministros, y en especial al de la Go- 
bernación? Por eso, en los países que tienen la 
desgracia de hallarse en este caso, es de ver los 
sofismas y argucias a que apelan los corifeos de 
los partidos para demostrar que, con arreglo a los 
principios parlamentarios, corresponde el poder 
al suyo. No hay ministerial que deje de considerar 
como cosa indubitable que el Parlamento debe vivir 
todo el tiempo señalado por la Constitución, y de 
sostener, por añadidura, que ha sido, es y será hasta 
el fin la genuina expresión de la opinión pública. No 
hay, en cambio, oposicionista que deje de declarar 
que las Cortes han carecido de autoridad moral 
desde sus comienzos, y por lo mismo que procede 
disolverlas cuanto más antes. Y uno y otro partido 
proclaman, con el mismo énfasis y con idéntica re- 
solución, que la mayoría o la casi totalidad del país 
está de su lado, en nombre de lo cual pide el uno 
ser mantenido en el poder y pide el otro que se 
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otorgue, estando ambos conformes en- que, si se 
consulta al país, éste dará la razón al que a la sazón 
empuñe las riendas del gobierno. 

De todo lo cual resulta que el árbitro, en las con- 
tiendas entre los bandos políticos, no es el país, 
juez único y supremo, como le llama M. P. janet, 
sino el monarca, el cual podrá, como quiera, tener 
a un partido en el poder o alejado de él, invocando, 
ya el respeto al Parlamento, ya el divorcio entre 
éste y la nación, según le convenga lo uno o lo 
otro para sus fines, que pueden ser patrióticos o in- 
teresados, acertados o desacertados, discretos o 
temerarios, conformes o contrarios con el propio 
de la función que le está encomendada; y resulta, 
en suma, que el régimen constituido para que el 
país se gobierne a sí mismo, se convierte de hecho 
en el gobierno personal del rey, el cual se escuda 
con el texto de la Constitución, olvidando que, 
como ha dicho un escritor inglés, «el que rige aun 
pueblo, cumple tan sólo una mínima parte de su 
deber cuando se ajusta estrictamente a la letra de 
la ley>. 

Y si por acaso sucede que el monarca, al propio 
tiempo que se sale de su natural esfera de acción 
para dar o quitar el poder a los partidos, se encie- 
rra en la más absoluta pasividad cuando se traía 
de cuestiones de legalidad y de moralidad, sobre 
las cuales, nótese bien, no cabe diversidad de crite- 
rio, atendiendo entonces a la máxima, antes olvida- 
da, de que el rey reina y no gobiernOy siendo así 
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que ninguna ocasión más propicia para hacer uso 
del derecho de excitar y del de advertir, dos de los 
tres únicos que Bagehot concede al soberano, en- 
tonces los pueblos caen en la cuenta de que no es 
posible admitir como buena esa irfesponsabilidad 
de los monarcas constitucionales que, según re- 
cordaba Napoleón III, se ha desvanecido en Fran- 
cia tres veces al fragor de las revoluciones. 

Existe, muy arraigada, la preocupación de creer 
que el cesarismo y el absolutismo son las únicas 
formas del gobierno personal y que éste queda 
suprimido tan pronto como se establece el sistema 
representativo, cuando lo que sucede es que si los 
dos primeros son negaciones francas déla sobera- 
nía de la nación, cuya dirección exclusiva se atri- 
buyen el César o el rey, en el último, como no 
llegue a ser un verdadero régimen parlamentario, 

- sinceramente practicado, resulta de hecho negado 
también el principio del self-government, aunque 
de un modo indirecto o hipócrita. El emperador 
Guillermo impone a Alemania su política personal, 
o la del príncipe de Bismarck, que hace suya, y, lo 
mismo él que su ministro, declaran, sin ambages, 
cada vez que se presenta la ocasión, que no es el 
Parlamento el llamado a regir los destinos de aquel 
país, y, sin embargo, allí existe el sistema represen- ¡ 
tativo. Y no ya éste, sino régimen parlamentario, 
tuvo de 1830 a 1848 Francia, y, eso no obstante, 
condujo al gobierno personal de Luis Felipe, así 
como en España, gracias a los famosos obstáculos 
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tradicionaleSy se convirtió en <una serie de lamen- 
tables equivocaciones» en que incurrieron los altos 
poderes del Estado, y por virtud de las cuales, en 
vez de regirse el país a sí mismo, el azar, el capri- 
cho y la intriga decidieron de la suerte de los par- 
tidos y de los gobiernos. 

No es difícil distinguir cuándo el sistema repre- 
sentativo lleva en su seno el gobierno personal y 
cuándo está completamente limpio de este vicio. 
Basta para ello atender a lo que pasa en los mo- 
mentos de crisis. Si las gentes atienden a las mani- 
festaciones de la opinión pública y a la actitud de 
los partidos discutiendo, en su vista, lo que debe 
ser, proponen solución al conflicto invocando prin- 
cipios y esperan el resultado con calma y tranqui* 
lidad, bien puede decirse que allí no hay gobierno 
personal. Si, por el contrario, unos inquieren los 
sentimientos particulares del jefe del Estado, o, lo 
que es peor, los de sus inmediatos servidores; otros 
procuran apoderarse de la voluntad de aquél, acu- 
diendo al sofisma o a la amenaza, y unos y otros, 
reconociendo que todo es posible y que lo mismo 
puede resolverse la crisis en un sentido que en otro 
completamente distinto, miran a las alturas y espe- 
ran en una actitud muy parecida a la del jugador 
de lotería que va al sorteo para ver las bolas que 
saldrán del bombo, entonces resulta, por encima 
de todas las exterioridades y de todas las falsas 
apariencias, un verdadero gobierno personal. 

La historia contemporánea registra dos hechos 



que encierran una gran enseñanza en esta materia. 
No hace muchos años, con motivo del título de 
emperatriz de las Indias dado a la reina de la Gran 
Bretaña, tomó ésta, quizás por primera y única vez 
en su largo reinado, una actitud muy resuelta en 
favor de aquel proyecto de ley que no miraba con 
buenos ojos una gran parte del país. Pues bien: fué 
de ver lo irregular que pareció esa conducta y la 
severidad con que alguno de los periódicos más 
autorizados censuró a la reina Victoria; y eso que, 
después de todo, se trataba de la concesión de un 
título más o menos oportuno, pero sin trascenden- 
cia real para la vida política de aquel país. 

El otro hecho se refiere á lo sucedido en la Repú- 
blica francesa en 1877, cuando el mariscal Mac- 
Mahon disolvió la Asamblea porque a él le pare- 
cía mal el camino que seguía, y recorrió la Francia 
para apoyar la causa de su ministerio. Toda la 
Europa constitucional comprendió que lo que en 
Francia se ventilaba, en definitiva, era si había de 
quedar en pie el gobierno personal que proclaman 
con franqueza los bonapartistas, que revisten hipó- 
critamente con formas liberales los doctrinarios y 
ocultan bajo el ropaje místico y tradicional los le- 
gitimistas, o si había de afirmar de una vez para 
siempre el opuesto principio de la soberanía nacio- 
nal^ del self-government. Por esto, como era natu- 
ral que sucediese, a la cabeza de esa cruzada se 
pusieron los políticos y los periódicos ingleses, sin 
exceptuar los conservadores, con cuyo apoyo había 
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contado cándidamente el duque de Broglie, y dije- 
ron al mariscal que tenía exactamente las mismas 
ideas que Carlos X respecto de sus prerrogativas y 
deberes. 

Estos dos hechos encierran una gran enseñanza: 
el primero, porque revela el grado de exquisita sus- 
ceptibilidad del pueblo inglés en este punto; el se- 
gundo, porque pone de manifiesto el terreno en que 
para Francia, y para toda la Europa liberal, está 
planteado el problema político. «En una palabra, 
decía el Times a la sazón, de lo que se trata es de 
saber si Francia se ha de gobernar conforme a la 
voluntad del pueblo francés o seqün las preocupa- 
ciones y los intereses particulares de una sección 
de franceses.» Porque conviene advertir que, cuan- 
do se habla de gobierno personal, no se ha de en- 
tender que lo es tan sólo el del jefe del Estado que 
se deja llevar de sus inspiraciones propias o de sus 
intereses individuales o dinásticos, sino que com- 
prende igualmente los casos en que obra ,en favor 
o en provecho de las ideas o de la conveniencia de 
una secta religiosa, de un partido político o de una 
clase social; en suma, siempre que utiliza el poder 
que el país le ha confiado, no para hacer que éste 
se gobierne a sí mismo y por sí mismo, sino para 
inponerle una determinada regla de conducta, estos 
o aquellos principios, sean propios o ajenos, bue- 
nos o malos, verdaderos o falsos. 


CAPÍTULO X 


LA INMORALIDAD POLÍTICA 


Coexistencia de dos morales radicalmente diferentes; consecuencia 
de este dualismo con relación a la política. — Causas del mismo: 
laxitud moral en las relaciones con las colectividades; egoísmo 
individual; disculpa con las impurezas de la realidad. — Una cita 
sobre t\ fraude político.— Oitdi de Balmes. — La peor de las incon- 
secuencias.— Por qué la moralidad figura en los programas de los 
partidos, en vez de darse por supuesta. 


Es un hecho patente y manifiesto la coexistencia 
de dos morales radicalmente diferentes, una que 
rige la conducta privada de los ciudadanos y otra 
que preside a su conducta pública. Así sucede que 
el individuo se atempera a distintos principios en 
ésta que en aquélla, y la sociedad no juzga con el 
mismo criterio los hechos que lleva a cabo en una 
esfera y los que ejecuta en la otra. 

Por ejemplo, la mentira se estima como cosa 
indigna de un caballero en las relaciones privadas 
y como cosa llana en labios del político que dice 
en los pasillos del Parlamento lo contrario que en 
el salón de sesiones, o en los de un ministro de 
la Gobernación que niega en éste tranquilamente 
lo que está haciendo en su despacho todos los días. 

12 
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El egoísmo es un defecto vitando, cuando consiste 
en sacrificar el bien ajeno al propio, en causar, sin 
razón, perjuicio al prójimo en beneficio nuestro, y 
no tiene nada de particular cuando consiste en sa- 
crificar el interés de la patria o el de la justicia al 
personal, que lleva al individuo a correr tras el des- 
tino o la posición que han de procuraiíe un prove- 
cho o medios de satisfacer su vanidad. La since- 
ridad es condición considerada como una de las 
exigióles en primer término a todo hombre en las 
relaciones sociales, y es en la vida pública casi un 
inconveniente, porque en ella se la llama inocencia 
o tontería, y se tiene por incompatible con la habi- 
lidad que necesita desplegar, en todas las ocasiones, 
el político, el cual ha de ser siempre astuto como 
la serpiente, pero nunca inocente como la paloma. 
En fin, puede decirse hoy, como decía Tucídides 
en los malos tiempos de Grecia: «La impudencia se 
llama celo en favor de los amigos; la cordura y 
moderación, cobardía, y el engaño, cuando logra 
su objeto, prueba de talento.» 

Las consecuencias que semejante dualismo pro- 
duce no pueden ser más lamentables. En primer 
lugar, los límites de la moralidad, cuando se trata 
de la cosa pública, se estrechan de tal suerte que, 
según indicábamos en otro lugar, queda redu- 
cida aquélla a la moral grosse del Código penal. 
Tanto es así, que cuando en el Parlamento se acu- 
sa a alguien de inmoralidad y reclama el ofendido, 
ian pronto como el acusador declara que se refiere 
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a la conducta política de aquél, esto es, que no 
pretende imputarle la comisión de delitos comu- 
nes, como el de soborno, malversación de caudales 
públicos, etc., el acusado se da por satisfecho, y 
queda apaciguado. Lo cual, después de todo, no es 
extraño, porque, en opinión de la generalidad de 
las gentes, basta con no vender destinos ni hacer 
negocios sucios para merecer el dictado de polí- 
tico probo y honrado. 

Es la segunda que, desde el momento en que el 
concepto de la moralidad se tuerce y empequeñece 
de esa suerte, se abre la puerta de par en par a la 
mayor parte de los abusos y corruptelas que acom - 
pañan a la práctica del régimen parlamentario. En 
efecto, casi todos los desmanes examinados en los 
capítulos precedentes no son, después de todo, otra 
cosa que, o infracciones de la ley positiva, o ex- 
tralimitaciones contrarias a la razón y al deber en 
el ejercicio de los derechos que aquélla confiere a 
los ciudadanos y las personas constituidas en auto- 
ridad. ¿Por qué no se tienen por inmorales? Por- 
que el cometer una iiegalidad o incurrir en falta de 
sinceridad parecen cosas más o menos convenien- 
tes, más o menos simpáticas, pero ni quitan ni 
ponen en cuanto a la responsabilidad moral de los 
individuos. El ministro que hace un negocio cae 
del poder deshonrado; el ministro que hace unas 
elecciones pisoteando todas las leyes y burlándose 
del país se acredita de político hábil y útilísimo... 
para su partido. Y, sin embargo, causa cien veces 
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más daño a la nación el segundo que el primero; 
porque el mal ejemplo de éste, ni puede prosperar, 
ni puede, salvo que se trate de un pueblo total- 
mente corrompido, determinar un nuevo criterio de 
moralidad que paladinamente se acepte por la ge- 
neralidad de las gentes, mientras que con el que 
da el otro sucede todo lo contrario. 

«Observando bien — dice doña Concepción Are- 
nal llegamos a convencernos de que los grandes 
males son aquellos que se hacen ignorando que lo 
son, que se consuman con tranquilidad de con- 
ciencia y que, en vez de vituperio, reciben aplauso 
de la opinión pública. Por cualquiera página que 
abramos el libro de la Historia vemos que los pue- 
blos sufren principalmente, no por los ataques de 
los malhechores, que las leyes condenan y la opi- 
nión anatematiza,siiio por aquellos, impunesy aplau- 
didos, que destrozan el cuerpo social con tranquili- 
dad de conciencia y beneplácito de la humanidad.» 

Además, el hecho del gobernante impuro lastima 
tan sólo, por lo general, el interés económico de 
uno o más individuos o el del Estado, al paso que 
el del conculcador y mixtificador de las leyes, al 
perturbar el orden legal en su base y fundamento, 
desquicia toda la organización política y arroja en 
el suelo, siempre conmovido, de las sociedades 
modernas, semillas que, a la corta, producen el des- 
asosiego, y, a la larga, la lucha y la guerra. 

Finalmente, ese dualismo entre las dos moralida- 
des;, cuando adquiere cierto carácter de permanen- 



181 — 


cia, tiende a resolverse, no purificándose la pública 
bajo el influjo de la privada, sino corrompiéndose 
ésta con él contacto de aquélla. Cualquiera que sea 
la organización de un pueblo, hoy ninguno se sus- 
trae ya a la ley déla publicidad, por lo cual, cuanto 
ocurre en la esfera del Estado es de todos sabido 
y conocido. Ahora bien: cuando la inmoralidad 
política no se detiene ante esa barrera, en un prin- 
cipio se produce el escándalo; pero, a poco, el há- 
bito va paulatinamente embotando el sentido mo- 
ral, hasta que aquél cesa de causar repugnancia, y 
entonces nace la tentación de desafiar también 
la sanción social en la esfera privada, esperando 
que, con el tiempo, la costumbre dé en ella análo- 
gos resultados. «Porque no hay posibilidad — dice 
H. Passy — de que la ley moral se doblegue, en 
ninguna de sus aplicaciones, sin doblegarse, al mis- 
mo tiempo, en todas las demás: el desprecio de sus 
prescripciones en la vida pública acarrea necesa- 
riamente un desprecio igual en la vida civil. Las 
armas de que se valen los partidos para llegar a 
sus fines acaban por parecer de uso lícito a los in- 
dividuos para el logro de los bienes que codician. 
La corrupción desciende de la región donde esta- 
llan los conflictos políticos a aquellas en que se 
rozan las rivalidades, las pretensiones, los intereses 
privados, y, a medida que extiende en ella sus es- 
tragos, corroe los cimientos en que estriban las li- 
bertades sociales.» 

Varias son las causas de semejante estado de 
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cosas. En primer lugar, es un hecho que, como de- 
cía el P. Gratry, «aquellos que quieren y practican 
la justicia de hombre a hombre no la ven cuando 
afecta una forma colectiva y se manifiesta en la 
vida de la nación». Y es verdad: parece que el de- 
ber y la obligación sólo son efectivos y eficaces 
cuando la persona que tiene derecho a exigir su 
cumplimiento es de carne y hueso, es un individuo. 
Tanto es así, que hasta en las relaciones económi 
cas, un industrial o comerciante se cree más obli- 
gado, para con su acreedor, cuando éste es uno de 
sus compañeros de profesión, que si se trata de 
una sociedad anónima. De igual modo se da el caso 
de que el honrado labriego, que es incapaz de to- 
mar de la era de su convecino un grano de trigo, 
tranquilamente intriga en el Ayuntamiento para pa- 
gar menos contribución que la debida, como si el 
alivio que él logra no se convirtiera en carga injus- 
ta para el prójimo; y es que piensa tan sólo en el 
Estado, a quien él entrega su dinero, y no en el ciu- 
dadano que ha de pagar de más lo que él satisface 
de menos. 

Este prejuicio es más grave cuando se trata de 
injusticias cuyos daños, por no traducirse en dine- 
ro, parecen afectar a la colectividad, pero no a los 
individuos de un modo directo y concreto, que es 
el caso en que se encuentran todas las que se refie- 
ren a la esfera propiamente política. Que un parti- 
do lance a otro fuera de la legalidad; que un Go- 
bierno, torciendo la ley, impida una reunión públi- 
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ca o haga cruda guerra a los periódicos que le mo- 
lestan, ¿en qué puede parecerse esta injusticia a la 
que se cometería dando a un ciudadano la casa que 
pertenece a otro en propiedad? 

Contribuye no poco a tales extravíos el egoísmo 
individual cuando logra encubrirse bajo el manto 
del interés de partido. No hay cacique de pueblo 
o de provincia que deje de invocar el de la parcia- 
lidad a que está afiliado para solicitar de los go- 
biernos cosas que en realidad sólo tienen por obje- 
to el procurarse un provecho o satisfacer el afán 
de mando y de mangoneo. No hay político de ma- 
yor o de menor cuantía que deje de tomar en boca 
el interés de la patria y el de la justicia misma 
cuando solicita la remoción de un empleado y su 
sustitución por otro o la resolución de un expe- 
diente, siendo así que lo que va buscando es tan 
sólo pan para los suyos o asegurarse el distrito 
que se empieza a cuartear. 

Por último, la gran disculpa para dejar a un lado 
las exigencias de la moral más elemental en esta 
esfera la suministran las llamadas impurezas de la 
realidad. Con decir: «El mundo es así, y hay que 
tomarlo como es; la política no tiene entrañas, los 
hechos se im.ponen», y otras frases parecidas, se 
cree cualquiera autorizado para prescindir de todo 
principio y dejarse ir al hilo de la corriente, aunque 
ésta lleve tanto fango como agua. Ciertamente que 
hay que tomar el mundo com.o es; pero de aquí no 
se sigue que deba dejársele como se encuentra. La 
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política no tiene entrañas, y por eso debe sacrifi- 
carse todo a la justicia, en vez de dejarse llevar de 
la sensiblería, real o aparente, que mueve a sacrifi- 
car esa justicia a la conveniencia del amigo o del 
correligionario o al interés del partido; pero de 
ahí no se sigue que pueda invocarse esa austeridad 
precisamente para todo lo contrario, como, por 
ejemplo, para atribuir una falta imaginarla a un 
Ayuntamiento y formarle un expediente con el le- 
V intado fin de separarle para dar gusto al diputado 
d.:l distrito. Las impurezas de la realidad han dé 
tomarse en cuenta para hacer, con arte, que vayan 
penetrando y encarnando en ésta los nuevos prin- 
cipios que deban presidir a la organización y a la 
marcha del Estado; pero esas impurezas son las que 
proceden de otros principios erróneos, sí, pero que 
honradamente han podido y pueden sostenerse, no 
las que son fruto de la inmoralidad y de la corrup- 
ción, en favor de cuyas obras jamás es dado invo- 
car el derecho a la existencia ni al respeto. Se 
parlamenta y se celebran armisticios, treguas y tra- 
tados de paz con los ejércitos en campaña, pero 
no con las cuadrillas de bandidos. De otro modo 
resultaría que, si un gobierno se encuentra al frente 
de un país en que el soborno, el cohecho, las irre- 
¿hilaridades de todos géneros y especies son fre- 
cuentes, tendrá que transigir y conformarse con que 
poco a poco se vaya dejando de cometer estos de- 
litos, cuando lo justo y, al mismo tiempo, lo conve- 
niente y lo practico, sería entregar el primer día 
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a los tribunales una docena de criminales de esa 
estofa 

Precisamente este es el lazo en que muchos hom- 
bres de bien y honrados a carta cabal en la vida 
privada caen, más pronto o más tarde, en la vida 
pública; porque en aquélla, no es fácil que las con- 
sideraciones apuntadas los conduzcan a juzgar con 
lenidad los ataques que vengan en daño de sus 
intereses o de su honra, pues a fe que, aun cuando 
la estafa, la prostitución y el adulterio estén muy 
generalizados, no por eso se sentirá nadie más in- 
clinado a tomar en cuenta estas impurezas de la 
realidad, al pensar en su gaveta o en su mujer y 
sus hijas. Pero en la esfera de la política no pasan 
así las cosas: en ella, Mefistófeles Jiene un poder 
mucho mayor, y, a la postre, consigue que el indivi- 
duo, entrando por el camino de las transacciones, lle- 
gue a la orilla opuesta dejando su honra en el camino. 

Un periódico democrático publicó, hace pocos 
meses, un intencionado artículo que se titulaba: 
«El fraude político», encaminado a poner de relieve 
cómo la conciencia empieza y cómo acaba al juz- 
garse uno a sí mismo. 

He aquí algunos párrafos: 

«iCuántos diputados veremos sentados en el pró- 
ximo Parlamento, merced a los milagros que obra 
la influencia oficial! No dudamos de que en los pri- 
meros días, reconcentrándose en sí mismos y pe- 
netrando con severa mirada hasta el fondo de su 
propia conciencia, se hablarán de este modo: 
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»__¿Soy yo realmente diputado del paíb? ¿Puedo 
engalanarme con ese título? ¿Me corresponde la 
parte de diputación general que poseo? 

>Para obtener legítimamente una cosa es preci- 
so contar con la libre y espontánea voluntad de 
quien haya de darla. ¿Tengo yo la diputación por 
la libre y espontánea voluntad de los electores? 

>Es cierto que yo no he ejercido sobre ellos di- 
rectamente ninguna violencia, pero he consentido 
que se ejerza en mi nombre y de ella me aprove- 
cho aceptando la diputación con tan impuro origen. 
¿Cómo puede servirme de excusa en ningún con- 
cepto aquella consideración? Arreglado andaría el 
mundo si valiera decir que uno puede tomar lo 
ajeno, siempre que no sea él mismo quien intro- 
duzca la mano en el bolsillo del prójimo. Decidi- 
damente, no me absuelve, en mi fuero interno, alegar 
que no soy yo, sino el Gobierno, quien ha violenta- 
do a los electores. Yo me aprovecho de la violencia; 
yo retengo lo que no ha sido entregado por una 
voluntad libre; yo soy un... diputado como otros 
muchos lo han sido. ¿Qué diferencia hay entre apro- 
piarse por la fuerza un acta o un billete de Banco? 

>Dejemos pasar algún tiempo y oiremos otros 
razonamientos. 

» - Seguramente era demasiado rigoroso conmi- 
go mismo en un principio. No se debe exagerar el 
cumplimiento de los deberes, para que no se crea 
que queremos sonrojar a los otros con nuestro pu- 
ritanismo. 
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»La opinión general distingue muy bien entre la 
moral pública y la privada. No es lícito ser un bri- 
bón en las relaciones particulares; tal vez sea nece- 
sario alardear de serlo en los negocios de Estado. 
Fernando el Católico se vanagloriaba de haber en- 
gañado villanamente varias veces al rey de Francia. 

>Decid a cualquiera: «—¡Sois un bribón!» Mon- 
tará en cólera y querrá abofetearos. Añadid: «—¡Un 
bribón político!» « — ¡Ah!— contestará, aplacándose 
al punto—. Bribón político es otra cosa...» 

»Hay la inmoralidad... política; el fraude... polí- 
tico; el encanallamiento... político. Esa palabra es 
el salvoconducto para todo. Si yo soy un usurpa- 
dor, reteniendo un acta alcanzada por la violencia 
y llamándome diputado del país, como puede lla- 
marse propietario el que usurpa la propiedad ajena, 
seré un usurpador... político. La moral no es, en esta 
esfera, la misma que en las demás. Calle, pues, la 
conciencia, ya que no tiene razón para acusarme. 

»Salva la defensa de los usurpadores políticos, 
la moral política exculpadora puede ser un manto 
muy escandaloso. En otros tiempos, en aquellos 
tiempos del poder absoluto, la política era hecha 
por pocos; la casi totahdad de los habitantes de 
un país no intervenía en ella. 

»Modernamente, sucede una cosa distinta. Las 
instituciones políticas dan acceso a los negocios 
públicos a mayor número de ciudadanos. 

>El progreso nos lleva a no dejar a ninguno fue- 
ra del movimiento general de la política. Si conti- 
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núa prevaleciendo la moral política, la sociedad 
corre el riesgo de que haya más bribones políticos 
irresponsables que hombres de bien particulares.» 

Nuestro ilustre Balmes (1) decía lo mismo, en 
estos elocuentes términos: ^Un corazón que natural- 
mente se complace en superar obstáculos y arros- 
trar riesgos, se siente más osado y resuelto cuando 
se halla animado por el grito de la conciencia. El 
ceder es debilidad; el volver atrás, cobardía; el fal- 
tar al deber es mostrar miedo, es someterse a la 
afrenta. El hombre de intención recta y corazón 
puro, pero pusilánime, mirará las cosas con ojos 
muy diferentes: «Hay - dice — un deber que cum- 
plir, es verdad; pero trae consigo la muerte de 
quien lo cumple y la orfandad de la familia. El mal 
se hará también de la misma manera, y quizás, qui- 
zás los desastres serán mayores. Es necesario dar 
al tiempo lo que es suyo: la entereza no ha de con- 
vertirse en terquedad; los deberes no han de con- 
siderarse en absoluto; es preciso atender a todas 
las circunstancias, y las virtudes dejan de serlo si 
no andan regidas por la prudencia.» El buen hom- 
bre ha encontrado, por fin, ló que buscaba: un par- 
lamentario entre el bien y el mal; el miedo, con su 
propio traje, no servía para el caso, pero ya se ha 
vestido de prudencia; la transacción no se hará 
esperar mucho.» 

De aquí un género de inconsecuencia más fre- 


(1) El Criterio, cap. VII. 
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cuente y más censurable que el que de ordinario 
se anatematiza, porque la primera consecuencia a 
que está obligado el político es a aquella que con- 
siste en la ecuación entre sus ideas y sus actos, 
entre su conciencia y su vida. Por lo general, sólo 
se estima esta virtud en la relación del pasado con 
el presente del individuo; y aun cuando en tal caso 
puede suceder, y sucede, que no haya armonía entre 
lo que se piensa y lo que se dice, siendo debido el 
cambio de actitud a móviles interesados y egoís- 
tas, también cabe que sea efecto de una rectifica- 
ción sincera en los principios que se profesaban, y 
entonces claro es que esto es lo primero, porque la 
consecuencia entre lo que se siente y lo que se 
practica es antes que la que media entre el pasado 
y el presente. Hay entre una y otra la notable dife- 
rencia de que esta última se pone de manifiesto en 
cuanto se revela en hechos exteriores, mientras que 
de la primera, las más veces sólo el individuo mis- 
mo es juez, en cuanto puede, cerrando su interior a 
los demás, ocultar el desacuerdo entre lo que pien- 
sa y lo que dice. De aquí la posibilidad de sus- 
traerse a la sanción social, lo cual facilita la per- 
sistencia del mal y la formación de un hábito que 
tiene por compañeras la hipocresía y la falsedad y, 
por consecuencia, el aumento sucesivo de hombres 
sin principios. 

Cuando la inmoralidad política se agrava y se 
arraiga, no es maravilla que muchas gentes reduz- 
can su programa de gobierno a pedir que se des- 
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tierre aquélla de las esferas del poder y que los 
encargados de la gestión de los negocios públicos 
sean honrados, y nada más. Bien se nos alcanza 
que, no pocas veces, estas pretensiones son fruto de 
la inocencia de aquellos que creen que un hombre 
de Estado rige a su pueblo como un buen padre 
de familia gobierna su casa, y claro es que si, hon- 
radamente, se puede sostener la república o la mo- 
narquía, el sufragio universal o el restringido, la 
libertad de comercio o la protección, es absurdo 
suponer que con restaurar el imperio de la mora- 
lidad todo está hecho. Pero siempre es un mal sín- 
toma que los individuos aislados o los partidos es- 
tampen en sus programas o incluyan en el número 
de sus aspiraciones lo que debía ser para todo el 
mundo un supuesto necesario e indiscutible, porque 
el hacerlo implica en cierto modo la afirmación y el 
reconocimiento de que la enfermedad se ha hecho 
endémica, y aun puede suceder que el mal sea tan 
grave, que muchos propongan el atender exclusi- 
vamente a su remedio como único programa de 
gobierno, no porque crean que sólo es eso lo que 
hay que hacer, sino porque lo estimen como lo pri- 
mero, lo más urgente y de bastante importancia, 
para que por algún tiempo deban dirigirse todos 
los esfuerzos a la curación del mismo. 

Porque, al contrario de lo que piensa la genera- 
lidad de las gentes, la corrupción política es más 
perjudicial que la privada, desde los dos puntos de 
vista en que cabe considerar el bien moral, esto es, 
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del móvil que induce a obrar y de lo que se lleva 
a cabo. En el primero de estos respectos, como, en 
suma, el político que incurre en los vicios notados, 
lo que hace es sacrificar el interés social y el de la 
justicia al suyo personal, dicho se está que resulta 
el egoísmo más desenfrenado que cabe considerar, 
y el cual debía inspirar más repugnancia que el 
que consiste en sacrificar al propio bien el interés 
de un individuo o de una familia. Y en el segundo, 
como la esfera de acción en que el mal se produce 
es infinitamente más extensa cuando se realiza en 
el orden social que cuando en el particular, por 
fuerza sus consecuencias han de ser más trascen- 
dentales y causar mayores daños. Y, finalmente, si 
el mal ejemplo es un dato que tanto debe tenerse 
en cuenta en estas materias, ¿qué duda cabe de 
que sus efectos han de ser cien veces más perni- 
ciosos cuando se da desde las alturas del poder, 
en estos tiempos en que todo el mundo tiene pues- 
tos allí los ojos? \ 

Una de las consecuencias deplorables de la in- 
moralidad política, es el falso concepto que muchas 
gentes se forman de la tolerancia y del orden pú- 
blicOy según procuraremos demostrar en los capítu 
los que siguen. 



CAPITULO XI 


SOBRA Y FALTA DE TOLERANCIA 


Importancia del principio de la tolerancia. — Cómo unas veces ésta 
sobra y otras falta. — Confusión de la tolerancia con la indiferen- 
cia. — Esfera propia de la tolerancia. — Consecuencias del exce- 
so y de la falta de ella, especialmente en las relaciones entre los 
partidos, y, por consiguiente, en la práctica del régimen parlamen- 
tario. 


Pocos conceptos han jugado, en los tiempos 
modernos, papel tan importante como el de la tole- 
rancia. Principio fundamentalmente bueno, según 
unos, necesidad que se impone, según otros, es 
hoy, para los más, una nota característica de la 
época actual, en términos de que los pocos que 
aún lo contradicen están muy lejos de sostener la 
intolerancia, que era, a su vez, el rasgo distintivo 
del antiguo régimen. 

Pero es un fenómeno digno de estudio la co- 
existencia, en algunos países, de un exceso de to- 
lerancia en lo que no debía haberla y de una falta 
de la misma en la esfera en que debía reinar en 
absoluto. Porque la que la razón exige e impone 
recae sobre las ideas, sin excepción, y sobre los 
actos que no son inmorales; pero de ningún modo 



puede alcanzar a ninguno de los que la conciencia 
recta condena, estén o no castigados en el Código 
penal. Por esto, la manga ancha con que se juzgan 
los extravíos de los políticos, la facilidad con que 
se absuelven sus faltas más graves, la lenidad con 
que se censuran las arbitrariedades del poder y las 
ilegalidades de los funcionarios públicos, no tienen 
nada, absolutamente nada, que ver con la toleran- 
cia, con esta virtud de los tiempos modernos. 
Antes por el contrario, todo eso contribuye a que 
se forme de ella un concepto equivocado, por 
virtud del cual los unos van a parar a un escepti- 
cismo desconsolador, y los otros se afirman en su 
idea de que aquélla no es otra cosa que la in- 
diferencia. 

Sucede lo primero porque esa pasividad ante 
los actos censurables de los políticos parece im- 
plicar qüe la pureza, la sinceridad, la honradez y 
hasta la formalidad, son virtudes que no rezan con 
aquéllos, y de aquí el divorcio entre la moralidad 
privada y la pública, cuyas lamentables consecuen- 
cias hemos procurado exponer en el capítulo pre- 
cedente; y sucede lo segundo porque, desgraciada- 
mente, los afectos más o menos al antiguo régimen 
han creído que si nuestro siglo pedía tolerancia 
para todo, era porque no creía en nada. 

Esta confusión de la tolerancia con la indiferen- 
cia procede, en primer término, de la aplicación de 
aquélla a la esfera religiosa, puesto que, hoy, toda- 
vía los enemigos de la libertad de conciencia y de 
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cultos se empeñan en hacer creer que sus mante- 
nedores parten del falso supuesto de que todas las 
religiones son iguales, fundando en este concepto 
escéptico aquella conquista de la civilización mo- 
derna, iniciada por la paz de Westfalia y definiti- 
vamente consagrada en nuestros días. Sin embar- 
go, nada más inexacto. El error nace de confundir 
la diversidad de cultos, que es un hecho social, con 
la libertad de cultos, que es un principio de dere- 
cho. Prueba de que son dos cosas perfectamente 
distintas es la posibilidad de que exista la una sin 
la otra. Así, hoy, la libertad de conciencia está re- 
conocida en todo el territorio de la Suecia y, aun- 
que con restricciones, en todo el de España, y, sin 
embargo, quizás hay alguna provincia en la prime- 
ra cuyos habitantes todos son protestantes, y algu- 
na provincia en la segunda cuyos habitantes todos 
son católicos. Por el contrario, cuando no había 
libertad de cultos ni en Suecia ni en España, ¿quién 
se atrevería a sostener que todos los suecos eran 
protestantes y todos los españoles católicos? Re- 
sulta, pues, que en el primer caso se da la libertad 
sin la diversidad, y en el segundo, la diversidad sin 
la libertad. Aquélla no hay quien la considere como 
un bien, pues es evidente que cada cual querría que 
todos los hombres fueran lo que él es: si cristiano, 
cristianos; si mahometano, mahometanos; si ateo, 
ateos. Pero no puede, o no debe, aspirar a ver rea- 
lizado su propósito sino por buenos medios y en 
forma justa, esto es, fiándolo todo al convencí- 



miento y a la persuasión, porque, lejos de tener de- 
recho a que los demás crean lo que él cree y poder 
impetrar la intervención del Estado a este fin, tiene 
el deber de respetar el que a todos asiste de regir 
su actividad en esta importante esfera de la vida, y 
de aquí la libertad de conciencia, que es la más sa- 
grada de todas las libertades. Por esto, el que la 
proclama no parte del supuesto, que sería absurdo, 
de considerar que todas las religiones son iguales^ 
al modo que quien afirma la libertad del propietario 
para disponer de sus bienes en vida y mortis causa 
no dice, por eso, que todo cuanto aquel haga al 
ejercitar este derecho es indiferente e igualmente 
bueno. 

No sólo la tolerancia es cosa total y radicalmen- 
te distinta de la indiferencia, sino que, como de- 
cíamos en otro lugar no ha mucho, hasta cabe afir- 
mar que, para comprenderla y practicarla a dere- 
chas, es preciso sentir vivamente su justicia, porque, 
sin esto, lo más a que se puede llegar es a aquella 
tolerancia pasiva, que se acepta como un mal nece- 
sario, como una imposición de los tiempos, como 
una cosa exigible hoy ya a toda persona mediana- 
mente culta, pero no a aquella otra activa, viva, 
otorgada, no por gracia, sino por obligación, y 
cuya práctica deja en la conciencia, en vez de la 
pena que produce la sumisión a algo imperfecto 
que se impone, la satisfacción que engendra el cum- 
plimiento de un deber sagrado. 

Pero cuando se toma la tolerancia como una 



Í96 


mezcla de perdón y de generosidad que se dispen- 
sa al pecador, al hombre malo, ¿puede parecer ex- 
traño que ciertas gentes crean que uno ha de ser 
tolerante con el político prevaricador, por las mis- 
mas razones que lo es con el hereje o con el so- 
cialista o con el republicano? 

De aquí el extraño fenómeno notado al comien- 
zo de este capítulo; porque sucede que los unos, 
creyendo que la tolerancia implica cierta transac- 
ción con el mal, la otorgan a los políticos inmora- 
les, y los otros, no acertando a discernir, en la obra 
de éstos, lo que, bueno o malo, conveniente o in- 
conveniente, es, sin embargo, recto y honrado de 
lo que no lo es, extienden a lo uno la intolerancia 
y la intransigencia que cuadran .tan sólo a lo otro, 
pecando así los primeros por exceso y los segun- 
dos por defecto. 

La línea de separación entre la esfera en que la 
tolerancia es exigióle y aquella otra en que es, por 
el contrario, censurable, puede trazarse fácilmente. 
La tolerancia es debida respecto de todo lo que el 
hombre puede decir y hacer honradamente, de todo 
lo que no es inmoral, de todo lo que se puede sos- 
tener con la frente alta y a la faz de la sociedad. 
La tolerancia es improcedente, es una debilidad, 
por lo menos, cuando se otorga a aquellos actos 
cuyos móviles se encubren y ocultan en el silencio, 
o se presentan velados y desfigurados ante el pú- 
blico, y eso contando con la perturbación moral 
de una parte del mismo, 
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Y sin embargo, con frecuencia, personas que en- 
cuentran fácilmente motivos para reclamar tole- 
rancia respecto del joven que comete todo género 
de indignidades para alcanzar la posición con que 
sueña, o del hombre de Estado que hace lo propio 
para conservar la ya adquirida, o del gobernante 
que conculca las leyes, tuerce la justicia y desqui- 
cia la administración para sostenerse en el poder, 
piden al mismo tiempo mordazas para el librepen- 
sador que discute los dogmas de esta o de aquella 
religión, pana el socialista que se atreve a poner en 
duda las excelencias de la actual organización de 
la propiedad, o para el republicano que osa criticar 
los derechos indiscutibles de la monarquía legítima 
y patrimonial; se sublevan ante la idea de que sea 
lícito a los partidos radicales moverse libremente 
dentro de la legalidad para conseguir el logro de 
sus aspiraciones, y repugnan admitir la , convenien- 
cia y la justicia de que se deje expedito el camino 
a los de oposición, aun cuando sean gubernamen- 
tales, para que a alguno de ellos le sea dado susti ' 
tuir en el poder al que le ocupa. 

De aquí la lamentable confusión que se produce, 
porque, de un lado, la tolerancia con lo que no la 
merece enerva la sanción social en la esfera de la 
moralidad pública, en donde es tan necesaria su 
acción enérgica, y de otro la falta de ella allí donde 
es tan exigida, determina entre los individuos, en- 
tre los partidos y entre los Gobiernos y las oposi- 
ciones una intransigencia y una lucha insana, que 
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hacen imposible la marcha ordenada de la gober- 
nación del Estado y la práctica sincera del régimen 
parlamentario. 

Cuando alguien reclama esta tolerancia en favor 
de los adversarios, no a quien sus convicciones lle- 
van a ser intolerante, sino a uno de esos que, por 
temperamento, carácter o falta de educación políti- 
ca, lo son, contradiciendo ios mismos principios que 
profesan, siempre se escuda éste, para negar lo que 
se le pide, con los actos de aquellos que revelan, 
no una idea equivocada o errónea, sino mala fe o 
inmoralidad, consistiendo, por tanto, el trabajo de 
quien procura persuadirle en discernir esa parte 
de la obra de los contrarios; que debe perseguirse 
sin misericordia, de aquella otra que merece censu- 
ra y crítica, pero al propio tiempo respeto y con- 
sideración. 

Ahora bien: este deslinde se hace difícil desde el 
momento en que un partido encubre los extravíos 
de sus hombres, o, cuando menos, se hace cómpli- 
ce de ellos con el silencio, pues parece obra colec- 
tiva la que realmente es individual. Porque, así 
como se dice de las personas sociales, morales o 
jurídicas, según se las suele llamar, que no pueden 
incurrir en responsabilidad criminal, por la sencilla 
razón de que, habiéndose constituido para la reali- 
zación de un fin lícito, desde el momento en que se 
salen de él y, por tanto, de su estatuto, no son ellas, 
sino los individuos, los que cometen el delito, una 
cosa análoga podía afirmarse de los partidos, en 
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cuanto es su objeto el planteamiento de estos o de 
aquellos principios, y no el cometer ilegalidades y 
entronizar la arbitrariedad. Pero para esto es pre- 
ciso que excluyan de su seno— o, por lo menos, rele- 
guen a la oscuridad— a aquellos de sus adeptos que 
en los puestos oficiales olvidan sus deberes más 
elementales; porque si, en vez de hacer esto, los 
sostienen, estiman sus malas mañas como un méri- 
to, se aprovechan de sus habilidades y dejan que 
sean como la genuina encarnación y representa- 
ción del partido, ¿qué extraño es entonces que los 
contrarios, y el país mismo, se olviden de lo que 
pueda haber de puro y de sano en las aspiraciones 
de esa agrupación, y no viendo más que lo vicioso 
e inmoral que cobija bajo su manto, tengan para 
ella la intolerancia que para lo inmoral y para lo 
vicioso deben tener siempre los ciudadanos y los 
pueblos? 

Pero lo grave del caso es que no resulta de aquí 
perjuicio tan sólo para el partido que por ese mo- 
tivo es mal mirado, sino que, como difícilmente hay 
uno que deje de mancharse con esas impurezas, la 
intransigencia y la intolerancia se hacen universa- 
les y endémicas; y así, la lucha que debía soste- 
nerse manteniendo cada cual sus principios, pero 
respetando las buenas intenciones de los contra- 
rios y reconociendo su derecho a gobernar el país 
cuando éste se ponga de su parte, se convierte en 
una guerra de odios y sin cuartel, en que la discu- 
sión sobre las ideas y la conveniencia de las dis- 
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tintas soluciones es sustituida por las invectivas, 
las injurias y las personalidades que se lanzan mu- 
tuamente, resultando a la postre manchados todos 
de lodo. 

Y de tal suerte llega, a veces, a ser esto cosa ha- 
bitual y corriente, que los partidos, como si necesi- 
taran de tal estimulante para emprender con ardor 
una campaña, dan realce a los pecados de los con- 
trarios y dejan en segundo término sus errores, es- 
perando, sin duda, que de este modo, así los adeptos 
como el elemento neutro o pasivo, se conmoverán 
con más facilidad y más hondamente ante las con- 
secuencias de los primeros que ante las de los se- 
gundos; y, además, porque comprenden que es este 
un medio eficaz de suplir la falta de calor para 
luchar por los principios con la ira que despiertan 
los abusos y los desafueros del poder, sobre todo 
en los que son víctimas de ellos. Por esto, seme- 
jante género de guerra es más frecuente entre los 
partidos que están en situación de obtener la go- 
bernación del Estado, pues aparte de los extremos 
a que conduce el ansia de mandar, las ilegalidades 
del vencedor se encaminan, en primer término, a 
desarmar, humillar y mortificar al vencido, ya para 
vengarse de los daños que de él ha recibido,, ya 
para dificultar su vuelta al poder. 

Luego sucede a veces que como, por virtud de la 
relajación del sentido moral, de la lenidad con que 
se censura la inmoralidad política y de la facilidad 
con que se transige con ella, faltas y abusos que 
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debían ser lo bastante para despertar interés y mo- 
ver a losjpartidos, son poca cosa para paladares 
estragados, se necesitan al efecto otros más graves, 
y cuando no los hay, o se inventan, o se abultan 
los existentes; y así, con frecuencia, las gentes im- 
parciales y desinteresadas contemplan absortas esos 
pugilatos, en los que, de un lado, se sostiene que 
todo lo que hace o ha hecho un partido es puro y 
sin mancha, excelente, óptimo, y de otro, que todo 
ello es criminal y pésimo. Los unos amparan y ha- 
cen suyos hasta los desmanes de los caciques de 
menor cuantía, declaran a sus hombres exentos de 
toda responsabilidad en las irregularidades come- 
tidas cuando ellos mandaron, y concluyen por re- 
clamar el primer puesto desde el punto de vista de 
la pureza en materia de principios y de procedi- 
mientos. Los otros presentan a sus. adversarios de 
modo y manera que, más que partido de ciudada- 
nos, parecen partida de malhechores, sobre cuyas 
cabezas pesan tantos crímenes que todas las aguas 
del Jordán serían insuficientes para purificarlos. Y 
entretanto, las personas desapasionadas se pre- 
guntan: ¿Son aquéllos unos bandidos o son éstos 
unos calumniadores? Cualquiera que sea la res- 
puesta, siempre resultará una bien triste y lamenta- 
ble para el país en que tales cosas sucedan. 

Parece que,*en una sociedad bien organizada, los 
políticos perversos no debían hallar amparo ni pro- 
tección en ningún partido, y que los dignos y hon- 
rados, cualesquiera que fuesen sus ideas, debían 
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merecer respeto y consideración a todos. Y, sin em- 
bargo, sucede a veces lo contrario. Es curioso el 
contraste que forma la benevolencia con que se 
juzga al amigo, con la injusticia o, por lo menos, 
severidad con que se aprecia la conducta del ad- 
versario. Para el primero hay siempre motivos de 
excusa, circunstancias atenuantes; y si sus extra- 
víos son tan manifiestos que sea imposible negar- 
los, se llega, creyendo dar con ello una prueba ex- 
traordinaria de rectitud, a desaprobarlos en el seno 
de la confianza, pero en modo alguno en letras de 
molde o en un discurso parlamentario. Si se trata 
del segundo, hay que escudriñar hasta sus actos 
más indiferentes, atribuir a móviles ocultos y torci- 
dos los que puedan parecer buenos, hacerle solida- 
rio y responsable de todas las faltas de sus correli- 
gionarios, e impedir que adquiera fama de hombre 
respetable entre los enemigos, porque esta es una 
justicia que se le otorgará el día en que se muera. 
¡Cuántas veces hemos oído a algunos censurar, con 
frase viva y enérgica y hasta con indignación, a 
un adversario, y a seguida estrechar con efusión la 
mano de un amigo político cien veces más inmoral 
que aquél! Y sería difícil decir cuál de estos dos 
males, la intolerancia con los buenos y la tolerancia 
con los malos, es el más grave, porque si desde el 
punto de vista de la moral lo es éste, desde el de la 
política quizás es el otro de más trascendencia; 
como que con él es imposible la práctica sincera 
del régimen parlamentario. 
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Memos dicho con repetición que, consistiendo 
éste en hacer que el país se gobierne a sí propio, 
se impone la necesidad de los partidos, en cuanto 
son éstos los órganos de las distintas aspiraciones 
que se agitan en el seno de las sociedades, de 
donde se sigue que todos tienen derecho a la exis- 
tencia y a influir en la gobernación del Estado y, 
además, derecho al honor, lo cual implica el reco- 
nocimiento de la buena fe con que proceden, base 
de la tolerancia que en justicia se les debe. Ahora 
bien: cuando ésta no se otorga, cuando los parti- 
dos se niegan reciprocamente el agua y el fuego, 
cuando los Gobiernos persiguen a las oposiciones 
sin reparar en los medios y las oposiciones acusan 
a los Gobiernos sin parar mientes en la verdad ni 
en la justicia de los ataques, cuando los ciudada- 
nos se dejan dominar de tal suerte por la preocu- 
pación, que no hay defecto que no atribuyan al 
adversario, ni virtud con que dejen de adornar al 
amigo, entonces vienen todos a negar, en su esen 
cia, la base del régimen parlamentario, porque olvi- 
dan que individuos, partidos y colectividades valen, 
en la esfera política, en cuanto son elementos in- 
tegrantes del Estado y llevan su representación; 
por donde la intolerancia es, en realidad de verdad, 
un ataque a la soberanía del todo social. 



CAPÍTULO XII 


EL ORDEN PÚBLICO 


Necesidad de la tranquilidad en el seno de las sociedades. — Prejui- 
cios a propósito del orden público; distintos respectos en que éste 
puede ser perturbado.— El orden material y el orden legal; altera- 
ción de éste por los poderes oficiales y sus consecuencias. - Dos 
clases de enemigos del orden público. — El orden de derecho; su 
relación con el orden legal y con el material. — Influjo de la vicio- 
sa práctica del régimen parlamentario en el orden público. 


Es la tranquilidad condición tan necesaria para 
la vida de los pueblos, que nada de extraño tiene 
que Hobbes, Herbat y otros, no acertando a expli- 
carse la existencia de las sociedades como un 
hecho natural, hayan atribuido el origen y motivo 
del Estado al ansia de la paz sentida en medio de 
una guerra continua e interminable. De igual modo 
se comprende bien que los individuos y las colec- 
tividades consideren el mantenimiento del orden 
público como algo cuya conveniencia es indiscuti- 
ble, y en cuyo servicio deben hacer los ciudadanos 
toda clase de sacrificios y los Gobiernos todo gé- 
nero de esfuerzos. 

Pero ha sucedido en el concepto de orden pú- 
blico lo mismo que con otros no menos claros y 
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evidentes; es, a saber, que por virtud de una serie 
de prejuicios que han sabido utilizar el interés, el 
miedo y el egoísmo, ha llegado a corromperse y 
mutilarse, hasta el punto de ver tan sólo en él una 
parte, la que se refiere a lo más exterior y tangible. 
Así, por lo general, se atiende exclusivamente al 
orden que significa paz y tranquilidad, obediencia 
y disciplina, y se olvida aquel otro que significa ley, 
regla, relación debida, disposición de las cosas 
según la cual cada una está en su sitio y lugar; de 
donde resulta, con relación a la vida jurídica y po- 
lítica de los pueblos, el olvido de una cosa muy 
importante, cual es la de que el orden material es 
expresión del orden legal, y que de éste es funda- 
mento, y, por tanto, también de aquél, el orden de 
derecho. 

Desde el momento en que una sociedad dicta las 
leyes que han de ser reglas de su vida, claro es que 
sólo mediante el no interrumpido imperio de las 
mismas es posible la existencia ordenada y racio- 
nal de aquélla; y por eso, tan pronto como alguien 
las vulnera, produciendo un desorden, el Estado 
pone fin al mismo restableciendo el derecho. Pero 
éste puede ser perturbado de distintos modos, y 
de aquí la diversidad de formas que revisten las 
transgresiones del orden. Hay unas que son ruido- 
sas, por ir acompañadas de la fuerza, y otras que 
se llevan a cabo a la callada y en silencio; unas 
que son individuales, y otras que son colectivas; 
unas que son obra de los particulares, y otras que 
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lo son de las autoridades, de los funcionarios pú- 
blicos, del poder mismo. Y, sin embargo, por una 
singular aberración, hay partidos y clases sociales 
que se alarman ante los estragos de una partida de 
revolucionarios, y se avienen y transigen fácilmente 
con las más graves que pacíficamente causa un 
ejército de vividores de cierto género; que piden 
castigo y represión a voz en cuello para los ciuda- 
danos que conculcan las leyes, y a la vez llegan 
hasta a celebrar la violación sistemática de éstas 
por los poderes públicos; en una palabra, que se 
satisfacen con el orden material, y les importa 
poco o nada el orden legal. 

Así, cuando se trata de los funcionarios públi- 
cos, fuera de los delitos comunes que cometan, 
como el cohecho, la malversación de caudales, etc., 
no se estima que puedan ser ellos fautores del 
desorden. Que ministros, gobernadores y alcaldes 
falseen las elecciones; que el poder ejecutivo usurpe 
facultades del legislativo o del judicial; que llegue 
a considerarse como un apotegrna que «las leyes y 
los reglamentos no se entienden con los amigos>; 
que el jefe del Estado acate la legalidad en apa- 
riencia y la infrinja en realidad..., nada de esto es 
desorden, y ni siquiera cabe sospecharlo, si por 
acaso manda a la sazón un partido que tenga siem- 
pre el orden en los labios. 

Y, sin embargo, cuando el poder, cuya misión 
consiste precisamente en mantener el imperio de 
la ley, es quien la viola, resulta una cosa muy re- 



pugnante, como que es una mezcla de abus» de 
confianza y de deslealtad respecto de los ciudada- 
nos y de la comunidad toda, y resulta además un 
gravísimo conflicto, una situación extraordinaria- 
mente anormal, puesto que el derecho es perturba- 
do por quien debía sostenerlo y ampararlo. Cuando 
la transgresión procede de uno o de muchos indi- 
viduos, la autoridad restablece con facilidad el im- 
perio del derecho; cuando éste es infringido por 
uno o varios funcionarios públicos, los tribunales 
pueden imponer a los delincuentes la pena a que se 
han hecho acreedores, y hasta cuando uno de los 
poderes del Estado se sale de la legalidad, cabe 
que los demás dispongan de medios para obligarle 
a volver a ella. Pero ¿qué hacer cuando son todos 
los poderes los que infringen las leyes, no quedan- 
do, por tanto, recurso alguno ordinario para impe- 
dirlo? Siendo el mantenimiento de aquéllas una 
condición esencial de vida para las sociedades, no 
tienen éstas, cuanjdo ese caso llega, otro remedio 
que restablecer y reparar por sí mismas el derecho 
violado, ya que los poderes oficiales, contradicien- 
do su propio fin, son los que lo perturban. De aquí 
una de las causas que legitiman las revoluciones, 
las cuales, en tales circunstancias, revisten un ca- 
rácter verdaderamente penal. 

Resultan así dos preocupaciones en esta materia: 
una, que consiste en reducir y limitar el orden pú- 
blico a la paz, a la tranquilidad, al sosiego material; 
otra, consecuencia llana de la anterior, en suponer 
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que el desorden procede siempre de los ciudada- 
nos y nunca de los Gobiernos. El primero de estos 
prejuicios conduce, por de pronto, a esa especie de 
culto que se rinde al orden material, el cual se es- 
tima necesario y lícito sacrificarlo todo, invocando 
el salas popali suprema lex, de donde.resulta luego, 
como consecuencia, que el poder está dispensado 
de atenerse a formas jurídicas, así como de sujetar- 
se a ley alguna cuando se trata de restablecer el 
derecho de esa suerte perturbado. A su vez, quizás 
por lo mismo que la atención se fija casi exclusiva- 
mente en ese aspecto parcial del orden público y se 
preocupa con él, forman extraño contraste la im- 
portancia desmedida que se da a los trastornos de 
la paz material y la pasiva indiferencia con que se 
miran y contemplan las leyes infringidas, eludidas, 
falseadas, conculcadas por los ciudadanos o por 
los Gobiernos, como si esto no constituyera el más 
grave de los desórdenes. 

Véase si no el concepto que a determinados in- 
dividuos, y aun clases sociales enteras, merece el 
político que, por instinto, por hábito o por instiga- 
ciones de su conciencia, conspira para derribar al 
Gobierno, y aquel otro que se agita y se afana para 
hacer carrera y dinero sin parar en los medios; es- 
camotea votos; elude el pago de los impuestos, 
echando la carga sobre el vecino; persigue al ene- 
migo con encarnizamiento y colma de favores al 
amigo a costa de la comunidad; hace que la Ley 
se ensanche o se estreche, según los casos, o la 
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elude y la infringe cuando le conviene. El primero 
es, a sus ojos, un enemigo manifiesto de la sociedad, 
un criminal que inspira hasta repugnancia. El se- 
gundo es un ciudadano que sabe abrirse camino 
en la vida, un hombre de mundo que toma éste tal 
cual lo encuentra, y se aprovecha justamente de las 
circustancia; pero ¿cómo sospechar siquiera que 
él sea causa de desorden alguno, sobre todo si por 
acaso está afiliado al partido del orden? Y, sin em- 
bargo, no sería difícil, siguiendo paso a paso las 
consecuencias de la conducta de ambos, mostrar 
cuánto más graves son en el segundo caso que en 
el primero. Por de pronto, el extravío del conspi- 
rador es tan manifiesto y tan público, cuando real- 
mente es injustificada su actitud, que el remedio no 
se puede hacer esperar, mientras que las malas ar- 
tes del político vividor se desenvuelven en el silen- 
cio y el misterio, las transgresiones legales de que 
se aprovecha se suceden unas a otras, porque im- 
pide hábilmente que queden huellas de las mismas, 
y resulta de todo un éxito final que estimula el ape- 
tito de los pocos escrupulosos, al ver no sólo que 
por ese camino no se corre el riesgo de tropezar 
con una compañía de soldados o con el Código 
penal, sino que la sanción social, en vez de salirle 
al encuentro, le abre los brazos o permanece indi- 
ferente y muda. Luego, en el país más indisciplina- 
do y levantisco del mundo, las alteraciones mate- 
riales de orden público tienen que ser, por fuerza, 
excepcionales y pasajeras, mientras que el desor- 

u 
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den producido por las ilegalidades pacíficas y silen- 
ciosas puede llegar a generalizarse y hasta a hacer- 
se endémico, torciendo y atrofiando el sentido 
jurídico de la sociedad. 

Y en cuanto a la otra preocupación, que consiste 
en no considerar que los funcionarios y las autori- 
dades pueden perturbar el orden público, baste ob- 
servar que esto sólo se estima que tiene lugar en 
el caso de que aquéllos conspiren, haciendo trai- 
ción al Gobierno para derribarlo por la fuerza. Aho- 
ra bien: los que tuercen, eluden y falsean las leyes, 
¿no hacen una manifiesta traición a la sociedad de 
la que han recibido el encargo de mantener el im- 
perio de las mismas? ¿No reconocen y declaran la 
exactitud de esta afirmación aquellos que, por 
ejemplo, hablan a toda hora, para lamentarlo, del 
desorden administrativo? 

Podemos, por tanto, dejar sentado que el man- 
tenimiento de la paz es tan sólo una parte del or- 
den público; que éste, lo mismo resulta alterado 
cuando se perturba por la fuerza que cuando por 
la astucia; y, finalmente, que la primera condición 
para que en un país haya paz estable y duradera 
es que los funcionarios encargados de hacer efec- 
tivo el imperio de la ley, sean escrupulosos cumpli- 
dores de ésta, y no sus conculcadores. Y como re- 
sulta de cuanto queda dicho en los capítulos prece- 
dentes que una de las deplorables consecuencias 
que produce la torcida y viciosa práctica del régi- 
men parlamentario es el sistemático falseamiento 



de las leyes, el entronizamiento de la arbitrariedad^ 
claro y evidente es que todo ello implica un des- 
orden^ el cual, aun cuando pacífico, no deja de ser 
por eso menos grave y trascendental que los rui- 
dosos y tumultuarios, únicos que, al parecer, pre 
ocupan a los partidos reaccionarios y a las clases 
llamadas conservadoras. 

Mas para que reine el orden en un pueblo no 
basta que haya paz y que la ley sea respetada, esto 
es, que sean una verdad el orden material y el or- 
den legal, es preciso además que este último sea 
manifestación de la justicia, expresión del orden 
de derecho. Por eso no lo hay en realidad de ver- 
dad, por ejemplo, allí donde está consagrada la es- 
clavitud, ni en un país que ha perdido su indepen- 
dencia y está sometido al extranjero. Y, por eso, 
toda la historia jurídica y política de la humanidad 
no es otra cosa que una luch^ tenaz y porfiada sos- 
tenida con este lema: pro jure contra legem. 

En efecto: el hombre no crea arbitrariamente las 
reglas que han de presidir a la vida jurídica y po- 
lítica de las sociedades, y cuyo conjunto forma el 
orden legal, sino que las estatuye y declara, por 
estimar que corresponden a lo que en razón y en 
principio debe de ser. De otro modo, no habría 
nunca criterio para juzgar las establecidas, ni ideal 
para proyectar otras nuevas. Por esto, como esas 
leyes pueden ser imperfectas, esto es, injustas, en 
cuanto no conforman con ese orden ideal de dere- 
cho, ya porque se incurrió en error al dictarlas, ya 
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porque las circunstancias hayan cambiado y de- 
manden otras adecuadas al caso, la incesante re- 
forma de las mismas es una exigencia que se impo- 
ne a la naturaleza finita y perfectible del hombre y 
de la sociedad. Mientras la modificación del dere- 
cho positivo por el derecho racional, del orden 
legal por el orden de derecho^ es posible y hay me- 
dio de llevarla a cabo, el mantenimiento del primero 
implica que está informado en el sentido del segun- 
do. Pero, por el contrario, donde eso no sucede, es 
imposible discernir si el derecho positivo subsiste 
por su virtud intrínseca o sólo por ministerio de la 
fuerza. De modo que, si es condición precisa del 
orden legal que sea expresión del orden de derecho, 
claro es que, así cuando se prohíbe la propaganda 
de los principios que constituyen el segundo, como 
cuando se declaran indiscutibles e irreformables 
los que informan el primero, se hace imposible esa 
relación esencial entre uno y otro, y se determina 
un desorden'' y positivo, en cuanto queda es- 
torbada la sucesiva realización de la justicia en la 
medida que ésta se va revelando y encarnando en 
la conciencia social. ¿Cabe desorden más repug- 
nante que el que ha tenido lugar, no ya en tiempos 
remotos, sino en nuestros mismos días, en ciertos 
países donde ha sido lícito defender la esclavitud y 
un delito el atacarla? 

Pues bien: entre estas tres esferas del orden pü- 
6//CO— el material, el legal y el de derecho— hay tan 
estrecha relación, que donde el último es tenido 
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en cuenta y el segundo es respetado, el primero 
se mantiene fácilmente y es duradero y estable; 
mientras que, por el contrario, donde eso no suce- 
de, la sociedad vive en una constante anarquía, 
mansa o encrespada, y se encuentra como fuera de 
su asiento, fuera de su centro de gravedad. ¿Cómo 
es posible pedir a los hombres que acaten las leyes 
y vivan en paz a su sombra, lo mismo cuando en 
ellas se consagra su libertad que cuando por vir- 
tud de ellas son esclavos? ¿Cómo es dado exigir 
de todos el mantenimiento de la paz en nombre de 
la- ley, lo mismo cuando las autoridades son fieles 
custodios de ésta, que cuando son los primeros a 
menospreciarla y vilipendiarla? ¿Cómo, finalmente, 
esperar de los individuos y de la comunidad el 
mismo respeto para la legalidad, la misma buena 
voluntad para vivir conforme al derecho positivo 
cuando éste es justo que cuando es injusto o 
acaso inicuo? 

Tan cierto es esto, que allí donde la relación 
entre esas tres esferas del orden se mantiene en la 
forma que la razón pide, las revoluciones son casi 
imposibles, y si por acaso hay alguien que intenta 
turbar la paz pública, la sanción social le condena 
como verdadero delincuente y no como hombre 
extraviado. Por el contrario, donde se cierra la 
puerta a la sucesiva encarnación de los nuevos 
principios en las leyes y donde éstas caen en un 
manifiesto desprestigio, porque los ciudadanos y 
los poderes públicos, en vez de rendirles escrupu- 
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loso acatamiento, las eluden o las violan y falsean, 
resulta, de un lado, que los patrocinadores de las 
ideas amordazadas y perseguidas piensan y sue- 
ñan constantemente con la remoción del obstáculo 
material que se opone al triunfo de aquéllas, y de 
otro, que el entronizamiento de la ilegalidad y el 
ejemplo de la arbitrariedad en las alturas, no sola- 
mente engendran lá indisciplina en la sociedad y 
despiertan el instinto revolucionario en los mejor 
dispuestos a darle alientos, sino que, al cabo, deter- 
minan una verdadera revolución en condiciones de 
perfecta legitimidad. Porque la experiencia enseña 
que esos grandes y provechosos movimientos esta- 
llan cuando, a causa de la guerra que se hace a las 
ideas progresivas y del menosprecio de las leyes, 
del cual son consecuencias naturales la inmoralidad 
en la esfera de los poderes oficiales y la injusta dis- 
tribución de los impuestos, resultan heridos a la 
vez una idea, un sentimiento y un interés, esto es, 
cuando llegan a coincidir el desorden político, el 
moral y el económico; porque si el primero afecta 
sólo a algunos, el segundo afecta a muchos, y el 
tercero, a todos. 

Por esto, cuando la práctica del régimen parla- 
mentario se inspira en errores como el ya famoso 
de los partidos ilegales; cuando consagra vicios y 
corruptelas que conducen a una conculcación sis- 
temática de las leyes y a una tiránica arbitrariedad, 
y cuando, por último, se distingue y señala por la 
completa ausencia de aquella sinceridad, que es la 
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primera condición exigióle al hombre público en la 
gobernación de los Estados, no hay para qué decir 
cómo, lejos de favorecer la causa del orden, tons- 
tituye un verdadero desorden, cuya remoción toma 
a su cargo, más pronto o más tarde, la sociedad 
misma. 



CAPITULO XIII 


EL DERECHO Y LA POLÍTICA 


Relación del derecho público con el privado, en teoria y en la prác- 
tica.— Contraste entre el interés que despiertan los problemas po- 
líticos y el olvido en que se tienen los jurídicos. — Cómo, bajo la 
instigación del interés de partido, el derecho es sacrificado a la po- 
lítica. — Torcimiento o atrofia del sentido jurídico en el seno de la 
sociedad.— Cómo, de hecho, los vencidos son puestos fuera de la 
Ley. — Doble concepto en que resulta en contradicción la política 
con el derecho.— APÉNDICE: Una carta sobre el sentido jurídico. 


El derecho privado, cuyo objeto es hacer posible 
la existencia de las instituciones que regula y ga- 
rantiza, como la propiedad, la familia, etc., nece 
sita, a su vez y análogamente, condiciones para su 
declaración y mantenimiento, las cuales constituyen 
el contenido' del derecho público, que por esto ha 
recibido también las denominaciones de adjetivo y 
jormal, en contraposición a las de sustantivo y ma- 
terial que se dan con frecuencia al privado, así 
como se ha dicho que es un derecho de segundo 
grado el derecho para el derecho. Por ejemplo, el 
penal, en la parte que castiga el robo, el hurto o la 
estafa, es al derecho de propiedad lo que éste es a 
la propiedad misma. Ese carácter genérico alcanza 
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naturalmente a las varias esferas que integran el 
derecho público, lo mismo al penal que al procesal, 
al administrativo que al político, y, por tanto, el úl- 
timo, que es aqui el que nos interesa, viene a ser 
un instrumento, un medio, con relación a la justicia, 
como que su fin es la organización del Estado, la 
cual es condición precisa para el cumplimiento y 
realización del derecho todo. 

Ahora bien: es evidente que, en principio, no 
puede haber contradicción entre el derecho, que es 
el todo, y la política, que es la parte; pero en la 
práctica cabe que no se mantenga entre ellos la re- 
lación que debe existir, esto es, la de medio a fin, 
cabe que se divorcien y hasta que parezcan cosas 
incompatibles. Y esto sucede en varios conceptos, 
allí donde al régimen parlamentario acompañan los 
vicios que hemos examinado. 

En primer lugar, por virtud de circunstancias que, 
según veremos en otro capítulo, explican históri- 
camente el hecho, la verdad es que forma singular 
contraste, en algunos países, la inmensa actividad 
consagrada por los individuos y por los partidos a 
las cuestiones políticas, que son por esencia de 
forma, con la escasa atención que se presta a los 
problemas jurídicos, que son por esencia át fondo. 
El absurdo que de aquí resulta es igual al que nos 
ofrecerían una academia o una sociedad mercantil 
que se preocuparan casi exclusivamente de su cons- 
titución u organización y desatendieran, la una, el 
fin científico, y la otra, el fin económico, para que 
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han sido creadas y establecidas. Es tan exacto este 
hecho, que la única esfera del derecho privado^ que 
interesa a la par que la política, es la referente a la 
personalidad, lo cual es debido en parte a haber 
venido unidas sus conquistas con las relativas a la 
organización del Estado, como lo atestigua el he- 
cho de estar consagradas unas y otras en las Cons- 
tituciones o Códigós fundamentales, por lo que 
muchos creen erróneamente que del derecho polí- 
tico forma parte toda la materia concerniente a los 
llamados derechos individuales, siendo de notar que 
entre éstos se concede, por lo general, más impor- 
tancia a los que revisten un carácter mixto de civi- 
les y políticos. 

De aquí nace una de las causas del descrédito 
de la política y de los que a ella se consagran, por- 
que el olvido en que se dejan las cuestiones de 
fondo, las jurídicas, si puede pasar inadvertido para 
los que se preocupan con las puramente políticas, 
levanta secreta protesta en el espíritu de los que 
sienten la necesidad de reformas que tocan a las 
otras esferas del derecho. Es posible, por ejemplo, 
que en una comarca minera haya muchos ciudada- 
nos a quienes importe poco que mande un Gobierno 
liberal o un conservador; pero habrá pocos que de- 
jen de interesarse en la suerte de la legislación so- 
bre minas, así como interesará a todos los cultiva- 
dores de la tierra una Ley de aguas o una sobre 
arrendamiento de fincas rústicas, a todos los co- 
merciantes una sobre aranceles de aduanas, etc» 
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Y de igual modo, las mismas reformas relativas al 
derecho penal, al procesal y al administrativo, a las 
cuales se presta más atención que a las del derecho 
privado, pero no tanta como a las políticas, intere 
san más que estas últimas a la generalidad, por la 
sencilla razón de que tocan más de cerca e inmedia- 
tamente las consecuencias de los defectos de que 
adolecen esas ramas de la legislación, cuyos vicios 
y deficiencias, por ejemplo, dejan la propiedad sin 
garantía, dan lugar a pleitos caros y largos, o hacen 
imposible la justa distribución de los impuestos. 

Pero lo peor del caso es que esto de preocu- 
parse con la política, que es el medio, y dejar en 
olvido lo jurídico, que es el fin, no es efecto exclu- 
sivo de que despierten las cuestiones referentes al 
primero un interés que no alcanzan a inspirar las 
relativas al segundo, ni tampoco de la creencia o 
convicción de que la lógica pide comenzar por 
aquéllas, en cuanto su solución es condición para 
que la tengan éstas; sino que en una buena parte 
es debido todo ello a que en lo que se piensa es en 
llegar al poder, respecto del cual se incurre en una 
equivocación análoga a la anterior, en cuanto le 
consideran los partidos como fin en sí mismo y no 
como medio de cumplir la justicia. 

Una vez en este camino, no sólo se resiente la 
sociedad de la deficiencia en punto a reformas ju- 
rídicas, del olvido en que se dejan los problemas 
de fondo, sino que la arbitrariedad y la ilegalidad, 
que son negación radical de la misma justicia posi 
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tiva y contradictorias con el fin del Estado, son uti- 
lizadas por los partidos para llegar al poder, y, una 
vez conseguido, mantenerse en él todo el tiempo 
posible. Un personaje conservador de cierto país, 
a quien un correligionario suyo procuraba conven- 
cer de que era justa una pretensión para la cual 
pedía su apoyo, le dijo: «Eso, nada importa; lo que 
importa es conseguirlo.» He ahí, expresado en crudo, 
el sacrificio del derecho a la política. Que un cam- 
bio ministerial llene de alegría a un cesante y de 
zozobra a un empleado activo, es una cosa por ex- 
tremo deplorable; pero al fin se comprende. Mas 
apenas si es posible darse cuenta de que la susti- 
tución de un ministerio por otro llene de temor a 
un litigante y de esperanzas a su adversario, o haga 
recelar al explotador de una mina que puede per- 
derla o al dueño de un prado que se va a quedar 
sin riego. Y, sin embargo, cuando ocupen esos 
cambios, lo que preocupan, desde el punto de vista 
de la política que va a imperar, es poca cosa al lado 
de lo que conmueven a los individuos y a los pue- 
blos en atención a lo que puedan influir en los ne- 
gocios con el Estado, en las carreteras ofrecidas o 
comenzadas, en los destinos públicos, en los litigios 
y expedientes administrativos, en la distribución de 
los impuestos, etc. 

Así, de una en otra y con la complicidad del 
tiempo, el sentido jurídico, cuya suerte desgraciada 
tanto preocupa a uno de nuestros conservadores 
más perspicuos y perspicaces, se tuerce, se enmo- 



hece o se atrofia, arriba, en medio y abajo, y los 
ciudadanos concluyen por sustituir la pregunta: 
¿Tienes derecho?, por esta otra: ¿Tienes favor? 

Está enmohecido o atrofiado el sentido jurídico 
en un pueblo, cuando suceden, por ejemplo, cosas 
como ésta. 

A consecuencia de una guerra dolorosa y san- 
grienta, han ido a pelear por la patria millares de 
sus hijos, muchos de los cuales, o han encontrado 
allí sus sepulturas, o han vuelto inválidos o maltre- 
chos a sus hogares. En cambio de su sangre, de su 
salud y de su vida, han recibido por toda recom- 
pensa unas cuantas pesetas, que se les entregaron 
en una letra girada a cargo de un banquero que se 
llama la Caja General de Ultramar, sucursal de otro 
banquero que se llama el Estado, el cual, haciendo 
una cosa que, si se tratara de un comerciante cual- 
quiera, le acarrearía el descrédito y la deshonra, 
al cabo de diez años no ha pagado todavía a mu- 
chos de aquellos infelices, ni a los vivos, ni a los 
herederos de los muertos. Y, sin embargo, sólo de 
cuando en cuando se levanta alguna voz, cuyo eco 
se pierde muy pronto, y el Estado continúa siendo 
un tramposo y burlándose de esos acreedores, que 
debían ser los primeros en el cobro de lo suyo, por 
lo mismo que son los primeros por el título de su 
crédito y por el origen de su deuda. 

En vez de considerar al poder como medio y ga- 
rantía del cumplimiento del derecho, lo miramos 
«como una fuerza establecida por Dios para gusto 
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y provecho de los que disponen de él y de aque- 
llos a quienes tiene a bien favorecer. Los que en 
algo se oponen a los gobernantes, cualquiera que 
sea la medida en que lo hagan, y hasta los que se 
limitan a pensar de distinta manera que ellos, son 
tenidos por enemigos manifiestos. Se da por su- 
puesto que entre el Gobierno y la opinión hay siem 
pre un estado de guerra natural, necesario á outran — 
ce, y no sometido al derecho de gentes. Los venci- 
dos son una presa que los gobernantes y los que 
cazan en su compañía pueden devorar impune- 
mente, y hasta conquistándose cierto renombre, por- 
que sus excesos son una prueba de su fuerza. 

:^En realidad, vivimos todavía en las tradiciones 
del antiguo régimen, bajo el cual, propiamente ha- 
blando, no había derecho reconocido, ni siquiera 
costumbres fijas que pusieran freno a las usurpa- 
ciones de la astucia o de la violencia. Se admitía 
entonces, como cosa corriente, que el Gobierno po- 
día todo le que quería. La habilidad de los particu- 
lares consistía en utilizar este poder en provecho 
de sus intereses, apelando a la lisonja, a la seduc- 
ción o a la intimidación, y en cifrar su fortuna, no 
en el trabajo y en el ejercicio de una profesión in- 
dependiente, sino en el desempeño de los cargos 
públicos y en el disfrute de los favores oficiales. La 
idea de una justicia política era desconocida en 
absoluto; a nadie inspiraban fe las promesas y de- 
claraciones del Gobierno, por solemnes que ellas 
fuesen; nadie imaginaba que hubiera jueces bas- 



— 223 — 




tante independientes que fuesen capaces de hacer 
respetar un derecho en frente del Gobierno. 

>Estos abusos han hallado jurisconsultos que 
les den una forma jurídica, sofistas que los justifi- 
quen y literatos que los celebren. Si se quiere que 
concluyan, preciso es apartar a un lado una multi- 
tud de fórmulas vacías harto acreditadas, y buscar 
directamente el ideal de la sociedad nueva, hacia 
el cual, sabiéndolo o sin saberlo, tienden todos los 
pueblos modernos (1)». 

En un artículo reciente sobre el terrorismo en 
Rusia, de Stepniak (2), se explica en gran parte este 
fenómeno, por la existencia, en ese país, de millares 
de hombres ilegales (Hiemal men), a quienes la po- 
licía pone fuera de la Ley, haciéndoles perder todos 
sus derechos civiles y políticos. Claro es que, en 
principio, ninguno de los restantes pueblos europeos 
admite semejante absurdo; pero, de hecho, existe en 
algunos una cosa parecida, porque de poco sirve 
que la Constitución y las leyes garanticen los dere- 
chos a todos los ciudadanos, si luego resulta en la 
práctica que los vencedores pueden usar y abusar 
de ellos, mientras que los vencidos se ven privados 
más o menos de ejercitarlos. Y si es grave, graví- 
simo, que esto suceda respecto de los derechos po- 
líticos, para ir a parar a la irracional clasificación 
de los partidos en legales e ilegales, lo es mucho 

(1) Vhéritage de la Révolution, por J. G. Courcelle 
Seneuil, libro I, capítulo 1.® 

(2) The Contemporary Review, marzo de 1884. 
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más que semejante excepción y división alcance a 
los derehos civiles y a aquellos intereses legítimos 
cuya suerte está más o menos ligada con la vida 
del Estado. Al fin y al cabo, lo primero arranca de 
un error, de una preocupación doctrinal, que cabe 
defender en voz alta, porque puede de buena fe 
abrigarla un partido; pero ¿hay alguien que se atre- 
va a proclamar a la faz de la sociedad la conve- 
niencia de considerar los destinos públicos como 
botín que se distribuye entre los vencedores, o que 
sea justo molestar y perseguir a los vencidos de 
modo y manera que no hallen protección para su 
derecho^ ni en los Ayuntamientos, ni en las Diputa- 
ciones provinciales, ni en las dependencias de la 
Administración, ni en los Tribunales de justicia? 
Ciertamente que no. Pero eso no es obstáculo a 
que cosas tan abominables y repugnantes se excu- 
sen y hasta se defiendan Ínter amicos, y, sobre todo, 
no es óbice a que se hagan y practiquen; por donde 
si, al término de este camino, encontramos la arbi- 
trariedad y la injusticia, a su comienzo hallamos la 
hipocresía y la mentira. 

Así resulta una contradicción repugnante entre 
el todo y la parte, entre el derecho y la política, en 
cuanto parece ésta como cosa incompatible con 
aquél, como algo creado, no para servir a la justi- 
cia, sino para sacrificarla y traicionarla; y resulta 
otra contradicción igualmente repulsiva, y es que 
los poderes, los organismos, las instituciones, cuya 
misión es mantener el imperio de la Ley, utilizan 
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los medios de que disponen y ejercitan sus facul- 
tades, no en pro de ésta, sino- en su daño, olvidan- 
do que, como decía Voltaire, le dernier degré de la 
perversité est de faire servir les lois á iinjustice. 
El desastroso influjo que este extravío produce en 
la actitud de. la sociedad en general, y de algunos 
importantes elementos de ella en particular, procu- 
raremos mostrarlos en los capítulos que siguen. 


Impreso ya este capítulo, ha aparecido en El 
Globo una notabilísima epístola, suscrita por Un 
Republicano, el cual, antes de que se dijera, todo 
el mundo adivinó no era otro que el Sr. D. Pedro 
Moreno Rodríguez, ex ministro de Gracia y Justi- 
cia. Bellísimamente escrita, cautivaría el espíritu 
del lector, si su fondo no sublevara toda conciencia 
honrada, porque ella es un espejo fiel del sacrificio 
del derecho a la política, de que nos ocupamos en 
este capítulo. Por esto nos permitimos insertarla 
aquí como apéndice, seguros de que, con ella mejor 
que con lo que queda dicho, conseguiremos llevar 
al ánimo del lector la convicción de que este es 
uno de los males más graves que lleva consigo e! 
falseamiento del régimen parlamentario. 



EL SENTIDO JURÍDICO 


AL EXCMO. SR. D. FRANCISCO SILVELA 

Muy señor mío y dueño: Con cuánto placer he 
sabido su restablecimiento, puede.imaginarlo cuan- 
do sepa que, ha ya muchos días, esta carta estaba 
pensada y aun escrita; que del pensarla al escri- 
birla hubieron de mediar grandes dubitaciones, y 
que, puesto a mandársela, hubiérame sabido mal 
tener que quedarme con ella en el cuerpo. Doy es- 
tos motivos de mi complacencia porque sé que los 
desinteresados, de pura humanidad, no hallarían en 
V. E. crédito y acogida; tal es la idea ventajosa y 
acertada que los humanos le merecemos. 

No me conoce V. E., ni hay para qué. Bástele 
saber que nací español, en lo que no soy culpable; 
pero que sigo siéndolo, en lo cual me cabe gran 
responsabilidad. Porque nadie me impide que me 
haga súbdito del mahdi del Sudán o del emperador 
de Marruecos, en vez de serlo del réy de España. 
Por lo cual, de cuanto me pasa yo me tengo la 
culpa. Con sólo desnaturalizarme, salvaría la digni- 
dad de la persona, aquí en constante peligro; mas 
la integridad de los bienes no podría ser. Y quisiera 
yo dar con un arbitrio por donde la una y la otra 
quedasen a salvo, tal y como diz que acontece en 
los países civilizados» 
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Soy, aunque me esté mal el decirlo, hombre lla- 
no, de conciencia y sincero. Esta última cualidad 
es una desgracia en esta vida, y será, ¡mucho lo 
temo!, mi perdición en la otra. Figúrese V. E. que 
en este pueblo de Arcos, de donde soy vecino, veo 
procesado al alcalde, liberal, que descubrió las aso- 
ciaciones maninegras; destituido y emigrado al jefe 
de policía que proporcionó las pruebas a los tri- 
bunales, a los que antaño prendía la Guardia civil, 
formando hoy la guardia de las autoridades, y a 
Melgares y al Bizco del Borge disponiéndose a 
cobrar tributos sobre estos territorios. Y figúrese 
V. E. la confusión de mi pobre caletre cuando tales 
cosas veo, toco y pago y tengo que poner freno a 
mi sinceridad. 

He dicho que, además del defecto de ser español, 
tengo el de tener conciencia. Y como en ella, sin 
que yo pueda pasar por otro punto, se me han 
alojado de antiguo estas mis ideas republicanas, 
cate V. E. de dónde provienen mis desgracias in- 
merecidas. Inmerecidas digo, con la autoridad de 
Menéndez Pelayo; porque si el pensamiento se 
impone sin que la voluntad le vaya a la mano, ¿qué 
culpa tengo yo de no pensar que la Biblia es una 
alegoría y Pidal, ministro, la única realidad, como 
afirma ese heterodoxo pagano, índice de bibliote- 
cas y catálogo de acontecimientos? 

Bien se me alcanza que V. E. dirá: «—Y ¿quién te 
mete, mentecato, a manifestar tus pensamientos? 
Si en el pensar no eres libre, en el obrar sí lo eres. 
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Callaras en buena hora y no claudicarías; siguieras 
a los discretos y prestigiosos, poseedores de con- 
ciencias de triple fondo, que pensamos una cosa, 
decimos otra y hacemos otra distinta, y medrarías. 
Y luego que vayan a averiguarte ni a probarte, por 
prueba plena, ni aun indiclaria, si tus palabras y 
hechos están o no de acuerdo con tu conciencia; 
dado caso de que la tengas o la tengamos, lo que 
todavía está por averiguar.» 

Y digo que V. E. tiene razón que le sobra. Pero 
también digo que, puesto caso que el tener con- 
ciencia y el obrar con arreglo a ella no traspasa 
los límites de la tontería, ya que ni en el Código 
vigente ni en ese otro que V. E. trae entre manos 
se pena, que yo sepa, a los concienciahabientes, 
¿no es cosa que clama al Cielo que se nos castigue 
poniéndonos fuera de toda ley, de todo dere- 
cho? «—Pero ¿eso pasa?», dirá V. E. con la más 
candorosa admiración. Eso pasa, señor; y atended 
y ved si hay dolor como este dolor mío. 

* * 

Y ahora estoy por tirar la pluma. Porque la hiel 
que de tiempo atrás se ha venido acumulando en 
el tintero donde la mojo, es tanta y tan densa, que 
no bastan a endulzarla las mieles que en él he ver- 
tido, a fin de que esta misiva resulte presentable. 

Y sería de ver que donde busco remedio hallara 
castigo, y saliese con las manos en la cabeza. Pero 
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allá me lanzo a Dios y a ventura, protestando qué 
creo y confieso que, en cuanto me pasa, obran en 
justicia mis atormentadores; sólo que yo no alcan- 
zo a comprender esa justicia. Si V. E. me la expli- 
cara, llevaria gran lenitivo y resignación a mi ánimo 
dolorido y conturbado. 

Es el caso que, a más de español y republicano, 
he cometido el delito de ser propietario. Yo tenía 
una casa que mis padres me dejaron a título de 
herencia. Bien sé que el título no es legítimo y que 
la casa pertenecía a los gobernantes, en razón al 
dominio eminente que ejercen sobre los bienes 
de los republicanos. Pero, af cabo, el hecho era 
que yo la poseía quieta y pacíficamente. ¿Quién 
me aconsejó que la arrendase al Ayuntamiento? 
Sin duda, el mal genio que preside a los actos de 
aquellos que, al nacer, fueron señalados con el sello 
de la bestia, como elegantemente dice nuestro co- 
mún amigo el obispo de Plasencia. 

Ello fué que yo arrendé mi casa al Ayuntamiento; 
y en Dios y en mi ánima juro a V. E. que no estuvo 
en mi intención donársela. El Ayuntamiento, con- 
servador, naturalmente, dejó de pagarme un mes y 
otro y otro. Yo creí, ¡malpocado!, que tenía derecho 
a cobrar el alquiler mezquino. Demandóle ante el 
juez municipal, probé mi acción, y el juez lo con- 
denó al pago de los alquileres vencidos. Pero el 
Ayuntamiento apeló, y el juez de primera instancia, 
natural de Antequera, revocó el fallo y me con- 
denó en todas las costas. 


— 230 — 

«Justo— dije yo—, justo, aun cuando no lo entien- 
do. Debe haber una ley que faculta a los Munici- 
pios para no pagar los alquileres de las casas que 
toman en arrendamiento.» Pagué las costas y no co- 
bré los alquileres. Y entonces calculé que no me 
tenía cuenta aquel inquilino|que por sentencia eje- 
cutoria estaba exento de pagar alquileres, y solicité 
el desahucio por falta de pago. El juez municipal 
decretó el desahucio, pero el Ayuntamiento apeló, 
y el juez, nativo de Antequera, revocó el fallo, con- 
denándome en todas las costas. 

* ♦ 

Y aquí me tiene V. E., despojado de mi casa con 
el salero del mundo. Yo soy propietario de ella, 
pago la contribución territorial y lo que por Con- 
sumos me toca en razón a ser dueño de la casa, y 
la sal que ni ella ni yo consumimos, y los reparos 
y demás gabelas. El Ayuntamiento la utiliza, sin 
que yo pueda lanzarlo de ella. A pesar de todo, yo 
digo que eso es justo. Un juez, en última instancia 
y sin ulterior recurso, así lo ha declarado. Por tanto, 
es verdad que yo no debo disponer de mi casa, es 
verdad que yo no debo cobrar alquileres. La cosa 
no tiene remedio. Si, en vez de ser republicano, 
hubiera yo asesinado a algún republicano, si fuese 
siquiera estafador o bandido, podría alcanzarme 
alguno de esos indultos que aparecen diariamente 
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en la Gaceta; pero en materia civil no hay in- 
dulto. 

Mi casa voló sin alas, y en eso quedé. No me 
quejo. Lo que pregunto a V. E., con ansias de muerte, 
es si tiene por igualmente justo que, siendo dueño 
honorario de la expresada casa, me toque la obli- 
gación efectiva de pagar censos, contribuciones y 
reparos. 

Porque yo he consultado con personas peritas 
en el Derecho. Helas pedido remedio, y me han di- 
cho algo de recurso de responsabilidad. He car- 
gado sobre mi cabeza este gran peñasco de la res- 
ponsabilidad, paseándolo de acá para allá durante 
algunos días, y más de una, y más de dos veces, 
he estado a dos dedos de dejarlo caer sobre el de 
Antequera. Pero he dicho: «—Guarda, que es po- 
denco; porque, seguramente, había de salir el bone- 
tero de marras esgrimiendo su gran vara de medir, 
y no había de dejarme hueso sano». Es lo que yo 
digo: Si no pude obtener contra el Municipio lo 
que por contrato me debía, y perdí además la casa, 
¿cómo he de obtener contra el juez lo que sólo se 
me debe en conciencia, sin riesgo de perder ade- 
más honra y vida? Esto sin contar con que el fin 
del juicio de responsabilidad lo verían mis bisnie- 
tos, si es que las dos generaciones intermedias 
vivían luengos años. 




No quiero yo poner en aprieto la rectitud escru- 
pulosa de V. E. Lejos de mí someterle a las bascas 
y congojas morales que sé que había de ocasionarle 
el resolver este caso. Por ser vos quien sois y por 
ser yo menos que nada, que tanto monta ser repu- 
blicano, mi pretensión es más modesta. Puesto que 
mi casa se me ha confiscado, sin que haya sido 
parte a impedirlo el artículo constitucional prohi- 
bitorio de la confiscación, yo acudo, con lágrimas 
en los ojos, a V. E., a fin de que, o por gracia al sa- 
car, o por reforma de la Constitución, o por bula 
del Papa, o por recomendación de Sedó, se permi- 
ta, para este caso especial mío, la pena de confis- 
cación; y adonde fué el mar vayan las arenas; y 
adonde está el libre uso y dispos ición de la casa, 
allí esté la obligación de pagar las cargas de la 
casa misma. 

Ya oigo a V. E., sonriendo plácidamente y enco- 
giendo los hombros: «Amigo mío: res judkata fa- 
cit ex albo nigrum, etc.> Lo sé y me conformo; 
pero es el caso que, en este azar de la res judkata, 
cuando se da para mí el blanco, tórnamelo en ne- 
gro mi señor y dueño el pilongo de Antequera. Y 
allá va un caso, cuya gallardía y atrevimiento lla- 
mó la atención de las gentes, con un tantico de 
instintivo terror. 



Én el verano último, por dificultades en la ges- 
tión de una testamentaría, quedé a deber a la Re- 
caudación de Contribuciones un pico de 5.000 rea- 
les. Yo pago unos 5.000 duros de contribución. 
Tenía en mis rastrojos unas 13.000 fanegas de tri- 
go. Una hermosa mañana cayó sobre mi cortijo el 
ejecutor, embargándome y llevándose 40 yeguas 
de las que ocupaba en la trilla. En vano fué suplí- 
carie que embargase granos, mieses, efectos. El 
hombre venía por las yeguas, y no se dió a partido, 
y no se fué sin ellas. 

Volé a la Aleadla y consigné los 5.000 reales y 
las costas. Pues al día siguiente, el alcalde de Es- 
pera subastó las yeguas, apreciadas en 5.000 duros. 
El alcalde de Arcos las remató en 5.000 reales y 
las costas; ¿verdad que fué barato? Las antecogió 
con sus guardias, y entregó parte de ellas al alcalde 
de Jerez, a cambio de unos bueyes. El alcalde de 
Espera se asustó de aquello, anuló la subasta y or- 
denó a la Guardia civil que recogiera las yeguas y 
las pusiese a su disposición. La Guardia civil reco- 
gió las que encontró todavía en poder del alcalde 
de Arcos. 

Pero, entonces, éste denunció por robo a los 
guardias civiles, ante el juez natural de Antequera. 
Y el juez procedió contra los guardias. Ies arrancó 
las yeguas y las entregó al alcalde de Arcos. Y 
nada, Sr. Silvela: el gobernador de Cádiz no pensó 
siquiera en proponer la cuestión previa ni la com- 
petencia para proteger a aquellos guardias, inicua- 
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mente acusados de robo por haber cumplido una 
orden de una autoridad administrativa. 

Acudí a la Audiencia quejándome de aquellas 
demasías; y la Audiencia, inmediatamente, pues no 
tardó ni seis meses, declaró mal hecho lo hecho 
por el juez, y mandó que me entregasen las yeguas. 
Y, en efecto, han pasado varios meses desde que 
esto se mandó y las yeguas no se me han entrega- 
do; pero, confidencialmente, dícenme que no me las 
entregarán, y lo creo, que el ejercicio que traen no 
es para menos. Total: he perdido las yeguas; he su- 
frido perjuicios enormes, por haber tenido que re- 
colectar mis mieses después que otros labradores 
amigos concluyeron su recolección y pudieron pres- 
tarme sus yeguas; una bagatela. En junto, 18.000 
durejos. Y vea V. E. de lo que me ha servido la res 
jiidicata que mandaba se me entregasen las ye- 
guas. 

Pues atienda V. E., que ahora viene la más ne- 
gra, y no es yegua, sino buey. Yo tuve la inocencia 
de prestarle un dinerillo a un personaje conserva- 
dor: tan personaje, cuanto que presidía la Comi- 
sión permanente de la Diputación. Otros también 
le habían prestado; no pudo pagar, y se declaró el 
concurso. Un acreedor, acérrimo defensor de las 
instituciones, que como tal acreedor había contri- 
buido con su voto al nombramiento de síndicos, 
se levanta una buena mañana y le hace saber al 
Juez antequerano de cómo no era tal acreedor, sino 
dueño de unos 15 bueyes que, como propios del 



concursado, habían figurado hasta entonces. Los 
síndicos y la Junta de acreedores, por mayoría de 
número y cantidad de créditos, se oponen a que se 
entreguen los bueyes. Pero el juez los entrega y el 
acreedor se los lleva. 

« — Que apelen los síndicos», dirá V. E. Pues 
claro que apelaron, y que la Audiencia enmendó el 
entuerto mandando devolver los bueyes: sólo que 
los bueyes fueron al matadero, y el acreedor favo- 
recido se embolsó su importe y. es insolvente. Que 
le vayan a ese con la res judicata. Y que se me fué 
por ahí otro piquillo. 


* 

* * 

Esto por lo civil, que por lo criminal ya es otra 
cosa. Allá por el año 76 — ya ha llovido, ¿eh? — 
cometí la tontería de querellarme contra el alcalde 
y los individuos de cinco mesas, por unas atroci- 
dades electorales. El Juez admitió la querella y 
fué trasladado. Otro Juez mandó seguir adelante el 
proceso y fué trasladado. Otro sobreseyó de gol - 
pe y porrazo, porque dijo que había prescrito la 
acción, y fué ascendido. La Audiencia revocó el 
sobreseimiento porque no había tal prescripción. 
Y entonces vino un Juez que no hizo nada, y no 
fué trasladado ni ascendido. A los nueve años de 
empezada la causa, otro Juez dictó el auto de pro- 
cesamiento y fué trasladado. Y vino el juez actual, 
metió mano, me tuvo por desistido sin que yo me 
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desistiese, y sobreseyó. La Audiencia revocó eí so- 
breseimiento y me tuvo por no desistido. Pues en- 
tonces el Juez tomó' carrera, y me volvió a desistir 
y a sobreseer; y la Audiencia tornó a no desistirme 
y a no sobreseerme. Y el Juez se puso otra vez en 
sus trece, y la Audiencia se mantuvo en sus cator 
ce; sólo que ahora montó en cólera y reprendió al 
Juez. Y éste ha vuelto a su tema y la Audiencia vol- 
verá al suyo, y así seguiremos hasta la conclusión 
de los siglos, y la res judicata no parece. Tiene 
gracia el juego, ¿verdad, Sr. Ministro? 

Pues ¿y aquellos cantonales de Bornos, Juzgado 
de Arcos, que no llevan más que doce años de pri- 
sión preventiva sin que hayan llegado a plenario? 
Ya sé yo que V. E. se escandalizó cuando tal supo 
por boca del Sr. Celleruelo. Pero ni V. E. pasó de 
ahí, ni la causa de donde estaba. Y como esta mi- 
siva es por extremo larga, y como los casos seme- 
jantes a los referidos no tienen cuento, doy aquí 
punto y concluyo. 

x< 

* He 

Por ventura, ¿ha leído V. E. La balija rota^ pre- 
cioso libro de mi amigo Gómez Sigura? Si no lo 
ha leído, léalo, que es cosa de gusto y de sustan- 
cia. Hay allí un pobre hombre que, por su mala- 
ventura, votó una vez contra el Gobierno; sobre el 
cual hombre descarga todo linaje de coces y puña- 
das el fiel de fechos Garrapatas^ representante del 



- 5«7 


susodicho Gobierno. El hombre se conforma ya con 
recibir los palos; pero solicita el favor de que se 
los dé otro que Garrapatas. Pues a V. E. le es igual: 
¿qué más le da que me dé los palos este de Ante- 
quera u otro congénere? Eso pido a V. E., que sea 
otro quien me dé los palos. 

Al cabo, ya sé que soy un peligro para las insti- 
tuciones; así lo quiso mi maia suerte, y estoy resig- 
nado. Mas digo como Pero Crespo: 


Al rey, la hacienda y la vida 
se ha de dar; pero el honor... 


Y entre morir atravesado por daga de artífice 
florentino, cuya empuñadura sea filigrana del arte, 
cortés y elegantemente manejada, como V. E. en 
ocasiones sabe hacerlo, y morir de navajazo cachi- 
cuerno, va la diferencia de morir con decoro a mo- 
rir con vilipendio; de la muerte de los caballeros a 
la muerte de los rufianes. 

Dijo V. E. en la oposición que de estos desma- 
nes de los Jueces respondía el Gobierno, ya que el 
orden judicial ie estaba sometido; y aun dijo de los 
Jueces, cuando le dolían, cosas que yo no he de 
repetir. Añadió en Valencia, protestando contra las 
fazañas y albedríos de estas satrapías por lo flamen- 
co, aquello del sentido jurídico. Ya sé yo que esto 
fué hablar por hablar y hacer que hacemos. Pero, 
al fin, lo que a V. E. le es indiferente y para mí tie- 
ne gran importancia, es que, ya que no ponga re- 
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medio, como no lo pondrá; ya que se le dé una 
hi^a de cuanto me pasa a mí, paria republicano; ya 
que yo me quedé sin bienes, sin libertad, sin salud 
y sin vida, por lo menos que se me arrebate todo 
con el decoro debido. A. V. E., que es tan cortés, 
debe de sobrarle un poco de buena crianza, que 
ayude a bien morir a este su humilde súbdito que 
le emplaza para la otra vida, ya que en esta conser- 
vadora sería en balde.— í//z Republicano, > 



capítulo XIV 


EL PAlS Y LOS POLÍTICOS DE OFICIO 


Naturaleza de la relación que debe mediar entre éstos y aquél; su pe- 
culiaridad respecto de la esfera jurídica y política; cómo la pertur- 
ban la existencia de un elemento neutro y el excesivo número de 
políticos de oficio. — Elemento neutro o pasivo; factores que lo 
constituyen; ¿cabe esperar su desaparición o su reducción? Mien- 
tras subsista, ¿cómo debe influir en la conducta de los partidos y 
de los Gobiernos? — Causas del excesivo número de políticos de 
profesión; olvido de la vocación; contraste entre la profesión del 
político y las otras, desde el punto de vista de la preparación. - Con- 
secuencias de los dos males notados. 


Supuestos el principio y el fin del régimen parla- 
mentario, claro es que si, en vez de haber entre la 
sociedad y los que de continuo se ocupan en la 
cosa pública una perfecta unión e identificación, se 
abre entre ellos un verdadero abismo, dando lugar 
al fenómeno, manifiesto quizás en España más que 
en ninguna parte, de existir políticos de oficio en 
excesivo número en un país que cada día se desin- 
teresa y se aleja más y más de la política, revela 
este hecho una enfermedad grave, que es, en parte, 
por lo menos, causa y efecto, a la par, de los vicios 
y extravíos que corrompen aquel sistema en la 
práctica. 
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La Política, como todas las funciones sociales, 
es asunto que más o menos importa a todos, pero 
que especialmente ocupa a aquellos que, por voca- 
ción, escogen esta esfera de la actividad, como 
otros eligen la Religión, la Ciencia o la Industria. 
Por esto hay políticos de profesión, como hay 
sacerdotes, científicos, artistas, abogados, etc. De 
aquí resulta, en este orden como en todos, un dua- 
lismo determinado por la diferencia que hay entre 
tomar parte en el cultivo de un fin de la vida como 
uno de tantos, y por aquello de ahorno sam et ni- 
hil humani á me alienum puto>^ y consagrar al 
mismo sus esfuerzos y actividad, considerándolo 
como asunto de ocupación predominante en la 
existencia individual. 

Pero si es un error, tratándose de la Religión, ol- 
vidarse de los fieles y pensar tan sólo en los sacer- 
dotes, o, tratándose de la Ciencia, suponer que 
no hay otra que la que poseen los sabios, es más 
evidente, y también más trascendental, el que con- 
siste en admitir que pueda un país libre marchar 
ordenadamente bajo la acción exclusiva de los po- 
líticos de oficio. Cabe, por ejemplo, en la esfera 
de la ciencia, que la generalidad de las gentes per- 
manezca alejada del movimiento determinado por 
los que la profesan, o que se limite a recoger pasi- 
vamente sus enseñanzas y a utilizar sus adelantos 
y descubrimientos; pero esto no es posible que su- 
ceda, sin grave daño para las sociedades, en el or- 
den jurídico y político, y hoy menos que nunca» 
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La razón es obvia. De un modo directo o de un 
modo indirecto, a todos es dado influir en la mar- 
cha de la cosa pública, y a todos interesa ésta por 
necesidad; porque siendo el fin del Estado declarar 
y hacer efectivas las reglas que han de presidir a la 
vida individual y colectiva, no hay nadie a quien 
tal fin sea indiferente; y todos, quiéranlo o no lo 
quieran, son colaboradores de la obra social en 
esta esfera, porque, el que menos, contribuye a ella 
participando en la creación o transformación de 
las costumbres jurídicas y políticas. 

Siendo necesarios los partidos para las prácticas 
del régimen parlamentario, y dadas las relaciones 
que se deben establecer y mantener en su seno, en- 
tre la masa de sus adeptos y los jefes y notables de 
los mismos, resulta: primero, que el ideal es que 
todos los ciudadanos estén afiliados a una u otra 


parcialidad; segundo, que sólo algunos de ellos 
pueden y deben hacer de la política su ocupación 
predominante en la vida. 

De que no sucede lo primero es una prueba la 
existencia de ese elemento neutro o pasivo de que 
en otro lugar hablamos. ¿Compónenlo escépticos 
y egoístas, como suelen afirmar unos, o lo consti- 
tuyen espíritus rectos e independientes, como su- 
ponen otros? Imparcialmente consideradas las co- 
sas, se encuentra en él una gran variedad de fac- 
tores que importa discernir. 


Los egoístas, que por pereza, por miedo o por^' 
miras interesadas, hallan más cómodo vivir aljeja^ :;'7 7 '/^' 
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dos de la política; los escépticos o indiferentes, que 
permanecen indecisos en las luchas de las escuelas 
y de los partidos, porque no tienen fe en ningún 
principio; los desengañados y aburridos de las con- 
diciones de la vida pública en general, singular- 
mente de aquellas en que se agitan las parcialida- 
des, y, finalmente, ciertos espíritus independientes 
que, bien por no avenirse a las exigencias de la 
disciplina que a sus adeptos imponen los bandos 
políticos, bien por no haber bastante conformidad 
entre los principios que aquéllos proclaman y los 
que ellos profesan, trabajan activamente en esta 
esta esfera, pero aisladamente y por su cuenta: to- 
dos estos varios factores constituyen ese importan- 
te elemento neutro de que se olvidan con frecuen- 
cia los políticos de profesión. 

De aquí surgen dos cuestiones. Primera: ¿cabe 
esperar su desaparición o su reducción a un míni- 
mum sin importancia? Segunda: dado que eso no 
sea posible, ¿cómo debe influir su existencia en la 
conducta de los partidos y de los Gobiernos? 

Para resolver la primera es necesario tener en 
cuenta los distintos factores que lo constituyen. 
Por lo que hace a los egoístas y a los escépticos o 
indiferentes, claro es que su cambio de conducta 
hay que esperarlo únicamente del progreso de la 
cultura moral, el cual les hará ver el profundo sen- 
tido con que una de las Repúblicas griegas casti- 
gaba al que en las guerras civiles no tomaba par- 
tido por ninguno de los bandos contendientes. 
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El egoísmo es, en este orden, tan repugnante como 
en cualquiera otro, o más, si cabe, porque aquí se 
sobrepone la conveniencia personal al interés su- 
perior de la patria y al supremo de la justicia. Y el 
escepticismo es inexplicable en esta esfera, porque 
se comprende en aquellas en que es posible la abs- 
tención, pero no en una que no lo es, por la senci- 
lla razón de que se puede dejar de pensar en el de- 
recho, pero no se puede dejar de vivirlo. 

En muy otro caso se encuentran los desengaña^ 
dos y los independientes. En cuanto a los primeros, 
¿qué duda cabe de que los defectos de los partidos 
y los vicios y corruptelas del régimen parlamenta- 
rio en la práctica son la causa de que tantos y tan- 
tos vayan a engrosar las filas de ese elemento neu- 
tro? Y no es extraño, en verdad, que muchos en- 
cuentren poco agradable, y hasta poco digno, re- 
presentar el papel de comparsas en una comedia 
preparada por los que se han de aprovechar de su 
desenlace. El remedio para este mal no es otro que 
la remoción, si no de todos, al menos de los prin- 
cipales vicios que impurifican la vida política. 

Y por lo que hace al último grupo, que es el me- 
nos numeroso, pero el más importante— el de los 
espíritus independientes—, si lo que los aleja de los 
partidos es la disciplina que imponen a sus adep- 
tos, puede ser esto debido, ya a que esa disciplina 
sea demasiado estrecha, ya a que el individuo sea 
con exceso independiente. Si lo primero, son los 
partidos los que deben ser menos exigentes; si lo 
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segundo, es el individuo el que debe resignarse a 
ver coartada su libertad de acción, en gracia de la 
mayor eficacia que alcanzará moviéndose en el 
seno de estos organismos, que no permaneciendo 
en el aislamiento. Si lo que los mantiene apartados 
de las agrupaciones políticas es la circunstancia de 
no existir la bastante conformidad entre los princi- 
pios proclamados por las mismas y los que ellos 
profesan, también en este caso toca una gran par- 
te de la resolución del problema a los partidos, ya 
porque deben inscribir en su bandera el menor nú- 
mero posible de soluciones, ya porque no deben 
formular éstas de modo y manera que resulte, en 
vez de un organismo libre, una iglesia cerrada. Pero 
preciso es reconocer que siempre habrá individua- 
lidades que, sea por su particular idiosincrasia, sea 
por circunstancias muy especiales, ya de ellos, ya 
del país en que viven, giren en una órbita propia 
en el mundo de la política. Basta ver, en confirma- 
ción de esto, lo que acontece en Inglaterra, no obs- 
tante las condiciones favorables de su organiza- 
ción y de sus costumbres públicas, con hombres 
como Herbert Spencer y Federico Harrisson, los 
cuales se han negado a aceptar un puesto en el 
Parlamento por creer que pueden ser más útiles a 
su patria fuera de él y sin compromisos con las 
parcialidades existentes. Es verdad que, en casos 
semejantes, se trata más bien de científico-políti^ 
eos que de políticos prácticos, y claro es que aqué- 
llos, a diferencia de éstos, pueden muy bien cum- 
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plir su misión sin estar afiliados a partido alguno. 

De todas suertes, ya por lo que el mal tiene de 
irremediable, ya por lo lenta que, en lo que no lo 
es, ha de ser su curación, siempre resulta que la 
existencia de ese elemento neutro es un factor im- 
portante de que no es dado prescindir al tratar de 
resolver los problemas de la vida política. De aquí 
la segunda de las cuestiones propuestas. 

Lo primero que importa observar es que este 
elemento neutro no se agita, pero pesa en los des- 
tinos de los pueblos; no se hace sentir directa- 
mente en la prensa, ni en los meetings, ni en los 
comicios, ni en el Parlamento, pero habla, critica 
y murmura en el hogar, en la calle, en la tertulia, 
en los círculos científicos y de recreo; no exhala 
sus quejas en artículos de periódicos, ni en peti- 
ciones a las Cortes, ni formula sus aspiraciones 
en programas de gobiernos, pero cuenta sus cuitas 
a todo el mundo y a toda hora, no perdona ningún 
extravío a los partidos ni ninguna debilidad a los 
hombres de Estado, y así, a la postre, hace, en el 
medio social en que vive, el mismo efecto que la 
gota de agua cayendo siempre sobre la piedra. 

Y si esto lo hace de ordinario, llegan momentos 
en que hace mucho más; porque si los Gobiernos 
están para caer, como la fruta cae del árbol cuando 
se halla madura, los egoístas encuentran que es 
provechoso ayudar a los que pugnan por hacerles 
venir al suelo. Si la Administración está corrom- 
pida, los escépticos, que lo son en política, pero 
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no en moral, se creen obligados a salir de su apa- 
tía, con tanto más motivo cuanto que son, como 
todos, víctimas de la inmoralidad; si la gestión de 
los negocios públicos va de mal en peor y llega a 
ser pésima, los desengañados caen en la cuenta de 
que no hay otro modo de acabar con ella que ayu- 
dar a uno u otro de los partidos que se disputan la 
gobernación del Estado; si ésta camina a tontas y 
a locas, inspirándose en principios absurdos o no 
obedeciendo a ninguno, los independientes se con- 
vencen de la necesidad de cooperar al esfuerzo de 
aquellos que sostienen las ideas más afines a las 
suyas; y si, por último, el desorden y la arbitrarie- 
dad reinan por doquiera, todos, egoístas, escép- 
ticos, desengañados e independientes, comprenden 
que es cuestión de conveniencia para los unos, de 
dignidad para los otros, contribuir a que aquélla 
desaparezca y sea sustituida por el respeto de la 
legalidad, por el constante mantenimiento del im- 
perio de la ley. 

De aquí la necesidad en que están los partidos 
y los Gobiernos de tomar muy en cuenta la exis- 
tencia de ese elemento neutro^ sobre todo en los 
países en que es importante por el número y la ca- 
lidad de sus adeptos. 

Es deber de los partidos, en primer término, ha- 
cer cuanto está en su mano para reducirlo lo más 
posible, ya que no quepa extinguirlo, corrigiendo 
aquellos vicios y defectos que, según hemos visto, 
son causa de que muchos se alejen de ellos para 
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ir a engrosar las filas de ese ejército innominado. 
Muestren con su conducta la eficacia práctica de 
su acción y la conveniencia de su existencia; sean 
servidores de los intereses de la patria y de la jus« 
ticia, y no instrumentos para dar satisfacción a la 
codicia del poder o al egoísmo individual; hagan 
compatible la disciplina, necesaria en toda colecti- 
vidad, con la racional independencia de sus miem- 
bros, y entonces dejarán las agrupaciones políticas 
de dar motivo a unos, pretexto a otros, para vivir 
alejados de su seno. 

Y deben, en segundo lugar, mientras ese elemen- 
to neutro exista, obrar teniendo presente que al fin 
es un factor importante de la vida política, y ya que 
no sea posible asimilárselo, han de procurar gran- 
jearse sus simpatías y su apoyo, aun cuando sea 
desde fuera: cosa que podrán conseguir, tratando 
de dar solución, no sólo a los problemas que divi- 
den a los partidos, sino también a aquellos otros 
que se refieren a males por todos reconocidos, y 
cuya remoción depende, no de la aceptación de 
estos o de aquellos principios, sino de la enérgica 
resolución de aplicar remedios cuya eficacia es re- 
conocida por todos. Es decir, que cada partido ha 
de procurar ganarse la adhesión del elemento neu- 
tro; si no es posible tanto, su simpatía, o, por lo 
menos, su respeto. 

Los Gobiernos, de igual modo, pueden contri- 
buir a que ese elemento pasivo vaya disolviéndose 
en los partidos, teniendo en cuenta que éstos se 
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ponen a prueba cuando están en el poder, y que, 
con frecuencia, por atender desde él exclusivamen- 
te al interés de sus adeptos, se enajenan las simpa- 
tías de los que, por lo mismo que no tienen uno es- 
pecial en favor de esta o de aquella parcialidad, 
esperan los actos de los Gobiernos con el deseo 
de hallar en ellos motivo de aplauso, sobre todo 
cuando se trata de un país en que se han sucedido 
con tal frecuencia los malos, que fácilmente el me- 
diano puede pasar por bueno. 

Además, si no les es posible llegar hasta sumar 
con las propias fuerzas parte de esas otras que an- 
dan dispersas, conseguirán seguramente la simpa- 
tía o la aquiescencia de todas ellas, procurando, de 
un lado, mostrar en su conducta un profundo res- 
peto a cosas que, como la moralidad y la legalidad, 
interesan a todos, y de otro, realizando, junto con 
las reformas ofrecidas por su partido, aquellas otras 
que ese elemento neutro solicita y espera de todos 
los Gobiernos. 

Cuando, así éstos como los partidos, siguen otra 
conducta, no haciendo nada por atraerse ese factor 
importante de la política, o, lo que es peor, dando 
nuevos motivos para que se mantenga alejado de 
la vida activa, claro es que resulta el grave mal 
arriba apuntado; porque una parte, mayor o menor, 
del país, deja de ejercer una acción directa en la 
gestión de los negocios públicos, y así puede suce- 
der que cada partido tenga enfrente de sí, no sólo 
los demás que con él luchan en la plaza pública, 
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sino ese otro innominado y numeroso de los que 
no pertenecen ni quieren pertenecer a ninguno. 

Asi como la existencia de este elemento neutro 
acusa un vicio de defecto, el crecido número de 
políticos de profesión acusa uno de exceso. Hemos 
visto que es tan natural y tan necesaria la existen- 
cia de éstos como es la de los sacerdotes, artistas 
o científicos. Pero ¿por qué '^sn ciertos países son 
más de los debidos? Por varias causas, algunas de 
las cuales vamos a indicar. 

Es la primera la notoriedad que se alcanza figu- 
rando en la política. Por razones que no es ahora 
del caso explicar, en los tiempos modernos es la 
vida del Estado la que atrae con preferencia las 
miradas de las gentes. Por eso, el Parlamento es lo 
más visible de toda organización social, y ningún 
orador cuenta con tantos oyentes como el que des- 
de la tribuna dirige la palabra que a seguida trans- 
miten el telégrafo y la prensa, no ya al propio pue- 
blo, sino a todos los civilizados de la Tierra. Tra- 
baja sin descanso el científico en el gabinete, en el 
laboratorio o en el museo, y necesita ser casi un ge- 
nio para que su nombre llegue a ser conocido de 
todos, y aun así estimado, lo es tan sólo por unos 
cuantos. El político, aunque sea novicio o de ter- 
cera o cuarta fila, sabe que el país, a la fuerza, se ha 
de enterar de que existe en el mundo; y si bien esto 
de que el nombre de uno suene parece una tontería 
a la gente sesuda y discreta, hay muchos para quie- 
nes el ir ensanchando la esfera de los que los cono- 
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cen es una de las formas más atractivas de la felici- 
dad. Figurémonos dos jóvenes que salen de la Uni- 
versidad, y que en esos momentos en que el hom- 
bre se pregunta: ¿qué camino seguiré?, ¿qué haré?, 
el uno se decide por la abogacía y el otro por la 
política. Suponiéndolos de iguales facultades y con' 
diciones, bien puede asegurarse que el primero, al 
cabo de una docena de años, será conocido entre 
los compañeros: los curiales, los jueces y magistra- 
dos, mientras que, al cabo de dos o tres, la prensa 
ha hecho llegar el nómbre del segundo a media Es- 
paña, y a los cuatro o seis, gracias a tener asiento 
en el Congreso, resuena en los oídos de la otra 
mitad. 

«La celebridad— y, sobre todo, la celebridad par- 
lamentaria— es la monomanía de nuestro país en lo 
que va de siglo. Son ya menos los que se dedican 
al arte de hacer fortuna que al arte de intrigar para 
hacer ruido; tira más la reputación que la Hacienda, 
y aun los pocos que prefieren la primera a la se- 
gunda, no la buscan en los talleres, en los campos, 
en el ejercicio de las profesiones, sino en los Parla- 
mentos. Quien dice diputado, dice orador; quien 
dice orador, dice ministro; quien dice ministro, dice 
banquero, César, hombre inmortal. He aquí el se- 
creto. Hacerse simplemente rico es una ordinariez; 
reunir los conocimientos que puedan, en lo huma- 
no, constituir la sabiduría, es, cuando la fama no 
repite de onda en onda el nombre del poseedor, 
como ejercer un señorío irrisorio sobre inmensas 



— 251 - 


heredades que no producen, situadas en hemisferios 
apenas conocidos de los geógrafos. El afán de la 
multitud es subir, subir alto y subir pronto, es im- 
provisar timbres y millones; pero ¿y por qué me- 
dio? jAh! Procurándose a toda costa, en cualquier 
revuelta electoral, un billete de entrada para el gran 
mercado de la contratación de las inteligencias: 
para el Parlamento... Esto acusará un estado psico- 
lógico lamentable en nuestro pueblo, pero esto es 
verdad» (1). 

Luego, tras esta razón de vanidad, viene otra que 
mira al provecho en todas las varias formas que 
puede revestir: el medro personal, el influjo, que 
sirve así para colocar a deudos y amigos como 
para hacer desinteresadamente algún favor a una 
Empresa o Compañía, etc. Es verdad que, des- 
de el punto de vista de las ventajas individuales, el 
oficio tiene sus quiebras, porque, en la oposición, 
los políticos con frecuencia viven en estrechez. 
Pero como esto se toma en cuenta cuando el par- 
tido vuelve al poder, y por ello se sube a saltos la 
escalera de los cargos públicos, el atractivo de las 
grandes posiciones compensa aquellas angustias, 
y queda siempre la esperanza de que algún día ven- 
drá a resolver el problema una plaza de consejero 
en una Sociedad de crédito o Compañía de ferro- 
carril. 

Claro está que, andando de por medio estos mo- 

(1) La balija rota, por D. Eduardo Gómez Sigura. 
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tivos, queda más oscurecido o, cuando menos, en 
segundo lugar el que debía ser el primero para de- 
cidir a los hombres a consagrarse a la política: la 
vocación. Bien es verdad que va siendo cosa co- 
rriente que ya sólo sea preciso para hacerse monja 
o fraile, pues que fuera de esto, no parece sino que 
todos sirven para todo. Pero como no es pertinen- 
te examinar aquí las graves consecuencias que, así 
para el individuo como para la sociedad, se siguen 
de no tomar en cuenta la aptitud especial de cada 
uno, revelada en esa voz interior que llama a cada 
cual por un camino, nos limitaremos a observar, 
con relación a la política, que el dedicarse a ésta 
sin vocación produce necesariamente el deplorable 
efecto de convertirla en medio para fines persona- 
les, por lo menos para aquel que se expresa con 
la frase hacer carrera, Y entonces no hay que pe- 
dir al político que sacrifique su interés al procomún, 
o al supremo de los principios y de la justicia, por- 
que así como el literato que escribe pro pane lu- 
crando, prefiere hacer una zarzuela bufa a crear un 
buen drama, pensando en la mayor ganancia, él se- 
guirá el camino que le lleve más pronto a la poltro- 
na ministerial, pensando en su vanidad satisfecha 
o en la cesantía a que desde entonces tendrá dere- 
cho. Y cuenta con que esto de sacrificar el fin a la 
persona, la función al interés del funcionario, es 
más grave, mucho más grave, en la esfera del dere- 
cho que en ninguna otra de la actividad, por la sen- 
cilla razón de que las consecuencias de semejahte 
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aberración se traducen en leyes, en reglas de vida, 
que el Estado impone a la sociedad. 

Finalmente, la profesión del político contrasta 
con todas las demás en otro respecto, es, a saber, 
que la necesidad de estudio, de trabajo, de prepa- 
ración que todas exigen parece no rezar con ésta. 
Muchos de los que a ella se dedican adquieren 
cierta cultura general, se inician en los rudimentos 
de la ciencia política, procuran familiarizarse con 
la tecnología corriente y hacen ejercicios de gimna- 
sia intelectual que los habilite como escritores y 
como oradores, pero no pasan de ahí, y con fre- 
cuencia todo eso lo miran, no como cimiento para 
edificar sobre él, sino como andamio que se quita 
una vez conseguido el objeto, esto es, una vez ad- 
quirida la posición que se ambiciona. Así que la 
ciencia, para muchos políticos, no tiene otro fin que 
fabricar la peana sobre la cual se ha de ostentar su 
personalidad, de suerte que, una vez logrado esto, 
en ella se sientan y, siguiendo el ejemplo de Fray 
Gerundio de Campazas, cierran los libros y se me- 
ten a políticos. 

Bien es verdad que con esta rama de los conoci 
mientos humanos pasa una cosa por extremo sin- 
gular. Háblese, delante de unas cuantas personas, de 
Química, Medicina, Astronomía, Teología, Derecho 
civil. Artes, Tecnología, y se verá cómo muchas de 
ellas se encogen de hombros, diciendo: «No entien- 
do de eso.» Pero que gire la conversación sobre un 
problema de la política, y entonces, por el contra*- 
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rio, todos lo discuten y resuelven, no ya emitiendo 
un parecer o una opinión —que esto es natural lo 
haga todo ciudadano, tratándose de la cosa públi- 
ca- , sino hablando como quien lo hace con cono- 
cimiento de causa. Así que un abogado es un hom- 
bre que sabe y entiende de leyes, y un médico uno 
que entiende y sabe de Medicina, mientras que un 
político es muchas veces un hombre que toma parte 
en la política, aun cuando no la sepa ni la entien- 
da. No pretendemos que deba éste conocer y culti- 
var la filosofía política y la historia política al 
modo que lo hace el científico; pero, así como al 
abogado sin cierta cultura en la filosofía y en la 
historia del derecho no le es dado conocer debi- 
damente la legislación positiva, al político, con 
mucha más razón todavía, no le es posible cum- 
plir su cometido sin esos estudios; y decimos que 
con mucha más razón, porque su misión consiste 
en hacer que vayan encarnando las nuevas ideas 
en la realidad existente; y si ignora ésta y des- 
conoce aquéllas, ¿cómo ha de lograr su intento? 
Por carecer de esos elementos indispensables, in- 
curren unos en extravíos que se atribuyen a una 
voluntad torcida, cuando son fruto de la ignoran- 
cia, y van otros de aquí para allá, de un partido a 
otro, ganándose fama de apóstatas y traidores, 
como si fuera posible apostatar de principios que 
no se han entendido, ni hacer traición a ideas que 
no se han profesado. 

Ahora bien: de estos dos males, la existencia de 
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ese elemento neutro y el excesivo número de poli- 
ticos de profesión, así como del que es su conse- 
cuencia— el abismo que se abre entre aquéllos y el 
país—, es causa, en no pequeña parte, el falseamien- 
to del régimen parlamentario en la práctica, los 
vicios consagrados, las corruptelas admitidas, la 
inmoralidad política, en fin; pues, como diría don 
Francisdo Silvela, «de esta manera se desmoralizan 
los pueblos con más seguridad que por ningún otro 
camino, porque se achaca a la política esa desmo- 
ralización inmensa, y en el desprestigio de la mis- 
ma llegan a quebrantarse los hombres públicos, y 
puede no estar lejano el día en que todos los que 
nos ocupamos en la gobernación del Estado llegue- 
mos a formar una especie inferior de la sociedad, 
como sucede en algunos países de América, y sea- 
mos considerados por la mayoría de la nación como 
una clase aparte señalada por su inferioridad en los 
principios de moral.» 



CAPÍTULO XV 


EL PARTIDO OBRERO Y EL RÉGIMEN PARLAMENTARIO 


El problema social y el problema político.— Actitud de la clase obre- 
ra respecto del sistema parlamentario. — Errores respecto del ori- 
gen de éste y de la naturaleza del principio de la representación . — 
Influjo que en la actitud de los obreros ejercen el olvido de las 
cuestiones sociales por parte de los partidos políticos y las condi- 
ciones de vida de éstos. — Tendencia a la formación del partido 
obreio; consecuencias que produciría su realización; medios racio- 
nales y justos de impedirla; cómo es uno de ellos la práctica sin- 
cera del régimen parlamentario. 


M. Laveleye ha dicho que, hoy, los problemas 
políticos son poca cosa, y los sociales los graves 
e importantes (1). Quizás hay en esto alguna exa- 
geración; pero lo cierto es que si los pueblos mo- 
dernos continúan ocupándose casi exclusivamente 
en las cuestiones referentes al régimen del Estado, 
corren el peligro de encontrarse, el día menos pen- 
sado, sorprendidos con el brusco planteamiento de 
esas otras que hacen relación al fondo de la vida, 
a la organización de la sociedad misma en gene- 


(1) M. René Lavollée va más allá. Se dice: «No hay 
cuestión social». Y debe decirse; «No hay más cuestión 
que la social». (Les classes ouvriéres en Europe, pág. 11.) 


ral, y al estado de las clases obreras en particular, 
cuando, si urge poner término a la resolución del 
problema político, es precisamente porque esta es 
la primera condición para que tenga una de paz y 
de justicia el problema social. La Gran Bretaña 
acaba de poner mano en él, con relación a la pro- 
piedad inmueble de Irlanda; y, aparte el juicio que 
a cada cual merezca la forma en que lo ha hecho, 
no habrá quien deje de reconocer que, en cualquie- 
ra otro país de Europa, soluciones parecidas a las 
llevadas a la práctica por Inglaterra lo habrían 
conmovido honda y profundamente, pues si esto 
no ha sucedido allí, es debido a la admirable esta- 
bilidad política de que goza aquel pueblo; lo cual 
no quiere decir que nada quede ya por hacer en 
esta esfera, pues la cuestión pendiente, en este mo- 
mento, sobre la reforma electoral y las que, más 
pronto o más tarde, surgirán con motivo de la Cá- 
mara de los Lores y de la Iglesia oficial, muestran 
lo contrario, sino que el camino para llevar a cabo 
lo que falta por realizar es conocido, seguro y el 
mismo para todo el mundo. 

Ahora bien: el sistema parlamentario, sobre ser 
el único régimen justo y conveniente para la go- 
bernación del Estado, es el más adecuado para re- 
solver esos otros graves problemas, en cuanto sólo 
mediante él es posible que contribuyan a ese fin 
todos los elementos, todos las fuerzas y todas las 
energías que constituyen e integran el organismo 
social. 



Y, sin embargo, la clase obrera, el proletariado, 
el cuarto estado, llámesele como se quiera, dice, 
por boca de algunos de sus miembros, que el régi- 
men parlamentario es cosa inventada por la bur- 
guesía para su provecho-, proclama, en frente del 
principio del sistema representativo^ el de la de- 
mocracia directa, y concluye afirmando la necesi- 
dad de que se constituya, fuera y con independen- 
cia de las parcialidades políticas existentes, el lla- 
mado Partido obrero. 

Esta actitud obedece, en una parte, a errores 
doctrinales, y, en otra, a apreciaciones sobre lo 
que pasa en la práctica de la política al uso. 

La clase obrera ha oído que el sistema represen- 
tativo fué, en pasados tiempos, una conquista del 
tercer estado, progenitor de la clase media de los 
actuales, y confundiendo, como hacen muchos, 
aquel régimen con el parlamentario, creen que 
éste sólo cuadra a los intereses de la burguesía, 
olvidando la profunda diferencia que hay entre di- 
chos dos sistemas, en cuanto, con el representativo 
de la Edad Media, los pueblos eran regidos y go- 
bernados por ios reyes, aunque con la interven- 
ción del Clero, de la Nobleza y del Estado llano, 
mientras que, con el parlamentario de nuestros días, 
las naciones se rigen y gobiernan a sí mismas, y los 
funcionarios, con inclusión del jefe del Estado, son 
sus servidores, y los ciudadanos todos copartíci- 
pes dé la soberanía que corresponde a la sociedad; 
siendo de notar que si esto es verdad aun allí don- 



de no está consagrado todavía el sufragio univer- 
sal, con tal que lo estén los derechos de libre emi- 
sión dél pensamiento, de reunión, de asociación, 
etcétera, es evidente y manifiesto donde no es el 
censo el único título para obtener el voto, y más 
aún donde no se exige otro que el de la ciuda- 
danía. 

Al lado de este error histórico aparece otro teó- 
rico o doctrinal, que consiste en desconocer el fun- 
damento racional del principio de la representa- 
ción, pues eso implica la afirmación del que sirve 
de base a la democracia directa. No ha nacido 
aquélla de la imposibilidad de que un pueblo nu- 
meroso y desparramado por una extensa superficie 
se constituya todo él en asamblea, como lo hacían 
griegos, romanos y germanos, sino que, además de 
esta razón de conveniencia, le abona otra de nece- 
sidad, como que se deriva de la naturaleza misma 
de las personas sociales en general, y, por tanto, 
también de las corporaciones políticas, puesto que 
ninguna de ellas puede regir su vida sino por me- 
dio de representantes. Por esto, en la Edad Media, 
desde el momento en que se sintió la necesidad de 
dar participación en el régimen de la nación a las 
villas y ciudades, surgió naturalmente la idea de los 
procuradores. Además, obedece el sistema repre- 
sentativo a otro principio, es, a saber, que el dere- 
cho, como los restantes fines de la vida, es a la vez 
objeto de actividad general para todos y asunto 
especial de profesión para algunos, y por esto to- 
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dos son órganos legítimos para expresar las nece- 
sidades sociales en este punto, pero sólo algunos 
tienen capacidad para traducirlas en leyes y hacer 
éstas efectivas. 

Tan cierto es esto, que cuando se habla de la efe* 
mocracia directa de griegos, romanos y germanos, 
es preciso entenderlo tan sólo en el sentido del pre- 
dominio de este sistema, el cual nunca ha sido ni 
será exclusivo, por lo mismo que contradice un prin- 
cipio racional, pues griegos y romanos, aparte de 
que fuera de sus asambleas populares quedaba una 
muchedumbre de siervos, tenían un Senado o Con- 
sejo y numerosos funcionarios, jueces y magistra- 
dos; y en cuanto a los germanos, basta recordar a 
este propósito la frase de Tácito: De minoribus re- 
bus principes consultant, de majoribus omnes. 

Pero más que este y otros prejuicios, contribu- 
yen a la actitud del proletariado y a su pretensión 
de formar el partido obrero, los vicios y corruptelas 
que ostenta el régimen parlamentario en la prácti- 
ca. En primer lugar, observa aquél que los políti- 
cos de oficio se pasan el tiempo, y se lo hacen pa- 
sar a los pueblos, en tanteos y empeños que casi 
nunca trascienden de la esfera más exterior y for- 
mal del derecho, dejando en olvido aquella otra, 
sustantiva y de fondo, en que entran los problemas 
sociales, que son precisamente los que interesan a 
las ciases trabajadoras. Luego se encuentran con 
que los más de los partidos no paran mientes en 
tales cuestiones, habiendo algunos que hasta nie- 
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gan que ellas existan, y otros que, no obstante ape- 
llidarse democráticos, se contentan con manifestar 
una vaga simpatía en favor del cuarto estado. Fi- 
nalmente, cuando examinan de cerca lo que pasa, 
hallan que la política parece a veces no ser otra 
cosa que un medio para hacer que los que alcan- 
zan cierta cultura, inaccesible, por lo general, a los 
obreros, hagan carrera y fortuna. 

Que los hombres de Estado, los partidos y los 
pueblos se hayan preocupado hasta aquí casi ex- 
clusivamente con los problemas políticos, tiene 
llana explicación. Por lo mismo que el derecho pú- 
blico es una condición para la vida del derecho 
privado, por cuyo motivo se le ha llamado con ra- 
zón derecho para el derecho^ era natural procurar 
lo primero la reforma de aquél en cuanto habla de 
ser el instrumento y medio para llevarla a cabo en 
éste. Además, el problema social que tocó resolver 
a nuestros padres tuvo un carácter negativo, como 
lo demuestran, según observamos en otra ocasión, 
las palabras en que se resumía y sintetizaba: des- 
vinculación, des-amortización, y por eso, destruidas 
las excepciones creadas en la época feudal y en la 
de la Monarquía, vino a quedar en vigor el dere- 
cho privado tradicional que debemos a los roma- 
nos, a los germanos y a la Iglesia. El problema de 
hoy consiste en la creación de uno nuevo que sa- 
tisfaga las necesidades de la sociedad actual, de la 
que decía ya el ilustre Rossi, hace cuarenta años, 
que empezaba a no encontrarse a gusto dentro de 
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los moldes del Código de Napoleón. Y claro está 
que como es mucho más difícil edificar que destruir, 
en cuanto para lo primero son necesarios un ideal y 
un criterio, y preciso es reconocer que contrasta 
con el adelanto y riqueza de las ciencias que estu- 
dian los principios del derecho público en todas 
sus esferas, el atraso y pobreza de las que investi- 
gan los del derecho privado, no hay que extrañar 
ese olvido de las cuestiones sociales, aunque sí 
debe sorprender que haya habido quien, descono- 
ciendo la verdad que encierran las palabras de 
M. Laveleye, con que comenzamos este capítulo, 
afirme precisamente todo lo contrario. Pero hora es 
ya de que los partidos presten atento oído a las 
palpitaciones de ciertas clases, den señales de que 
les interesan sus dolores y muestren el firme pro- 
pósito de estudiarlos para procurar que la sociedad 
ponga los remedios que procedan en justicia. Y 
este deber se impone todavía con más imperio a 
los partidos democráticos, no sólo porque son na- 
turalmente los llamados a ser órganos de las nece- 
sidades de los trabajadores, sino, además, porque 
el atraer a éstos a sus filas debe ser su constan- 
te aspiración. Claro está que incurrirían en una 
gran imprudencia, si inscribieran en su bandera 
una serie de soluciones cerradas, cuando, en la es- 
fera del pensamiento, la cuestión social no ha sali- 
do todavía del período de las vaguedades; pero en- 
tre este extremo y el del silencio y la abstención 
queda un término medio, que consiste en reconocer 
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la existencia del problema, en estudiar su alcance, 
sus causas y sus remedios, y en proponer las refor- 
mas parciales que estén abonadas por la ciencia y 
hayan encarnado y madurado en la conciencia pú- 
blica. De otro modo, ¿cómo esperar que los obre- 
ros se confundan con las demás clases sociales en 
el seno de los actuales partidos políticos? 

Aun sin eso, quizás los trabajadores no habrían 
pensado en la formación de un partido exclusivo y 
propio, si se hubieran hallado siempre en presencia 
de partidos formales, desinteresados y atentos tan 
sólo a procurar el bien de la comunidad. Es un he- 
cho que, en Inglaterra, las TradesUnions, estas Aso- 
ciaciones de obreros que constituyen hoy en aquel 
país un elemento social cuya importancia nadie 
desconoce, lejos de mirar con desconfianza los ac- 
tuales organismos políticos, se valen de ellos, y 
paulatinamente van consiguiendo ver convertidas 
en leyes no pocas de las aspiraciones que formu- 
lan en sus Congresos. Es más: en 1877, con mo- 
tivo de la grave crisis política provocada por el 
Mariscal Mac-Mahon en Francia, algunos represen- 
tantes de las Trades Unions dirigieron a Gambetta 
una felicitación, en la que, después de animarle a 
seguir la campaña pacífica, pero enérgica y resuel- 
ta, que había emprendido, escribían estas notables 
palabras: «Somos deudores a la iniciativa de Fran- 
cia de muchos principios progresivos; pero Ingla- 
terra es la primera en la maestría con que sabe 
armonizar el progreso con el orden y hacer que 
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éste sirva a aqnél.> ¿A qué es debida esta actitud 
de los obreros en aquel país sino a la formalidad, 
a la eficacia, a las condiciones todas de su vida 
política, por virtud de las cuales es allí el régimen 
parlamentario una verdad? 

Si, por el contrario, los Gobiernos los ponen fue- 
ra de la ley y las clases directoras miran sus aso- 
ciaciones como partidas de malhechores; si los 
partidos se muestran mudos e indiferentes ante sus 
padecimientos y sus dolores y gastan toda su acti- 
vidad en conseguir el poder tan codiciado; si, en 
medio de cambios incesantes de política, ven que 
no adelantan un paso los problemas que tienen 
para ellos más interés, y que, al propio tiempo, si- 
guen los vicios, los excesos y las mixtificaciones 
con que los políticos de oficio medran y los ban- 
dos se robustecen, nada tiene de extraño que sue- 
ñen con la idea de formar un Partido obrero: pre- 
tensión que, si no fuera una utopía, implicaría un 
grave retroceso, puesto que nos llevaría a una or- 
ganización del Estado-sobre la base antigua de las 
clases sociales. 

Y el mal es más grave por la actitud de guerra 
con que se presenta ese partido; porque si el pro- 
cedimiento revolucionario cabe admitirlo como un 
recurso supremo y excepcional en la esfera de la 
política, y únicamente en cuanto se encamina a rei- 
vindicar para la sociedad la soberanía que de de- 
recho le corresponde, en modo alguno es justo ni 
conveniente para resolver las difíciles y complejas 
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cuestiones sociales. «No se puede pedir, no se 
puede demandar que en una hora, que en un ins- 
tante, cambien las condiciones sociales de la vida 
de un pueblo; no penséis que tales reformas sean 
obra exclusiva de un partido. Todas las institucio- 
nes, todos los fines humanos necesitan cooperar 
para que se realicen y cumplan; si no, son obras 
efímeras, que duran sólo lo que uno de esos fugaces 
relámpagos que cruzan, en noche lóbrega y tempes- 
tuosa, por el horizonte... El intento de cambiar las 
condiciones sociales, cortando con la tajante revo- 
lucionaria todos los obstáculos que puedan opo- 
nerse, hace de todo punto insoluble el problema, 
tormentosos sus medios, estériles sus procedimien- 
tos y aun inicuos sus resultados> (i). 

Ahora bien: lo mejor que cabe hacer, para apar- 
tar a la clase obrera de ese camino, es discutir los 
problemas sociales, para poner de manifiesto las 
dificultades que encierran, en vez de guardar silen- 
cio sobre las mismas, dejando así que charlatanes 
de oficio o utopistas soñadores hagan pasar, a los 
ojos de los trabajadores, como planes de reforma 
posible, los que no son otra cosa que disparates y 
desvarios, y, a la vez, al modo que el filósofo de- 
mostraba el movimiento andando, los partidos de- 
ben probar a aquellos que quieren y pueden ocu- 
parse en esas cuestiones, procurando darles solu- 


(1) Discurso pronunciado por el Sr. Salmerón en la 
sesión de las Cortes Constituyentes de 13 de junio de 1873. 
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ción en la parte en que sea posible y corresponda 
a la esfera del Estado, dejando amplia libertad a 
los obreros para que se asocien y discutan esos y 
todos los problemas que son de tanto interés para 
ellos, y reconociendo la necesidad de dar a este 
elemento participación en la gestión de los nego- 
cios públicos; porque, como dice Sir E. May, «si 
los que mandan desconocen el desenvolvimiento 
de este poder, desconfían de él y lo exasperan, en- 
tonces provocan el descontento popular, el des- 
orden y la revolución, mientras que si se le admite 
y acepta de buen grado, es una fuente de riqueza 
y de unión nacional >. 

Esto es, no sólo justo, sino también conveniente. 
En primer lugar, no podría así considerarse el pro- 
letariado como una clase puesta fuera de la ley o, 
por lo menos, sin medios eficaces de obtener las 
reformas sociales que desea; y luego, colocados los 
obreros en la necesidad de hacer y per- 

dónesenos la palabra, sus pretensiones, entonces 
se pondrá de manifiesto lo que ellas tengan de 
irrealizable, por la gran diferencia que hay entre 
formular un principio de reforma en términos va- 
gos, cosa en extremo fácil, y desenvolverlo en una 
serie de reglas de vida o de proyectos de ley. El 
célebre economista Leonce de Lavergne, en una 
carta que escribió, en 1874, sobre el sufragio univer- 
sal en relación con el socialismo, y que fué muy 
comentada, decía lo siguiente: «Ciertamente, por 
mi parte, no he deseado el advenimiento del sufra- 



gio universal, antes por el contrario, he visto su 
adopción con inquietud, pero en los veinte años 
que lleva funcionando he aprendido a temerlo me- 
nos. Y lo que más me ha llamado la atención es la 
coincidencia de que, en el momento en que se ha 
establecido, ha comenzado a declinar el socialis- 
mo. Las utopías socialistas se desenvolvieron y al- 
canzaron grandes proporciones bajo el imperio del 
sufragio restringido; y no puedo menos de atribuir 
al sufragio universal cierta acción en este cambio. 
En efecto, se comprende que los fautores de siste- 
mas subversivos utilicen la falta de él como un me- 
dio para seducir a los ignorantes, porque pueden 
decir: si no se llevan a la práctica nuestras teorías, 
es porque el poder está en manos de una minoría 
interesada en hacerlas abortar. Ahora bien: este 
lenguaje pierde en gran parte su fuerza aparente 
con el sufragio universal. ¿Por qué, votando todo 
el mundo, no han cambiado las bases de la socie- 
dad? ¿Por qué, siendo la clase más numerosa la que 
más puede, no ha hecho nada?, etc.» (1) 

En fin, ciertas asociaciones de obreros declaran 
que no esperan nada de la política, y aun cuando 
esta pretensión imposible se enlaza con la equivo- 
cación de suponer que con proclamar la anarquía 
como ideal se ha suprimido el Estado, como si éste 
no apareciera en la organización comunalisfa, pre- 
conizada por los unos, o en las corporaciones de 

(1) Citado por Mr. T. E. C. Lesbic, en The Forlnigh- 
tly Review^X febrero 1881. 
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obreros propuestas por los otros, lo que realmente 
quieren expresar es su desconfianza absoluta res- 
pecto a la política al uso, esto es, de la política 
formalista, trivial, interesada, estrecha y, con fre- 
cuencia, corrompida, que observan en su rededor. 
Por esto damos la importancia que se merece a 
este punto, creyendo que la viciosa práctica del 
régimen parlamentario contribuye, en no pequeña 
parte, a que se alejen las clases trabajadoras del 
centro normal de la vida pública y abriguen la pre- 
tensión de constituir un partido exclusivamente 
obrero, el cual tendría todos los inconvenientes 
que tienen los partidos de clase, cualquiera que 
sea la que los forme y constituya. 

Claro está que lo que consideramos como un 
grave mal es la formación de un partido obrero 
con el carácter de partido político, constituido en 
frente de los existentes y en actitud de guerra res- 
pecto de todos ellos, no los que puedan crearse, 
aunque estén exclusivamente formados por traba- 
jadores, con el objeto de conseguir las reformas 
que estimen justas y convenientes en puntos que 
con especialidad les interesan y atañen, utilizando 
al efecto todos los medios legales. Esto es lo que 
hacen en Inglaterra las Trades Unions, cuyos miem- 
bros, a la vez que trabajan en el seno de las mis- 
mas para la consecución de lo que importa a la 
clase obrera, luchan en e! seno de este o de aquel 
partido político para la realización de los fines ge- 
nerales que cada cual persigue. 



CAPÍTULO XVI 


EL ELEMENTO JOVEN 


Tutela que deben ejercer las generaciones maduras sobre las nue- 
vas. “ Olvido de que lo primero que se necesita para dedicarse a 
la política es la vocación, y sus causas. - Móviles que a los jóve- 
nes impulsan, a veces, a entrar en la política. — Desinterés excep- 
cional de que hacen alarde los politicus. — Facilidad con que los 
jóvenes transigen con los vicios de la política al uso; responsa- 
bilidad que en ello cabe a los políticos experimentados. — Aspira- 
ciones legitimas de la juventud; dentro de qué límites lo son la 
del provecho y la de la gloria. 


Si a todo el mundo importa mucho la suerte de 
la juventud, ¿cómo ha de dejar de interesarnos a 
los que vivimos consagrados a su enseñanza y 
educación? Por este motivo, nuestro dolor, cuando 
en la esfera de la política la vemos extraviada, es 
más agudo, y nuestra queja respecto de los que, 
en vez de guiarla y aleccionarla, la corrompen, 
tiene que ser más acerba y más amarga. 

Así como los pueblos civilizados ejercen de de- 
recho y por deber una tutela sobre los que no lo 
están, y las clases sociales superiores sobre las 
inferiores, de igual modo los hombres maduros y 
experimentados tienen el derecho y el deber de 
preparar las nuevas generaciones para que puedan 



mañana regir dignamente su vida y prestar a la 
sociedad los servicios que ésta ex’ge de todos sus 
miembros. ¿Sucede esto con relación al orden de 
la política? Véamoslo. 

En primer lugar, con frecuencia, los jóvenes pres- 
cinden, sin que nadie se cuide de recordárselo, de 
lo que debían atender, antes de todo, para dedicar- 
se a esta esfera de la actividad: de la vocación. No 
se consulta mucho para consagrarse a las demás; 
pero en ninguna se tiene tan poco presente como 
respecto de ésta. Es una de las causas de semejan- 
te fenómeno la circunstancia particular de que la 
política, o no se considera como carrera, o se toma 
como tal, pero en un sentido deplorable. 

Sucede lo primero, porque no hay un sistema de 
educación que capacite para el ejercicio de la pro- 
fesión de político, al modo que los hay que prepa- 
ran para el de todas las demás, como las de mili- 
tar, médico, abogado, ingeniero, sacerdote, etc. Es 
verdad que hay una enseñanza de derecho, en la 
cual entra naturalmente el derecho político; pero 
sobre que éste constituye en aquélla una parte mí- 
nima, los padres que matriculan a sus hijos en esa 
Facultad piensan en que habrán de ser jueces o 
abogados, pero que tales estudios los capaciten 
para ser políticos, no les ocurre, ni aun a los que 
los envían a la Universidad para que adquie- 
ran cierta cultura y, además, un título que sea tes- 
timonio de que tienen una carrera, aunque no ejer- 
zan nunca una profesión. Contribuye no poco a 



esto la circunstancia de que en todas partes, pero 
más especialmente en los pueblos pobres, las gen- 
tes eligen una u otra esfera de actividad, pensando 
a la vez en la conveniencia de trabajar en la que 
más cuadre a las aficiones y tendencias de cada 
uno, y en la necesidad de procurarse así los recur- 
sos precisos para levantar sus obligaciones. Ahora 
bien: mientras que consiguen esto último aboga- 
dos, médicos, militares, ingenieros, artistas, etc., 
todos los cuales perciben por sus servicios una re- 
muneración directa, sea de sus clientes, sea del Es- 
tado, los políticos, o la obtienen tan sólo cuando 
alcanzan la investidura de representantes del pue- 
blo en los países en que perciban dietas los dipu- 
tados, o se la buscan de un modo indirecto, ya uti- 
lizando su posición para hacerse agentes de nego- 
cios, ya viendo premiados sus méritos y servicios 
con puestos administrativos que les otorgan sus 
amigos cuando llegan al poder, o se contentan con 
el provecho— bien mezquino, por lo general— que 
pueden alcanzar escribiendo en un periódico pO' 
Utico. 

Pero, de todos modos, siempre resulta que la di- 
ferencia notada es una verdad de hecho, puesto 
que, para ejercer todas las demás profesiones, es 
preciso un aprendizaje, una enseñanza, sea en la 
Universidad, sea en el taller, sea en el estudio del 
artista; al paso que, para ejercer la de político, 
basta querer, salvo algunos, muy pocos, que, con 
una preparación adecuada, comienzan escribiendo 
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en la Prensa, y más tardé obtienen asiento en el 
Parlamento. Así, mientras el joven que, por voca- 
ción, se consagra a la medicina, a la abogacía o a 
la pintura, ha estado durante años, no sólo capaci- 
tándose para el ejercicio de esas profesiones, me- 
diante la instrucción que ha recibido y la práctica 
que ha llegado a adquirir, sino ocupándose y pre- 
ocupándose de un determinado orden de actividad 
y aplicando su espíritu a esa esfera de acción en 
que habrá de agitarse y moverse durante toda su 
vida, el político, con frecuencia, surge de improvi- 
so, y es un abogado, un profesor, un ingeniero, un 
militar, un farmacéutico, un médico o un poeta, a 
los cuales, después de haber gastado veinte años 
en llegar a cierta altura en sus respectivos oficios, 
se les ocurre soñar con que en veinte meses bien 
pueden llegar a ser ministros. Así, según desde el 
punto de vista que se mire, cabe decir que nadie 
es político y que lo es todo el mundo. 

¿Se remediará este mal creando una Facultad 
de política en las Universidades? Debía haberla; 
pero no es precisa, porque este es un género de es- 
tudios que puede muy bien hacerse privadamente. 
Lo que hace falta es que, los que escojan ese cami- 
no, se decidan a prepararse convenientemente, re- 
conociendo que no es la política una excepción 
singular en la vida que exima de ese requisito a 
los que a ella se consagren, y, además, que para 
esto, como para todo, lo primero que se necesita 
es vocación. 
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Ésta lleva a algunos, ciertamente, a la política; 
pero muchos entran en ella por el afán de la noto- 
riedad, por aprovecharse de la posición que en ella 
ocupa su padre, su hermano o su tío, por el deseo 
de mangonear en su pueblo o por hacer carrera^ y 
esto es lo más frecuente. 

¿Qué significa este modo de' hacer carrera? Po- 
nerse en condiciones de ser pronto director o sub- 
secretario, y ministro no muy tarde; convertir la 
tribuna en reclamo, haciendo que la fama que se 
alcanza en el Parlamento sirva al abogado para 
tener más pleitos, al hombre de negocios para que 
éstos aumenten en número y en importancia, al pa- 
dre de familia para ir colocando a sus hijos, a cual- 
quiera para obtener una plaza en el Consejo de una 
Sociedad o Compañía y, ¡quién sabe!, a alguno 
quizás para pretender la concesión de un título no- 
biliario o aspirar a la mano de una mujer rica. 

De aqui otro contraste entre esta profesión y to- 
das las demás, pues mientras que el abogado, el 
médico o el artista no ocultan que en el ejercicio 
de la suya cifran su subsistencia, lo cual es perfec- 
tamente compatible con la dignidad del fin social 
a cuya realización viven consagrados, el político, 
que se nos presenta siempre sacrificándose por la 
patria, y aun sentiría rubor si declarara que pensa- 
ba un poco en sí mismo, luego, en la práctica, 
hace todo lo contrario; sólo que, como las venta- 
jas personales que persigue no son para dichas 
coram populo, tiene que alardear de un patrio-. ' - : . 
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tismo y de un desinterés verdaderamente excep- 
cionales. 

Estas especiales condiciones de la carrera polí- 
tica hacen que los jóvenes entren en ella no pocas 
veces por la puerta falsa, sin preparación y por mo* 
tivos que no son los más puros. De aquí esos cam- 
bios repentinos, por virtud de los cuales el que en 
sus primeros años mantuvo soluciones radicales en 
Ateneos y Academias, figura, al poco tiempo, en un 
partido medio, por la poderosa razón de que está 
más cerca del poder, aun cuando no negamos que, 
en ocasiones, sea debida la mudanza a una sincera 
rectificación de las ideas que impremeditadamente 
hicieron suyas, y de las que, con ligereza, se cons- 
tituyeron, antes de tiempo, en apóstoles y propa- 
gadores. 

Pero más grave es la facilidad con que, dentro 
ya de la política, se acomodan a los vicios y co- 
rruptelas en boga, porque esto acusa, de parte de 
ellos, una lamentable falta de energía moral, y de 
parte de la generación madura y avezada a las lu- 
chas de la política, un olvido del primero de los 
deberes que tienen que cumplir para con la nueva 
que llama a las puertas de la vida pública. 

Ni el cansancio de la lucha, ni el escepticismo 
que engendra la ineficacia, real o aparente, de es- 
fuerzos generosos, ni la tendencia a transigir con 
las impurezas de la realidad que se revelan cuando 
se ha batallado mucho con ellas, ninguna de estas 
excusas, alegadas con frecuencia por los políticos 
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víeJoSy puede aducirlas la juventud. No le es dado 
mostrar fatiga cuando está al principio de la jorna- 
da, ni dudar del porvenir cuando todavía no ha he- 
cho, por su parte, nada para mejorar lo presente, 
ni transigir con principios, instituciones o costum- 
bres, cuyo arraigo en la conciencia social no ha 
puesto aún a prueba. To seek, to sfríve^ to find, and 
not to yield: buscar, luchar, hallar y no rendirse, 
debe ser el mote de la juventud. Cuando, por el 
contrario, no sólo se deja vencer por las primeras 
dificultades, sino que las toma como otros tantos 
pretextos para descargarse de obligaciones y seguir 
el camino trillado, y, en vez de someterse con re- 
signación y desinterés a semejante estado de cosas, 
lo utiliza en provecho propio, ¿cómo no desespe- 
rar de que males que todo el mundo lamenta ten- 
gan remedio, si cada generación que aparece en es- 
cena, en lugar de anatematizarlos, se aviene a tran- 
sigir con ellos y los deja acrecentarse y echar 
raíces? 

La única circunstancia atenuante que, en este 
punto, puede alegarse en favor de la juventud, es lo 
poco que para llevarla por buen camino hacen los 
políticos experimentados. Sea que el escepticismo 
se ha apoderado por entero de ellos, sea porque no 
quieren aconsejar una conducta que implica la con- 
denación de la propia, lo cierto es que, lejos de se- 
ñalar a los jóvenes escollos que evitar, males que 
corregir y vicios que desarraigar, les ponen en el 
secreto de los resortes y misterios de la política al 
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USO, les transmiten su experiencia, lo mismo en lo 
bueno que en lo malo, se anticipan a quitarles los 
escrúpulos que pudieran asaltar a su conciencia, y 
si, a pesar de eso, surge alguno, se contentan con 
encogerse de hombros y decir: El mundo es asi, y 
hay que tomarlo como es. De este modo, la corrup- 
ción penetra en el espíritu de la juventud con los 
pasaportes falsos de la habilidad y de la expe- 
riencia. 

Se puede dispensar a los jóvenes el extremo del 
rigor en la aplicación de los principios, la impa- 
ciencia para llevarlos a la práctica y la intransi- 
gencia con todo lo que se opone a la realización 
de ideales queridos y amados, porque son todas 
éstas cosas naturales en los pocos años. Pero no 
conforman con el culto que en esa edad más que 
en ninguna otra se rinde a todo lo generoso y des- 
interesado el afán inmoderado de los puestos ofi- 
ciales; el empleo de todos los medios, sin discernir 
los buenos de los malos, para llegar a la meta que 
ha fijado la ambición; la ciega sumisión a políticos 
poco escrupulosos, de quienes se espera, no el 
sano consejo y el apoyo legítimo, sino una parte 
del botín que, cuando venza, habrá de distribuir en- 
tre sus adeptos, y tantos otros excesos y debilida- 
des en que vemos con frecuencia caer a la ju- 
ventud. 

Y, de igual modo, puede excusarse que los políti- 
cos viejos pongan demasiado lastre en la nave, te- 
merosos de que el entusiasmo juvenil la haga zozo- 



brar; que, preocupados por demás con la suerte de 
la organización existente, recelen que los esfuerzos 
de la nueva generación la hieran en lo que tiene 
de sano o se malogren por no saber atacar lo que 
tiene de vicioso, y, en consecuencia, pongan un 
freno a las impaciencias de aquélla. Mas no se ex- 
plica que la experiencia, que ha de ser magistra 
vítce, pero para hacer el bien y evitar el mal, se 
ponga más al servicio de éste que de aquél; que la 
tutela, cuyo fin no puede ser otro que la educación 
y preparación de los sometidos a ella para la vida 
digna y honrada, se convierta, en la esfera política, 
en aprendizaje de malas prácticas, enseñanza de 
corruptelas, depertador de pasiones malsanas, todo 
ello bajo el disfraz del sentido práctico, de las exi- 
gencias de la realidad y de otras cosas análogas 
que, siendo muy exactas y muy buenas en sí mis- 
mas, sirven de pretexto a otras que nada tienen 
que ver con ellas. 

Y no es que pretendamos convertir a los políticos 
jóvenes en una especie de místicos, anacoretas o 
cartujos, ni les pedimos otra devoción ni otro des- 
interés que los que se exigen a los consagrados a 
cualquiera otra profesión. Queremos tan sólo que 
pongan de su parte lo preciso para que no lle- 
gue el día, temido y anunciado por D. Francisco 
Silvela, en que «todos los que nos ocupamos en la 
gobernación del Estado lleguemos a formar una 
especie inferior de la sociedad». Lejos de reclamar 
cosas que, sobre no ser posibles, conforman poco 



con la naturaleza humana, estimamos lícito, justo y 
decoroso que el que elija esa carrera aspire a en- 
contrar en ella los medios necesarios para atender 
a todas sus obligaciones, como lo es que el que 
sirva al altar, del aliar viva. Más aún: la dificultad 
de conseguirlo, que es fácil observar en algunos 
pueblos, la consideramos como una imperfección 
social, que explica la existencia de ciertos abusos y 
atenúa la culpabilidad de los que los cometen, aun 
cuando no los justifica, pues el que carezca de re- 
cursos propios, antes que comprometerse a prestar 
servicios políticos, que sabe han de ser gratuitos, 
debe mirarse mucho, no sea que caiga en la tenta- 
ción de procurarse por caminos torcidos lo que no 
le es dado alcanzar por el derecho; y si no se en- 
cuentra con fuerzas para luchar con la estrechez, 
que es un gran enemigo, quedarse en su casa, pues 
la primera de las obligaciones es la de mirar por su 
honor. Así que un joven periodista, cuyo desinte- 
rés se ha puesto a prueba escribiendo y trabajando 
por una remuneración mezquina, se crea, cuando 
su partido tiene el poder, con perfecto derecho a 
uno de esos puestos retribuidos que, por su natu- 
raleza o por ser de confianza, habrán siempre de 
mudar de servidor con los Gobiernos y que sea 
adecuado a sus facultades y merecimientos, es 
muy natural y muy legítimo; pero no es ni siquiera 
tolerable que, para escribir los artículos en que 
ataca al Ministerio o le defiende, según que sea 
enemigo o amigo, se asome antes al arca del pan 
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para ver si está vacía o llena. Es decir, que en esta 
esfera, como en todas, el interés es legítimo; pero 
a condición de que se subordine a la razón y al 
bien común y general. 

De igual modo, en la carrera política, como en 
las demás, se puede alcanzar gloria y provecho, y 
no pretendemos que los jóvenes renuncien a aqué- 
lla. Pero importa que no confundan la verdadera 
con la falsa, ni olviden que es esta una de las co- 
sas que deben esperarse por añadidura. La gloria 
nO es legítima ni pura, cuando se alcanza por ma- 
los medios; así que, aun cuando al pronto parezca 
tal lo que es tan sólo un éxito feliz, la posteridad 
la regatea a quien ha sido poco escrupuloso en la 
manera de conquistarla. Y aun entre los coetá- 
neos, si los amigos y correligionarios la otorgan 
fácilmente, atentos a medirla por las ventajas que 
procura al partido, el país en general, como pone 
la mira más alta y no se deja deslumbrar por triun- 
fos efímeros, es más exigente para reconocer que 
un político merece el título de hombre de Estado. 
Por natural que sea el deseo de obtener ese galar- 
dón, al fin y al cabo es cosa individual y personal, 
y, por tanto, ha de subordinarse y, si necesario fue- 
se, sacrificarse a los sagrados intereses de la patria 
y de la justicia. Y, de todos modos, es preciso no 
confundir la aspiración que lleva al hombre a pen- 
sar en la gloria, con aquella otra, pequeña y mez- 
quina, que consiste en ambicionar un puesto en la 
Administración, en el Parlamento o en el Gobierno 
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para ser visto por mayor número de personas y 
hallar con más frecuencia estampado su nombre 
en los periódicos. Por tomar una cosa por otra son 
muchos los que, siendo únicamente capaces de la 
segunda, que es una debilidad y un antojo pueril, 
se creen en camino de alcanzar la primera, que, 
por su misma naturaleza, está reservada para muy 
pocos. 

En fin: lo que pedimos a la juventud, lo que de 
ella tienen derecho a esperar los pueblos, cuya po- 
lítica traen trastornada el egoísmo, la arbitrariedad, 
la hipocresía y la mentira, es que luchen y trabajen 
para desarraigar estos vicios, en vez de darles car- 
ta de naturaleza haciéndose sus cómplices; que des- 
plieguen en la vida pública aquellas virtudes, tan 
propias y naturales en su edad, que son precisa- 
mente las adecuadas para remediar los más de los 
males que corrompen la práctica del régimen par- 
lamentario. Cuando un campo se agosta a conse- 
cuencia de una larga sequía, el día que cae sobre 
él la lluvia tan esperada confía el labrador en que 
todavía llegue a tiempo para dar vida a las plantas 
mustias y secas, y, si esto no es posible, para que 
broten otras nuevas de los gérmenes sepultados en 
la tierra; porque si ni siquiera eso cabe ya, enton- 
ces, el prado queda yermo e improductivo. Pues de 
igual modo, si perdiéramos la esperanzado que los 
políticos maduros cambien de conducta, y, por aña- 
didura, después de volver los ojos a la juventud. 
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nos dejaran igualmente descorazonados, ¿de dón- 
de esperar el remedio? 

Ojalá pudiéramos grabar en su corazón estas 
hermosas palabras de Tennison, el ilustre autor de 
la oda a la muerte del duque de Wellington: 

La senda del deber es el camino de la gloria. 
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